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INTRODUCCIÓN 

La jurisdiccional constitucional ha evolucionado en México principalmente a partir 
de las refonnas constitucionales de 1994, 1996 y 1999; Incluso. una gran parte de la 
doctrina considera instituido e l derecho procesal constitucional mexicano. 

En mi opinión, fa jurisdicción constitucional es una materia que se prepara en dos 
siglos de historia constitucional, con pasos lentos o prolongados, y en algunas etapas 
constitucionales, simplemente no existe o no tiene identidad. 

Por ello, la primera parte de esta tesis, comprende el examen de los documentos 
históricos fundamentales, de los sistemas y de las garantlas de defensa que me 
permitan explicar la formación de la jurisdicción constitucional en México, por sencilla 
o compleja que resulte su tradición y, a partir de su evolución, exponer los principios 
que configuran y sostienen a la teoria de la jurisdicción constitucional pero, sobre 
todo. su influencia en la lmpartición y en el acceso a la justicia constitucional. 

En este trabajo no se presenta al derecho procesal constitucional principalmente 
como defensor de la Supremacla Constitucional, si bien para la mayoria de los 
autores, la justicia constitucional se basa en la protección y defensa de la 
Constitución, sobre la que se establecen y configuran los órganos jurisdiccionales, los 
sistemas de defensa y las garantlas de control. 

Por el contrario, este trabajo esta orientado y propone que el derecho procesal 
constitucional, tenga como finalidad esencial mejorar la lmpartlción de justicia y que el 
acceso a la jurisdicción constitucional sea lo más factible, real y útil para los quejosos, 
para las entidades públicas, para ras fracciones parlamentarias y para el ciudadano en 
general; además, por supuesto, de fa protección a la Constitución. 

Así mismo, en la conformación del control constitucional participan decidida y 
principalmente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados 
de Circuito, los juzgados de Distrito, el Tribunal Electoral del Poder Judicial Federal y 
los Tribunales Unitarios de Circuito, sin ros cuales, no podría hablarse de control 
jurisd iccional, ya que su intervención es Imprescindible para esta materia. 

Cada uno de estos órganos judiciales ha tenido y tiene una participación distintiva 
en el control jurisdiccional, por ello, expongo sus antecedentes e Integración, para 
explicar su función y competencia en el control constitucional. 



La Suprema Corte de Justicia de la Nación, por ejemplo, a partir de la reformas 
constitucionales de 1986, 19!M y 1999 se aprecia como un Tribunal Constitucional; sin 
embargo, en toda su evolución, al menos desde su instauración y en los periodos 
constitucionales de 1824, 1857, 1917 y 1951, se desempeflo al menos 
estructuralmente como un tribunal de lega/ídad. 

En la actualidad, la Corte se moderniza gracias a la tradición europea a la que se 
incorpora, y particularmente por la Influencia española y sudamericana de los 
tribunales constitucionales; sin embargo , queda por comentarse la función que 
desempeña la Suprema Corte como Tribunal Constitucional a partir de las reformas 
constitucionales de 1994. 

Por lo que respecta a los Tribunales Colegiados de Circuito, cuestiono su origen y 
examino en que casos conocen de la lnconstitucionalidad de la ley. 

Los Colegiados de Circuito se crearon por la reforma constitucional de 1951, para 
conocer. además del rezago de la Corte, los recursos de revisión interpuestos contra 
las sentencias de los jueces de Distrito en materia de amparo y los amparos directos 
contra sentencias definitivas del orden común, sin embargo, los Tribunales 
Colegiados, como el amparo directo, comparten una tradición jurldica que se 
incorpora al sistema judicial espaífol, me explico: 

El antecedente inmediato del amparo directo fue el recurso de casación, que se 
importa de España. a mediados del siglo XIX, por copla a la Ley de Enjuiciamiento 
Civil Española; pero ambos recursos, llenen su antecedente remoto en el recurso de 
nulidad, el cual se establece desde las Siete Partidas de Alfonso el Sabio, lo asume la 
Recopilación de las Leyes de Indias, lo establece la Constitución de Cádiz de 1812 y 
continua vigente en los Reglamentos y Decretos que rigen en el México Independiente 
hasta su derogación y sustitución por el recurso de casación en 1876. 

De hecho, los tribunales del Siglo XIX que conocieron los recurso de nulidad y de 
casación fueron la Real Audiencia, el Tribunal Superior Justicia del Distrito Federal y la 
Suprema Corte. respectivamente. Incluso, cuando se Instaura el amparo directo se fija 
la competencia en la Corte, como venia conociendo del recurso de casación. 

En este trabajo pretendo vincular a los Colegiados de Circuito a la tradición 
española, como tribunales esencialmente de legalidad; ya que a partir de su creación 
en 1951, se les facultó para conocer el amparo casación y cuya competencia delega 
la Suprema Corte a los Tribunales Colegiados, y realmente, están configurados para 
trabajar como tribunales casacioncitas, y así funcionaron hasta las reformas 
constitucionales de 1994 y 1999. 
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Es decir, antes de estas reformas, los Colegiados de Circuito no podían 
pronunciarse respecto de la inconstituclonalidad de leyes al conocer al recurso d e 
revisión Interpuesto contra sentencias de los jueces de Distrito en materia de amparo, 
su competencia se limitaba a cuestiones de legalidad, reservando la materia 
constitucional a la Corte; y en amparo directo, se pronunciaban sobre un precepto de 
la constilución o establecían su interpretación, pero sus sentencias, en estos casos, 
se revisaban en la Corte. 

Sin embargo, a partir de las reformas de 1 994 y 1999, se transforma la finalidad 
de los Colegiados, ya que se faculta a la Suprema Corte para emitir Acuerdos 
Generales que tienen por objeto remitir asuntos en materia constitucional y de la 
competencia exclusiva de la Suprema Corte a los Colegiados de Circuito para su 
resolución, en los casos en que exista jurisprudencia aplicable al caso o en los cuales 
no es importante ni trascendente la materia constitucional, o que s implemente la Corte 
estime Innecesaria su Intervención. 

Finalmente cuestiono la importancia que tiene la nueva versión de los Colegiados 
para el control constitucional y que beneficios jurisdiccionales aporta para los 
quejosos. 

En la segunda parte de la tesis, estudio los antecedentes y procedimientos en 
particular de cada una de las garantlas formalmente jurisdiccionales del derecho 
procesal constiiucional mexicano, co111u su11 .. 1 amparo conlra l.;,yas, la controversia 
constitucional, la acción de inconstítucionalldad y el procedimiento investigatorio de la 
Corte. 

En relación amparo indirecto contra leyes, investigo su evolución constitucional , y 
explico como ha permanecido, desde 1847 a la fecha, en la competencia de los 
jueces de Distrito en primera instancia. Se estudia de igual forma, los antecedentes e 
integración de los juzgados de Distrito. 

Sin embargo, el procedimiento del amparo Indirecto, desde la promulgación de las 
primeras Leyes de Amparo hasta la vigente de 1936, se caracterizó por un proceso 
sencillo, sumario y, sobre todo, accesible para los quejosos: pero en la actualidad, la 
jurisprudencia de la Corte y de los Colegiados, y en cierta medida la orientación 
técnica de los funcionarios judiciales, han convertido al amparo en un juicio 
exageradamente formulado y de difícil acceso para los quejosos. 

Por otra parte. el amparo directo ha sido en toda su historia casacionista, y en 
este trabajo, considero que su evolución se circunscribe a la tradición española de los 
recursos de casación y nulidad hasta convertirse en un medio del control de la 
constitucionalidad de la ley al caso concreto: 
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Es decir, la fonnación del amparo directo contra leyes comprende desde la 
configuración del recurso de nulidad en las Siete Partidas de Alfonso el Sabio y la 
Instauración del recurso de casación en el Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal de 1871 hasta la Instauración del amparo directo que sustituye a la 
casación en 1908. 

De Igual manera, comprende la etapa que va de 1951 , en la cual se faculta a los 
Colegiados a pronunciarse sobre la inconstitucionalidad, hasta las refonnas 
constitucionales en materia judicial de 1988. 1994 y 1999, por las cuales, mediante 
Acuerdos Generales expedidos por el Pleno de la Corte los Colegiados de Circuito 
podrán conocer de la inconstitucionalidad de la ley tanto en amparo directo como a 
través de los recursos de revisión. 

Finalmente. considero que el amparo directo contra leyes se puede modernizar y 
de hecho influir en la impartición de justicia, si se fomentara la aplicación de los 
precedentes de ínconstítucionalídad en los juicios ordinarios, lo que disminuiría en 
gran medida la carga de trabajo de los tribunales locales y el rezago de los Colegiados 
y de la Corte. 

En la parte relativa al amparo contra leyes, se estudia de igual fonna. los 
antecedentes del recurso de revisión y su formación en el Siglo XX: 

El recurso de revisión, desde su origt011 he1slé0 la r .. rorma cr.::a a los Tribun:ilc~ 
Colegiados de Circuito en 1951, procedía contra sentencias de los jueces de Distrito 
en materia de amparo y lo resolvla la Suprema Corte (con la excepción de la primera 
Ley de Amparo, en la cual fueron competentes los tribunales de circuito, y se llamó al 
recurso de revisión apelación). 

Sin embargo, a partir de 1951, e l recurso de revisión en materia de legalidad lo 
resuelven los Colegiados de Circuito y, en tratándose de cuestiones de 
constitucionalidad, lo decide la Suprema Corte (aunque la Corte siguió conociendo de 
cuestiones de legalidad en amparos administrativos federales y los casos de los 
artículos 22 de la Ley de Amparo y 103 Fracciones 11y11 del 103 Con stitucional hasta 
1986). 

A partir de la reforma constitucional de 1986, el recurso de revisión en materia de 
legalidad se deposita en los Tribunales Colegiados y en materia constitucional en la 
Suprema Corte. 

Sin embargo, las reformas constitucionales de 199.- y 1999 delegan en los 
Tribunales Colegiados la competencia para resolver los recursos de revisión en 
materia constitucional, toda vez que se faculta al Pleno de la Corte para remitir a los 
Colegiados, aquellos asuntos de la competencia del Pleno o de las Salas y sobre los 
cuales existe jurisprudencia aplicable al caso o no revisten Interés y trascendencia 
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para el ámbito jurldlco nacional o que, a juicio de la Corte estime Innecesaria su 
intervención. 

Es decir, a partir de 19~ y 1999, soto llegan a la Suprema Corte aquellos 
recursos de revisión Importantes y trascendentes para el ámbito jurldico nacional y 
que a juicio de la propia Corte estime necesaria su intervención. El presente trabajo 
cuestiona el alcance de estas reformas en el acceso a la justicia jurisdiccional y su 
influencia en control constitucional. 

Por lo que se refiere a la controversia constitucional, es un juicio cuyo origen se 
remonta a la Constitución de 1814, se adapta en las Constituciones de 1824, 1857 y 
1917; pero. bajo estos términos, fue un procedimiento Ineficaz y en el que pasaron 
mas de 180 años de historia constitucional mexicana para que la controversia 
constitucional se reglamentara en una ley especial. 

A partir de las reformas constitucionales de 1994 y 1996, la controversia 
constitucional se ac1ualiza con los sistemas contemporáneos de control constitucional 
y, en la actualidad, es un moderno medio de control constitucional que resuelve 
conflictos competenciales entre la federación y las entidades federativas y los 
municipios. cuya finalidad es la protección de las atribuciones constítucionales de los 
órganos originales del Estado. 

En eslt: iréll>éljo, 1::xpon9u, adamás da los :mtaccdcntc:; y fcrm:::ción de la 
controversia, su procedimiento y la intervención de la Suprema Corte, asl como la 
aplicación de su Ley Reglamentarla, en relación con ta jurisprudencia y ejecutorias de 
la Corte. De igual forma sucede, con la acción de inconstitucionalidad. 

Finalmente, expongo, el procedimiento investigatorio de Corte en términos del 
articulo 97 constitucional; m e pregunto, si puede llegar a ser una garantla 
jurisdiccional de control constitucional y, sobre todo, cuestiono por que los particulares 
o la sociedad civil no pueden solicitar la intervención de la Corte para que Investigue 
hechos que constituyan violación grave de garantías individuales. 

En general, estos son los temas que comprende esta tesis, los cuales, como se 
ha dicho, pretenden, principalmente, exponer que la jurisdicción constitucional debe 
contribuir a la impartición de la justicia constitucional y al acceso de la jurisdicción 
constítucional. sin este propósito, en mi opinión, el derecho procesal constitucional, no 
deja ser una materia académica y abstracta para los quejosos, para las entidades 
publicas y fracciones parlamentarias y para los particulares en general. 
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TEORÍA DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL 

a) La Constitución 
b) Control, Defensa y Garantía Jurisdiccional de la Constitución 
c) Sistemas de Defensa: 
• Por vía de acción (Sistema Concentrado) 
- Por vía de excepción (Sistema Difuso) 
- Sistema S u bsidiario (Articulo 133 constitucional) 
• Posición de los Tratados en el orden normativo de México 
- Sistema Preventivo 
d) La jurisdicción Constitucional y Justicia Constitucional 
e) Derech o Procesal Constitucional Mexicano 
• El Orden Constitucional y su Competencia 
- Su Estructura Constitucional . 



a) La Constitución Robwto Mart/nez M9JI• 

La Constitución puede ser un ordenamiento político liberal, un conjunto de normas 
fundamentales o la suma de los factores reales de poder que rigen en un país como 
Ferdinand Lassalle explicó. 1 

También se habla de una expresión n onnaUva, de una constitución d in ám ica de 
un pueblo, po r e llo Constitución es una unidad p olltica que declde.2 

O simplemente es un conjunto normativo que caracteriza a un régimen jurídico 
específico. Incluso Car1 Scmitt desarrol!a tres conceptos de constitución para diferenciar 
entre ley const i tucional y eonstituelón .3 

La verdad es que todos tenemos al menos un criterio subjetivo de constitución que no 
se distingue mucho de la doctrina constitucional moderna, por ejemplo, para André Hauriou, 
•constitución es el conjunto de reglas más importantes que rigen la organización y el 
funcionamiento del Estado ... 

La doctrina mexicana, por su parte, ha variado sus criterios, algunos autores parten de 
su sentido rc::il, e::; decir. como le sum::i de factores reales d~ poct~r ciue ñnen en una 
determinada sociedad; otros, dan un sentido estrictamente formal de la Constitución, como 
la fuente del derecho. 

Algunos más parten de su clasificación, para dar su propio concepto. asl tenemos una 
constitución rígida, flexible, etcétera. 

1 LASSALLE. Fcrdinand; ¿Qué es u na Con•'tltucltln?; Und~cimn Edición; Editorinl Colofón; M~ico 1999; 
1,>lisinns 8 n 12. 
• SERRANO l\tAGALLON, Femando, La Refonnn a la Constitución, en Estudios Jurídicos en Memoria de 
Noric¡¡n Cantú, cditori"1 Pomin, México 1991, primera edición, PP.427-461. 
' El con~epto absolu ta de consrirución parte de la siguicnre premisa: "El &todo es Constituci6n: e.•to es, lo 
~oncre!ta manera Je ser rr~·u/tante dt cualquier 1111/datl pollt/N c.x1s1en1c." Tambi~n es ·•una manera especial 
rle 1Jf'Úé11oción polltico y social." (la fonna especial de dominio que tOC4 a cada Eslado y que no puede 
scp3mrsc de él; monarqula, aristoc:racia o dc:moc;racia). Bajo éste concepto absoluto, la consrirución, debe 
cnrcndersc como una regulación lc¡;nl fundnmenral. es decir, como una nonna de nonnas. El ton tcpto 
rcl11tivo de constituc ión si¡;nifica que en lugnr de fijarse el sentido de la misma como un todo unitario, ".•e fijo 
.<6/o 111 de la ley cons1/111clo11al co11creta." Mientras que el concepto positivo de constirución surge mediante 
u11 ucto del poder constituyente. 
4 HAURIOU, Andr6; Derecho Consritucion:il e lnstirucíones Pollticas; 2n Edición; Editori:il B:ircelona 1980; 
prlgina 352. 
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Por su origen. la Constitución es un acto jurldico único del poder constituyente que 
reúne la suma de aspiraciones, pode res y conflictos de una sociedad determinada que 
decide extenderlos o materializar1os en una Constitución escrita y rígida. 5 

Este concepto se aproxima mas a la realidad histórica de México, y como eíemplo basta 
selialar, las constituciones de 1824 , 1836, 1857 y 1917. 

En el caso mexicano, el Poder Constituyente, e n un acto ú nico y trascendental • ... toma 
esos factores reales de poder. se extienden en una hoja de papel, se les da expresión 
escrita, y a partir de ese momento, incorporados en un papel (Constitución). ya no son 
simples factores de poder. sino que se han erigido en un derecho, en Instituciones jurfdicas, 
y quien atenta contra ellas atenta contra la ley, y es castigado."° 

Efectivamente el constituyente , en acto de soberanía, determina la forma de gobierno de 
cada Estado en particular {democratico, monárquico, republicano, etc), los derechos 
fundamentales y la forma de organización política de la comunidad. 

Lo interesante es que la formación de las constituciones escritas es la culminación 
íurídica de las diversas etapas del constitucionalismo clásico e ldentiftcan al estado liberal­
democrático. De hecho, las constituciones constituyen las normas superiores del 
ordenamiento secundario y son reformable sólo a través de un procedimiento especial y 
riguroso. 

Sin embargo, LA EX ISTENCIA DE UNA CONSTITUCIÓN ESCRITA NO 
GARANTIZAN EL RÉGIMEN DEMOCRÁTICO NI EL RESPETO A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES, PARA ELLO SON IMPRESCINDIBLES LOS INSTRUMENTOS 
JURIDICOS QUE AVALEN LA EFICACIA CONSTITUCIONAL . 

Es decir, para que la Const itución no se quede en la mera formalidad, t oda 
autorid ad d ebe llmltar su actuació n exclusivamente al mandato supremo.7 Cuando el 
Estado excede en sus facultades o contraviene a la Constitución se habla e ntonces de un 
acto de autoridad Inconstitucional. 

s El poder constituyen1e no surge por la legirimid3d de una constirución a1ucrior; incluso. dcsaparcc:c una vez 
1cnninodo su trabajo. CARBONELL. Miguel; T~ria de la Coastitu<i6n; Primera Edición; Edílorial Ponila, 
México 2000; página 103. 
• Ciln de TENA RA MIREZ. Felipe; tomada del libro ¿Qué a lo Com1/111c/611? de Femando Lasallc, en 
Ocrttbo Constltudonel Mexicano; Edilorinl Porrúa. México 1994; Vigésima Sc¡¡unda Edición. 
1 Lu lc¡¡alidod cumple en si una función polHiCll: la de limilar el iimbho de ou1oridad a lo cstric1amen1c 
fücullodo por el dC1'ccho posilivo. Así, la moli.,arlón y rund• menr.ción, son c:ondlciona sútc qua "º" de 
un Esr• do de derecho. 
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La Constitución faculta a la colectividad para que, mediante el elerclclo de 101 
Instrumento• !urldlcot que elle ml1m1 Prev+ (116mete 1cclón de 
lnconstltuclonalldtd, controversl1 con1tltuclon1I, juicio de emparo). reettablezca el 
orden constitucional auebrantado, en bite 11 principio de Supremacl1 
Constitucional. 

El principio de supremacía constitucional tiene su antecedente en la Constitución 
Norteamericana por el cual, la Constitución, las leyes y los tratados celebrados por el 
gobierno serán suprema ley; de tal forma que los jueces, en cada Estado, deber6n que 
sujetarse a ella, a pesar de lo que contenga en contrario las constituciones o leyes 
de cualquier Estado. 

En M éxico la supremacía constitucional se establece en la primera Constitución Federal 
en 1824, en la cual prevalece lo federal frente a lo local, toda vez que las constituciones 
estatales, tratados internacionales e incluso los funcionarios públicos, no se opondrlan al 
contenido de la Constitución. 

Más adelante, en La Segunda Ley Constitucional de 1836, una de las atribuciones 
otorgadas al Poder Conservador fue la de anular los actos de los Poderes Constltuldot 
que atentaran contra la Constitución. 

De igual forma que en el AciR ~nn!'tit11tivR c1e 1824, las Bases Orgánicas de 1847 
establece la supremacla de la constitución federal frente a los actos de las autoridades 
departamentales (Enlídidades Federativas). 

Por su parte, el Acta de Reformas de 1847, no sólo detalla ampliamente la supremacía 
constitucional, sino que Instaura el Juicio de amparo, como el instrumento jurldico que 
garantiza la defensa de los derechos fundamentales de los particulares frente a las 
violaciones constitucionales de las autoñdades.11 

La Constitución de 1857 subordina las constituciones locales a la Constitución Federal; y 
la disposición que a continuación se transcribe tiene su antecedente en la Constitución de 
los Estados Unidos y es el texto literal que emplea la Constitución de 1917. 

•Oc igual ronna, el Acla de 1847 esroble, que: las leyes de: los Estados que: •taquc:,n • i. Coud,.c:l6a y• 
I•• leyeoi cc:nc:nlc:s serán dtcbnd•s nulas por el Conarc:so; pero át• dc:c:i.ndón '61o poclri Mr lllkl•d• 
por la Cám•n de Scn•dora. Asl mismo, contra hu leyes emitidas par el Congtcso General existió un medio 
de impugnación conocido como "redamo": el cual solo podía ejercerlo el Presidcnlc par conducto de su 
Ministerio, o diez senadores. seis dipulados o eres legisla1ums. anle la Suprema Cone, la cual sometla la ley al 
examen de lns lcgisln1ums locales, las que dentro de tres meses, y precisamente en un mismo dla, daban su 
vo10. Las dcclnmciones se rcmi1lan a la Conc pam que ésla publicara el rcsuhado, quedando onulada, si asl lo 
rcsolvlo la mayorio de lns lcsislnturas. 
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"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 
tratados hechos y que se hicieren por el presidenta de la Repúblíca, con •prob•cl6n "­
Congreso, serán lay suprema de la Unión. 

Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar 
de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 
Estados.· 

Después de la reforma del 18 de enero de 1934, et articulo 133 quedó de la siguiente 
manera: 

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 
tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el 
presidente de la República, con aprob•cl6n de Senado, serán le Ley Suprema de toda Ja 
Unión. Los jueces de cada Estado se arreglaran a dicha Constitución. layes y tratados, a 
pesar de fas disposiciones en contrario qua puada habar en fas Constituciones o leyes de 
los Estados.• 

Ahora bien, en un orden jerárquico, la supremacía constitucional significa que el alcance 
y sentido de todo el sistema jurídico secundario (por ejemplo, leyes federales, tratados 
internacionales, leyes locales. etc.) se subord ina a la Const.itución. De hecho, la validez de 
todo el sistema jurídico depende exclusivamente del cumplimiento a las decisiones 
constitucionales. 

De tal forma que no debe existir contradicción, porque de presentarse siempre se 
Impone y se hace prevalecer los fundamentos constitucionales a los legales. SI llegara a 
surgir una discrepancia entre la Constitución y la ley, el juzgador deberá preferir la norma 
de validez superior, porque "prev•lece la Intención del pueblo conslgn•d• en I• 
Constitución frente a la voluntad "- /os mand•tllrlos del pueblo. Signlflc• que la 
Constitución es s uperior a la voluntad de la• leglsletures."9 

Y esto se aplica no solo para el ordenamiento legal secundario como tal sino que 
'implica a la autoridad pública en general, y sobre todo a la federal, hacer lo que no le está 
expresamente permitido, sino que aún en el caso en que se Je permita, debe cumplir su 
actuación los requisitos de validez constitucional.''º 

Lo anterior es determinante porque el soporte d e l principio d e aupremacla 
cons titucional está en el control y defens• de le constitucionalidad, y éste papel está 
encome ndado a la Justic ia Constitucional y, en el caso particular, a la jurisdicción 
constitucional, • través del juicio d e amparo, de la controversia constlt1,1clonal y de 
la acción de lnconstitucionalldad. 

• MORENO CARA VILLA, Jaime Miguel, Constitución Finalidad y Trascendencia, en 75 Anivcnario de la 
Constitución Polltico de los Estados Unidos Mexicanos. editorial Porrún. M~xico 1992, primenr edición, 
r.p.345-365. 
ºldcm. 
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b) Control, Defensa y Garantra .Jurlsdlcclonal de la Con1tltuclón 

Después del apogeo del constitucionalismo clásico, se desploman las teorlas puras de 
la supremacía constitucional, principalmente en el periodo de la Segunda Guerra Mundial; 
pero, a partir de 1945, resurgen nuevas ideas del derecho y del Estado. 

La crisis del constitucionalismo cuestiona la eficacia de las conetituclones 
escritas. Se habla entonces de la racionalización del poder y de la justificación del Estado 
de derecho democrático con carácter social, dejando de lado al Estado liberal e 
individualista. 

La justicia constitucional resurge de éste constitucionalismo. De hecho, se restaura el 
Tribunal Constitucional Austriaco. Italia instaura su Tribunal Jurisdiccional en 1947 y 
Alemania haca lo m ismo en 1949; España restaura el Tribunal de Garantías en 1978 con la 
calda de Franco; en Latinoamérica. Ecuador en 1945. Guatemala en 1965. Perú en 1979, 
Costa R ica en 1989 y México hasta 1994. 

Ahora bien, los conceptos de control y defenaa de la constitución como el de 
garantla jurisdiccional, t ienen el mismo fin : lograr la eficacia constitucional. 1 

Sin embargo, cada uno de estos conceptos, cumple un función distinta. 

La defensa constitucional comprende a "todos los instrumentos establ8Cidos para 
limitar los abusos del poder y la sujeción dentro de ciertos /Imites fijados en el texto 
constitucional.• 2 

El concepto de defensa constitucional, "implica un concepto genérico de s1fy1quardl• 
de /as disposiciones fundamenta/es, que corresponden a sistemas pollticos, 
económicos, jurldicos y sociales destinados a la orottcclón de las normas 
constitucionales.· 3 

Es decir. la defensa de la constitución tiene un sentido amplio, "se Integra por 
aquellos Instrumentos /urldlcos estilb/ecldos para conseTVar y orevenir /a violación 
de normas constitucionales (protección propiamente dicha), as/ como para reprimfr 
s u s desconocimiento (garantía en sentido estricto)."4 

1 Por ejemplo. Cotl Schmitt hnblB de la defensa constilucion:il, los franceses del control constitucional, los 
ítnlinnos de l11 jurisdicción constitucional y los nnglo11mcricanos del judlclo/ rtl'/ew (revisión judicial). 
• SOBERANES, José Luis: Presentación al libro /,a Jrwic/a Constl111clonol Conipara<lo; Instituto de 
Investigaciones Juridicas de lo UNAM; México 1993; página 7. 
' FIX- ZAMUOIO, Héctor; Lo Jurisdicción Mexicano, 11péndic:e al libro de Mauro C11ppcllctti "La justicia 
como jurisdicción para la defensa de la libertad"; lo Edición, UNAM; p:igina 141. 
• CORSO SOSA, Edgar; /.a Ju.rtlclo Conslil11cfonol 1m Mlxlco, o.nlculo del libro "La Jusrici11 Consrirucional 
Comparod11"; Ob. Cit.; página 12. 

'1 , , 'I" t"t" -
.... ·" i i •N 
- -J '·' ... 1,,.., 

FALLA DE ORIGEN 
11 



Por su parte, el control conatltuclonal •se integra por todos aquellos Instrumentos 
pollUcos, económicos, soclates y de tknlc• jurldlca ... incorporados a los documentos 
const itucionales con et propósito da limitar el poder y lograr qua sus titufares se sometan a 
los fineamientos ... '6. 

En otras palabras. e l control constitucional ·uane por ob¿eto a•ranUzar la regufaridad del 
sistema, a través de la anulación de los actos irregulares.• 

Es decir, el control o protección constitucional "se refiere a todos los mltodos 
establee/dos para preservar /as normas fundamentales y mantener su vigencia, Uenen 
un cañcter eminentemente prevenUvo o p reservaUvo. •7 

Ahora bien, la justicia constitucional, •esta formada por al conjunto de garantlas que 
et constituyente ha establecido para reintegrar et orden infringido por los órganos del poder 
o el conjunto de procedimientos de carácter procesal, por medio de los cueles se 
encomienda a determinados órr¡anos del Estado, la imposición de los mandamientos.· 8 

En México se utiliza la palabra garantía como sinónimo de derechos individuales o 
sociales. Sin embargo, en sentido estricto, la garantla constitucional se refie re "al método 
procesal para hacer efectivas las disposiciones constitucionafes. con lo que se distingue 
con claridad entre el derecho subjetivo público constitucional y el medio para hacerlo 
efectivo." 9 

La garantla constitucional ea una figura procesal y no un derecho sustantivo, y 
ppllca para tel\alar aquellos medios que restituyen o retttblecen la normatlvldad 
constitucional. 

La doctrina mexicana enumera los siguientes instrumentos de la justicia constitucional: 
a . El juicio polftico; 
b. La controversia constitucional; 
c. La acción de inconstítucionalidad; 
d . La facultad del senado para resolver conflicto políticos entre los poderes de un 

Esl.ado, según el artículo 76 F V I constitucional; 
e. El procedimiento investigatorio del articulo 97 constitucional; 

> FIX- ZAMUDIO, Héctor; Derecho Const/luclonal Mexicano y Coniporaúo; Segunda Edici6n; Editorial 
l'olTÚ:i; Mé)<ico 2001; páginas 177. Lo$ instrumentos del conlTol consritucíonl'.ll .<011 la tlfri.<16n Je podtN!s, la 
l11.wi111clonall:ocl611 du los factore.• socia/e.< de poder. lo rogulocl6n do lo.< foctoro.• econ6m lt:o.• y financieros, 
l" ·"'P"'"'"t:fa constilltcional y el procedimiento de reformas a la constlluc/6n. 
• ZALDIVAR LELO LORREA, Arturo; El Estado de Den:cllo y lo Ju.fllcia Constitucional; de la Barra 
Mc.<icana· Colegio de Abog;¡dos; l a Edición. Editorial Tcmis; M.Wco 1997; página 303. 
1 1dcm. 
1 FIX- ZAMUDIO, Héctor; ú.l.J Garantlos Constitucionales M el Der~cho Muicano; Anwvio Juridico; 
Tomo 111- IV/ 1976, 1977; Instituto de lnvcstigacíoncsJuridicas, UNAM; México 1977; p6ginas69 a 71 . 
• Ob. Ci1.; página 40. 
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f. El juicio de amparo y; 
g. La protección de derechos humanos. 

Por su parte, el concepto de jurisdicción constitucional ·so/o comprende el estudio de 
la actividad de verdaderos tribunales, formal y materialmente considerados, que cono1:can y 
resuelvan las controversias de manera especifica, es decir. que los citados tribunales e stitn 
especializados en la decisión de los conflictos de carácter constitucional.• 10 

La idea del control jurisdiccional de la constitucionalidad de la ley se debe a Hans 
Kelsen, q uien la instaura en la Constitución Austriaca el primero de octubre de 1920.11 

De ahl se extiende a los demás países de Europa: Checoslovaquia la adapla en 1920 y 
Espar'ia en 1931 . 

La aparición de los Tribunales Constitucionales Implicó el surgimiento de una 
jurisdicción especializada en resolver controversias de carécter constitucional con la 
finalidad de revisar la constitucionalidad de las leyes y los actos de gobierno. 

En conclusión: 

a. El control constitucional como la defensa constitucional "son conceptos amplios 
que abarca todo el conjunto de medios que se utilizan pan1 lograr tanto el 
funcionamiento armónico y equlllbrado de los órganos de/ poder.· 12 

b Lo~ A!'!"~t:tn!'t di! IA d efen!':o son 11t sttlvt19uardia o !t.~..'!.!.!:!C:: l.6'!: 

c. El control constitucional comprende a todos los Instrumentos de car•cter 
polltico, económico y social (por ejemplo, ta división de poderes, el 
reconocimiento de derechos fundamentales y sociales, la contraloría pública, la 
supremacía y el proceso de reformas a Ja constitución, etc.) que gan1nt1zan la 
regularidad del sistema; 

d. La garantla o Justicia Constitucional , can1cteriz.act. por au efecto repan1dor y 
preventivo, comprende a todos los instrumentos establecidos para restaurar la 
normatlvldad constitucional y; 

e. La jurisdicción constitucional en sentido estricto, comprende la función de 
determinados órganos judiciales especializados en resolver asuntos de naturaleza 
constitucional. 

Ahora bien, ¿cu"es son los modernos métodos de control jurlsdlcclonal de la 
constitucionalidad d e la ley? 

'º F IX· ZAJ\tUDIO, Héctor; /.a Ju.u/e/a Com1/1ttc/0110/; Ob. Cit.; pá&ina IS. En ténninos generales de la 
dcícnsa constitucional, derivo el control constitucional, quien a su vez da origen a la Justicia Constitucional en 
sentido omplio. Lo jurisdicción constitucional es una pnrte de la justicia constitucional. 
11 KIELSEN, Hnns; IA Goro111fo Jurisd/cc/0110/ de lo Co11stit11clón (/A Ju.<tlcla Constilucio11al); Anuruio 
Jurídico; Tomo V 1974; lnstítuto de Investigaciones Jurldicns, UNAM; México 1974; pllginas 471 a SIS . 
12 FIX· ZAMUDIO, Héctor; L• Jutlkia Consllluclonal, la Edición. UNAM 1967; páginas 13 y 14. 
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c) Sistemas de Defensa 

¿Qu6 protege el control jurlsdlcclonal?, ¿e quién defiende?, ¿culiles eon los 
Instrumentos o garantlaa de control juriadiccional? y, sobre todo, ¿culil es la 
pos ición de México en loa modernos m6todoa de control jurladlcclonal de la 
constitucionalidad de leyes? 

Mauro Cappelletti considera que la idea del control jurisdiccional de las leyes es una 
contribución de América a la ciencia política, es decir, ·1a tesis del control jurisdiccional de 
las leyes representa una idea realizada por primera vez en los Estados Unidos en el Siglo 
XVIII, y difundida después, en el curso del siglo XIX, en otros paises de las Américas y 
sucesivamente en otras partes del mundo.•' 

Reconoce Cappelletti que nunca antes ocurrió que un sistema de control de validez 
constitucional y de leyes estuviera a cargo de los tribunales y tuviera por tanto carácter 
judiciat. sin antes señalar que, históricamente, existieron precedentes en Europa, por 
ejemplo, en la época de la civilización griega, se distinguía en el derecho el nómos. o sea 
la ley en sentido estricto, y el psfJflsma, o decreto. 

El nó moi, o ley co11stiiucio11<.J. út:ui1:1 1t::¡.i1uúucil' "'I vrd,;,n divino, superior e inmu:able, 
de tal forma que la Asamblea Popular no tenía participación para cambiar este tipo de leyes 
no obstante sus particulares facultades legislativas. Sus liberaciones no asumían la forma y 
el valor del nómo/, sino más bien del psfJf1ma. Para la polis griega era principio 
fundamental que el decreto, cualquiera que fuere su contenido, debla ser legal ya sea en la 
forma. ya sea en su contenido. 

Los efectos de la ilegalidad del decreto emitido por la Asamblea, consistían en una 
responsabilidad penal a cargo de quien había propuesto el decteto. responsabilidad que se 
podía hacer valer dentro de un año mediante una acción publica de ilegalidad, llamada 
grafé paran6m que invalidaba el decreto contrario a la ley, ya que •et nómos. cuando 
estaba en contraste con un psfJflsma, prevalecía sobre éste. 

"Los jueces atenienses, aún estando obligados con solemne juramento a juzgar según 
las leyes y según los decretos, no podían estar obligados a juzgar según los pse"smata 
sino en tanto y en cuanto éstos no fueren contrarios a los n6mol. "2 

' CAPPELLETn , Mouro, La jusllcla Cotr.fflt1u:lonal (Estudio.• de dt:reclto comparado); editorial 
Universidad Nacional Au16noma de México; México 1987, primcm edición 1987, pá¡;ina.s 2S a 132; ci1ando a 
Jrunes A. C. Grant. 
2 ld~m. 
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Bajo este régimen, la idea del jusnaturallsmo asumía un lugar preponderante, ya que el 
derecho natural era la nonna superior, de derivación divina, en la cual todas las otras 
normas debían estar inspiradas; es decir, el jus positivum estaba obligado a no estar en 
contraste con el jus n etural•, norma superior e Inderogable. 

En la actualidad, los modemos y más representativos métodos de control jurisdiccional 
de la ley son el sistem a difuso o tip o americano de control, porque fue realizado por 
primera vez en los Estados Unidos, y el sis tema concentrado seguido en Europa, 
particularmente en Austria. 

· Análisis estructural de los sistemas de control j urisdiccional de las ley es 

Mauro Cappelletti, aborda el a nálisis mediante el sistema comparativo en tres aspectos: 
1. Bajo el •aspect o subjetivo". es decir. et amtflsls de los órganos a tos cuales 

corresponde el poder d e control; 
2 . El ·aspecto m odal", o sea el mod o como la cuestión de constitucionalidad es 

planteada y resuelta a través de un órgano especifico de control de la 
constitucionalidad y; 

3 . El "e lemento funcional" , es decir, los efectos de la decis ión judlclal de la 
cuest ión de constitucionalidad ya sea respecto de la ley sometida al control o 
respecto del caso concreto de constitucionalidad. 

1.· Contro l jurisdiccional de con!'tit11r.fnn 1111irl111d d P. teye!' b111jo el "perfil subjet ivo". 

Bajo el perfil ·subjetivo' u ·orgánico', Cappelletti distingue dos sistemas de control 
judicial de la constitucionalidad d e las leyes: 

A) El siste ma difuso, es aquel en donde el poder de control de la constitucionalidad de 
tas leyes corresponde a todos los órganos judiciales de un ordenamiento dado; este 
sistema, que también llama sistema o típo americano de control, fue realizado por primera 
vez en los Estados Unidos. 

La ratio del sistema nortea mericano se basa en el principio de la supremacía 
constitucional. 

El principio de supremacía tie ne su antecedente en la Constitución Norteamericana por 
el cual, la Constitución, las leyes y los tratados celebrados por el gobierno serán suprema 
ley; d e tal forma que los jueces, en c ada Estado , deberán s ujetarse a ella, a pesar de 
lo q ue contenga e n contrario las const.ltuc lo nes o leyes de c ualquier Es tado. 

El principio de supremacía constitucional es. sin duda, obra del pensamiento moderno, 
porque todas las Cartas Constitucionales se comprenden como ley superior, sin embargo, 
Cappelletti encuentra la razón filosófica de la supremacía constitucional en el 
jusn aturalismo, ya que •es el ansia misma -o un aspecto suyo salir del contingente, de 
detener el instante, de vencer. en suma el destino humano de perenne transfo""acfón y de 
muerte: las leyes cambian, pero pe""anece le Ley; quedan los valores fundamentales. Y 
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una ley e injusta, entonces no es ley, se violan aquellos valores eternos•. De ahf que "fas 
Constituciones modemas son una tentativa de "posltlvlz• c l 6n" de alguna cosa. que esta 
por fuera y por encima de la ley normal, y de quien la pone.• 3 

Más a delante, el avance de la aupremacra de la c onstitución, se encuentra en 
transportar esss formulas y la lnefecUvldad de aquella prepondenincla, en una 
efectiv•, dinámica y permanente c oncretia clón a través de la obra de un Interprete 
calificado- el juez o en e l sistema a ustriaco, el juez constitucional. 

En este entender: jusnaturafismo y positivismo se reconcilian. en esta imperfec1a, 
cierto, pero genial invención del hombre y del derecho.· • 

El sistema difuso de control, coherente y de simplicidad extrema, fue precisada en la 
sentencia de 1803 redactada por John Marshall en el caso Mamury contra M adison, cuyo 
contenido constituye el fundamento de la supremacía constitucional. ya que . en los casos 
en que dos disposiciones legislativas estén en contraste entre ellas. et juez debe aplicar fa 
preponderante, haciendo valer el criterio l &K superior derogat legi in feriori, es decir, la 
norma constitucional prevalece siempre sobre la norma ordinaria contrastante. 

La sentencia llega a la conclusión de que cualquier juez. encontrándose en el deber de 
decidir un caso concreto, en el cual sea relevante una norma legislativa ordinaria 
contrastante con la norma constitucional, debe no aplicar la primera y aplicar. por el 
contrario, fa segunda. 

Bajo e ste método, todos los órganos judiciales, Inferiores o superiores. locales o 
federales, tienen el poder y el deber de no aplicar las leyes inconstitucionales en los casos 
concretos sometidos a su juicio. 

Sin embargo, el control difuso de la constitucionalidad d e las leyes limita sus efectos, en 
cuanto que la declaración de inconstitucionalidad no surte efectos fHJJ• ommts. 

No obstante, en el caso especifico de los Estados Unidos, de manera indirecta se llega 
a una verdadera no aplicación de la ley Inconstitucional en todos sus efectos, ya que, en el 
conflicto entre la ley ordinaria y la constitucional, esta cuestión tennin• siendo d ecidid• • 
favor de la Ley Fundamental y p o r los ó rganos judiciales superio res. e n particular por 
la Suprem e Co urt. cuya decisión será desde aquel momento en adelante, vinculante para 
todos los órganos judiciales. 

Por o tra parte, siendo la Suprema Corte el más alto de los tribunales judiciales 
federales norteamericanos y a ella se llega sino mediante el /ter de las impugnaciones y 
recursos normales, se considere a este sistema como un control de la constitucionalidad de 
la ley por vla d e excepción. 

J ld•m . 
•1d•m . 
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De esta forma para Cappelletti es un error considerar a la wrlt of h•"-• corpus o bien 
el wrlt of error o el writ of cenlorarl como procedimientos especiales, al contrario, •1a 
regla fundamenta/ de aquel sistema es que no tx/ste •faúa tipo no«el•I de 
procedimiento- es( como no ll!lstt un órglno tsotel•I comoettntt- para /as 
cuestiones constitucionales. l1s cu1/es se deciden seaúa surgrn en Cfd• c.so 
defermln1do cualquiera que sea la naturaleza de tos derechos en cuestl6n. o de los 
recursos que se promueven (vla Incidental).· 5 

B) Sistema "concentrado" de control de la constitucionalidad de la ley. 

A diferencia del sistema norteamericano, la Constitución austriaca que h• creado un• 
c orte especl•I para conocer de la constitucionalidad de las leyes, mtcllaate un 
procedimiento esegclal (vla principal). 

En el sistema concentrado las cuestiones de constitucionalidad de las leyes pueden ser 
promovidas delante de los jueces competente para decidirlas y mediante un procedimiento 
especial. 

2.- Control jurisdiccional d e constituclonalidad de las leyes bajo el " perfil m odal". 

Esta parte corresponde al examen del modo en que las cuestiones de constitucionalidad 
de las leyes pueden ser promovidas delante de los jueces competentes para decidirlas. y 
como so11 ,.,:;uG/tas por óstos 

•En efecto, no sólo ha creado esta Constitución una Corte especia/ constitucional -la 
Verfassunggerichtshof- en la cual ha 'concentr1do' la competencia exclusiva para decidir 
las cuestiones de inconstitucionslidad; sino además la Constitución austriaca ha confirmado 
a dicha Corte un poder de control, para poner en movimiento el cual necesitaba una 
demanda especial fAntragJ o ses el ejercicio de una acción especial por parte de algunos 
órganos polfticos: 

A diferencia del sistema norteamericano. en el austriaco. el control de la 
constitucionalidad se ejerce mediante un sistema principal, es decir, se ejerce por vía de 
acción, mediante un recurso autónomo ex profeso y con la instauración de un proceso 
autónomo ex pro feso ad hoc delante de la Corte Constitucional. 

En un principio la acción de control correspondía al órgano político. sin embargo se 
mostró insuficiente. ya que solamente los Gobiemos Lllnder y el Gobiemo Federal estaban 
Jegitimados para instaurar, en vla principal, el proceso de control constitucional ante la 
Corte; acción por cierto limitada, porque pretendía un control de la constitucionalidad de las 
leyes federales frente a las facultades de los Gobiernos locales. 

1 1dem. 
" ldem. 
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Sin embargo, se reformó la Constitución austriaca en 1929 y se agrega a los Ól!Janos 
judfcl•fes la legitimación para ejercer la acción de control constitucional a.nte la Corte. 

Con esta reforma, el proceso de control ante la Corte Constitucional austriaca fue 
extendida a dos órganos judiciales superiores, es decir, a la Cort• Suprem• y la Coite 
Administrativa. 

No obstante que "estos órganos judlcfafes, aún contlnu•ndo •n no poder efectu•r. 
· elfos mismos, algún control sobre I• legitimidad constltucfon•I de l•s leyes, fueron 

entonces fegftlmados, sin embargo, • pedir a fa Corle constltucfonat que efectúe 
dicho control." 

Sin embargo, para Cappelletti esta reforma resultó insuficiente, porque, entre todos los 
órganos de la justicia civil. penal y administrativa. solamente a las dos Cortes mencionadas 
les fue reconocida la legitimación, mientras que •todos los demás jueces deben aplicar 
irremediablemente las leyes a Jos casos concretos sometidos a su juicio, sin la posibilidad 
de evitar la aplicación ni tampoco de aquellas leyes, que sean consideradas por ellos 
manifiesta y macroscópicamenete inconstitucional.· 

No obstante, ésta ley considerada inconstitucional, pero que no pueden decidir sobre su 
inapllcabílldad los jueces que no sean de la Corte Suprema y la Corte Administrativa, 
solamente en la fase final del juicio y ante la Corte de constitucionalidad o ante la Corte 
Suprema, podrá ser aplicada una ley, no la Inconstitucional. sino la que debió ser aplicada 
necesariamente por los jueces inferiores. 

En suma, todos los jueces comunes son incompetentes para efectuar semejante 
control constitucional. el cual esta reservado a la competencia exclusiva de la Cortes 
Constítucional, mediante la acción exclusiva de la Corte Suprema, de la Corte 
Administrativa, de los Gobiernos U!nder y Federal. 

3.- Control jurisdlcclonal de constltuclonalldad de ley- l>lljo el perfil de los 
efectos de los pronunciamientos. 

a.- Efectos en el sistema "difuso" de una ley que - declarada Inconstitucional 

Bajo el sistema difuso de control, la ley inconstitucional • en cuanto contraria a una 
norma superior, es considerada absolutamente nula ("null •d vold') y por esto 
Ineficaz: de donde el juez, que ejercita el poder de control. no •nula sino meramente 
declara una (prexistente) nulidad de la ley inconstitucional. 

7 lcftm. ,. 



Esta declaración de nulidad tiene efectos limitativos, ya que el juez debe restringirse a 
no aplicar la ley Inconstitucional en el caso conueto. ª 

Por el contrario, en los Estados Unidos, estos efectos relativos son sobrepuestos por el 
principio del s tare declsls, es decir, de manera indirecta se llega a una verdadera no 
aplicación de la ley inconstitucional en todos sus efectos cuando una aiestión de 
inconstitucionalidad de la ley termina siendo decidida a favor de la Ley Fundamental y por 
los órganos Judiciales superiores, en partiailar por la Supreme Court, cuya decisión será 
desde aquel momento en adelante, v inculante para todos los órganos judicia les . 

b .- Efectos en el "sistema concentrado" de una ley que - declarada 
Inconstituc ional 

En el sistema austriaco la C orte constitucional no declara una nulidad sino que anula 
(aufhabt) una ley que hasta el momento e n que la Corte constitucional no declare su 
lnconstitucionalldad, es valida y eficaz aun cuando Inconstitucional para los jueces 
menores. 

Es decir, en el sistema austriaco el control de la constitucionalidad adquiere un caricter 
constitutivo de Invalidez y de consecuente ineficac ia de las leyes contrarias a la 
constitución. 

M icntr::is que en el sistema norteamerii:-ano . la "'fi r:Rr:I"' rl~ IR rlP.dl'lrnclón de 
inconstítucíonalidad opera bajo la línea del princip io ex tune, es decir, retroactívamente; en 
el s istema austriaco la pronunciación de inconstitucionalidad opera ex nunc o , 
indirectamente, pro futuro. sie ndo excluida por el contrario una retroactividad de la eficacia 
de la anulación. 

En el sistema austriaco la declaración de inconstitucionalidad emitida , t iene efectos 
además erga omnes de donde se habla de la A l/gemeinwerlcung (eficacia general). Es 
decir, la ley declarada inconstitucional es quitada de en medio para todos; y por el 
c ontrario, vuelven a entrar en vigor -salvo que la Corte Constitucional declare lo 
contrario- aquellas disposiciones legislativas, que preexlsUan a la ley 
inconstitucional. 

La Corte constitucional austriaca tiene por otra parte, el poder discrecional al declarar la 
nulidad de la ley, que dicho anulamiento opere a partir de una determinada fecha sucesiva 
a la publicación de su d eclaración, con el requisito de que tal emplazamiento no sea 
superior a un ai'io. 

• Lo mismo sucede c:n la relatividad de lns scnrencios o "fonnulo Otero" del juicio de amparo, establecido, por 
cieno, en el nrtlculo 76 de lo ley de :unpnro, según la cual, las sentencias que se pronuncien en los juicios de 
amparo sólo se ocuponin del quejoso que lo hubiere solicitado, limiulndose a ampnrarlo y protegerlo, si 
procediere, en el cnso cspccinl sobre el que verso lo dcm'111da, s/11 hacer uno declaración general rc.1pecto de 
lo ley o OCIO que lo ntOlf\'Ol'C. 
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4.- Posición de México en los sctualea sistemas de control juriadlcclonal de la ley 

a.- Con el slstems europeo 

Lo interesante es que el sistema mexicano de control de la constitucionalidad de la ley 
no es tan puro que lo liga totalmente con alguno de los sistemas clásicos: 

Tiene más semejanzas con el sístema austriaco o sístema concentrado de control de la 
constitucionalidad porque en ambos sistemas existe un órgano especifico de control de la 
constitucionalidad, el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de México, material y 
formalmente es una Corte Constitucional. 

Además, en ambos sistemas el control de la constitucionalidad se ejerce mediante un 
sistema princlpal, por vía de acción. 

Y aún en el caso en que las sentencias de amparo no tienen efectos erga omnes, 
como en el sistema austriaco, sus efectos son retroactivos y también operan ex nunc o 
pro futuro y la relatividad de las sentencias de amparo se mode.ra, cuando la 
jurisprudencia de la Suprema Corte declara inconstitucional una ley, la aplicación de la 
jurisprudencia se hace obligatoria, debiendo los jueces aplicarla en todos los casos en que 
se planté la inconstitucionalidad de dicha ley. Sin embargo, en e l caso de la controversia 
constitucional como de la acción de inconstitucionalidad en México, y cuyas resoluciones 
!'Ion ¡:iprobRrlR!'I por m~i:i rle 8 ministros de la Corte. los efectos de la sentencias son 
generales y hacia el futuro. En materia penal tiene efectos retroactivos. 

La diferencl• esencia! entre el sistema austriaco y el sistema mexicano consiste 
en que en aquél la legltimaclón para ejercer la acción de inconatltuclonalldsd de la 
ley compete a la Corte suprem• y a la Corte Administrativa, laa cuales, por cierto, 
continúan en no poder ejercer ellss misma• n ingún control de la legalidad 
constltuclonal, debiendo ejercer la acción ante ts Corte Conatltuclonsl. 

En el sistema mexicano, por su parte, /a acción de amparo co"esponde a /os 
particulares como un derecho publico subjetivo, derecho que tiene su antecedente 
en las Ideas liberales del siglo XIX, reconocido este derecho mediante Juicio de 
amparo lnataursdo en la Constitución Yucateca de 18419; o bien, a determinados 
grupos parlamentarios minoritarios en la acción de lnconstltucionalidad y a entes 
públlcos(Federaclón, Estados y Municipios) en fa controversia constitucional. 

Por otra parte, en el sistema mexicano no solo existe un control de la constitucionalidad 
de la ley, sino que además existe un control de la legalidad de los actos contrarios a la 
constitución. 

•Cfr. OCAMl'O, Mclchor; Carras a Marlan<> Otero; lo Edición; Editorial Univcnidad Micho3cana de San 
Nicolás de Hidalgo; Morclia Michoocán, Méxi:.;:c;:::o..:1~9,::;6"'9.:......---------. 
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b .- Con el sistema americano 

No obstante este acercamiento teórico con el sistema austriaco, el sistema de control 
concentrado es más reciente que nuestro juicio de amparo; y surge de la necesidad de 
hacer efectivo la positivación del íusnaluralismo, como decía Cappelletti, aparece después 
de la Primera Guerra Mundial en Europa, cuando las declaraciones de tos derechos 
humanos se quedan en la especulación jurídica de tal forma que se hace necesario la 
creación de medios de control eficaces de la Constitución, en tal forma en que Hans Kelsen 
elaboraría j urídicamente la Corte Constitucional austriaca. 

Desde el punto de vista estrictamente histórico, incluso constitucional , el sistema 
mexicano es más afín al sistema norteamericano. no obstante las diferencias especificas 
entre ambos sistemas, debido principalmente a la influencia en las Constituciones 
mexicanas de 1824 y 1857. 

Sin embargo, en el sistema norteamericano se llega al control de ta constitucionalidad 
de la ley por v la de excepción. es decir, mediante el iter de las impugnaciones y recursos 
normales; en el sistema mexicano el control de la constitucionalidad se ejerce 
mediante acción, es decir, mediante un juicio Independiente. 

En el ::l::tcm::: nortc:::mcric:mo no e:-:iste un procedlmient<"' A!'J"P.Ci!'I de impugnación, 
como tampoco existe un órgano especial competente (a excepción de la Corte, pero a ella 
se llega al final de la diferentes impugnaciones) ; en el sistema mexicano existen 
procedimientos especiales, con sus términos. etapas y recursos particulares, con un órgano 
especial competente para resolver ta constitucionalidad de la ley. 

En ambos sistemas existe la relatividad de las sentencias o de las declaraciones de 
inconstitucionalldad. Pero también en México existen declaraciones generales de 
inconstitucionalidad. 
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- Sistema Subsidiarlo (Articulo 133 constituclanaf) 

El artículo 133 tiene su antecedente en la Constitución de los Estados Unidos de 
Norteamérica y es el texto literal de las Constituciones mexicanas de 1857 y 1917. 

Las Constituciones de 1857 y 1917 subordina el sistema normativo general a la 
Constitución Federal. 

Es decir; "Esta Constitución. las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y 
todos los tratados hechos y que se hicieren por el presidente de la República, con 
aprobación de Congreso, serán ley suprema de la Unión. 

Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar 
de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 
Estados.·• 

Esta disposición fue reformada por el decreto publicado en el Diario Oficial el 18 de 
enero de 1934. El artículo 133 quedó de la siguiente manera: 

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 
tratados que estén de acuerrfo con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente 
de la República. con aprobación de Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los 
jueces de cada Estado se arreglaran a dicha Constitución. leyes y tratados, a pesar de las 
disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.· i 

La reforma trajo como consecue ncia que los tratados se aprobaran por el Senado y no 
por el Congreso de la Unión. 

Ahora bien, el articulo 133 constltuclonal contiene los principios de supremacla 
constitucional y o rden jerárquico normativo. 

Por su parte, el orden normativo presenta dos problemas, uno relacionado al 
control difuso d e la Constitución y el otro vinculado a la posición de los tratados 
Inte rnaciones el d erecho mexicano. 

1 Articulo 133 del 1ex10 origino! de h1 Consrirución de 1917; hlfp:lwww.cddhcu.aob.mx/; Icono: rcfonnllS a la 
Conslilución. 
2 ldem. 
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a.- Como se entiende el control difueo en el sistema me•lcano 

La orden de que los jueces de cada Estado se arreglaran a dicha Consutución, leyes y 
tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o 
leyes de Jos Estados, tiene un sentido !Imitado. 

No significa que los jueces ejercen facultades de control constítucional, que les permita 
desconocer fa Constitución y leyes locales. Por el contrario, siqnifica, que los jueces deben 
circunscribir su actuación al mandato de la propia Constitución. 

De hecho esta prohibido que los jueces locales desconozcan a las constituciones y leyes 
de sus Estados, ya que el articulo 133 no les delega facultades de control constitucional. 

Es decir, de acuerdo con el sistema de competencias vigente, el Poder Judicial de la 
Federación es el único órgano Jurisdiccional que puede hacer declaraciones de 
inconstílucionalidad y en este control no tiene ninguna intervención la justicia local. 

En mi opinión, e l control difuso del articulo 133 constitucional, es un Instrumento 
de defensa de la Constitución, que tiene por finalidad garantizar el or~n 
constitucional y la división de poderes; El sentido del control d ifuso de la 
constitución que prevé el articulo 133 se refiere a que los jueces locales como 
cualquier otra autoridad debe sujetar sus actos a las disposicion- constitucionales. 

- Sistema Internacional de Control. 
Posición de los tratados internacionales en el orden normativo de Mé•lco 

La razón de este apartado surge de la importancia de los tratados internacionales en la 
vida política y económica de México, debido a la corriente mundial de la globalización y de 
apertura comercial. 

México inicia este recorrido con su incorporación al GATT en 1987 y toma su mayor 
auge con las 50 convenciones internacionales en que interviene y más de diez tratados de 
libre comercio celebrados y ratificados. 

El artículo 133 establece que la Constítución, las leyes del Congreso de la Unión, y todos 
los tratados que estén de acuerdo con la misma y que se celebren por el Presidente de la 
República, con aprobación de Senado, serán la Ley Suprema de Toda la Unión. 

Esta disposición tiene su antecedente en la Constitución de los Estados Unidos de 
Norteamérica, la primera Constitución nacional que la retoma fue la Constitución de 
Apatzingán de 1814, de ahí las de 1824, 1857 y 1917. 

> Novena Época Instancia: la Saln. Fuente: Semanario Judklal de la Fedenclón y su Gaceta; Tomo: XIII, 
Mar= de 2001 Tesis: 1 o XVl/2001; pii&ino: 113. 



El articulo original fue reformado en 1934, precisamente para que el Senado de la 
República ratifique los tratados y no el Congreso de la Unión. 

La ubicación de los tratos internaciones en el ordenamiento mexicano ha tenido 
principalmente dos etapas: 

En una primera etapa, la jurisprudencia de la Corte consideró que los tratados 
Internacionales son jerárquicamente Iguales a las leyes federales, y por lo mismo 
son objeto de control constitucional." 

Sin embargo, este criterio se modificó el 11 de mayo de 1999. A partir de entonces, los 
tratados Internacionales se ubican jer6rqulcamente por encima de las ley- federales 
y en un segundo plano respecto de la Constitución. 5 

Esta nueva interpretación deriva de que los compromisos internacionales asumidos por 
el Estado mexicano en su conjunto y comprometen a todas sus autoridades frente a la 
comunidad internacional: es decir. 

a. Los tratados primero deben estar de acuerdo con la Ley Fundamental, lo que 
claramente indica que sólo la Constitución es suprema. 

b. Los tratados internacionales se encuentran en un segundo plano inmediatamente 
debajo de la Ley Fundamental y Por encima del derecho federal y el local. 

c. ya que el Constituyente facultó al presidente de la República para suscribir los 
tratados internacionales en su calidad de jefe de Estado y, de la misma manera, el 
Senado interviene en representación d e las entidades federat ivas; 

d. La interpretación del artlculo 133 lleva a considerar en un tercer lugar al derecho 
federal y al local en una misma jerarquía con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 124 constitucional, por el cual, las facultades q ue no están expresamente 
concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden 
reservadas a los Estados. 8 

• Oct11v11 ltp<>Cll lnslllncio: Pleno, Fuentc: Semanario Judicial de la Federación y 1u Gacela; Tomo: V 
Primera Panc; EnC1"o Junio de 1990; Tesis: XX:XIX/90 Pá¡;inn: 17. 
• Novena EpOC:'I lnstnnci3: Pleno Fuen1c: Semonnrio Judicial de la FcdC1"3ci6n y su Gacc1a Tomo: X. 
Noviembre de 1999 Tcsis: P. LXXVll/99 Página: 46 Mo1cria: Conslitucional Tesis aislada. Sin cmb:u:go, para 
Leontl Perexnltlo los tratados intcrnulonale1 se dcbtn intttrar al mismo ranao ~nsdtudonal, es 
doclr, los dos sistemas jurídicos Internacional y nacional se deben situar en un mismo ranao previo el 
reconocimiento que los tratados intornacionales no aeon contrarios a la Consfüucl6n. Enlazando los d09 
órdonos juridlros en uno solo sin la sumisión el uno del otro. 
• "01m osp11cttJ lmpor1a111c paro considerar es1a jerorqula de lo.• tro1odos, es la relotfro o que en esta 
mutcrla no exl\1.: llm itacltín cnmpetenclal entre fa Federación y las entidades federativas. esto es, no se 
'º"'" cn euemo lo cOntf"'lencla fi•dcral o local del contenido del tratado, sino que por mandato upruo del 
prnplo ortfc11/o 13.J el prcsidoitc de la Rcpúbllca >' el Senado p11cdoi obligar al Estado mcxlcano ot 

cualq11fcr materia, indepcndicntl!mente de q11e para fJtms efectos ésta sea t:ompclt:nda de fas entidades 
ft:dt:ratfra • .;." ldom. 
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Finalmente, la posibilidad de control constitucional de los tratados internaciones se 
extiende del Juicio de amparo a la controversia constitucional y a la acción de 
inconstitucionalidad. 7 

La sentencia de la Corte que declara la inconslitucionalídad de un tratado, en el juicio de 
amparo tiene efectos relativos; en la controversia constitucional como en la acción de 
inconstitucionalidad, si es aprobada por lo menos por ocho de los once ministros que 
integran el Pleno, trae como consecuencia su invalidez con efectos generales. es decir, su 
inaplícabllidad en México.ª 

1 Novetia Epoca Instancia: Scgundn SQJa Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: XVI, 
Dic:icmbre de 2002 Tesis: la. CLXXl/2002 Págin:i: 292 Tesis oisladn. l..a acción de inc:onslitucionalidad 
corresponde al 33% de la Cámam de Senadores y al Procurador Getieral de la República interponerlo. 
• DE SILVA, Carlos; Los Tra1ado.• l111crnacionoles y lo Defensa de la Comtltuc/ún del libro Lo Defensa de 
la Conslltm:idn; Compilador: Luis M. Pérez de Acha; Editorial Doctrino Jutfdic:o Mexic:nno; M6dc:o 1997; 
pnsino99. 
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- Sistema Prevent ivo 

Partimos de que la Constitución es en si un instNmento jurídico, es un medio no un fin, 
es decir, existe la posibilidad de que en cualquier t iempo, cuando las necesidades sociales 
y jurídicas así lo requieran, se reforme. 

A la ley como a la Constitución se le pueden hacer dos tipos de reformas: de fondo y de 
forma. Las de forma o reglamentarias se realizan con la finalidad de completar y modificar 
la presentación de alguna disposición.' 

La Constitución de México es reformable: y estos se debe precisamente al origen de 
nuestra Norma Fundamental. 

Es decir, la teoría clásica de la Constitución sei'lala que ésta debe contener principios y 
normas fundamentales, divididos en dos cap!tulos: una parte dogmática y otra orgánica. 
Sin embargo, el Constituyente de 1917, adiciona esta teoría, ya que integra un contenido 
reglamentario y social a la Constituclón.2 

El contenido reglamentario de la Constitución la hace por naturaleza reformada y 
reformable 

Sin embargo, desde el punto de vista formal o legislatlvo, es posible las reformas 
d e fondo a la Constitución, ya que en ella misma se prevén los mecanismos e 
instrumentos de refonma. 

En México, tenemos dos procedimientos de reforma, uno aplicado a las leyes ordinarias 
federales, al que se llama "procedimiento ordinario" y otro aplicado para las reformas a la 
Constitución, sei'lalado en el articulo 135 de la misma, y al que podría llamarse 

1 Por ejemplo, en M~xico es Común que o lo Ley Orsánico de la Adminis1mei6n Pública Fcdernl se le h~gan 
modificocioncs, en el scnrido de crunbinr nombres y focuhndcs entre las mismas o difel'entcs Scerctnrfas de 
Uslndo. 
l Como se ve en lo t'rusc del diputado Heriberto Jnrii: "Pues blc11, los jurlsco11sul1os. los tratodl.\'/as, los 
c111l11<mclas e11 general en materia de lcglsloclón, probablemcnle encuentran hasta rldlcula esta proposición, 
¿cuma "ª ha canslg11ane C/I una Canstltuclón la jamada máxima de trabaja? ¿cóma se "ª a .reilalar a/lf 
que el indÍl'ldua no debe trabajar má.r que ocho liaras al dfa? Eso, según ellos, es Imposible: eso, .<egún ellos, 
pertenece a la reglamentación de las leyes: fHrO, prec/sa1111m1e, srñores, esa tendencia. esa teorfa, ¿qui u lo 
t/111! Ita /tecito? (}ue 11uestro Conslfluc/611 tan libl"ima, tan amplia, tan buena, haya resultado, cama la 
llamaban los senorcs c/entlj/r:os, "un troje de juues para el pueblo n1exlca110 ", porque faltó esa 
roglame111ar:ló11, pOf't/111! jamás ele ltl:o" 

TES· ·~ '""n~.¡ ....... - . 
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"procedimiento extraordinario.'3 

En México las constituciones de 1824, 1836 y 1843, establecieron procedimientos de 
reforma distintos: por su parte, tas constituciones de 1857 y de 1917, contienen 
disposiciones idénticas (artículos 127 y 135 respectivamente). 

La reforma a la Con•tltución se realiza a través de un procedimiento 
extraordinario, por un órgano especifico y transitorio. Es un órgano mixto y plural. 
Sin embargo, lo que importa ea que para la teorla del control conatituclonal de la ley, 
existe una distinción entre el Poder Leglalativo y el Constituyente Permanente: 
mientras el control cont.ra leyes del leglalatlvo ordinario es total, el control 
constitucional a las reformas a la constitución es relativo y casi nulo. 

"La especifidad de éste órgano radica en que sólo se ocupa de las iniciativas de reforma 
constitucional que le son sometidas. no pudiendo realizar ningún otro acto jurfdico-polftico ... 

El Poder Reformador actúa para una causa especffica, ni queda constituido 
permanentemente, sino que actúa en forma plural, unido por un procedimiento serlalado. 

Al Procedimiento de Reforma a la Constitución, se aplica lo dispuesto en e l articulo 135, 
principalmente, y de manera subsidiaria, el artículo 71 de la Constitución; conforme a los 
cuales tenemos como órganos constitucionales que intervienen en el Poder Revisor: 

1 f:t Pm!lirlente de IA R epilblica (en iniciativa v publicación) 
2. El Congreso de la Unión 
3. Las Legislaturas de los Estados 
4. La Comisión Permanente (su participación es optativa, sólo interviene en los 

recesos del Congreso y exclusivamente para el conteo de las votaciones de tas 
legislaturas y en su caso, hacer la declaratoria de reformas). 

·' Respecto del procedimiento ordinnrio, se encuentro establecido en los anículo 71 y 72 de lo Cons titución y 
aniculos 3 y 4 del Código Civil . Es el p rocedimiento normal para la creoción, derogación y abro¡;ación de 
leyes ordinlll'Ías federales. Es dc:cir, corresponde al Ejecutivo, a los Diputados y Senadores y a las legislaturas 
de los Estados la in icia1iva de ley. Esta llcgn a una C:lmllr8 de origen para su discusión ( que puede SC1' 

indistintamente la de Senadores o la de Diputodos, excepto que se trate de empréstitos. contribuciones o 
impucstos, rcclu1:amicnto de tropllS. que debccln ncc:esari:amente discut irse en l• Cámarn de Diputados). 
Discutida lo iniciativa pasa o la Cóm:uu revisora paro su oprobaeión (ésto podrá rechazarla. si lo hace por dos 
veces consecutivos. la iniciativo no podrá volver n presenttlJ'sc sino hasca el sig uiente periodo de sesiones). En 
el supucslo de que sea aprobada la iniciativa se rcmile ol ejecutivo pam su sanción, el cU3l puede negar su 
Sllnción a un p royecto ya admitido por e l Congtcso (''Derecho de veto", el cual no es absoluto) Pasa a su 
publicación en el D iario Oficio! de la Federación y en los respcciivos Diarios o Gacelas de los Entidades 
FcdcrativllS, en la q ue se scil:ila una fecha d e iniciación de ''igcncia. que en México se adopta dos sistemas. el 
sincrónico y el sucesivo. 
' Se distingue del Poder Consti tuyente que no este no tiene limites. SERRANO MIGALLÓN, Fernando, ÚI 

Rt!forma u la Ct1n~Tilucitln, de l libro Estudios Jurídicos en Memoria de Noriega Contü, Ed itorial Pomía. 
México 1991, primero edición, páginas 42 7-4~6.;;0;.. - ------=:-::-:-;--
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A pesar de que en el artículo 135 constitucional no tiene intervención directa el Ejecutivo, 
en la practica ta iniciativa corresponde el Presidente de la República, a los Diputados y 
Senadores del Congreso de la Unión, a las Legislaturas de tos Estados y a ta Asamblea del 
Distrito Federal, en lo relativo a su competencia. 

La iniciativa llega a una Cámara de Origen para su discusión y se remite a otra Cámara 
Revisora para su aprobación. Después del tránsito de la iniciativa por el Congreso de la 
Unión, se envía a cada una de las legislaturas de los Estados para su estudio, debate, y en 
su caso, aprobación. 

Se requiere que la mayorla de las Legislaturas de los Estados apruebe la Reforma a la 
Const.itución. 

Finalmente es el Congreso de Ja Unión o la Comisión Permanente del propio Congreso, 
quien realiza el conteo de ros votos. si se contabilizan mas de la mitad de las legislaturas 
de los estados, se aprueba la iniciativa de reformas. 

Posteriormente se turna al Ejecutivo para su promulgación, conforme al articulo 89 F 1 de 
la Constitución, "en éste caso, el Presidente ya no cuenta con el derecho de veto, sino 
que única y eKclusivamente tiene que promulgar la reforma que el Poder Revisor le 
ha hecho llegar.· 5 

Hemos señalado que la reforma a los principios fundamentales de la Constitución es 
posible. desde el punto estrictamente formal o legislativo, ya que la misma Constitución 
prevé los mecanismos para su reforma (artículo 135). 

Las reformas constitucionales debe cumplir con la seguridad jurídica constitucional, toda 
vez que: 

1. Se debe ejecutar por el instrumento específicamente sellalado en la Constitución; 
2 . Se debe cumplir con las formalidades del procedimiento seguido para su reforma y ; 
3. El sentido jurídico de la reforma debe respetar los principios fundamentales o 

decisiones políticas fundamentales sobre las que se sustenta la Constitución . La 
"invasión" a los principios fundamentales, trae como consecuencia reglmenes 
totalitarios y la negación de los derechos fundamentales del hombre (por ejemplo, 
Polonia. Checoslovaquia). 

Ahora bien, la primera concluslón que se deduce del caso mexicano es que no hay 
un sistema de prevención constitucional. 

El Poder Judicial de la Federación consideró que las reformas a la Constitución no eren 
susceptibles de control constitucional, de hecho calificó al amparo notoriamente 
improcedente en estos casos. 

'ld~m. 
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Sin embargo, a partir de 1997, el Pleno de la Corte pretendió cierta apertura hacia el 
control constitucional de las reformas a la constítución exclusivamente por violaciones 
de forma, sin Incluir las de fondo, a través del juicio de amparo.ª A pesar de esta 
resolución, la apertura de la Corte se neutralizó con la decisión del Tribunal en Pleno que 
declara: 

1. EL PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL NO ES SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL; 

2 . ya que la función que realizan el Órgano Reformador de la Constitución no la hacen 
en su carácter aislado de órganos ordinarios constituidos, sino en el extraordinario 
de reformador de la constitución; 

3. realizando una función de carácter exclusivamente constitucional, no equiparable a 
la de ninguno de los órdenes jurídicos parciales, 

4. constituyendo de esta manera una función soberana, no sujeta a ningún t ipo de 
control externo, porque en la conformación compleja del ór9ano y en la atribución 
constitucional de su función, se encuentra su propia garantía. . 

Es decir, para la Corte, es improcedente la controversia constitucional contra las 
reformas a la Constitución, debido principalmente a que el articulo 105 constitucional 
establece que la controversia garantiza el ámbito de atribuciones de los órganos originarios 
del Estado (Federación, Estados y Municipios y Distrito Federal) contra actos, leyes o 
normas generales, pero no contra el Órgano Reformador de la Constitución previsto en el 
artículo 135, pues no se trata de un órgano de Igual naturaleza que aquellos en quienes se 
confían fai:: funciones de gobíemo. 8 

Finalmente, es poslble el control Jurlsdicclonal a las reformas a las constituciones 
locales a través de la acción de lnconstltuclonalidad "ya que es un medio de control 
abstracto, que Uene el objeto de anal/zar /a regularidad de las nonnas generales 
s ubordinadas a/ Pacto Federal, y entre 4stas se encuentran expresamente las 
Constituciones Locales." 9 

• Cfr. por ejemplo, lo tesis de jurisprudencia con el rubro .. REFORMA CONSTITUCIONAL. AMPARO 
CONTRA SU PROCESO DE CREACIÓN. EL INTERÉS JUR.IDICO D ERIVA DE LA AFECTACIÓN QUE 
PRODUCE, EN LA ESFERA DE DERECHOS DEL QUEJOSO, EL CONTENI DO DE LOS PRECEPTOS 
MODIFICADOS." Novena Época, Instancio: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo: X, Septiembre de 1999, Tesis: P. LXll/99, Pllgin:i: 1. En el caso de que se invoquen violación derechos 
pofllicos en la demanda de amparo contra el procedimiento de reformas a lo constituc ión. se requiere que la litis 
verse sobre violación de garantlas individuales o b ien. que los derechos político s e stcn asociados con prantias 
individuales; Tesis P. LXlll/99; Novena Epoc'1; ScmanGTio Judic ial de la Federación; septiembre 1999; P4¡¡. 13. 
' Controversia constitucional 8212001. Noven" Epoca lnsuincia: Pleno Fuo:ntc: Fuente: Ob. Cit.; Tomo: XVI, 
Sept iembre de 2002 Tesis: PJJ. 3912002 Págin.a: 1136, seis de septiembre del 2002, aprobó, con el númC1'0 
3912002, la tesis jurisprudencia!. Cfr. Amparo contra el Proct.'dhnlento d e Reformu a la Constltuci6n; Serie 
Debotcs del Pleno; Editorial Suprema Corte de Justicia de fa Nación; México 2000. 
1 Novena Época lnst1111cio: Pleno Fuente: Ob. Cit.; XVI, Septiembre de 2002 Tesis: P./J. 4012002 Pllgína: 997. 
Controversia constitucional 82/2001 . 
9 Novena Época Instancio: Pleno; Fuente: Ob. Cit.; Tomo: XIII, Marzo de 2001 Tesis: P./J. 1612001 Página: 447. 
Acción de ineonstitueionolidad 9/2001 . 
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d) Lajurlsdlcc/6n Constitucional y Justicia Constitucional 

La creación de los Tribunales Constitucionales Implicó el surgimiento de una 
jurisdicción -peclallz.ada en resolver procedimientos de carácter constitucional y 
que tlerntn como finalidad revisar l.a constitucionalidad de las leyes y actos de 
gobierno . 1 

Es decir, la estructura de la jurisdicción constitucional se identifica: 
8. 

9. Por la creación de un tribunal u órgano jurisdiccional especializado en materia 
constitucional; 

1 O. Este órgano se identifica generalmente como el máximo interprete de la 
constitución: se le conoce como Tribunal Constitucional en Europa y América; 

11 . Su jurisdicción la ejerce a nivel federal o nacional y sobre todas las autoridades 
sujetas de control constítucional; 

12. Es independiente de los demás órganos y sólo esta sometido a la Constitución, a 
su ley orgánica y a los Acuerdos Generales. De hecho, ESTA ES LA PRINCIPAL 
CRITICA: NINGÚN PODER DEBE ESTA LEJOS DEL CONTROL 
CONSTITUCION/\L.2 

LA COMPOSICIÓN DE LOS TRIBUNALES CONSTITUCIONALES, generalmente se 
integran entre siete y doce miembros, que ostentan el titulo de Magistrados o Ministros, en 
su nombramiento Intervienen los poderes ejecutivo y legislativo: por ejemplo en España 
son nombrados por el Rey mediante Real Decreto, a propuesta de las Cámaras que 
integran las Cortes Generales (4 por el Congreso y cuatro por el Senado, 2 del Gobierno y 
2 del Consejo General del Poder Judicial).3 

1 KELSEN, Han.s; El Control de Constiluc ionalid•d dr Leyes. Estudio Comparativo de la Con1tltucl6n 
au$fri•c• y nortHmeriuna; Dcrcito; Volumen IV; Número 1: pósina 218 y i\LC/\LA- ZAMORA Y 
CASTILLO, Niecto; Ensayos .<obre Du.:clro l'rocesa/; Ob. Cit.; página S 11 . Hans Kelscn c:onsidcr6 que el 
fitndomenlo de los Tribunales c:onslitucionalcs se encuentra en el principio de suprcmacla constitucional 
nor1camcricano. 
2 http://www.tribunalconslitucional.esfTC.htm 
·' h11p://www.1Tibunnlc:ons1i1ucional/ Ln jurisdicción constitucionol formo pone del derecho procesal espai)ol 
desde lo creación del Tribunnl de Garnnllos por la Constitución de 193 1, inspirado en el T ribunal de Justicio 
Consti1ucional austriBCO, aunque también se reconoce la inOuencia del sislema noncamcricano, d el juicio de 
:1mpa.ro mexicano y del tribunal de c:on0ic1os fnincés. La constituci6n de 1978 lo rrstaurn y en la actualidad es 
el inlCTpretc supremo de la Constitución. 
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La duración y requisitos del cargo, es temporal, va de seis a nueve años y recae 
generalmente en funcionarios judiciales, académicos y abogados litigantes de reconocida 
competencia y con cierto tiempo en el ejercicio profesional. Existe la renovación de sus 
miembros. 

E l Funcionamiento del Tribunal Constitucional generalmente se organiza en Pleno y 
en Salas, integradas pfuralmente. 

La jurisdicción constitucional, generalmente resuelve: 
a . El recurso de inconstitucionalldad contra leyes, d isposiciones normativas o actos 

con fuerza de ley; 
b. La cuestión de inconstitucionalldad sobre normas con rango de ley; 
c. El recurso de amparo por violación de los derechos y libertades (por ejemplo: 

artículo 53 2 de la Constitución Española): 
d. Los conflictos de competencia entre el Estado y fas Comunidades Autónomas o 

Entidades Federativas. o de éstas entre si: 
e . Los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado (Congreso, 

Senado, Gobierno y Consejo General del Poder Judicial; en México, no existe la 
posibilidad de control del poder judicial); 

f. La declaración sobre la constitucionalidad de los Tratados internacionales 
g. La impugnación por el Estado de las disposiciones y resoluciones adoptadas por 

los órganos de las Comunidades Autónomas; 
h. Los conflictos en dcfonsa d e IA A11tnnnmlA lnr.AI: 
i. Las demás materias que le atribuyan las Leyes Orgánicas (por ejemplo: articulo 161 

de la Constitución Española). 

Otra característica de la jurisdicción constit.ucional, es la naturaleza especiar de sus 
resoluciones, las cuales tienen efectos erga omnes, ar contrario de la jurisdicción ordinaria, 
que exclusivamente vincula a las partes que litigaron. 

En el sistema mexicano, los efectos de las sentencias pueden ser generales. como en 
las acciones de inconstitucionafidad y controversias constitucionales o bien, relativos en 
algunas controversias constitucionales e incluso, relativos con efectos generares cuando se 
reúna cinco precedentes en el mismo sentido en los amparos contra leyes. 

Por otra parte, la jurisdicción constitucional no debe invadir la libertad de los otros 
órganos estatales, especialmente la del legislador. Su función se debe limitar a un 
Interpretación hermenéutica de la constitución, pero tampoco debe lleoar al el<tremo de 
aplicar mecánicamente a la ley ni politizar las decisiones. 4 

• GONZALEZ, Feli pe; Trlbun11lcs Constltucionaolcs y Otnchos llumonos en Llllinoamérica; Revista 
Jmt/t"ia Co11st1111clo11t1f Comporadn; la edición, Instituto de: lnvcstigncioncs JurldicM; UNAM; México 1993; 
1>tl¡¡inus 37 y 38. 
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En la actualidad, los principales problemas de la jurisdicción constílucional son: 
1. El que se refiere a las relaciones entre polltica y justícia; 
2. La legitimidad del control de un órgano democráticamente constituido por otro que 

no loes; 
3. La irresponsabilidad o ausencia de control de los Tribunales constitucionales y; 
4. La posibilidad de que el órgano de control tome decisiones políticas y no jurídicas.5 

5. La mecanización del procedimiento. 

Pero también, la protección jurisdiccional se ha extendido al ámbito internacional, por 
ejemplo, en Europa, el Tribunal de Justic ia de la Comunidad Europea, tiene el control 
jurisdiccional del derecho comunitario: por medio del recurso d e anulac ión , los Estados 
comunitarios, la Comisión, el Consejo y particulares, pueden solicitar la anulación total o 
parcial de disposiciones comunitarias o actos concretos; además, es el máximo Interprete 
del derecho comunitario. 

En materia de derechos humanos, se creo el o e rensor del Pueblo Europeo, quien 
cumple con la función de vigilar la administración de las Institucione s y órganos de la 
Comunidad Europea.6 

Por otra parte, la jurisdicción constitucional se diferencia de la ordinaria civil, penal o 
administrativa, porque le concieme Ja tutela de los derechos o intereses que atañen a la 
constitución; la jurisdicci ón ordinaria falla en equidad, la con s t ituc io nal lo hace 
p reservando la supremacía de lo s derechos básicos. En este sentido se h abla d el 
derecho procesal constit11cinn"'1 7 

En el caso mexicano. los Instrumentos que se señalan com o justicia 
cons titucional, como el juicio político, el amparo, la controversia y acción de 
inconstitucionalidad, la protección de derechos humanos, la facultad del Senado para 
resolver conflictos políticos y el procedimiento investigatorio de la Corte, no son en 
estricto sentido, g arantías jurisd iccionales.• 

La jurisd icción constituciona l es más especializada, t iene q ue ver con u n ó rgano 
j udicial que resuelve todas estas controv ers ias m ediante un procedimiento 
partic ular y con una ley especial q ue ordena sus plazos y fo rmalidades. 

• 1 !ERNANOEZ VALLE; Rubén; E l Prind 11lo Ocmocr iíli<o como l.imite de la J urisd icción 
Conslilucio n ul; Boletín Mcxicnno de Derecho Compnrndo; ni)o :XXX: Número 88; enero- obril; pósino 223. 
'' tos órgnnos delo Coinunidnd son: U. Comisión. el Consejo, el Pnrlnmcnto, el T ribunnl de cuentos, et 
Tribunal de Jus1iciu (excepto en el ejercicio de su función jurisdieeion<1I) el Comité Económico y Rcsionnl. el 
Vunco Cc111rnl y el l3w1co europeo de Inversiones. Cfr.: http://www.curo.ombudsman. cu.inl. El Defensor 
no interviene en nsun1os :mtc un 1ribunnl o sobre los que hn rccoido yn unn sentencia. 
7 OSVALDO COZAINI. Alfredo; HI úc:rr:cho proce.<ol comlllucim1ol y los den:cltos humano.<; l a Edición; 
Editorial UNAM; México 199S; ptlsinn 82. 
• CARRILO FLORES; A111011ln; C1m.rtl111ció11, Supremo Cortl! y Derr:cho.r Human os; 1• Edición; Editoriol 
Porrim; México 1981: pósinas 19 n 39. 
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e) Derech o Procesal Constitucional Mexicano 

En México, el derecho procesal constitucional es un disciplina que comenzó a tener 
interés desde los allos sesenta , principalmente debido a la influencia de Mauro Cappelletti; 
pero a partir de algunas reformas constitucionales, por ejemplo, la que se realizó al juicio de 
amparo en 1988 y las que se hicieron al Poder Judicial de la Federación en 1994, 1996 y 
1999 comenzó a tener una participación preponderante en la Judicatura; incluso. algunos 
autores consideran instaurada la jurisdícc/6n constitucional en México. 9 

El derecho Procesal Constitucional ha evolucionado desde la creación de los Tribunales 
Constitucionales; en la actualidad ha especializado sus funcíones y sistemas, incluso liende 
hacia la c od ificación , como Costa Rica, que expide su Ley de Garantías en 1989. 

En México es difícil su cod ificación, por la naturaleza de los juicios que componen la 
jurisdicción constitucional, tal vez sea posible su codificación, pero es imposible su 
unificación por la naturaleza de los juicios y por los efectos heterogéneos de sus 
sentencias; sin embargo, se debería buscar la unidad de los criterios y la sistematización de 
los precedentes para evitar la contradicción y desigualdad de las sentencias. En mi opinión, 
es un problema del método empleado en el sistema. 

El objeto del Derecho Procesal Constitucional es la normatlvidad constitucional, a 
través dt:1 la 1 .. sliluciún ut: uereclios huma1ios (libertades) y protección de los derechos 
orgánicos. 10 

El derecho procesal constitucional •no es sino aplicación de /os principios establee/dos 
en la teorla general del proceso, por ejemplo, el principio de iniciativa o a instancia de parte 
(amparo) o la relatividad de las sentencias (amparo)." " 

La jurisdicción constilucional tiene su origen en la Constitución. 

Es decir, el sistema federal que establece el articulo 40 constitucional, consiste en la 
distribución de la competencia jurisdiccional, entre aquellas normas que tienen validez en 
todo el territorio nacional y aquellas que se círcunscriben a una determinada entidad 
federativa o en el Distrito Federal.12 

'' Cfr. FERR ER MAC-GREGOR. Edunrdo (coordinodor}; f)cn:t:lin Procr.•ol Cmuli111cio11ol; Segunda 
Edición; Editorfol Pom·10; México 2001. 
'" Se distingue e.Id 1/crcc/111 con.\·ti111cim111/ pmccsul, porque éste es In rnmo de derecho que estudia y 
sis1c111ntiza los conceptos e instituciones procesales estoblecidns en la Constitución. 
11 l'IX- ZAM UDIO, Hector: Natumlc:a /'roce.mi 1/el Amparo; Ob. Cit.; pógino 963. 
12 TENA RA MIREZ. Felipe; IJereclm Ccm."lll1c/011al Mexicana; O b. Cit. Hoy que considerar o lo 
jurisdicción concurrente, en In que lns panes pueden ncudir ol orden judicial federo! o local, principalmente o In 
111n1crin mercnntil . 
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Por su parte, Fix- Zamudio expone, que al lado de los dos ordenes jurisdiccionales 
tradicionales (federal y local), existe un tercero consistente en el constitucional. 

El orden constitucional consiste en aquellas facultades que se otorgan a 
determinados tribunales (generalmente al Poder Judicial de la Federación y 
excepcionalmente el fuero local), con el objeto de realizar funciones jurldico 
constitucionales: •... los tribunales son ubicados precisamente en razón de las atribuciones 
que ejerciten, esto es. constitucionales, federales o locales. · 13 

Para Fix- Zamudio, las funciones que realiza el orden constitucional son la reforma 
constitucional. ta reforma al capitulo geográfico. la suspensión de garantlas individuales y 
los medios de defensa de la constitución. 

En mi opinión: 
a. El orden const itucio nal se limita a los Instrumentos jurlsdlccio nales de control 

constituc io nal y no comprende a la reforma constitucional, a la suspensión de 
garantlas, las cuales forman parte de la defensa de la constitución; 

b. El orden constitucional se distingue del orden federal y local, porque tiene una 
función especifica: la tutela de la supremacía constitucional; 

c . El orden constitucional esta inmerso en el orden federal o local, porque es a través 
de estos niveles judiciales que se actualiza; 

d. el orden constitucional se identifica con la jurisdicción constítuciona1 porque, ésta 
reúne todos aquellos instrumentos que estable la propia constitución para mantener 
su vigenciél: 

e. la función del orden constitucional consisten en el conocimiento, substanciación y 
resolución de los Instrumentos que se establecen para mantener la normativldad 
constitucional; 

f. la competencia para resolver estos juicios corresponde principalmente a los órganos 
judiciales federales; 

g. El orden constitucional es la vigencia de la justicia constitucional; 
h. Los órganos judiciales que realizan el control constitucional por vía jurisdiccional son: 

• - Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
• - T ribunales Colegiados de Circuito: 
• - Tribunales Unitarios de Circuito: 
• - Juzgados de Distrito y; 
• - T ribunal Electoral del Poder Judicial de la federación. 

El orden constitucional comprende a la jurisdicción constitucional, la cual cons iste, 
en aquella función que realizan los órganos estrictamente judiciales federales para 
resolv er las garantlas con stitucionales . 

IJ l'IX- ZAJ\I UOIO, Héctor y COSSIO DIAZ, José Rrunón; El l'oúur Jmllt:lol en el Onlc11omlc1110 
Mc.<1<"0110; 1 n reimpresión; Editorínl Fondo de Culturn Económicn; México 1996. 
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En este caso, el orden constitucional comprende a las garantías del juicio de 
amparo, a la contro versia constitucional, a la acción de inconstitucionalldad y al 
proced imiento investigatorio. 

La Constitución de México no establece un capitulo especial de la jurisdicción 
constitucional o de las garantías jurisdiccionales, mucho menos de la justicia constitucional, 
la competencia de la jurisdicción se toma d e varios preceptos con stituc ionales. 

En mi opinión, la estructura de la jurisdicción constitucional mexicana parte de las 
normas e instrumentos, tribunales, términos y formalidades que la Constitución establece y 
por las cuales las garantías se hacen valer 

Es decir, la estructura del derecho procesal constitucional se fija en lo dispuesto por los 
artículos 40, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101 , 103, 104, 105, 106 y 107 de la Constitución 
Federal. 

En estos artículos se organizan sustancialmente la jurisdicción constitucional; sin 
embargo, el desarrollo de sus principios básicos se localizan en las leyes reglamentarias 
respectivas. 

La estructura del Derecho Procesal Constitucional se compone de la propia Constitución 
y de las leyes de Amparo, la reglamentaria del 105 Constitucional, la Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral y por el Código Federal de Procedimientos Civiles en gran medida 
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CAPITULO 11 

EL Ó RGANO JURISDICCIONAL DE CONTROL CONSTITUCIONAL 
EN M ÉXICO 

2.1.- La Suprema Corte de Justicia de ta Nación 
1.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación en el Siglo XIX 
2.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Constitución de 1917 
a) Composición y Funcionamiento 
b) Sesiones 
c) Duración del cargo y remuneración 
d) Requisitos para ser ministro 
2.2.- Tribunales Colegiados de Circuito 

(¿en que casos conocen de la inconstitucional/dad de la ley?) 
1.- Antecedentes 
a.- Exposición de Motivos de la Reforma de 1951 
b.- ¿De dónde surgen los Tribunales Colegiados de Circuito? 
c.- Tribunales de casación y nulidad 
2.- Acuerdos Generales del Pleno de la Suprema Corte 
2.3.- Juzgados de Distrito 
1.-0rigen 
2.- Consolidación 
3.- Los juzgados de Distrito en la Constitución de 1917 y sus Reformas 
a) En el Texto original · · ·.· · .. -' 
b) Reformas al artículo 97 constitucional .. :··'· .. ···:· .:· 
c) Competencia y especialización • '.:·:-:.:,:'.::.)J..:".., .: :· 
2.4.- Incorporación de los Tr1tiun·a1és uñitarios 'de' c1rculto al amparo 
1.- Antecedentes · · · "· ,•"' · .; .. 

2.- Evolución e integración al juicio de amparo 
a) ¿Los Tribunales Unitarios conocen de la inconstituclonalidad de la ley? 
3.- Competencia 
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2.1.- L a Suprema Corte de Justicia de la Nación 

1.- La Suprema Corte de Justicia d e la Nación en e l Siglo XIX 

La Suprema Corte de Justicia de la Nací6n en la primera etapa de su evolución fue un 
•órgano limitado que ejercfa también un poder limitado, pero pretendfa acceder a la 
justicia.• 1 En mi opinión. esta fue la función a l menos durante el siglo XIX la Corte funciono 
formalmente como tribunal de legalidad hasta constituirse en tribunal constitucional. 

A.- Decreto Constitucional para la Libertad de la América Latina 

El Decreto Constitucional es el primer documento que instaura a la Suprema Corte de 
Justícia de la Nación con el nombre de Supremo Tribunal de Justicia; en la practica careció 
de vigencia y fue cortó el tiempo que sesionó en Ario, Michoacán; con la muerte de Morelos 
el 22 de diciembre de 1815, se disuelve el Congreso y con ello termina la primera Corte. 

Según los artículos 181 a 195 del Capítulo XIV, el Supremo Tribunal de Justicia se 
compuso por cinco individuos, con dos fiscales letrados. uno en lo civil y otro en lo criminal 
y secretarios. 

Los miembros de la Corte se renovaban cada tres años; por cierto, el nombramiento 
como la renovación la hacia el Congreso; se admitía la reelección pero pasados tres años 
después de su comisión; para la reelección de los fiscales y secretarios se exigían cuatro 
años. 

La responsabilidad de los miembros del Tribunal se sujetaba al juicio de residencia y 
según los antecedentes de la Corte, despachó asuntos de "las causas instruidas contra 
altos funcionarios del gobierno; asf como, el conocer en segunda, o tercera instancia, de les 
resoluciones de los tribunales inferiores y decidir la competencia de éstos.· 2 

Por otra parte, el 31 de marzo de 1813, se expiden las "Reglas para que se haga 
efeclíva la responsabilidad de los empleados públicos•, por ras cuales los jueces y 
magistrados que juzguen contra derecho por afecto o enemistad hacia alguna de las partes, 
serán responsables penalmente, privados de su empleo e inhabilitados indefinidamente; 
además de pagar el daño, en los casos de soborno. 3 

1 A ltNOLO, Lindo; />o/11/ca y Justicia. La Supr.:1110 Corle Mexicana (182-1- /liSS); Traducción de José Luis 
Sol>cmnes Fcmández y Juliwi 13unslcr; In edición: Edí1orfol lnsritulo de lnvestl¡¡nciones Jurfdic4S UNAM; 
México 1996; ptlginn 19. 
' htt1i:f/w"w.•cjn.gob.n1~ (pógirm <le In Supremo Conc). 
·' DUIJLAN, Manuel y LOZANO José Morfo; /, egl»lucló11 Mexicana; Imprenta de del Comercio; Tomo 1 
1687- 1826; póginns 403 n 406. 
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Por otra parte, administración de justicia en México, en la primera etapa de su 
independencia, siguió administrándose por los tribunales del e l imperio, según lo ordenó el 
Decreto del 26 de Febrero de 1822. • 

B .- Acta Constitutiva de 1823 y Const i tución Federal d e 1824 . 

Según la Constitución Federal de 1824 la Suprema Corte se integró con 11 m inistros y 
un fiscal. Compuesta en tres Salas.5 

Para ser ministro se exigía estar instruido en la ciencia del derecho, tener 35 años 
cumplidos y ciudadano natural mexicano o de América con una residencia de cinco años en 
la República. 

El no mbramiento de los ministros es mediante una elección que las legislaturas de los 
Estados realizan en un mismo día seleccionando a doce personas. 

El resultado de esta elección se remite , en sobre cerrado y lacrado, al Presidente quien a 
su vez lo turna al Congreso. 

En el Congreso, sin la presencia de la Cámara de Senadores, la de Diputados designa a 
una Comisión que revisaba la lista; hecho lo cual, la Cámara de Diputado s cal ificab a la 
e lección . 

Se nombrara a quien tenla la mayorla de votos de todas las legislaturas de los Estados. 
En el caso de que no se completen las doce personas, se designaran a las restantes 
sucesivamente de acuerdo a l número de votos que obtuvieron del total de las legislaturas. e 
La d uración del cargo era vitalicia. 

La Constitución de 1824 en materia judicial federal fue reglamentada por: 

a. El Decretos de 21 Ago sto de 1824 Sobre la Elec ción de los In d ividuos de la 
Corte Supr ema d e Justicia; 

b. Decreto del 4 de Diciembre de 1824 Sobre el Sueldo de los M in is tros; 
c. Por las Bases p ara el Reglamento d e la Suprema Corte d el 14 de febrero de 

1826 y; 
d . Por el Reglamento q u e debe Observar la Suprema Corte d e J usticia de la 

Nación del 13 de May o de 1826. 

4 OUIJLAN y LOZANO; Lc¡:ish1ci6n Mcxicu nn; Ob. C h.; p:iginas 598 y S99. 
' 'l't:NA RAl\llREZ, l'clipc: l.tJytJ.v F11mla111.:111altJ.< tltJ /vl<!xlco. 1808- 1995, 18' edición acruolizado; cdhoriol 
l'om'11~ México 1995; póginns 186- 189. 
" Dccrclo Sobre la Elcc:c:ión de los Individ uos d e la Coree Su1irrm a de J usticia de 27 Ai:osto d e 182 .. ; 
Cfr. DUl3L1\N y LOZANO; Lq:lsla<ión l\luicnn A; Tomo l. 1687- 1826; p:lginns 713- 714. 
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Resalta el Decreto de 27 Agosto de 1824 Sobre la Elección de los Individuos de la 
Corte Suprema de Justicia que fue significativo porque especificó las reglas de la elección 
de los ministros por las Legislaturas y su calificación al interior del Congreso por la Cámara 
de Diputados. 

Por su parte, las Bases para el Reglamento de fa Suprema Corte del 14 de febrero 
de 1826 regula el funcionamiento e Integración de la Corte y su competencia: 

La Corte funcionaba en tres Salas. la Primera con cinco ministros y la Segunda y 
Tercera con tres. Cada una de las Salas se integraba con un secretarlo y un portero. La 
Corte nombraba a sus subalternos de acuerdo a un plan de gastos y sueldos. 

La Corte conocla en 1•, 2• y 3• instancia: 
a. Las controversias constitucionales del artículo 22 de la Constitución; 
b. La responsabilidad de los servidores públicos: 

Conocla en 2• y 3º instancia de las causas civiles o criminales en que fuera parte el 
gobierno federal. 

En 3• instancia resolvia: 
a . Cuando un Estado demande a un individuo de otro; 
b. Cuando se susciten diferencias entre particulares 

La competencia de la Corte se limita a las causas civiles y penales en ámbito federal en 
que este interesada la federación o en aquellos en que el gobierno federal sea parte. 

La competencia de la Corte en materia de control jurisdicción constitucional se 
actualiza en las controversias que se susciten entre un Estado y otro y en la 
interpretación de sus atribuciones.7 

El 12 de mayo de 1826 se habilita a la Suprema Corte para conocer en segunda y 
tercera instan cia de las causas del Distrito y Territorios Federales. 8 

Por su parte, el Reglamento que debe Observar la Suprema Corte de Justicia de fa 
Nación del 13 de Mayo de 1826, establece que el periodo de sesiones de la Corte iniciaría 
el primero de enero de cada año, despachando todos los dfas de las nueve de la mañana a 
la una de la tarde. Se acordaba en Pleno y en Salas. 

Los asuntos se repartfan según el turno, vista del asunto y su sentencia requería la 
asistencia de todos los ministros en la primera Sala y de dos en las otras Salas; existía un 
ministro semanero que acordaba los escritos de sustanciación, de término y rebeldía. 

1 lla.•c.• pura el Rt!J:IUntcnto tic /u Suprema C:llrtt: del /./ de febrero 1/e IR26; OUBW\N y LOZANO; 
L~¡:ishu:ión l\lukana; Ob. Cit.; p:\ginns 772 n 777. 
• /)ccreto que lrabi/ila u la Suprema C11rtc pura conocer en segunda y terurn Instancia de las causas del 
Distrlw y Te"ltorlfls Federa/e.~ DUBLAN y LOZANO; Legblad6n l\tuitan•; Ob. Cit.; página 781. 
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El presidente de la Corte tenía las atribuciones referentes al encargo interior de la 
política y administración del Tribunal, además oía las quejas de los litigantes y recibía las 
excusas de los ministros y subalternos. La Corte tenía la obligación de visitar a ros reos. 9 

Finalmente, el 21 de mayo de 1827, se expide la Ley Sobre la Elección de ros Ministros 
de la Corte, que en general tíene el mismo contenido que el Decreto de 1824; así mismo, 
se expide ra Ley del 15 de abril de 1830, concerniente a ra sustitución de ministros de la 
Corte. 

C.- Bases Constltuclonales del 23 de octubre de 1835 y S iete Leyes 
Constitucionales de 1836 

Las Bases para Ja nueva Constitución'º suspendió el sistema federal y dio paso a una 
nueva ley fundamental. la que fue dividida en siete estatutos conocida como ras Siete 
Leyes Constitucionales. 

Conforme con el artículo 4º de las Bases, se crearía un arbitro que nivelara los poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, con el fin de que ninguno traspasara sus atribuciones. 

Por su parte, el artículo 7 dispuso que el poder judicial residiría en la Suprema Corte, en 
los jueces y tribunales que determine las Siete Leyes Constitucionales. 

Al promulgarse la Quinta Ley Constitucional el 30 de diciembre de 1836, ordenó que e/ 
poder judicial se ejerciera por la Corte Suprema de Justicia, por los Tribunales Superiores 
de los Departamentos, por tos de Hacienda y por los Juzgados de primera instancia.11 

Es decir, la Quinta Ley suprime a los tribunales de Circuito y a los juzgados de 
Distrito . 

La Suprema Corte se integró por once ministros y un fiscal. 

La Siete reyes Constitucionales se reglamentaron en materia judicial por: 
a . La Ley para el arreglo Provisional de la Administración de Justicia en los 

Tribunales y Juzgados del Fuero Común del 23 de mayo de 1837; 
b. Circular de la suprema Corte sobre la división de l os Territorios de los 

Departamentos para la Designación de Jueces del 11 de mayo de 1837; 
c . Reglamento para el Gobierno Interino de los Tribunales Superiores formado 

por la Suprema Corte del 15 de enero de 1838 y; 
d . Decreto sobre la Organización de los Tribunales Superiores de los 

Departamentos del 28 de Febrero de 1843. 

'' llc¡:/umcnta tic la Suprcmu Carte 1/c J,.,,.tlda dc 111 Nación del 13 de "'">"' de /H26; DUBLAN y 
LOZANO; Ltgislllción Mexicana; Ob. Cit.; ptíginns 783 n 793. 
'ºPublicado el IS de diciembre de 1832. 
11 hllp://www.scjn.gob.mx 
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La Ley para el Arreglo Provisional de la Administración de J ust icia en los 
Tribunales y Juzgados del Fuero Común del 23 de mayo de 1837, divide a la Corte en 
tres Salas, compuesta la primera con cinco ministros y las otras dos con tres ministros 
cada una de ellas. Despachaba en Pleno y en Salas. 

Cada dos años se elige al presidente de la Corte, los presidentes de las Salas se eligen 
segun su antigüedad en la íudicatura. Las faltas temporales o por más de 15 días y en los 
casos de vacantes, se cubrían con un magistrado suplente. Los ministros estuvieron 
impedidos para conocer asuntos personales. 

Conforme con esta Ley, la Corte se integro con ministro ejecutor, un escribano de 
diligencias, un tasador de costas, un portero para cada Sala y un mozo de estrados; las 
Salas tuvieron a su vez un secretario letrado y subalternos y un fiscal que apoyaba a los 
ministros. Los ministros y el fiscal cobraban un sueldo de 4 500 pesos anuaies. 

L,a primera Sala resolvió los asuntos de la responsabilidad de los funcionarios 
públicos federales, el recurso de nulidad y la tercera Instancia de las causas civiles 
en contra de los gobernadores y magistrados de los Departamentos. 12 

El 11 de noviembre de 1837 circula la resolución de la Corte por a cual se hace la 
división del territorio de los Departamentos para designación de sueldos y nombramiento de 
íueces, por la cual ordena a los gobernadores a realizar ta división territorial para la 
adscripción de jueces y maoistrados que realice la Corte.13 

El 15 de enero de 1836, se expide el Reglamento para el Gobierno Interior de los 
Tribunales Super iores, elaborado por la Corte, por medio del cual, se regula el despacho 
de los asuntos del Tribunal en Pleno y Salas. 

Las sesiones de la Corte iniciaban a las 9 :30 de la maiiana con la lectura del acata del 
día anterior y, en seguida, con la correspondencia. Inmediatamente despué s se hacia la 
división de las Salas, se procedía a la vista pública de los asuntos. El t ribuna Pleno 
despechaba ordinariamente los sábados de las nueve treinta a las doce horas, con una 
minuta del día anterior. 1• 

En la vista publica de las causas, intervenían los abogados, las partes y el fiscal. La vista 
terminaba a las trece horas. Para la resolución de los asuntos en definitiva se exigía la 
votación de todos los magistrados que integraban la Sala. Para los demás cuerdos bastaba 
con la mayoría. 

o: l .i:y pura el Arrc¡:lu l'rm·is/1111ul tic la A1lmi11i,trucitin tic Justicio en lo.• Tribunales y Ju::&otltJs tic/ Fuero 
C111111in del 23 de 111nyo de 1837: Ob. Cit.: p4¡¡inns 392 n 396. 
'" Circulnr de lo Cone del l t tic noviembre tic 1837; Ob. Cit.; páginM 433 n 435. 
1• Rc¡:lumCJrlt> puro el Go/Jlemu /11terlor tic ,,,,,. Trih111ru/c.~ Supcr/11rc.~ del 1 S de enero de 1838; Ob. Cit.; 
pi\ginns 448 n 457. 
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En la parte final del gobierno centralista se expide el Decreto que Organ iza tos 
Tribunales s uperiores de tos Departamentos, en el cual se reconoce la deficiente 
administración de la justicia en los Departamentos, de hecho reorganiza a los tribunales de 
justicia, lo que en mi opinión lo logra, porque cinco meses después se decreta la nueva 
Constitución federal. 15 

D.- BASES O RGÁNICAS DE LA REPUBLICA MEXICANA del 12 de julio d e 1843 

Por Decretos del 19 y 23 de diciembre de 1842 se promulgan las Bases de Organización 
Política de la República Mexicana; según el titulo IV, el poder judicial se depositó en fa 
Suprema Corte, en los tribunales superiores y jueces inferiores de los D epartamentos; 
subsistieron los tribunales especiales de hacienda, comercio y de m inarla. 

La Corte Suprema se integró como en todas Constituciones del siglo XIX por once 
ministros y un fiscal; y con los requisitos. calidades, forma de su elección, duración y 
suplentes que fa ley fo determinara. 'º 

Bajo esta ley continua la supresión de lo tribunales de Cir c u ito y de los j u zgados 
de Dist rito. 

E.- ESTATUTO ORGÁNICO PROVISIONAL DE LA REPÚBLI CA del 15 de m ayo d e 
1855 

En la sección séptima d e l Estatuto, artículos 96 y 101, dispuso que e l Poder Judicial 
seria desempeñado por fa Suprema Corte de Justicia y por los tribunales de circuito y 
juzgados de distrito establecidos en la Ley del 23 de noviembre de 1855 y leyes relativas. 
Además. se estableció que el Poder Judicial sería independiente en el ejercicio de sus 
funciones. ' 1 

El Estatuto reinstala a los tribunales Circuito y juzgados de Distrito. 

Por otra parte, ta Corte estuvo facultada para: 
a . Resolver las diferencias que pueda haber de uno a otro Estado de fa Nación. 

siempre que se trate de un juicio contencioso, en e l que recaiga formal sentencia, 
y las que susciten entre y un Estado y uno o más vecinos de otro. o entre 
particulares sobre pretensiones de tierras. bajo concesiones de diversos Estados, 
sin perjuicio de que tas partes usen de su derecho, reclamando ta concesión a ta 
autoridad que ta otorgó; 

b. Terminar las disputas que se susciten sobre contratos o negociaciones 
celebradas por el Gobierno Supremo o sus agentes; 

" l>ecr etu q11e Or¡:unl:n lo.• Trib11n111<~ s11perlarC1.\' tle lo.• /Jepurtun11:n11J.< del 28 de febrero de 1843; Ob. 
Ci1.; páginns 381 y 382. · 
'"Artículos 1 ISy1 16; h 1111:/lwww.•cjn.gob.mx 
11 Artleulos 96 o 101 del '"'"""'"Orgánico tic/ IS tic 111<1yo Je /8SS; h11¡1:/lwww.scjn.gob . m x 

42 

,...,1·E<'"'~ rn!\1 v l• .. · .. _, _,. 

FALLA DE OFJGEN 



c . Dirimir las competencias que se susciten entre los tribunales generales, y entre 
estos y los de los Estados. y las que se originen entre los dos de un Estado y 
otro; 

d. De tas causas que se Inicien contra el Presidente, los gobernadores de los 
Estados, de las responsabilidades de los secretarios del Despacho, de los 
negocios de los criminales y civiles de los empleados diplomáticos y cónsules de 
la República, de las causas de almirantazgo. presas de mar y tierra y 
contrabandos, de los crlmenes cometidos en alta mar y de las ofensas contra la 
N ación. 

Expresamente a la Suprema Corte se le prohibió: 

a. Hacer reglamento alguno, ni aún sobre ta administración d e justicia, ni 
dictar providencias que contengan disposiciones g enerales que alteren o 
aclaren las leyes. 

b. Esto se explica por durante la é poca centralista la Corte reglamento la 
administración de justicia f ed eral y local. 

c . b.- Tomar conocimiento alguno sobre asuntos gubernativos o económicos de la 
Nación o los Estados. 

Por otra parte. el Poder Judicial de los Estados y Territorios siguió depositado en los 
tribunales y juzgados de las entidades federativas como estaban en ese momento. 

Finalmente, todos los negocios que comiencen en los juzgados Inferiores de un Estado, 
terminaban dentro de él en todas instancias: y los que se siguieran en los Territorios. se 
decidían conforme a la ley del 23 de noviembre de 1855, y sucesivas. 

F.- CONSTITUCIÓN DE 1857 (artículos 90 a 102) 

La Sección Segunda de la Constitución de 1857, deposito al Poder Judicial de la 
Federación en la Corte Suprema de J usticia y en los Tribunales de C ircuito y juzgados de 
Distrito. El nombramiento de los ministro fue mediante elección popular. 

La Suprema Corte de Justicia se integró por once Ministros Propietarios, cuatro 
Supernumerarios, un F iscal y un Procurador General. 

Cada uno de los ministros de la Suprema Corte duraron en su encargo seis años, y su 
elección sería indirecta en primer grado. en los términos de la ley electoral. 

Para ser electo ind ividuo de la Suprema Corte de Justicia, se exlgla: 
a. Estar instruido en la ciencia del derecho, á juicio de los electores; 
b. Ser mayor de treinta y cinco años y: 
c . Ciudadano mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos. 

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia al entrar a ejercer su encargo, prestaban 
juramento ante el Congreso. y en sus recesos ante la diputación permanente, en la forma 
siguiente: •¿Jura is desempeñar leal y patrióticamente el cargo de magistrado de la 



Suprema Corte de Justicia que os ha conferido el pueblo, conforme a la Constllución, y 
mirando en todo por el bien y prosperidad de la Unión?'. 

El cargo de ministro era renunciable por causa grave. calificada por el Congreso, ante 
quien se presentaba la renuncia. En los recesos de éste. la calificación la hacía la 
diputación permanente. 

A los Tribunales de la Federación les correspondía conocer. 

'l.- De todas las controversias que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de las 
leyes federales. 

11.- De las que versen sobre derecho marítimo. 
111.- De aquellas en que la federación fuere parte. 
IV.- De ras que se susciten entre dos o más Estados. 
V.- De las que susciten entre un Estado y uno o más vecinos de otro. 
VI.- De las del orden civil o criminal que se susciten a consecuencia de los tratados 

celebrados con ras potencias extranjeras. 
VII.- De ros casos concernientes a los agentes diplomáticos y cónsures."18 

Por su parte la Suprema Corte de Justicia resolvía desde la primera instancia, las 
controversias que se suscitaran entre un Estado con otro, y de aquellas en que la 
Unión era parte. 

La Corte resolvía también las competencias que se suscitaran entre los tribunales de la 
federación; entre éstos y los de ros Estados, o entre ros de un Estado y ros de otro. 

En los demás casos comprendidos en e l Art. 97, la Suprema Corte de Justicia 
sería tribunal de apelación, o bien de última instancia. 

Los Tribunales de la Federación resolvieron tos juicios de amparo: 

"l.- Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantías individuales. 
11.- Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los 

Estados. 
111.- Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la autoridad 

federal. "' 9 

Todos los juicios de amparo se siguen a petición de la parte agraviada, por medio del 
procedimientos y formas del orden jurídico, que determinará una ley y la sentencia será 
siempre tal, que solo se ocupe de individuos particulares, limitándose á protegerlos y 
ampararlos en el caso especial sobre que verse el proceso. sin hacer ninguna declaración 
general respecto de la ley o acto que lo motivó. 

1• Artfculo97 de In Constitución de 18S7; TENA RAtv!IREZ, Felipe; Ob. CU. 
1
• Artículo 102; ldem. 



2.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Constitución de 1917 y Siglo XXI 

a) La composición y funcionamiento de la Suprema Corte 

El texto original de la Constitución de 1917, integró al Poder Judicial de la Federación 
con la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales de Circuito y juzgados de 
Distrito. Sin embargo, mediante las reformas al articulo 94 constitucional del 19 de Febrero 
de 1951, 31 de diciembre de 1994 y 22 de Agosto de 1996 se incorporaron a los Tribunales 
Cofegiados de Circuito. al Consejo de la Judicatura Federar y al Tribunaf Electoral, 
respectivamente. 

Por su parte, la composición y funcionamiento de la Suprema Corte a través de la 
Constítución de 1917, se describe en cuatro ciclos históricos. 

a . En primer lugar. el texto original del artlculo 94 constitucional compuso a la Corte 
con 11 ministros e Impuso su funcionamiento en Pleno. 

b. La reforma del 20 de agosto de 1928 aumentó a 16 el número de m inistros y 
facultó su funcionamiento en Pleno o en Tres Salas de Cinco ministros cada 
una. 

c. Para 15 de diciembre de 1934 se incrementó el número de ministros a 21 y las 
Salas a Cuatro, con cinco ministros cada una. 

Las reformas posteriores al artlculo 94 constitucional se relacionan con la ministros 
supernumerarios, por ejemplo la del 19 dt1 feb1ero º" 1951, .. liyc: o d11w a fin da qua 
auxilien a los min istros títulares en el rezago de la Corte sin que Integren Pleno: la del 
25 de Octubre de 1967 permite a los supernumerarios a integrar Sala cuando suplan 
a los titulares y, la del 10 de Agosto de 1987, limita el nombramiento de estos 
ministros a cinco. 
d . Realmente el número de 21 ministros permaneció vigente hasta la reforma 

constitucional del 31 de diciembre de 1994, que los reduce a 11 m inistros y a 
dos Salas. Obviamente suprime a los ministros supernumerarios y faculta a la 
Corte a funcionar en Pleno y en cuatro Salas. 

b) Sesiones 

Por otra parte, los periodos de sesiones de la Suprema Corte se ha regulado en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y en toda la historia del articulo 94 
constitucional las ha autorizado publicas, excepto aquellas que el Pleno o las Salas 
consideren privadas. 

c) Duración del c argo y remuneración 

Los ministros designados en 1917 tan solo permanecieron en su cargo dos años, tos 
que se eligieron en 1919 duraron cuatro al'los y los nombrados a partir de 1923 solo eran 
removidos de su cargo cuando observaran mala conducta. previo juicio de responsabilidad. 
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La Inamovilidad del e.argo de los ministros. magistrados de C ircuito y jueces de Distrito 
permaneció vigente hasta la reforma al articulo 94 constitucional del 15 de Diciembre de 
1934, que reduce la duración del cargo a 6 ai\os. 

Con la reforma constitucional del 21 de Septiembre de 1944 se restaura la 
Ina movilidad del cargo de los ministros hasta la reforma del 31 de diciembre de 1994, 
la que establece un per iodo de quince ai\os, sin posibilidad a un nuevo nombramiento. 
excepto en los casos en que se desempeñó el puesto interina o provisionalmente. 

Por otra parte, los salarios de los ministros y, en general de los empleado del Poder 
Judicial Federal, se ha designado en el Presupuesto de Egresos de la Federación. Sin 
embargo, la Corte ha tenido la facultad de exponerle al Ejecutivo una propuesta del 
presupuesto para el Poder Judicial de la Federación; sin embargo. es el Ejecutivo quien en 
lo determina y lo somete al Congreso para su aprobación 

La tendencia actual de la presidencia de la Corte, ante esta dependencia presupuestaria 
al Ejecutivo Federal y a la Cámara de Diputados, es la de fijar en la Constitución un 
presupuesto general para el Poder Judicial de la Federación. independiente y autónomo al 
que anualmente le proyecta el Ejecutivo y le designa la Cámara de Diputados, con el 
propósito de mantener a este Poder imparcial y autónomo en su resoluciones. 

Esta propuesta no se ha discutido aun en el Congreso y realmente en mi opinión, la 
Corte deberi;i limit;ir !<11!< f11nr:inne!I R lo ei;trictamente constitucional. como parece ser la 
ahora la tendencia de la nueva presidencia de la Corte recién electa. 

A partir de la reforma del 20 de Agosto de 1928, que prohibió constitucionalmente la 
reducción de los sueldos de los ministros, magistrados de Circuito y jueces de Distrito. 

d) Requisitos para ser ministro de la Corte. 

A partir de la Constitución de 1917, el articulo 95 ha determinado los requisitos para ser 
ministro de la Corte; el texto original exigía: 

a. La ciudadanía mexicana por nacimiento, en pleno goce de los derechos políticos y 
civiles: 

b. La edad de 35 años cumplidos el día de la elección: 
c. Poseer titulo profesional de abogado legalmente expedido; 
d. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite 

pena corporal de más de un año de prisión: o. si t rata de robo, f raude, 
falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama del 
candidato en el concepto publico. lo inhabilitará para el cargo, cualquiera que 
haya sido la condena y; 

e. Haber residido en el país durante los ultimos cinco años, salvo que la ausencia 
del país sea por el servicio de la Republica en el extranjero, caso en el cual se 
exige un tiempo de seis meses de residencia. 

TE~F~ t'f"\N 
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El 15 de diciembre de 1934 se reforman dos requisitos: 

1.- La edad mínima para desempeñar el cargo continua en 35 años, pero su limite se fija 
en 65 al'los 20 y; 

2.- Se exige, una antigüedad mínima de cinco años del titu lo de abogado legalmente 
expedido. 

La reforma constitucional del 31 de diciembre de 1994 y última que ha tenido el artículo 
95, adiciona y modifica los siguientes requisitos: 

a. La ciudadanía mexicana por nacimiento, en pleno goce de los derechos políticos y 
civiles: 

b. La edad de 35 años cumplidos el día de la elección. deroga el limite de 75 años; 
c. Poseer titulo profesional de abogado legalmente expedido con una antigüedad 

m ínima de diez años: 
d. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena 

corporal de más de un año de prisión: o, si trata de robo, fraude, falsificación, abuso 
de confianza y otro que lastime seriamente la b uena fama del candidato en el 
concepto público, lo inhabilitaré para el cargo, cualquiera que haya sido la condena y; 

e. Haber residido en el país durante los últimos dos años anteriores a su 
designación; 
No hAher !'irlo !"P.r.rP.IMio rll'! E$1Acio. jefe de Deoartamento Administrativo. Procurador 
General de la República o del Distrito Federal, Senador, Diputado federal ni 
Gobernador o Jefe del Distrito Federal, durante el año previo al de su nombramiento. 

Según la reforma , el nombramiento deberá •recaer preferentemente entre aquellas 
personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de 
justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes 
profesionales en el ej ercicio de la actividad jurldica •. 21 

Esencialmente la reforma de 1994, exige lo mismo que el texto de 1917 y la reforma de 
1934, referente a la edad. profesión, residencia, etcétera; realmente no aporta un elemento 
dlstintívo para la especialización de la Corte; aún cuando se exija el nombramiento 
preferente entre los empleados Judiciales. 

"' Fmccíón 11 del articulo 95 de la rcfonna del I S tic úlclcmbrc de 1934 : Cfr. DiílriO Olicial de la Federación 
del 15 de diciembre de 1934 o en la pá¡;ino web del Congreso de lo Unión: http:/..-.cddhcu.gob.m.x/ en el 
ícono: rcfom1ns a In const.ilUción. 
21 Anlcuto 95 constitucionru de lo rcfonno del 3 1 de diciembre de 1994. 
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2.2.- Los Tribunales Colegiados de Circ uito 
¿en que casos con ocen de la Incons titucion al/dad d e la ley ? 

1. - Antecedentes 

Desde el ángulo estrictamente orgánico los Tribunales Colegiados de Circuito fueron 
creados por la Reforma a los artfculos 94 y 107 constitucionales del 19 de febrero de 
1951. Sin embargo, ¿cuéles s o n tos antecedentes de estos Tribunales? y, s obre 
todo, Ja q ué tradición !ur idica se incorporan en e t sistem a ju d icial mexican o? 

a.- Exposició n d e motivos de 1951 

La exposición de motivos que presentó el Ejecutivo en 1951, tiene su origen en el 
estudio 'El problema del rezago en juicios de amparo en materia civil" elaborado por la 
Suprema Corte. 1 

El proyecto propone, por una parte, la creación de los Tribunales Colegiados de 
Circuito en materia de amparo, y las razones que lo justifican princ.ipalmente consisten 
en que con ocerán inmediatam ente d el r ezago ex istente e n la Pri m era, Segunda y 
Cuarta Salas de la Corte y tos amparos e n rev lsió n .2 

La Reforma estructuró a los Colegiados con un número de tres magistrados de 
elevada categoría. L a necesidad de que sean c olegiados obedece a que "sólo como 
cuerpos compuestos podrán despachar con expedición todos los amparos de su 
competencia, a efecto de cada uno de ellos actúe como ponente para el pronunciamiento 
de sus sentencias y desahoguen as/ el rezago que reciban y los nuevos asuntos de su 
competencia . ..., 

Por cierto, ta nuev a competencia jurisdiccional de los Tribunales Colegiados de 
Circuito se circunscribe: 

a . En el ámbito territorial.. a un número de circuitos suficientes para cubrir las 
necesidades judiciales de la República • y; 

b. En el ámbito material, c onocerán del amparo d i recto co nt ra sentencias 
definitivas dictadas en los juicios ordinarios civiles. penales y del trabajo cuando 
la demanda se funde en violaciones cometidas durante la secuela del 

1 Oiiuio de lo Debutes del Con¡¡rcso de la Unión del 1° de noviembre de 19SO, página 9 . 
: Por 01rn pnne, escogió n S minislros supcrnmnerarios que inle&rnron la S11la A uxiliar, con el fin de :ucnder. 
•tus amparo.• cll'i/f!s din:ctar pc11<//c111es súlo de salllencla y la ntsul11cl(m de los a111paro.r civlle.r en 
rt!l'i.ri6tt"; Lo~. C it. págiM 10 
l hlem . 
~ En lo nclunlidod el número y rcsidcncin de los circuitos los determina el Consejo de la Judicolura Fcdcrnl. 
Cfr. http://www.cj f.gob. m x/ 
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procedimiento y se trate de sentencias en mateña civil o penal, contra las que no 
procede el recurso de apelación, cualquiera que sean las violaciones alegadas. 

c. Además, según la reforma del 51, conocerán del RECURSO DE REVISION en 
contra de las sentencias que pronuncien en amparo los jueces de Distrito.' {en 
todos aquellos casos en que no corresponda exclusivamente conocer a la Corte, 
ya sea porque se impugne la inconstitucionalidad de la ley, o se trate de los casos 
comprendidos en las Fraccionemos 11 y 111 del 103 constítucional, o la autoridad 
responsable sea federal, o cuando, en materia penal, se reclamen violaciones al 
articulo 22 de la Constituclón).8 

b.- ¿De dónde surgen los Tribunales Colegiados de Circuito? 

N uestra primer referencia la proporciona la iniciativa presidencial de 1950; cuyos 
antecedentes. como cuerpos Colegiados, los liga a los Tribunales de Circuito que 
prevé el articulo 140 d e la Constitución de 1824. 

La Constitución Federal de 1824 integró al Poder Judicial de la Federación con la 
Suprema Corte de Justicia, los Tribunales de Circuito y juzgados de Distrito {artlculo 
123).7 

Por su parte, los Tribunales de Circuito, se constituyeron con un jue;i letrado y un 
promotor fiscal, ambos nombrados por el Ejecutivo a propuesta de una terna de la 
Corte y de dos jueces asociados {artículo 140). Para ser juez de Circuito se requería 
ser cludAdr1no de lr1 FAcierr1c:i6n y con unA edad de 30 años. no necesariamente se 
exlgla ser abogado de profesión. 

A los Tribunales de Circuito les correspondía conocer de las causas de almirantazgo, 
presas de mar y tierra, contrabando, crímenes cometidos en alta mar, ofensas contra los 
Estados Unidos Mexicanos, de las causas de los cónsules. y de los asuntos civiles cuyo 
valor pasara de quinientos pesos, y en las cuales se interesaba la Federación. 

En general, los "Tribuna/as de Circuito eran competentes para conocer en primera 
instancia de aquellos asuntos que conocía en segunda la Corte, y en segunda instancia 
los que la Corte conocfa en tercera. •9 

' l3:.prcsnnic111c el nnlculo 94 Cons1i111cional, pos1crior n In rcfonnn de 1951, precisa l:i coonpc1cncia de los 
Colci;indos como Tribunales de segunda ins1ancla, cu REVISION, contrn las scn1cncias de los jueces de 
Oi$lri10, micrurns que o los Unilorios de Circuilo les compele la a 1>•h1ci6n en contra de las sentencias de 
111is111osjueccs en procesos federales. 
' ' httt11:1/www.cddhcu.gob.mx. Cfr. Rcfonno Nirrncro 1 ol nniculo 107 constitucional. 
1 TENA RAMIREZ, Felipe, Leyes Fondamtntales de l\lblco, cditoriaJ Pomia. México 1997, página 186. 
1 SOBERANES FERNÁNOEZ, José Lois, El Poder Judicial de la Fedtracl6n tn el Siclo XLX. cdi1ori:tl 
UN/\M, 2• edición, Mé.~ieo 1992, pógin:is 59 y 60. 
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Para Soberanes Fernández, las leyes reglamentarias del 20 de mayo de 1826 (Ley de 
Los Tribunales de Circuito y Juzgados de Circuito) "prevalan que los Tribunales de 
Circuito serian atendidos por un juez de letras cada uno, auxiliados por dos 
asociados, el primero podrla dictar solo los acuerdos de trámite y substanciación, pero 
para decretar la prisión, as/ como las sentencias interlocutorias y definitivas y para 
cualquier articulo (incidente) lo tendrla que hacer en compaflla de los dos asociados. 
Estos jueces asociados eran Insaculados dentro de una lista de nueve individuos que 
era redactada por el juez, el promotor fiscal y tres regidores." 11 

Los Tribunales de Circuito se transformaron en unitarios, según se desprende del 
decreto do 30 Enero de 1856' 0

, que suprimió los asociados que contemplaba la Ley 
de 22 mayo de 1834. Es decir, solo duraron 22 años como colegiados, y durante ese 
tiempo, conocieron particularmente de juicios federales en pninera o segunda instancia. 

La iniciativa residencial de 1951 parte del nexo histórico de tos Colegiados. no 
obstante que orgánica y jurisdiccionalmente no t ienen ningún vinculo con los 
Tribunales de Circuito de 1824, ya que: 

1. Los tres magistrados que integran los Colegiados de Circuito de 
1951 son titulares y ninguno es asociado; 

2. Los tres magistrados de 1951 fueron nombrados por la Suprema 
Corte, mientras que al juez de circuito de 1824 lo nombraba el Ejecutivo a 
propuesta de una terna que le enviaba la Corte. Y los dos jueces asociados 
eran nombrados por insaculaci~n: 

3. Los Colegiados de Circuito de 1951, fueron creados 
especialmente para conocer de los amparos directos en contra sentencias 
definitivas y revisiones de sentencias de jueces de Distrito en materia de 
amparo. Por su parte. los Tribunales de Circuito da 1824, conocieron de los 
asuntos de la competencia federal. en primera o segunda instancia. 

Entonces. si descartamos el antecedente de 1824 que nos facilita la Iniciativa ~ 
dónde sµrgen los Colegiados de Circuito? 

Desde el punto de vista estrictamente jurisdiccional, se aproximan más a los 
Tribunales de Circuito de 1861. Ambos tribunales ejercen una función e n el amparo: 
son tribunales de segunda instancia en contra de las sentencias dictadas por los 
jueces de Dis tri to. 

Si embargo, orgánicamente se distinguen sustancialmente: los tribunales de 1951 son 
c uerpos colegiados compuestos de tres magistrados. mientras que los Tribunales de 
Circuito de 1861 son unitarios. 

V hkon. 
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Me explico: desde el nacimiento constitucional del amparo (Acta de Reforma de 1847 y 
Constitución Federal de 1857) hasta el afio de 1951, fecha en que se crean a los 
Tribunales Colegiados de Circuito, la competencia del amparo correspondió exclusiva y 
originariamente a los jueces de Distrito en primera instancia, y a la Suprema Corte en 
revisión, con una sola excepción: los Tribunales de Circuito de 1861. 

Efectivamente la Pn'mera Ley de Amparo de 1861 11 estableció el recurso d e 
aoela clón en contra de las sentencias que en materia de amparo pronunciaban los 
jueces de Distrito, ante tos Trib unales de Circuito , conforme al artículo 15 de la ley. 
Este recurso es el antecedente inmediato del de REVISION, se substanciaba 
sumariamente. 

El recurso de apelación procedía en ambos efectos cuando se trataba de leyes o actos 
de autoridad federal que vulnerará o restringiera la soberanía de tos Estados {art. 24); o 
en los casos en que leyes de los Estados invadieran los poderes de la Unión. 

las sentencia que ampara y manda proteger solo eran apelable en el efecto devolutivo, 
y s e ejecu taba (sic) sin perjuicio del recurso interpuesto. 

los Tribunales de Circuito, conforme a los artículos 24, 26 y 29 de la Ley de Amparo 
de 1861, decidían el recurso de apelación dentro de los quince días de haber recibido el 
juicio, oyendo a las partes verbalmente o por escrito, en el auto de vista (artlculos 15 y 
16). 12 

La posible soluc ión v acercam iento de los Colegiados al modelo de los 
Tri bunales d e Circuito de 1861 es parcialmente correcta , toda vez que: 

a) Ambos Tribunales son de segunda instancia de las sentencias que 
dictan los jueces de Distrito en materia de amparo {los Colegiados en revisión y 
los Tribunales de Circuito en apelación); 

b) Los Tribunales de Circuito de 1861 no conocieron en ningún momento 
del amparo directo contra sentencias definitivas del orden común o federal por 
violaciones al procedimiento o de fondo; ya que, incluso, no e'Xistla el amparo 
en materia judicial. 

c) Los tribunales Colegiados de 1951 se integraron con tres magistrados, 
mientras que los Tribunales de Circuito de 1861, fueron unitarios. 

c. T ribunales de casación y n ulidad 

E l acercamiento más interesante de los Trib unales Colegiados en la histor ia 
iudiclal de México tiene que ver con la t radició n p rocesal espai\ola q ue t rasciende v 
en ocasiones forja a las Instituciones iur idicas del pais. 

11 BARRAOAN DARRAGAN, José, Proceso ele Dl~cuslón de IA P r irnerw Ley de Arnp 11ro de 1861, 
c<.litorinl UNAM, I' edición, México 1980, p1lgin11 102. 
u Aniculos 26 y 29; Loe. Cll. páginas 102 y 103. 
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En este capitulo me propongo exponer como determinados órganos jurisdiccionales del 
siglo XIX que conocieron el recurso de casación, configuran a los actuales 
Colegiados de Circuito como a la estructura del !uicio de amparo directo. 

El recurso de casación se presenta en el derecho procesal mexicano a través del 
Cód igo de Procedimientos Civiles oara el Distrito Federal de 9 Diciembre de 1871 13

, 

publicado el 13 de Agosto del mismo año y en vigor a parir de 15 de Septiembre de 
1872, 14 por la lnfluencla de la Ley de Enjuiciamiento Civil Español de 185515

, que lo 
reproduce literalmente. 

El recurso de casación, conforme al Código de Procedimientos Civiles de 1871, 
procedla contra sentencias definitivas por violaciones a las leyes del procedimiento y de 
fondo; se consideraban violaciones de fondo les que atentaran el derecho sustancíal de 
las partes y, por violaciones al procedimiento. por ejemplo, cuando no se emplazaba al 
reo, no se admitían pruebas a alguna de las partes con derecho a ello, entre otras. 

Se tramitaba directamente ante el juez que cometía la violación, en un término 
improrrogable de ocho días, excepto el caso de rebeldía, en el que el plazo se ampliaba 
a dos meses. siempre ~ue el rebelde acreditara fuerza mayor o que le fue impedida la 
comparecencía al juicio.' 

¿Qué órgano jurisdiccional resolvía la casación civil en el Siglo X IX y de que 
forma se vincula a los TrlbuMI"~ CnlP.!Jl"rto~ c1P. Circuito de 1851? 

Según el Código de Procedimientos Civiles de 1871 conocía el recurso de casación la 
Primera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 17 

La Primera Sala tiene su origen en el "Reglamento del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal" del 26 de Noviembre de 1868, publicado el día 30 del mismo mes y 
año; en su parte expositiva aclara que el Decrelo es reglamentario de la "Ley sobre 

" En este din se publica el de«cto que autoriza lo publicnción de los Códi¡¡os de procedimientos civiles y 
crimin:i1cs; en su contenido ~·e autori:u al /;J~cuti\·o para poner 1:11 ''igor provlsionalnu:nte /oJ proyccto!t de 
í'ád1¡:os ,¡., proci:dln1/.:11líJ.< c11·/I y «r/111/110/, sin perjuicio de que el Congreso, con posterioridad. ten¡¡n n bien 
resolver sobre su promul¡¡oción y rcfonu:l.5. Cír. Dccre10 de 9 Diciembre de 1871 en OUBLAN Y LOZANO; 
1.c¡:islución i\1ulc11n11; Tomo XI. Anos 1SS1- 18SS; primero edición; editorial Imprenta del Comercio; 
Mé"ico 1882; pf1(lin11 719. 
"' l\nlculos 1 S93 n 1644 del Códi~n de Procedimien tos Clvllu 1>11rn el Dbtrllo Ftderal y e l Territorio de 
finja Cnlifornh1 y Terrilorios Fcdcrolu de 1871; Occre10 Promulgntorio del Ejecutivo de 9 Diciembre de · 
187 1; Mél<ico, hnprcntn del Gobicmo, en Palacio, a cnrgo de José Mario S:indovnl, 1872; p4ginns 3307 o 317. 
I ) Ley de 1-.:njuiciumiento Civil Es11ollol de 1855, en vigor desde el Iº de Enero 18S6; Suplemento de lo 
E<.lición de 1860 del Diccionario de Escrichc; oniculos 1010 o 1102; p:igin:1S 44- 48. 
"' Códi::o de rroccdin1icnto Civiles para el Distrito y Turllorios Fwcrales d e 1872, anlculos 1622, 1623 
y 1403, p:igino 313. 
11 Ob. Cit. páginn 308 
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Administración de Jus ticia y Orgánica de los Tribunales de fa Nación, del Distrito y 
territorios" del 23 de Noviembre de 1855. 

Por su parte, la Ley de 23 noviembre de 1855 se promulgó con la finalidad de organizar 
las administraciones de justicia federal y local del Distrito Federal. Para ello estructuró a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en tres Salas: la Primera Unitaria con facultades 
para resolver en primera instancia los juicios federales; la Segunda y Tercera Salas 
Colegiadas con cinco ministros cada una de ellas competentes para conocer la segunda o 
tercera instancia. 

Correspondía a la Tercera Sala de la Corte la facultad de resolver los recursos de 
nufldad interpuestos en contra de: 

a) fas sentencias pronunciadas por la Segunda Sala de la Corte y; 
b) las pronunciadas por la Sala colegiada del Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal actuando en tercera instancia de los juicios del fuero local.'ª 

De igual forma. la Ley sobre Administración de Justicia de 23 Noviembre de 1855, filfil! 
al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal , compuesto de 5 ministros 
propietarios y 5 suplente djstribuldos en tres 3 Salas: LA PRIMERA COLEGIADA y 
Segunda y Tercera Unitarias. 

La Primera Sala se integró con el p rimero y t.ercero de los ministros, la Segunda y 
Tercera con los ministros segundo y cuarto respectivamente. Correspondla a la Primera 
Salfl conor.er lo!< j11ir.io.« en l ftrr:erR instancia r.e.so/via. el r.e.c.u.r.so_c{.e n '-!!Jdad. 

Por su parte, el Reglamento del Tribunal de Justicia del Distrito Federal del 26 
Noviembre de 1868, facultó a la Primera Sala para resolver, además de la tercera 
instancia, los recursos de nulidad interpuestos contra fas sentencias de las otras 
Salas o de los jueces de primera instancia del Distrito Federal. 

Asf mismo, la Segunda Sala conoció, además de la segunda instancia, el recurs o de 
nulidad Interpuesto en contra de fas sentencias de fa Primera Sala. 19 

En conclusión, la nulidad en el fuero local del Distrito Federal, fue un recurso que u 
tramitaba: 

a) Ante la Primera Sala: 
contra las sentencias de los jueces de primera instancia y; 

- contra las sentencias que en segunda instancia dictaba la Segunda Sala y; 
b) Ante la Segunda Sala: 
- contra las sentencias que en tercera instancia dictaba la Primera Sala. 20 

•• •\rtlculos 3 y 1 1 de la Ley de 25 Noviembre de 1855; Cfr. OUBLAN Y LOZANO; ~islaclón Mexkana; 
Tomo VII; Ailos l 8S4- l BSS; Ob. Cit; p:lgino 599. 
'" OUllLAN V LOZANO, José Mnrln, Ob. Cit.; p:lginos 462 n 475. 
:o Artlculos 1 S )' 19 del Re;:la111e111u, OUBLAN Y LOZANO; Ob. Cit. P:l¡¡ino 465. 
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La Ley de 1855, como el Reglamento de Noviembre de 1868, aportan elementos 
interesantes que vislumbran la evolución del derecho procesal civil del siglo XIX y su 
Integración a los Tribunales Colegiados de Circuito de 1951, ya que: 

1. Existió una casación civil o recurso de nulidad federal que resolvía la Tercera 
Sala Colegiada de la Corte; 

2. Existió una casación civil o nulidad en el ámbito local que resolvía Ja Primera 
Sala Colegiada del Tribunal Superior del Distrito Federal contra las sentencias de 
las Salas Unitarias; 

3. Que si bien es cierto, legislatlvamente la Ley de 23 Noviembre de 1855 crea al 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; las funciones jurisdiccionales 
de este Tribunal fueron realizadas por la Suprema Corte de .Justicia, según 
se desprende del articulo 29 párrafos segundo y tercero de la ley. 

Ahora bien. si el recurso de casación civil se presenta en México con el Código de 
Procedimientos Civiles de 1871, ¿cómo se explica que con anterioridad se conociera 
de la nulidad contra sentencias definitivas que violaran las leyes del procedimiento 
en los términos on que hoy conocemos a la casación y en esencia al amparo 
directo? 

Efectivamente, la Primera Sala del Tribunal de la Ciudad de México. conforme a las 
leyes de 23 noviembre de 1855 y 26 de noviembre de 1868. no resolvía el recurso de 
casación, ya que éste entró en vigor con el Código de Procedimientos Civiles de 1870, 
sin emb;:irgo. conocl:: el rccur:;o de nutid::id. guc es el precedente inrru•r11Atn r1PI 
recurso de casación en la legislación española y también en la nuestra. 

El recurso de nulidad se identifica notablemente con el recurso de casación por los 
siguientes elementos esenciales que los vinculan: 

a. Ambos recursos proceden contra sentencias definitivas d ictadas en segunda o 
tercera instancia; 

b. Por violaciones cometidas en el procedimiento (errores in procedendo) o en el 
fondo (errores lnjudicando); 

c. Generalmente se trata de las mismas causas que vulneran las leyes del 
procedímíento; por ejemplo, que no se cite al reo y no se admitan pruebas con 
derecho a ello o no se respeten los términos procésales, etcétera; 

d. Ambos recursos los conoce respectivamente una ínstancia superior al juez que dicto 
la sentencia; 

e. Generalmente el órganos jurisdiccional que resuelve el recurso es Colegiada; 
f. La sentencia que resuelve tiene el efecto de reponer el procedimiento a partir del 

preciso momento de la violación procesal; 
g. Incluso, el recurso de casación sustituye al de nulidad en 1871 cuando se 

promulga el primer Código de Procedímíentos Civíles; 
h. De la misma forma en que el amparo judicial en materia civil sustituye al 

recursos de casación que lo abroga en 1908. cuando que se incorpora el 
amparo directo al derecho procesal mexicano. 



En el mismo sentido Fix-Zamudio remite la casación civil al recurso de nulidad que 
prevé el articulo 82 de la "Ley que Arregla /os Procedimientos Judiciales en los Tribunales 
y juzgados de Distrito y Territorios Federales• de 4 mayo de 185721

, según el cual procede 
ta nulidad contra sentencias qua han causado ejecutoria (sentencias definitivas), en un 
plazo de 8 dlas siguientes a la notificación; siempre que haya vfolado las leyes del 
procedimiento y a instancia de parte agraviada. •22 

Por su parte, Niceto Alcalá y Zamora justificaba la relación del amoaro directo con el 
recyrso de casación, y entre sus posibles fuentes históricas encontró el articulo 261 de la 
Constitución de Cádiz de 1812 que reguló el recurso de nulidad contra sentencias 
definitivas que violarán las leves del procedimiento.23 

La Constitución de 1812 seilalaba que entre las atribuciones del Supremo Tribunal de 
Espaila fue conocer el recurso do nulidad interpuesto contra las sentencias dadas en 
últ.ima instancia, para el preciso efecto de reponer el procedimiento, devolviéndolo y 
hacer efectiva la responsabilidad de que habla el artículo 254.24 

Por lo que respecta a ultramar. oarticularmente en la Nueva Espal'la. el recurso 
de nulidad lo conocieron las Audiencias en ta forma reglamentada por las leves del 
llimlr· 25 

Con este propósito, las Cortes de Cádiz expidieron el "Reglamento de las Audiencias 
y Juzgados de Primera Instancia" el 9 de Octubre de 1812, en donde se estableció el 
recurso de nulid.:id cerno lo ::cñ::iló l::i Com:!i!ución d~ Ct!diz:. 

Este Reglamento marca ta organización !urisdiccional de la Monarquía 
Constitucional Española en México hasta el Decreto del 12 Mayo de 1826. De 
conformidad con su contenido, el Reglamento instaló en cada provincia de la Monarquía 
22 Audiencias: 9 en España y 13 para América, de las cuales tres, Guadalajara. México 
y Saltlllo se instalaron y funcionaron en la Nueva España. 

La Audiencia de la Ciudad de México se integró con un regente como presidente, doce 
ministros distribuidos en dos Salas Civiles unas Criminal, dos fiscales. Todas las 
Audiencias eran iguales en facultades e independencia (artlcufos Vf, Xf y Xfl) . El 
Reglamento del 9 de Octubre de 1812 responde a la última de sus reformas antes de su 
desintegración. 

!• l'IX-ZAl\1UDIO, Héctor, /.a JurL•·dfccft111 C:t1n.wlt11clanal /lfe.>:lcan11, Pri111cm falicl6n; editorial UNAM; 
Mllsico. 
!! crr. A1•tículos 83 o 90 de lo l . cy 1/UC ,1rrc#IU ((IS Procctllmlcnto.< Judlclalc.• .:n "'" Tribuna/e..<)' Ju;:;gatlo:r 
1/.: /Ji.<tr/111 J ' Tcrritt1rill.< Federu/C>·; de 4 A¡¡oslo de: 18S7. 
2•1 ALCALA y ZAMORA, Nicclo, Sftllc.<l< de ncrccho PrtJce..<11/ Cfrl/ en Derecho Procesal Mexicano; 
Pri111cm Edición; Editorial Porrua; México 198S. 
" Anlculo 261, Noveno. de lo Constitución de Cádiz 
FuntlAn1cn111lcs de México; Ob. Cit. páginns 90 y 91. 
" ldcm. 

1812. en TENA RAMIREZ. Felipe, Leyes 
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Entre las facultades de la Audiencia de la Ciudad de México, según el tumo de las 
Salas, correspondía resolver los recurso s de nulidad Interpuestos contra 
sentencias dadas en tercera Instancia o en segunda si caysan ejecutoria, para el 
sólo efecto de reponer el procedimiento como se prevé e n el artículo 269 de la 
Constitución de 1812 (artlculo XIII, 9•). 

Sin embargo, tanto A lcalá y Zamora como Fix-Zamudio no consideran que el 
recurso de nulidad tiene antecedentes mas remotos a la Con stitución de Cádiz de 
1812 y a la Ley del 4 de mayo d e 1857 y se incluye en la tradición española del 
derecho procesal constitucional mexicano . 

Sinceramente la Constitución de Cádiz como la Ley de 1857, no crearon al recurso de 
nulidad de sentencias definitivas por violaciones al procedimiento, este recurso fue uno 
de los m edios de Impugnación establecidos por las PARTIDAS de Alfonso "El 
Sabio" en el siglo XII. vige11te en la Península como la Nueva España. 

El recurso de nulidad se reguló en las Leyes I· V de la Partida 111, Titulo XXVI, según 
las cuales •entre las maneras en que se puede quebrantar un juicio es cuando fuese dado 
falsamente. Producen falsedad del juicio las cartas y testigos que presenten las partes 
como ciertas y no lo son. Por tanto, " toda sentencia que fuese dada por falsa cartas o 
falsos testigos se p uede desatar". (Por desatar se entiende por vis de nulidad.)2fl 

El recurso de nulidad en términos d e fas Siete partidas, fo resuelve el mismo juzgador 
que dio su senlenci1:1 o su ívlayu1ol, ,;i d»Í lu ¡..>iúi"'"" u p1vu<ifi:ll , .::11 un pla;;.:;, da 20 alios. 

Este recurso permanece vigente en la Nueva España en la N ovísima Recopilación 
de la Leyes de las Indias (Libro XI. Titulo XVIII) y en el Ordenamiento de Alcalá 
{Leyes s• Titulo 13 y za Titulo 141 y durante los tres siglos de la Colonia en que la 
fuente supletoria del derecho castellano fue lo dispuest o por las Partidas de 
Alfonso el Sabio. 

En mi opinión los Tribunales Colegiados deberian reconocer a su tradición espa~ola 
por lo que deben considerarse tribunales casaclonistas, ya que: 

1. La evolución de los Tribunales Colegiados de Circuitos se circunscribe a la 
tradición espa~ola de los recursos de casación y nulidad; el cual tiene 
antecedentes aún más remotos a los que indican Alcalá y Zamora y Fix- Zamudio, 
ya que tiene su origen las Siete Partidas del Siglo XII; 

2. En la tradición hispana de los Colegiados de Circuito tiene cinco etapas: 
a. La primera comprende la configuración del recurso de nulidad a partir de las Siete 

Partidas de Alfonso el Sabio hasta la el Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal de 1871; 

b. La segunda comprende de la creación del recurso de casación en 1871 hasta la 

"'Cfr. Ley 1, Partido 111, en Rodrf¡;ucz de Snn Mi¡¡ucl, Punde~t1u hi•p11no-mexiranRs, Tomo 111; 4' edición 
de In 1• edición mcxicnnn de 1839, lns1itu10 de lnvcs1i¡;ncioncs Juridicas, UNAM. Mé•ico 1991. 



instauración del amparo d irecto que lo sustituye en 1908; 
c. La tercera etapa abarca la instauración del amparo directo hasta la creación de 

los Tribunales Colegiados de Circuito en 1951, en la cual se faculta a los 
Colegiados a pronunciarse sobre la constitucionalidad de la ley en amparo directo; 

d. La cuarta etapa inicia en 1951 y termina con las reformas constitucionales en 
materia judicial de 1988 y 1994; 

e. La quinta y última etapa de los Colegiados inicia con los Acuerdos Generales 
expedidos con posterioridad a las refonna del 94 y 199 por la el Pleno de la Corte 
que facultan a los Colegiados de Circuito para conocer de la inconstitucionalidad 
de la ley en amparo directo y a través del recurso de revisión. 

2.- Acuerdos Generales 

Es decir, a partir de las refonnas constitucionales de 1994 y 1999, el Pleno de la 
Suprema Corte ha emitido Acuerdos Generales por medio de los cuales. los Colegiados 
además de pronunciarse sobre la constitucionalidad de la ley en amparo directo como lo 
venian haciendo, podrán hacerlo al conocer los recursos de revisión. 

Ahora, de acuerdo con las nuevas reglas competenclales, los Coleglados se 
constituyen en tribunales definitivos o de segunda Instancia de los recursos de 
revisión Interpuestos contra las sentencias de los jueces de Distrito y de los 
magistrados de los tribunales U nitarios cuando decidan sobre la 
constitucionalidad de: 

a. leyes locoles; 27 

b. reglamentos federales o locales 28 y ; 
c. de reglamentos municipales autónomos.20 

Sin embargo, en tratándose de amparos directos, los Colegiados siguen siendo 
tribunales de primera instancia, toda vez que sus sentencias siguen siendo 
revisadas por la Corte cuando establezcan la interpretación de un precepto de la 
constitución o decidan sobre la constitucionalidad de la ley o bien omitan el tema. 

:> .. ACU/:"/UXJ 10/2000 EN El. QUH SI:" l)J:"Tl:UMINA COMl'ETENCIA A /.OS TIUHUNALES 
< º01.EGJAJXJS l'ARA CONOCEU DE LOS ASUH1'0S t:N QUE SE IMl'UGNH UNA LRY !.OCA!." del 7 de 
scp1ic111brc del 2000; DiMrio Oficial de 111 F~dtnldón del dfa 20 de scplicmbrc del 2000. L4 razón de este 
ncucrilo pnrn In Cone, es que exccpcionnlmcn1e lns leyes locales trnscicndcn 111 ámbito jurídico nocional y es 
r,rcfcriblc lu ecrcnnlu de los Colegiados n la circunscripción de los quejosos (Considerando Séplimo). 
• Acuerdo 6/ 99 del 24 de junio de 1999; Cfr.: hltp:l!www.scjn.gob.mx/ (p:lgina web de In Conc: Icono 

Acuerdos) 
29 Refonna cons1i1ucional del 5 de enero de 1 9·U.-------~~=----, 
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2 .3.· JUZGADOS DE DISTRITO Roberto Martlnez Mejla 

1. -Origen 

El órgano jurisdiccional relevante en la historia del amparo contra leyes, aunque no el 
definitivo, ha sido el juzgado de Distrito. 

Los iuzgados de Distrito tienen dos momentos históricos que podemos 
diyldlrlos a partir del juicio de amparo y con anterioridad a su Instauración. 

Desde la instauración del juicio de amparo en el ámbito nacional a través del Acta de 
Reformas del 21 mayo de 1847. se delegó a los Tribunales Federales la facultad para 
·amparar a cualquier habitante de la Republica en el e;erc1c10 y conservación de los 
derechos que le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales. contra todo 
ataque de tos poderes legislativo y Ejecutivo, ya de ta Federación, ya de tos Estados; 
limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre que 
verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que 
Ja motivare", según el articulo 25 de este ordenamiento. 1 

¿Cuáles son estos Tribunales Federales y en que ley se reglamentan? 

En la sesión del día 22 de Abril de 1847 el Congreso Constituyente determino que el 
Acta Constitutiva y la Constitución Federal de 1824, formarían la única Constitución 
Polltíca de la República, tal y como lo ratificaría la Comisión de Constitución el día 5 del 
mismo mes y año.2 

Pues bien, la primera Constitución Federal integró al poder judicial con la Suprema 
Corte de Justicia, los Tribunales de Circuito y los juzgados d e Distrito (articulo 123). 

A l territorio mexicano lo dividió e n cierto número de distritos y en cada uno de ellos la 
Constitución instaló un juzgado. servido por un juez letrado. Estos jueces los nombró 
el Presidente de ta República, a propuesta de una tema de la Corte de Justicia (articulo 
144). Para ser juez de Distrito se re querla ser ciudadano mexicano, de la edad de 
veinticinco años cumplidos. 

Según la Constitución de 1824 los juzgados de Distrito fueron competentes para 
conocer: 

1) En primera instancia, de todos los casos federales que conocen en segunda los 
Tribunales de Circuito3 y; 

1 TENA RAMIREZ, J'.elipc, !Ayes Fundamenl10lu de Mbko, Ob. Cit., p;\¡;in1147S. 
2 Lus Derechos del Pueblo l\1uiuno; 111 Edición; Edi1orinl Consrcso de 111 Unión; pAginas ! IS y 116. 
' Artft:ttfo /.IJ; Cír. TEN_A RAMIREZ. Felipe; Ob. Cit.; págin3 143. 
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2) De todas las causas civiles en era improcedente el recurso de apelación y que 
estuviera interesada la federación, cuyo valor no excediera de quinientos pesos; 

En materia judicial, la Constitución de 1824 se reglamenta con la L ey de los Tribunales 
de Circuito y Jueces de Distrito el 20 de Mayo de 1826. 

Según esta Ley, se instalaron 19 jueces de Distrito para en cada uno de los 19 
Estados que Integran la Federación , ad scritos a sus capitales. Ademas se nombraron 
tres s uplentes a efecto de cubrir sus recusaciones e impedimentos.• 

Duraban en su cargo 6 aflos y ratifica la forma de su nombramiento, como lo prevé la 
Constitución de 1824. 

Por disposición expresa del articulo 22 de la Ley de Mayo de 1826, en lo referente a los 
juzgados de Distrito. fue supletoria la Ley de 14 Febrero del mismo año. 

La Ley de 20 Mayo de 1826 fue sustituida y no del todo derogada por la Ley de los 
Tribunales de Circuito y juzgados de Distrito de 22 Mayo de 1834, ya que complementa 
la integración y funcionamiento de los juzgados de Distrito de la siguiente forma: 

a. Los juzgados se componen con un juez de Distrito y tres suplentes, !!!! 
escr ibano, un promotor f iscal y un ministro ejecutor; 

b. Para el nombramiento de los jueces de Distrito sigue el sistema de la Constitución 
de 1824; 

c . Los jueces de Distrito designan al ministro ejecutor; 
d. El Consejo de Gcil:>ierrin nnmhr~ ~I P!'c:rih~nn c:nmn ~I rromotor fii;c;;tl: 
e. El Ejeculívo elige a los tres jueces suplentes de los j ueces letrados y; 
f. La división del territorio en d istritos se hace conforme al articulo 143 de la 

Constitución de 1824. 5 

Por el Decreto de 22 Mavo de 1834 el gobierno centralista supr ime a los Tribunales 
de Circuito como a los juzgados de Distrito. 

Sin embargo, el Decreto de 2 Septiembre de 1846, restablece su función conforme a 
lo dispuesto por la Constitución de 1824 y e las Leyes de 14 de Febrero de 1626, 20 de 
Mayo de 1826 y 22 de Mayo de 1834. 

Si bien es cierto que el siglo XIX se caracteriza por la falta de una organización 
jurisdiccional sistematizada y moderna en el ámbito federal como en el local, lo que se 
explica por el surgimiento de la Nación y su consolidación. 

La verdad es que con anterioridad a la instauración federal del amparo en el Acta de 
Reforrnss de 1847, existía una tradición jurídica o formal de los juzgados de Distrito que se 
construyó por las distintas leyes posteriores a la Constitución de 1824. 

• DUBl.AN Y l.OZANO, José .Mnrla; Lt11bl•ciún l\luican11; l a Edición: Edi1orial Imprenta: Tomo 1, 1687-
1826; páginas 196 y 797. 
> Ob. Ci1.: Tomo 11 1827- 1834; ~sinas 69S o 699. 
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Ahora bien, desde el Acta de Reformas de 1847 hasta la Constitución de 1857, 
permanecieron vigentes estas leyes, porque fueron supletorias unas de otra.6 Solo que 
en ninguna se facultó expresamente a los juzgados de Distrito para resolver el amparo 
contra leyes. 

Incluso, la L ey sobre Administración de Justicia y Orgánica de los Tribunales de 
la Nación, del Distrito y Territorios de 23 de Noviembre de 1855 (Ley Juárez), que 
restablece a los juzgados de Distrito recientemente suprimidos, los integra como se 
encuentra en la actual Ley Orgánica del Poder Judicial de l a Federación del 2000: 

"Artfcu/o 30- 13º.- En cada uno de los Tribunales de Circuito y juzgados de Dis trito 
habrá un escribano, y demás empleados señalados por la ley.· 7 

La competencia de los de Distrito se determinó por las leyes de su creación y posteriores 
relativas hasta el 31 de Diciembre de 1852 (articulo 31) . 

Sin embargo, reitero, ninguna de estas leyes expresamente señala a los juzgados 
de Distrito competentes para conocer el amparo contra leyes, salvo lo dispuesto por 
el Acta de Reformas. 

Algo similar sucede en la Constityclón de 1857, que si bien es cierto, el artfcufo 101 
delega a los Trlbun:Jlc::; Fcdcr::fc:; /:J f;J cu!tad para resolver toda contrcwersfa r¡11e 
suscite una ley o un acto de cualquier autoridad que viole l as garantlas Individua/es: 

a. No especifica la participación de la competencia del amparo entre la Corte. 
los Tribunales de Circuito y luzqados de Distrito: 

b. Ya que su articulo 96 expresa que para el mismo efecto se promulgará una ley 
que establecerá y organizará a tos Tribunales d e Circuito y juzgados de 
Distrito. 

En tratándose de jurisdiccional ordinaria, los juzgados de Distrito seguian 
conociendo de la primera instancia los juicios federales.8 

¿Cuál es la Ley que, según la Constitución de 1857, reglamentaria la 
administración jurisdiccional de los Tribunales de Circuito y juzgados de Distrito y , 
especialmente, fijarla su competencia en e l amparo? 

Expresamente para este fin n inguna ley se promulgó. Lo que ocurrió fue que 
estuvieron vigentes hasta 1862 las Leyes del 23 de Noviembre de 1855 y 20 de Mayo de 
1826. 

"Por ejemplo: Ln l ay tic/ 2J úe Novlcmbn: úc /,~55 se remiten In ley tic/ J /ele Dldembt'e úe 18.52; Loe. C it. 
7 DUBLAN V LOZANO; Loe. Cit.; Tomo VII 18S4- l 8SS. 
ªTENA RAMIREZ, Felipe; Loe. Cit.; pñginos 622 n 624. r-------------
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2.- Consolidac ión 

No es sino la Primer Ley de Amparo del 30 Noviembre 1861 que señala a los 
Tribunales Federales competentes para conocer del amparo contra leyes, mtm 
especiflcamente faculta a los !ueces de D istrito p ara resolverlo en primera Instancia 
ya que: 

a . La demanda se deberá presentar ante el juez de Distrito en que resida la 
a utoridad que motiva l a queja; 

b. Y, sí él fue el que produce la queja, ante su respectivo suplente.9 

Sin embargo, a dos meses de la promulgación de la Ley de Amparo de 1861, el Decreto 
del 24 Enero de 1862 supr ime a los !uzgados de Distrito y a los Tribunales de 
Circuito radicados fuera de la capital ; además suspende las funciones del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal 16 

Según el articulo tercero de este Decreto, las funciones de los juzgados de Distrito 
suprimidos las desempeñaran los !ueces de Hacienda de los Estados y, las de los 
Tribunales de Circuito, los Tribunales Superiores de los Estados. 11 

Incluso, el Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de l a Nación de 29 Junio de 
1862 organiza a la Corte y a sus Salas, al procurador, secretarías y demás empleados, 
pero excluye a los juzgados de Distrito por disposición expresa del Decreto del día 24 de 
Enero de 1862 que los suprime ' 2 

Para el 18 de Septiembre de 1866 se publica un nuevo Decreto que deroga al de Enero 
24 de 1862, por el cual se restauran los Tribunales d e Circuito y juzgados de Distrito: 
'los cuales se restablecerán con arreglo a las leyes y disposiciones anteriores.'13 Mientras 
se restablecen los juzgados de Distrito, desempeñarán sus fUnciones el juez de Hacienda 
del Estado en que falte aquel juzgado (articulo 3). 

Durante el tiempo en el que se inhabilitaron a los juzgados de Distrito ¿quién conoció 
del amparo contra leyes? 

Generalmente los juzgados de Distrito son los que han resuelto el amparo contra leyes 
en primera instancia. con una sola excepción. durante 4 af\os 8 meses esta función la 
desempeñaron tos jueces de Hacienda de los Estados, conforme al Decreto de 24 
Enero de 1862, 

'' DU13L.AN Y LOZANO; Ob. Cit.; Tomo IX, 1861-1866; p:i&inn 228. 
'" Ob. C U.; pú¡¡ina 367. 
11 ldcn1 . De hecho tnmbién suprime ol Tribunal Supcñor de Justicin del Distrito Federal, su funciones las 
dcscmpeolo la Suprcon:i Corte. Como dnto ndicionol cnbc setlalar que el presidente que expide este Decreto fue 
Benito Ju:lrcz. 
" ldcm.; páginas 492 n S02. 
"OUBLAN Y LOZANO; Tomo IX; Ob. Cit.; p5gina 734. 
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A partir de Ta Segunda Ley de Amparo del 20 de Enero de 1869, se consolida la 
facultad de los Iuzgados de Distrito para atender el amparo contra leves, 1• siendo 
competente aquel de la demarcación en que se ejecute o trate de ejecutar la ley o el acto 
reclamado. 

Oe igual forma, la Ley de Amparo de 1882, reitera en los jueces de Distrito la facultad 
para conocer del amparo, con ciertas reglas competenciales: 

a} Es competente el juez de Distrito del lugar en donde se ejecute o trate de 
ejecutar el acto y; 

b} Si el acto ha comenzado a ejecutarse en un Distrito y continua consumándose 
en otro, cualquiera de los dos jueces, a prevención, será competente. 

En la Tercera L ey de Amparo de 1882, se regula por primera vez la jurisdicción 
auxiliar en materia penal, en la cual los jueces de primera de instancia podrán recibir la 
demanda de amparo en aquellos lugares donde no residan juzgados de Distrito. Además, 
podrán acordar sobre la suspensión provisional y continuar con el procedimiento hasta 
ponerlo en estado de resolución. 15 

Por su parte, el Código d e Procedimientos Federales del 14 de Noviembre de 1895 
Integró a los juzgados de Distrito, con el siguiente personal: 

- Un Juez; 
- Un Secretario; 
- Un Promotor fiscal y; 
- Los demilR emplP.Arlns :<uhAllArnoR riue determinará su presupuesto: 

El nombramiento d e los jueces de Distrito lo hacía el Ejecutivo Federal a propuesta de 
la terna que le enviaba la Suprema Corte. De igual forma, el Ejecutivo escogía a tres jueces 
suplentes, para el efectos de cubrir las faltas de los titulares. Los demás empleados del 
juzgado los designaba la propia Corte. 

Se requería para ser juez de la edad de 25 años cumplidos. la profesión de abogado, la 
ciudadanía mexicana y en pleno goce de sus derechos. Permaneclan cuatro años en s u 
cargo y sólo eran removidos por causa justificada, previo juicio correspondiente de 
responsabilidad. 18 

Se establecieron 30 Circuitos y 38 Distritos. El Circuito de la Ciudad de México 
comprendió al Distrito Federal, con los juzgados 1 •y 2º.17 

" 01\RRAGAN BARRAGAN, José; Pr.,.,eso de Discu sión de 111 Sq:und11 Ley de Amparo de 1869; In 
fülición: Edi1orial UNAM; México 1980; p:iginn 314 , 
is Anlc:ulos 5 y 6 de la Ley de Amparo de 1882; Cfr. BARRAGAN BARRl\OAN, José; Proceso de 
l>bcusicln de In Ley de Ano1111ro de 1882; In Edición; Edilorinl UNAM; México 1980; página 
•• Anlculo 28 en rclnci6n con el 18 y 32 del Cótllgo úe Proceú/111/e/1/fls P.:ú•ral•-' del 14 de Noviembre de 
1895; Cfr. Ln Suprcn111 Corle, sus leyes y sus hom bres ; Loe. Cit.; páginns 2 18 n 226. 
11 Anlculos26, 29, 32 y 33 del C1W1¡:0 efe l'rocutl/111/u1110.~ N:clera/es del 14 de Noviembre de 1895; Ob. Cit.; 
póginns 218 a 226. 

.. ... . _ ·-- · .. - · .. ·- -- ........ _ __.. __ _ 
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Para el 6 d e Octub re de 1897 se exp ide el Nuevo Cód igo de Procedim ien tos 
Federales. En general, su contenido es semejante al Código de Procedimientos Federales 
del 14 de Noviembre de 1895, deroga a las Leyes de Amparo anteriores y faculta a la 
Suprema Corte para concluir en REVISION todos los juicios de amparo y los incidentes 
sobre la ejecución sentencias, además podrá calificar los impedimentos de los jueces de 
Distrito. 18 Y por supuesto, se aplica al juicio de amparo. 

En los casos de conexidad de l os juicios de am paro, la Corte decide a que juez de 
Distrito turna la demanda (artículos 768 y 769). 

El día 3 de Octubre de 1900 se pública la Reforma al Titulo Prelim inar del Cód igo d e 
Procedimientos Fed erales de 1897. ' 9 

Objetivamente, este Titulo Preliminar conforma una Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación solo que inserta en el Código de Procedimiento Federales de 1897. 

La Reforma de 1900, reproduce lo dispuesto por el Código de Procedimientos Federales 
de 1895, con la excepción de que reduce d e 38 a 32 el número de Distritos. 

La Primer Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del Siglo XX y anterior a 
la Constitución de 1917, se pública en Diciembre 16 de 1908. Esta Ley_ s e transcrib e d el 
Tltulo Pre/fmfm•r del Código de Procedimientos Federales de 1897.20 En lo referente a 
los juzgados de Distrito, sigue los principios del Código de Procedimientos de 1895 y 
aumenta de 32 a 33 el número de Distritos. 

El Nuevo Código Fed eral de Procedimien tos Ci viles del 26 de Diciembre de 1908 
reglamenta al juicio de amparo contra leyes en el T itulo 11, Capitulo VI de la misma forma 
que Jo hacían las anteriores Leyes de Amparo de 1861, 1869, 1882 y los Código de 
Procedimientos Federales de 1895, 1897 y 1900.21 

En resumen. el contenido de las Ley de Amparo de 1861, 1869 y 1882 junto con el 
Código de Procedimientos Federales de 1895 y del Código de Procedimientos Federales 
del 6 de octubre de 1897 como su reforma de 1900 regulan a l juic io de amparo contra 
leyes y organizan a los juzgados de D istrito tal y com o se c omento, hasta la 
promulgación de la Con stitución de 1917. 

"Aniculo 767 del Cdell¡.:o ele p,oceelimientos fi!dorafc.r del 6 de Octubre de 1897; Ob. Cit.; páginll 230. 
''' lleforma af Tl111lo l'n.:ff111/11orclel Código ele l'roccclfmle111os Fceleralcs ch: UJ97; O b. C it.; P:lgs. 236 a 243. 
'"Cfr. con l .ey Orgcl11/cn ele/ l'ocler .Judic/11! de la Fcclcracló11 del 16 de Diciembre de 1908; Ob. C it.; páginas 
254 D 260. 
21 Cfr. con el Cóelfgo Federal de l'rocecli111/e111as Clrlfcs tlcf 26 de Diciembre de 1908; Oh. C it.; póginas 261 
a 271. 
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3.- Los juzgados de Distrito en la Constitución de 1917 y sus Reformas 

a) En el texto o riginal de la Constitución de 1917 

De acuerdo con el texto original de la constitución de 1917, el articulo 97 constitucional 
determinó que el n o mbramiento de los j ueces de Distrito como de los magistrados de 
Circuito los h iciera la Suprema Corte. Asl mismo podía cambiar la adscripción de los 
jueces o fijar la residencia de los jueces en otra población. 

El cargo de ambos funcionarios duraba cuatro años y µodian ser removidos mediante el 
juicio de responsabilidad o por incapacidad para desempeñarlo. 

La Corte de Igual forma nombraba a jueces de Distrito y magistrados supernumerarios 
para que auxiliaran a los juzgados o tribunales que tuvieran rezago de los asuntos. 

Para el control administrativo de las funciones d e los jueces y magistrados los 
ministros de la Corte hacían visitas periódicas. vigilaban la conducta de aquellos 
funcionarios y recibían las quejas que existieran en su contra. 

La Suprema Corte de igual manera nombraba a un ministro, juez o magistrado o a una 
comisión p::ir::i que únicamente paro q ue investiaara IA r:onrtuctA rtP. los jueces o 
magistrados. 

La Integración y funcionamiento da los juzgados y tribunales de Circuito se compuso 
con un juez. un secretario, un actuario y el número de funcionarios que determine el 
presupuesto. 

Los jueces y magistrados rendían protesta legal ante la Suprema Corte. 

b) Reformas al artlculo 97 constitucional 

El 20 de agosto de 1928 se lleva a cabo la primer reforma al artículo 97 constitucional, 
por la cual, en fundamentalmente, se siguen aplicando las disposiciones del texto original 
de la Constitución de 1917. 

Si acaso se modifica, la Investigación de la conducta de los jueces o magistrados por 
delitos g raves. 

La reforma siguiente. es decir. del 11 de septiembre de 1940, en nada influye en la 
composición y nombramiento de los jueces de Distrito; sin embargo. la del 19 de diciembre 
de 1951, se vuelve al sistema previsto en el texto original de la Constitución del 17. en el 
sentido en que los jueces y magistrados al cabo de su mandato podrán ser ratificados o 
promovidos a cargos superiores. 



También la reforma del 51, establece que los jueces podrán ser privados de sus puestos 
cuando observen mala conducta mediante el juicio de responsabilidad de los servidores 
públicos. 

Las siguientes reformas al articulo 97 constitucional, es decir, la del 6 de diciembre de 
1977 y 28 de agosto de 1987 en nada influyen sobre la duración y nombramiento de jueces 
y magistrados. 

Por el contrario, la reforma del 18 de agosto de 1987, au menta la duración del cargo de 
jueces y magistrados a 6 años. 

Finalmente, la reforma más importante en la estructura de los jueces de Distrito y 
magistrados de Circuito se lleva a cabo et 31 de diciembre de 1994, por la cual, el 
nombramiento su nombramiento y adscripción la hace el Consejo de la Judicatura Federal, 
de acuerdo a criterios objetivos y de acuerdo a los requisitos que establezca la ley. Bajo 
esta disposición, la primera generación de jueces de Distrito y magistrados de Circuito fue 
electa mediante un concurso de examen. 

En la actualidad la duración del cargo es de s años como se preveía en la reforma de 
1987, al cabo de los cuales podrán ser ratificados o promovidos a cargos superiores, 
generalmente magistrados, conforme lo determine el Consejo de la judicatura. 

Los magistrados protestaran ante el Consejo de la Judicatura Federal o ante la autoridad 
que determina la ley; sin embargo, a partir de la reforma constitucional del 11 de noviembre 
de 1999, la protesta se hace ante Ja Suprema Corte y ante et Consejo de la Judicatura. 

c) Competencia y especialización 

La tendencia actual del Consejo de la Corte es la especialización de tos Juzgados de 
Distrito, sin embargo, para la primera Ley Orgánica del Poder Judicial de 1917, la 
competencia de los jueces de Distrito fue mixta y no se dividió por materias. solo 
conocieron de los juicios entre un estado y uno o más vecinos de otro, de los juicios de 
amparo, los juicios civiles y penales federales, de los delitos y falta de tos funcionarios 
consulares y diptomáticos.22 

La competencia anterior de los jueces de Distrito se reproduce en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de 1928. 23 

12 Ley Orgdnicn del Poder Judici:il del 26 de noviembre de 1917; Ln Suprema Conc sus Leyes; Ob. Cit.; 
r~sinns 367 n 369. 
-' Ley Orgñnien del Poder Judicial del 11 de diciembre de 1926; Ln Supremn Cone sus Leyes; Ob. Cit.; 

páginas 408 n 409. 
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Sin embargo, con la Ley Orgánica del Poder Judictat de ta Federación del 21 de 
agosto de 1934, comienza la especlallzaclón de los jueces de Distrito en las materias 
civil, penal y administrativa, aunque deja la posibilidad para la existencia de 
juzgados con competencia mixta. 

Los asuntos en los que tuvieron competencia en cada uno de sus materias, fueron, los 
juicios relacionados con le asuntos de sus materias en el orden federal, aquellos en la 
Federación era perle. el procedimiento de extradición y los juicios de amparo. 2 • 

En la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 30 de diciembre de 1935 se 
reproduce en general lo dispuesto por la ley de 1934.25 

De hecho para la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 5 de enero de 
1988, la especialización de los juzgados de Distrito se amplia con las materias laboral y 
agraria, en general siguen conociendo de los juicios los juicios relacionados con la asuntos 
de sus materias en el orden federal y de los juicios de amparo. 

En la actualidad, a través de Ley Orgllnica del Poder Judicial de la Federación del 
26 de mayo de 1996 y de su reforma del 22 de noviembre del mismo ai'lo, la 
especialización de los juzgado se lleva a cabo dividiendo a los juzgados Distrito en 
juzgados civiles o penales federales de los jueces de Distrito de amparo en materia 
civil o ponal.20 

La competencia de los juzgados federales en cada una de sus materias se circunscribe a 
la aplicación de leyes federales y por su parte, los juzgados de Distrito de amparo en 
materia civil o penal conocen de los juicios de amparo indirecto en su respectivas materias. 
Sin embargo, los jueces de Distrito en materia laboral y administratíva seguirán conociendo 
de los juicios federales en su materia y de los juicios de amparo también de sus materias.2 7 

Por otra parte, los jueces de Distrito que no tengan jurisdicción especial seguirán 
conociendo de todos los asuntos 
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>• L1.-y Or¡µmicn del Poder Judicial de la Fcdcroci6n del 27 de agosto de 1934; La Suprema Conc sus Leyes; 
Ol>. Ci1.; pñginas 420 a 421 . 
Jj Ley OJ'llñnicn del Poder Judicial de In Fcdcrnci6n del 30 de diciembre de 193S; Ln Supremo Conc sus 
Leyes; Ob. Cit.; páginas 43S n 437. 
'" Ley O rgónico del Poder Judicinl de la Fcderocl6n del 26 do moyo do 1996 y do su rcfonno del 22 de 
novicml>re del mismo RJ'o; Editorial Sista; México 2002; paginas 107 a 111. 
27 i\nlculos SO, S2 y SS; hlcm. 
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2 .4.- Incorpo ració n d e los Tribunales Unitarios de C i rcuito al Amparo 

1 . · Anteced e ntes 

Los Tribunales Unitarios de Circuito fueron creados por la Constitución de 1917, los 
incorpora al Poder Judicial de la Federación como tribunales de segunda instancia en 
contra de las resoluciones que pronunciaban los jueces de Distrito en los juicios federales . 

En el siglo XIX estos tribunales existieron como tribunales de prim era instancia en 
juici os federales, por ejemplo asr lo establecen los artículo 140 a 142 de la Constitución 
Federal de 1824.' 

El Proyecto de Constitución de Carranza como el Texto Original del Articulo 94 de la 
Constitución de 1917 omiten textualmente concretar la competencia de los T ribunales 
Unitarios. Incluso, en ambos casos, se desconoce a los Tribunales Unitarios de Circ u ito. 
solo indican que el Poder Judicial de la Federación se deposita en la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en Tribunales d e Circuito y juzgados de Distrito. 

Entonces, si el constituyente del 17 NO DISTINGUE a los Tribun al es de C ircuito d e 
los Tribunales Un itarios ci.: Ci1cuilu, ¿cómo es q ue surgen óstos tribun:ilcs do 
segunda instancia? 

Lo que sucede es que fue la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 2 de 
Noviembre de 1917 que los regula como tribunales d e a pelación de los juicios federales 
y los compone de un magistrado. 2 

Pero, no es sino hasta la reforma constitucional d e 1951 , cuando los Unitarios de 
Circ u ito se asoman en el texto c o nsti tucional del articulo 94 como tri bunales de 
apelaci ón de l as sentencias que pronuncien los jueces de Distrito en iuicios 
feclerales, mientras que los Colegiad os de C ircuito se cons t j tuyen e n tribunales d e 
segunda instanc ia d e las s entencias de los jueces d e D istrito en m ate ria d e amparo, 
mediante el RECURSO DE REVISION . 3 

' TENA RAMIREZ. Felipe; Leyes Fundumcn tn lcs dt l\léxico: Edición nc:tunfündn: México 2000, Editorial 
l'om)o: p:iginn 189. 
> Ln S u1>rcm1t Corle de Justicin clt la NncMn. S us ley~'S y sus ho mbre: Poder Judic:inl de In Fcdcroc:ión; 
Editoriul Supn:nu1 Conc de Justicio de: In Nnción: 1 a Edición; México J 98.S, pá¡¡inus 218 a 226. 
·' FIX·ZAMUDJO, Héctor, El po der Judlci1tl en el Orclcn 1tmicn10 J\lu lcnno: Editorial Fond o de Culturo 
económica; México 1996, p~girms JS6· 157. 
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2.- Evoluclón e Integrac ión al juicio de a mparo 

La primer etap a de los Tribunales Unitarios de C ircuito hacia el conocimiento de los 
juicios de amparo Indirecto inicia con la Reforma Constitucional publicada en el Diario 
Oficial del 31 de Diciembre de 1994. Con ella se reforman las Fracciones VIII y XII del 
artículo 107 de la Constitución Federal: 

a.- La Fracción VIII del 107 cons ti tucional establecla el recurso de revisión en contra 
de las sentencias que en materia de amparo pronunciaban los jueces de D istrito ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los casos de inconslitucionalidad de la ley o de 
las Fracciones I y 11 del articulo 103 Constitucional y, cuando la Corte ejercía su facultad de 
atracción. 

a) ¿Los Tribunales Unitarios conocen d e la inconstituc ionalidad de la ley? 

En la actualidad y a parti r de la Reforma del 94, los Tribunales Unitarios de Circuito no 
solo podrán dictar sentencias de amparo, que para ello s ine qua nom podrán conocer de 
los amparos indirectos, sino que, además, sus sentencias son impugnables en REVISIO N, 
junto con las de los jueces de Distrito, ante la Suprema Corte, en los casos en que subsista 
el problema de inconstitucionalidad.4 

b.- En el caso de /rr FRACC/ON XII,"'"'"'~ rlP IA refnrmA. regulAba lo que a(in se conoce 
como jurisdicción concurrente, es decir, la procedencia del amparo indirecto contra actos 
que violen las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 de la Constitución, 
ante el juez de Distrito competente o ante el Superior Jerárquico del tribunal que haya 
cometido Ja infracción. 5 

Obviamente que con anterioridad a la Reforma, al igual que los jueces de primera 
instancia en jurisdicción auxiliar, los Tribunales Unitarios, como cualquier otro t.ribunal en 
j urisd icció n con c urrente y en términos del artículo 37 de la Ley de Amparo podlan 
conocer excepcionalmente los amparos contra actos cometid o s p or s u s inferiores 
cuando violaran las garantías d e los artlculos 16, 19 y 20 d e la Constitución, ya que la 
jurisdicción concurrente se instituyó desde la promulgación de la Constitución del 17 e 
incluso. en las leyes de amparo del siglo XIX. 

' La competencia de In Conc paro conocer del recurso de revisión conlm sentencias de los Unitnrios se 
cJctcnnina por In imponnncia y trascendencia pam el t\mbito jurídico nncionnl; ele no ser asl, corresponde a los 
CofcgiucJos de Circuilo; por cjcinplo, cunndo se impugne la inconstitucionnlidnd de leyes locales, reglamentos 
fcdcmlcs, locales y municipnlcs nutónomos. Cfr. Acuerdos 10/ 2000 y 6199 del Pleno de lo Corte. Ob. Cit. 
' Tul y como se regulo en el articulo 37 de In Ley de Atnpnro, solo que ésta limita el articulo 20 de In 
Constitución n los Fmcclones I, VIII y X párrafos primero y segundo. En cSle enso, In ley suprcmn se invoca 
ontc la ley inferior. Asl lo hn sostenido la mismnjurisprudcnci:i de la Corte. 
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Sin embargo, con la Reforma del 31 de diciembre de 1994, la Fracción XII del 107 
Constitucional. fac ulta expresamente a los Unitarios de Circuito para atender los amparos 
indirectos en jurisdicción concurrente contra los actos cometidos POR SUS 
INFERIORES que falten tas garanttas de los artículos 16 en materia penal, 19 y 20 
constitucionales. 

Sin embargo, esta reforma planteó en su momento conflictos competenciales con lo 
dispuesto por los articulo de la Ley de Amparo. que más adelante comento. 

La segunda etapa que integra los Tribunales Unitarios al amparo se lleva a cabo con la 
nueva Ley Orgánica clel Poder Judicial de la Federación publicada en el Diario Oficlal 
el dla 26 de Mayo de 1995. 

Antes de ésta Reforma. la competencia de los Tribunales Unitarios se limitaba a lo que 
entonces establecta el artfculo 37 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 6 , 

es decir: 
a.Al recurso d e apelación (cuando procedia, en los asuntos a cargo de los jueces de 

Distrito en primera instancia, constituyéndose en tribunales de segunda instancia de 
los juicios federales); 

b. Al recurso d e denegada apelación y; 
c. A los conflictos competenciales entre los jueces d e D istrito sujeto a su 

jurisdicción en juicios federales, (excepto los que se originan en los juicios de 
amparo porque éstos los resuelven ro:: Colcgiodo:: de Circuito de ocuerdo con el 
artfculo 51 párrafo tercero de la Ley de Amparo). 

Con la reforma a la Ley Orgánica del Poder judicial de la Federal de 1995, M 
Tribunales Unitarios. además de resolver lo que anteriormente filaba la ley, conforme 
a l artlculo 29 Fracción 1 reformado: 

a. Adquieren la fac ultad de conocer de lgs !uicios de amparo que se promuevan 
contra actos de otros Tribunales Unitarios que no con stituyan sentencias 
definitivas; 

b.En estos casos, el Tribunal Unitario competente será e l más próximo a la 
residencia d e aquel que hava cometido el acto impugnado. 

Las reglas para la tramitación del juicio de amparo indirecto ante los Tribunales Unitarios, 
se aplican las mismas según lo previsto en la Ley de Amparo para los jueces de Distrito. 
como son los términos. la demanda, la personalidad, la improcedencia y sobreseimienlo. 
etcétera. 

"COMPILA IV, Supremn Corte de Justicia de la Nncí6n, México 2000, texto: l.t'Y de t lmpam; rutlculo 36. 
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3.- Competencia de los Tribunal Unitario de Circuito en materia de amparo 

Para Aguilar Alvarez, •tos Tribunales Unitarios conocen en amparo todos los actos 
que causan agravio en l os juicios federales de segunda instancia" . 7 Sin embargo, esta 
afirmación llevó años asimilarla en el interior de los Tribunales Federales. Me explico: 

Originariamente los Unitarios fueron tribunales de alzada de todos los juicios federales. 
Y a partir de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 26 de 
mayo de 1995, podrán revisar en amparo la legalidad de los actos de otros Tribunales 
Unitarios en términos del artículo 29 fracción primera de esta Ley. 

Al inicio de la reforma, algunos Tribunales Unitarios limitaron la comeetencia del 
amparo a la materia penal porque. según su criterio, la intención de la reforma a la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación de 1995 fue ajustarla a la jurisdicción 
concurrente prevista en la Fracción XII del 107 constitucional de 1994. 

Entonces se creyó que contra los actos de los Unitarios de Circuito cometidos en los 
juicios federales en segunda instancia o después de concluidos, o que afectaran a 
personas extrañas al juicio, era competente un !uzgado de Distrito y no un Tribunal 
Unitario.' 

Sin embargo, este criterio se modifico sustancialmente por las tesis de jurisprudencia de 
la Supremo Corte. de los Tribunales Coleaie1dl'.'s y por lns <'.ritPrin!" rfP. In!" UnítRrioi> de 
Circuito de la siguiente forma: 

El Pleno de la Corte resolvió la coptradicclón de tesis entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en materia Civil del Tercer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito del 29 Enero de 1998, según la 
cual: 

a. Los Tribunales Unitarios de Circuito podrán conocer del amparo Indirecto en 
todas las materias, porque es la interpretación extensiva y armónica de los artículos 
107 Fracciones VII y X// de la Constitución y 1° y 29 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial Federal. 

b. Y no solo en la materia penal porque se observa que la "intención del legislador 
fue la de conocer en sentido irrestricto de todos aquellos actos provenientes 
de un Tribunal de esa naturaleza, respecto de los cuales procediere el juicio de 
amparo indirecto." 9 

1 1\0UIL.AR Al. VAREZ. Javier, Apuntes tic su chtSc de ,\mparo 11 del din 1 scp1ic111brc de 1998. 
• Ct> lllS?, J11rfsprucle11clo y Te.vi.< ele 1917- 1999. Suprema Corte de Jus1icin de In Nnci6n, Mé.xico 20-00, 
rubro: "TRIBUNAL.ES UNITARIOS DE CIRCUITO. SU COMPETENCIA PARA CONOCER AMPAROS 
INDIRECTOS SE CIRCUNSCRIBE A l.A MATERIA PENAL.•'; CD IUS 9 # 1 Novcnn Epocn. 
• Con1mdicci6n de Tesis 11/ 97, C D IUS 9 CD 1; Novena Epoca; Ob. Cil.; rubro: -rRIBUNALES 
UNITARIOS DE CIRCUITO. SU COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIQ_D.f...fMPARO 
INDIRECTO NO SE LIMITA A LA MATERIA PENAL~. T!,'!'. _ .... : .. :·· 1 .i,·. . 1 70 
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Por su parte, los Tribunales Colegiados de Circuito establecieron tesis de jurisprudencia 
por fas cuales fijan la competencia de los Tribunales Unitarios de Circuito para 
conocer del amoaro Indirecto en todos los casos v sin limitación alguna en que se 
convierta un Tribunal Unitario en autoridad responsable por violaciones rec lamadas 
contra interlocutoras o actos provenientes de alguna alzada federal . 'º 

En estos casos, y según explicación de la iniciativa presidencia de 1995 y el criterio 
sustentado por los Tribunales Colegiados de Circuito, es competente para conocer e l 
amparo indirecto contra actos de un Unitario de Circuito otro Tribunal Unitario y no 
un juzgado de Dis trito porque: 

a. Existe una nueva regla compctcnclaf derivada de los arllculos 107 Fracción XII de 
la Constitución y 29 Fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
que faculta expresamente a los Tribunales Unitarios, además que; 

b. Existe la regla general por la cual ninguna autoridad será revisada o sometida 
más que por otro superior o alguno de igual jerarquia. 11 

Finalmente, el articulo 29 Fracción f de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación expresamente dispone q ue el Tribunal Unitario competente para conocer 
del amparo indirecto intcrpuo::tc contr::i ::icto:; de otro Tri!:'unol Unitario será ~I me!!:-< 
próximo a la residencia de aquel que ha cometido el acto fmpugnado12, aplicándose 
en este caso. fas regla general del amparo indirecto que establece que es competente para 
conocer del amparo aquel de la jurisdicción de la autoridad ejecutare u ordenadora, en su 
caso. 

En los casos, por ejemplo, del Primer Circuito del Distrito Federal, en el que todos los 
Unitarios tienen la misma residencia, será competente aquel a quien turne la oficial/a de 
partes común a /os Unitarios de Circuito. 

111 CD IUS 9; Ob. Cit.; rubro: .. íRIBUNALES UNITARIOS. COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS 
JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS CONTRA ACTOS DE UÑO DE LOS". CD No: 1 Novena Época. 
11 CD IUS 9; Conlrndicción de Tesis 11/ 97; ldem. . · · · ·~" ' ,. ''/ " .. : .. •. · · 
12 COMPILA IV, Ob. C il.; 1cx10: L.i:y Orgánica del PoúerJ11dle/a/ de la Fccleroc/ón. 
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3.1.- Antecedentes d el Amparo Indirecto Rob erto Martín ez Mejfa 

En la historia jurídico- constitucional de México, que va de la Constítución Política de la 
Monarquía Española de 1812 a la Constitución de 1857, el juicio de amparo indirecto tiene 
sus antecedentes en el juicio de responsabilidad y en el juicio de residencia, coincidiendo 
con la tesis de José Barragán Barragán. 1 

En mi opinión, se debe agregar a los antecedentes del j uicio de amparo contra leyes, la 
facultad que en su momento compartieron el Congreso de la Unión y la Suprema Corte 
para interpretar la Constitución y para fijar la responsabilidad de los funcionarios por actos 
contrarios a la misma. 

Es decir, la facultad para interpretar la Constitución como para juzgar la responsabilidad 
de los funcionarios publicos por actos contrarios a la Constitución o por causas criminales, 
parece compartirse entre el Poder Judicial y el Poder Legislativo. 

Ahora bien, ¿Cómo se ha determinado esa responsabílidad a través de la Corte y en el 
propio Legislativo? Es decir, ¿cuáles han sido las facultades de la Corte para garantizar la 
observancia a la Constitución mediante el juicio de responsabilidad? 

Tenemos que a partir de la Constitución de Cádiz de 1812, el Supremo T ribunal de 
Justicia conoce de las causas criminales, de suspensión y separación de funcionarios 
publicos.2 

La Constitución de 1824, por su parte, va más lejos: faculta a la Corte para juzgar las 
infracciones a la Constitución y a la leyes federales. 

Para 1836 se modifica el nombre de Supremo Tribunal de Justicia por el de Corte 
Suprema, y dentro de las atribuciones otorgadas en la Seis Leyes Constitucionales de 
1836, concretamente la Quinta, se encuentra la de conocer las causas civiles y criminales 
promovidas contra el presidente de la Republica, miembros del Poder Conservador, 
diputados, senadores, secretarios de despacho, gobernadores y magistrados superiores de 
los departamentos. 

1 H,\IUlAGAN BARRACAN, José: f)ocumento.< lflle pn:sume lJUe el j11lclo ch: rcslde11cia y el }11/c/o de 
n:.rpomab//idodso11 u11t~cede111es dln:ctos ele/ juicio ele amparo; 1 a Edición: México; Edirorio.I UNAM. 
2 •:1 j uicio d e r esidencia insriruido desde el Dccrero Consrirucional para lo Libenod de la América Mexicana, 
es un precedente del juicio de amparo en cuanto que juzga la responsabilidad de funcionarios públicos, yo que 
conocln prf1•atira111c111e de las causas de funcionarios intesr1u11es de los !res poderes. Su exislencia se limitab11 
n unn cousn, paro disolverse inmediatamente despues de diclnr sentencia. Los juicios duraban ttcs meses, y en 
caso de que no eoncluyemn en este tiempo, se dnbnn por absueltos a los neusndos. 
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Ahora bien, ¿Por qué el Supremo Poder Conservador es un antecedente del juicio de 
amparo? 

Independientemente de las cuestiones política e ideológicas que pudiera plantear su 
existencia como antecedente del juicio de garantías, la Segunda Ley Constitucional de 
1836 que lo crea, fija sus atribuciones y en éstas se garantiza la supremacía de la 
constitución, ya que: 

a. Podía declarar la nulidad de una ley o un decreto, dentro de los dos meses 
siguientes a su sanción. cuando eran contrarios a la constitución, y así lo exigiera el 
propio Poder Conservador, la Corte o un total de 18 miembros del legislativo; 

b. Además. determinaba la nulidad de los actos del ejecutivo y de la Corte cuando asl 
lo solicitaran los otros poderes respectivamente. 

Sin embargo, en cualquiera de éstos supuestos no se da entrada a los particulares 
a solicitar cualquier tipo de nulidad.3 

En los proyectos posteriores de 1840 (Proyecto de Reformas) y 1842 (Proyecto de 
Constitución de la Mayoría) se "repite" la misma facultad de la Corte. En éstos precedentes 
existe un control constitucional contra actos de los poderes legislativo. ejecutivo y del 
mismo judicial que vulneren la Constitución mediante el juicio de responsabilidad. 

M erece un comentario a parte el Proyecto de Constitución de la M i n oría de 1842, 
ya que es el primer precedente real, hasta e l Proyecto de Reformas de Otero de 1847, 
on que se ,nrP.vé 1mn proteccfón " P"rtlculares contra actos de los poderes 
leglslatlvo, ejecutivo y judicial, cuando les priven de las garantlas constitucionales. 

El Proyecto de la Minarla disponla la defensa de éstos derechos a través d e un 
recurso, el c ual debía interponerse dentro de los quince dlas siguientes a la 
publicación de la ley u o rden, en el lugar de residencia del ofend ido. 

Finalmente, en la historia constitucional de México se observa que han existido dos 
procedimientos, el juicio político y la declaración de procedibilidad, que en esencia 
caminan desde la Segunda Ley Constitucional de 1836, hasta la Acta Constitutíva y de 
Refo rmas de 1847, incluyendo el Proyecto de Reformas de 1840 y las Bases Orgánicas de 
1843. 

Ambas instituciones se diferencian por sus efectos: en el juicio polltico es el Senado 
quién emite e l dictamen que, existiendo responsabilidad, puede consistir en la inhabilitación 
permanente o temporal para desempeñar otro cargo público. En la declaración de 
procedencia es la Cámara de Diputados, quien dictamina s i ha o no lugar a la formación de 
la causa. y en caso afirmativo. se pondrá al funcionario a disposición del M inisterio Publico 
para su investigación y en su caso del tribunal competente para ser juzgado. 

·' DUBLAN, Manuel; Ju/e/ns tia ,lmparo; Revista tic lo Fucultutl de Derecho; Tomo XXXV, Niimcros l42-
144;julio- diciembre de 1984; pó¡¡ino 689. 

·1·t:' C>.Jt ,.. . ...,N 
C,.,.1 ..... \.1 - 1 
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La evolución de estos precedentes al juicio de amparo (establecido por primera vez en la 
Constitución de Yucatán de 1847, por Crecencio Rejón4

) se advierte por las características 
siguientes: 

1. El Juicio político y el juicio de residencia son efectivamente precedentes del juicio de 
amparo, por que ambos juicios son instrumentos de control de los actos contrarios a 
la Constitución 

2. El juicio político y el juicio de residencia son instituciones que la misma constitución 
esta blece y ambos juicios lo resuelve otro poder político diferente al que emite el 
acto contrario a la Constitución 

3. Estos juicios tuvieron una doble función: 
a. como control de la constitucionalidad de los actos y, 
b. determinaba la responsabilidad de los funcionarios públicos. 

El j uicio de amparo es una evolución de estos precedentes porque, a excepción del 
Proyecto de Constitución de la Minorla de 1842, cua ndo se instituye a nivel federal en el 
Acta de Reformas de 184'15, el amparo tiene ya su esencia: 

1. Por prim era vez existe una institución juridica q ue pueden h acer va ler los 
particulares sin mediació n d e los po deres institu idos, como s ucedla en los 
j u icios d e residencia y el politico: 

2. Los particulares tienen listados de derechos que les conceden la Constitución y las 
leyes federales; 

3. Se establece que los T ribunales Federales son los que protegen, mediante el Juicio 
de ampMo. el ejercicio y conservación de los derechos de los particulares y: 

4. Procede el amparo contra todo ata~ue de los poderes legislativos y ejecutivo. ya sea 
de la Federación o de los Estados.11 

Una nueva evolución tendrá el juicio de amparo en la Constitución de 1857, el articulo a 
debate en las sesiones del Constituyente fue el 102: aquí se presentaron varias cuestiones: 

a . Se señala la concurrencia de los Tribunales Federales y Locales en la resolución 
del juicio de amparo. 

b. Se da la in tervención al jura do popular comp uesto de vecinos d el distr ito 
res p ectivo de la parte ac tora p ara resolver el j u icio . 

• No hny que olvidar que Munuel Creecneio Rejón participó en el Pr0Rran111 tic la Mayorla Je lo.•· JJ/put11Jn.• 
del 29 de Noviembre de 1846, el cu:tl es el prccedenlc imncdia10 y cnsi idén1ico del Actn de Refonn:ts de: 
1847. Lo que sucedió fue que el Proyecto se rechnro y solo se aprobó el Acta de 1847; Cfr. JJer<'chn.• Je/ 
l'111:h/t1 /lfc:t:lcann: Mé.vlcu a tra•·és de su•· C11n.,·tlJucltJno~ XLVI Lc¡¡islntura de In Cám:tra de Diputados; 
Tomo 11; Mé:<ico 1967; pñ¡¡inns 12 a 16; ¿porque Crecencio Rejón se ouscnlo en el Acto de Rcforrn:tS: bueno, 
algunos autores se jus1ifica por su cnfcnncdad, recuérdese que ni olio siguicnlc íullccc y otros por tarcns 
publicus; Cfr. MO RENO, Daniel; Ul!jtln y el J11lclu tll! Amparo en Revisln de lo Focuhnd de Derecho; Tomo 
XXXI, Número 120; scp1ic111brc- diciembre de 1981; pd¡¡in:tS 905 o 919. 
'Cfr. Los Consliruclonc., lle i\l h ico 1841- 199 1; Comité de Asunlos Edítorínlc:s; Cwnom de Dipu1odos; 2a 
Edición; México 1991; póginns 153 a 157. 
" C fr. G AXIOLA F'.; Jorge; Mar/0110 01uro (Croudor del Julcla Je Amparo); 1° Edición ; Editorial Culrurn; 
México 1937; p:lginn 353. 
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Afortunadamente, estos puntos se quedan en el proyecto constitucional toda vez el juicio 
de amparo revela una evolución en los siguientes aspectos: 

1. Se elimina la intervención de los tribunales locales en el juicio de amparo: 
2. Se suprime la intervención del jurado popular (y esto se debe más bien a una 

omisión anecdótica e inexplicable de la Comisión de Estilo, a cargo de León 
Guzmán) y; 

3. "Es el Constituyente de 1856-1857, el que dio al juicio de amparo su fisonomía 
propia y al mismo tiempo, fijó su extensión y naturaleza juridica."7 

Bajo la Constitución de 1857, se promulga la primera Ley Reglamentaria del juicio de 
amparo en 1861, la cual va a ser reformada en 1869. Sin embargo la Segunda Ley de 
Amparo va a tener una nueva reforma que nace de un debate jurídico y de la misma 
realidad de la época: 

En ella se disponía la improcedencia del juicio de amparo en materia judicial, es decir, 
hasta ese momento, el amparo solo procedfa contra actos y leyes que vulneran derechos 
otorgados en la constitución, excluyendo sentencias del orden e/vil o penal. 

Incluso Ignacio. L. Vallarta como presidente de la Corte sostuvo la tesis de que el juicio 
de amparo procedía sólo procedía contra resoluciones judiciales en materia penal8 • Una 
vez que Vallarta sale de la Corte se admitieron todos los juicios de amparo promovidos en 
materia judicial. civil o penal. como lo venían realízando anteriormente los Juzgados de 
Distrito por inexacta aplicación de la ley en las sentencias del orden civil y penal. 

El criterio de los juzgados de Distrito tiene su origen en la interpretación del artículo 14 
constitucional que disponía que nadie podía ser juzgado ni sentenciado sino por las leyes 
expedidas con anterioridad del hecho y exactamente aplicables al caso. 

Este principio de legalidad se traducía en la exacta aplicación de la ley en las sentencias, 
considerándose idóneo la procedencia del amparo para reparar la inexacta aplicación de la 
ley en las sentencias civiles o penales. 

Finalmente, la reforma a la Constitución de 1857 del 12 noviembre de 1908, legaliza la 
procedencia del amparo contra sentencias del orden civil y penal que ponen fin al juicio y 
que la ley no concede ningún recurso que pueda revocarlas. 

1 NORIECA, Alfonso, lecciones tic Amparo. cdilorinl Porrúa. México 1991. tcrccm edición 1999; pá¡;ina 
114-115 .. 
1 Cfr. Arch ivo ln~dito de Ign acio L uiJ Vallnrtn; V11ll11rl11· P residente de la Suprema Corre de Jusricia 
•fe 114 N11d6n 1877· 1879; Tomo IV; t• Edición: Editori:il; Poder Judicial de la Fcdcroción; México; pá¡;inllS 
420 11 431. 
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De este debate, que aparentemente pone en crisís al juicio de amparo, se observan las 
siguientes reformas: 

1 . Se amplia el campo de protección del juicio de amparo. Es decir, el amparo procede 
contra actos y leyes que violen garantías individuales y contra sentencias del orden 
civil y penal; 

2. Se tiene un amparo contra actos y leyes y; 
3. Se tiene un amparo contra sentencias del orden civil judicial o penal; 
4 . No ora suficiente una reforma reg lamentaria sino que se h ace necesario una 

reforma constltuclonal para am pliar la procedencia del juicio de amparo; 
5. Se sobrepone el sistema federal, mediante el conocimiento y resolución del amparo 

de los Tribunales Federales, frente a lo Local. 

Hacia el año de 1917 se promulga una nueva Constitución y las innovaciones mas 
impartantes aportó el Constituyente de 1917 fueron, según Alfonso Noriega, las siguientes: 

1. ·se reguló, con todo detalle, como he dicho, la naturaleza y procedencia del juicio de 
amparo, fijando las bases de su reglamentación; 

2. Se hizo una distinción fundamental entre lo que se llamó amparo directo, que 
procedla ante la Suprema Corte, únicamente en contra de sentencias definitivas, 
dictadas en juicios civiles o penales y el amparo indirecto que procedía ante los 
Jueces de Dístrito, contra actos de autoridades distintas de la judicial; o en contra de 
actos judiciales. ejecutados fuera del juicio. después de concluido este, o bien, 
dentro del juicio, cuando tuvieran sobre las personas o cosas, una e¡ecuc1on de 
imposible reparación, asi como cuando el amparo se pedla por un tercero extraño a 
procedimiento; y, par último, cuando el amparo se solicitaba con fundamento en las 
F 11y111 del articulo 103 constitucional; 

3. Se estableció un engorroso recurso que se denominó ·reparación constitucional", a 
fin de que las violaciones cometidas dentro de la secuela del procedimiento, se 
hicieran valer, exclusivamente. al reclamarse la sentencia definitiva, siempre que 
esas violaciones se hubieren impugnado y protestado en contra de ellas 
oportunamente, en el momento de cometerse la violación, y mas aún, se hubieran 
alegado, como agravio en segunda instancia y; 

4 . Se reguló lo relativo a las responsabilidades en que pudieran incurrir las mismas 
autoridades responsables, cuando habiéndose concedido el amparo en favor de un 
quejoso, se Insistiera en la repetición del acto reclamado o bien, se eludiera el 
cumplimiento de la sentencia que concediera el amparo. •9 

9 1dcm . 
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3.2.- El Amparo Indirecto Contra leyes en el Artlculo 107 Constitucional. 
Texto origina! y reformas 

E l texto original del articulo 107 constitucional incorpora las reglas del amparo indirecto 
contra leyes que se aplicaron durante en el siglo XIX y que, hasta este momento, se siguen 
empleando en los tribunales federales. 

Si bien, el texto original reguló principalmente el juicio de amparo contra sentencias 
definitivas 1• la f racción IX estableció las siguientes reglas del amparo indirecto: 

8 . Cuando se tratara de actos de autondad d1s11nta a la 1ud1c1al; 
b . O de actos de la autoridad judicial, ejecutados fuera de juicio o después de 

concluido; o de actos en el juicio cuya ejecución era de imposible reparación o que 
afectaba a personas extra/las al juicio; 

c . El amparo se tramitaba ante el juez de Distrito de la juris d icción del fugar en 
que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse; 

El procedimiento ante el juez de Distrito se limitaba: 

8. Al informe de la autoridad responsable, 
b. a una audiencia que se verificaba a la mayor brevedad posible y para la cual se 

citaba en el mismo auto que ordenó el informe y, 
c. recibiéndose en ella las pruebas que las partes ofrec!an; 
d. a los alegatos, que no deberfan exceder de una hora cada uno; 
e . y a la sentencia que se pronunciaba en la misma audiencia. 

La sentencia causaba ejecutoria. si los interesados no interponlan el recurso de revisión 
ante la Suprema Corte dentro del ténnino de ley y de fa manera que expresa fa regla VIII 
del articulo 107 constitucional.2 

La fracción IX original del 107 constitucional sintetiza el juicio de amparo indirecto 
contra leyes hasta nuestras épocas, es decir, este procedimiento sumarísimo se 
aplica al menos formalmente en la actualidad, sin embargo, las reformas a la ley de 
Amparo de 1936 y, principalmente la jurisprudencia de los tribunales federales lo han 
transformado en un procedimiento especializado y excesivamente formalizado y de 
dificil acceso a los quejosos. 

1 Sistema de lnfonná1ica de la Cámara de Diputados (SllO) en httt://-w.cddhcu.~ob.mx 
' tdcm. 



Es decir, las reformas a la Ley de Amparo y principalmente los jueces federales se han 
encargado de dificultar lo que la Constitución facilitó a los quejosos. 

El articulo 107 ha sido reformado en trece ocasiones, de las cuales ninguna re forma ha 
modificado la base del procedimiento que la fracción IX establec ió des de 1917 ni ha 
influido en la estructura del amparo contra leyes. 

1.- Reforma d el 19 de febrero de 1951 

La fracción IX del texto original pasa a ser la fracción VII en 1951, sin ninguna 
modificación sustancial, el procedimiento sigue siendo el mismo, pero a partir de esta fecha, 
cuando el acto reclamado se fundara en leyes declaradas Inconst ituc ionales por la 
jurisprudencia d e la Suprema Corte se suple la deficiencia de la queja (fracción IX). 3 

2.- Reforma del 25 de Octubre de 1967 

La siguiente reforma del 2 de diciembre de 1962 (suplencia de la queja en materia 
agraria) en nada contribuye en e l amparo indirecto contra leyes. • 

Por su parte. la reforma del 25 de octubre de 1967, admite el recurso de revisión contra 
los scntcnci.:i:: de le:: jucccc de Di~trito cuando se ímp11!Jnf! 11na Ir.y por e.o;tim1trfa 
lnconstltuclonaf o cuando se reclamen reglamentos del Presidente de la República, 
por considerarlos inconstitucionales en m ateria federal . El recurso lo resolvía la 
Suprema Corte. 5 

3.- Las reformas del 20 d e marzo de 19746 (suplencia de la queja para menores e 
incapaces) y del 8 de Octubre d e 19747 (el amparo directo contra sentencias de los 
tribunales administrativos). asr como las reformas del 17 de febrero de 19758 (se decreta 
el sobreseimiento del amparo y la caducidad da la instancia por inactividad da/ quejoso o 
del recurrente) y del 6 d e agosto de 1979° (regula el amparo directo) no Influyen en el 
amparo indirecto contra leyes. 

' Frnccioncs 11 y Vil del nrticulo 107 constilucionol de In reforma del 19 ti<! fubrcro tia /?SI, fecha de 
prcscnrnción 1 de noviembre de 19SO ni Periodo Ordinnrio; hlcm. 
• F•-cha de publicución 2 de noviembre de 1962; ldcm. 
> Fr:icción VII del ortlculo 107 constitucionnl de In reformo di:/ 25 ocwbre de /?67; ldcm. 
h Fecha de publicación 20 de man.o de 197-1; ldcm. 
1 Public:ición 8 de octubre de 1974; ldcm. 
• Publicnción 17 de febrero de l 97S; ldcm. 
9 Publicnción 6 de ogosto de 1979; ldcm. 
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4 .- Reforma d el 7 de abril de 1986 

Esta reforma básicamente se refiere al amparo en materia agraria, si acaso, menciona 
que la sentencia de amparo · será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, 
limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin 
hacer una declaración general respecto de la ley o acto. •10 

5.- Las reformas del 10 de agosto de 198711 (la Corte podrá conocer los amparos 
directos que por sus características especiales así lo ameriten y los recursos de revisión 
contra sentencias de los jueces de distrito cuando subsiste el problema constitucionaf) y del 
3 de septiembre de 199312 (deroge la fracción XVl/f) no Influyen et juicio de amparo. 

6.- Reformas del 25 d e octubre d e 1993 y del 31 de diciembre de 1994 

Por su parte, las reformas del 25 de octubre de 199313 y 31 de diciembre de 199414
, si 

bien modifican algunas reglas del recurso de revisión contra sentencias de los jueces de 
Distrito para todos los casos en que subsiste la inconstitucionalidad de la ley, en n inguna 
forma aportan elementos particulares que modifiquen sustancialmente los términos, 
el trámite y el procedimiento del amparo indirecto con tra leyes. 

En conclusión: 

1. El texto original del articulo 107 de la Constitución de 1917 establece las bases 
fundamentales del amparo indirecto contra leyes, distinguiéndose por instaurar un 
procedimiento suma rio y de fácil acceso para los quejosos. que las la 
jurisprudencia y criterios de los tribunales federales se han encargado de 
intrincarlo con la finalidad de perfeccionarlo. 

2. Por su parte, las reformas al artículo 107 constitucional no han innuido 
decididamente en su renovación, digamos que el amparo indirecto contra leyes 
sigue igual como lo dejo la Constitución de 1917, solo más que más formalizado. 

'ºFracciones 11 del nrt!culo 107 constitucional de In ru/urn1a del 7 de: abril de 1986; ldent. 
11 Publicnción del 10 de o¡¡osto de 1987; fd•m. 
"Public.ición 3 de septiembre de 1993; ld•m. 
'·' Publ iellc ión del 2S de octubre de 1993; ld•m. 
1
' Public:<1ción del 31 de diciembre de 994; ld •m . 
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3.3.- El acto materia del juicio Roberto Martlnez Mejla 

El concepto de acto reclamado, viene de acto del latín actus, hecho o acción; y la 
expresión reclamado es el participio pasado de reclamar, del latín reclamare, clamar una 
cosa, oponerse a ella de palabra o por escrito. 

Para Hans Kelsen la característica del acto reclamado es su calidad d e obligatorio, es 
una manifestación del fmperium estatal. El lmperlum es la norma obligatoria y no se 
manifiesta sino en el acto creador de la norma. 

En este sentido, el acto de autoridad es una norma, general o Individual que se dicta 
unilateralmente. sin la participac:ón del sujeto obligado para ello. El imperium puede 
comprender actos legislativos pero también los actos de ejecución de la norma. 

El acto reclamado es una conducta de la autoridad estatal que implica la imposición 
unilateral y obligatoria de la voluntad de la autoridad que le crea, modifica o extingue 
derechos y obligaciones al quejoso. 

En el derecho procesal constitucional mexicano, el acto reclamado esta determinado por 
los márgenes previstos en los artículos 103, 107, 105 y 97 constitucionales. Es decir, el 
acto rcclom::ido e:: lo conduct:i impcr::itiv::i. positiva u omisiva de L1na autoridé'rl fe<iP.rAI, loc;il 
o municipal, presuntamente violatoria de garantías individuales o de invasión de esferas, a 
la que se opone el quejoso: 

a. Es imperativa, porque la autoridad estatal actúa mediante la creación de una 
regla que unilateral y obligatoriamente se impone al gobernado, con la amenaza al 
cumplimiento forzado en caso de desacato al deber impuesto. No es imperativa s i 
se actúa en condiciones de coordinación con los particulares. 

b. La conducta puede ser posltíva o bien, omisiva, por ejemplo: cuando el Estado 
no respeta el articulo 8 Constitucional, relativo al deber de acordar una petición 
pacifica, respetuosa por escrito. Las garantías Individuales pueden ser 
contravenidas en ambos casos. 

c . El acto reclamado proviene de una autoridad estatal, por ejemplo, el amparo 
sólo procede contra autoridades que forman parte del poder publico, si bien, en 
algunos casos, la ejecución del acto puede provenir de particular, sin embargo se 
le considera tercero auxiliar de la administración. 

d . La autoridad estatal exclusivamente es nacional. En México es improcedente 
el amparo, la controversia y la acción de inconstitucionalidad contra actos de 
autoridades extranjeras, debido al principio jurídico de inmunidad de jurisdicción. 
En el amparo por ejemplo, puede suceder que en v irtud de la cooperación 
internacional, una resolución de otro país pudiera ejecutarse en el territorio 
nacional. En esta hipótesis, mediante el amparo, se puede impugnar el exequatur. 
Si el amparo se concediera, se anularía el exequatur y consecuentemente el fallo 
de la autoridad extranjera carecería de imperio dentro del territorio nacional. 

111 



e. El acto reclamado es presu ntamente violato rio porque si fuera siempre 
viofatorio, bastaría que simple hubiera acto reclamado para que siempre se 
concediera el amparo. Sin embargo, la base j urídica del acto debe ser la 
Const itución Fed eral 

f . El acto reclamado se impone al quejoso ocasionándole un agravio, que lo 
impugna en la demanda, y sin el cual es improcedente el amparo como cualquier 
otro juicio const itucional. 

En este sentido, la ley es un acto jurídico, dado que indica una manifestación de la 
voluntad que se realiza con el fin licito de producir consecuencias de derecho. También es 
un acto legislat ivo, desd e el punto d e v ista formal cuando emana d e l poder 
legis lativo. 

La doctrina y fa jurisprudencia distinguen a la ley como acto legislat ivo y como acto e n 
sentido estricto : 

Es decir, para los efectos de la controversia constitucional, de la acción de 
inconstitucionalidad y del amparo contra leyes, según los artículos 103 y 105 
const itucionales, para distinguir a la ley de los actos, dado que las leyes son también actos 
en sentido estricto, a los actos q ue n o son ley es se les d eno mina, desde el punto de 
vista formal y m ater ial , acto en sentido estricto . 

Desd e el punto de v ista mater ial la ley es un acto que crea, tra ns mite, modifica o 
exting ue s ituacio nes jurídicas gen erales, abs tractas, Impe rso nales, 
independientemente de que proceda de cualquiera de los poderes legislativo, ejecutivo o 
judic ial estatal o federales, y bien se trate de leyes federales o locales, tratados 
internacionales, reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general'. Por ejemplo: 
desde el punto de vista formal, es legislativa la ley que deriva de éste poder, pero desde el 
punto d e v ista mater ial , el reglamento es legis lativo aunque lo em ita e l Ejecutivo. 

1 c;rr. CUOIÑO P ELA YO, José de Jesús; l111rot111cclú11 o/ Amparo M c.•lco110; Editorial Noricga; 3' Edición, 
México 1999; páginn s 14 7 n 1 SO. 
1,11 intcresnnte es que el Poder J ud iciol d e lo Fedcrnclón fo rmalmen te uplde normas generales, sin 
cmborgo ¿pueden sujetarse ni ~ontrol constiluclonol?. 



3.4.- La ley m ateria del juicio: leyes autoapllcativas y heteroapllcatlvas 

En términos del articulo 114 de la Ley Reglamentaria. el amparo se admite contra leyes 
federales o /oca/es, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente 
de la República conforme con la fracción 1 del artículo 89 constltucíonat, reglam entos2 de 
leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, 
decretos o acuerdos d e observancia general.3 

El plazo para interponer la demanda varia según los efectos que produce al ley: será de 
15 días contra el primer acto de aplicación de la ley (h eteroapllcativas}.4 

Y en tratándose de leyes que por su sola entrada en vigor causan perjuicios al quejosos, 
el término para reclamar la ley será de 30 dlas (autoaplicatlvas) .5 

La Suprema Corte, desde la jurisprudencia de la Séptima y Octava Épocas, se ha 
basado para distinguir a las leyes autoaplícativas de las heteroaplicativas en el prínclpio 
de individualización condicionada. 

Es decir, para estas épocas una ley heteroapllcativa se caracter iza como u na norma 
de individu::ili:::::iclón condicionada. toda vez qll~ desde !< 11 nntriu1" f!n vigor no causa 
pe rjuicios al quejoso (no crea, transforma o extingue situaciones concretas de derecho), 
por el contrario, para que esta ley surta efectos se requiere de un acto que condicione 
s u aplicación a situaciones jurldlcas precisas (que puede ser un acto concreto. un 

: Los rcglttmcntm' son nclos proccdcnlcs del poder ejecu1ivo federal o cslolnl, son motcrinlmenle lc¡¡islniivos 
porr¡ue crcnn, modifican, e:<lin¡¡ucn y 1mnsmi1cn siluaciones juridicns gcncrnles. abstrnclns e ímpersonnles. La 
fncul1nd del ejeculivo Federal para cmilir rc¡¡l3men1os deriva del nrtlcnlo 89 F 1 conslilueionol y se 
complemenln con el nrtleulo 92 del mismo ordenamienlo, que cslnblccc el rer¡uisilo del refrendo minis1crial 
pnrn In validez de la facultad reglnmenlaria ejercida por e l Presidente. Los drcularcs pueden ser mcdid:is 
cstnblccid:is por funcionnrios superiores p:irn ruinoniuir la acción de sus subordinados dentro de In 
administmci6n publicn (poder de mnndo). Los cfc:cros de los circulares son inicuos pnrn los ¡¡obcmodos r¡uc 
solo indircclnmenlc rescnlir.in sus cfcc1os mcdianle In bondnd o dcsncicr1o de In odminis1raci6n. Pero, si el 
funciormrio prelcnde que lo dispuesto en una circulnr ofeclc n los pruticulnrcs es1a dcsvi:mdo sus atribuciones o 
renglones que no le pertenecen. porque esta indcbidnmcnlc re:glmncnlnntlo. sin sujclnrsc n los nu:ncionados 
urt iculos 89FI y 92 C. 
·' Frnccioncs 1 y VI del nr1iculo 114; Disco Com1mcto de la /,cy de Amp11r11, editodo por el Poder Judicial de 
lu F•·dernción en ni 0110 2002 (las 01m.s fracciones se refieren ol nmparo indirecto cu materia judicial). 
• 1'0 1.0 RERNA L, Efmin; El juicio de Amp3t0 conlm L<.-ycs; 1• Edición: Edi1orial Pomia; México 1991; 
pi1gi1U1 189. 

El compuro del plazo para promover el juicio de nrnpnro contara leyes outonplicnliv:is comienza desde las 
cer o horns desde el mismo d lll en que enlr:a en vigor IM ley (9a: Pleno; Tomo VII, mayo 1998; Tesis 
2u/J.2G/98; pñginn 46 l. 
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acuerdo o un reglamento).6 

EN LA ACTUALIDAD, LA CORTE UTILIZA EL CONCEPTO DE INDIVIDUAL.fZACIÓN 
INCONDICIONADA COMO UN ELEMENTO OBJETIVO DE REFERENCIA QUE SIRVE 
PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO YA QUE PERMITE 
CONOCER EN CADA CASO CONCRETO SI LOS EFECTOS DE LA LEY CONCURREN 
EN FORMA CONDICIONADA O INCONDICIONADA. 

Es decir, en las leyes heteroapl/cativas la condición consiste en la reallzaclón del 
acto necesario para que la ley adquiera lndlvldualizaclón condicionada, si no existe 
la condición que actualice a la ley el amparo es Improcedente, porque no hay 
agravio; (por ejemplo la ley fija o modifica et marco jurídico de cierta actividad, el agravio 
se actualiza al momento de solicitar o renovar el permiso o concesión o en el momento en 
que se expiden !as disposiciones reg!amcn:anas respecti'1as) . 7 

Por su parte. en las leyes autoap/icativas las obligaciones (agravio) de la ley se 
generan desde el Inicio de la vigencia de la ley, independientemente de que se 
actualice alguna condición (individualización Incond icionada).ª 

Ahora bien, para la jurisprudencia de la Corte, el amparo contra una ley heteroaplicativa 
debe Impugnarse exclusivamente contra el primer acto de aplicación de la misma 
ley, o bien en contra de la resolución que recaiga al recurso o medio de defensa 
inl .:.1 pu .. slo conlra .:.1 primer acto de apliCélción. es decir, en to:; omporo:; contro leyes 
heteroaplicativas el agravio se actualiza en el primer acto de aplicación. 9 

El plazo para impugnar leyes heteroaplicatlvas se cuenta a partir de la fecha de 
notificación del primer acto de aplicación, en el caso en que la responsable demuestre 
otra fecha de notificación, se líene que desvirtuar esa fecha, de lo contrario el juicio podria 
resultar Improcedente. 'º 

•Cfr. AZUELA. Mnrinno; /ntro<lllf:cld11 al c.vt11cl/o el~/ Amparo; l:i Edición; Edi1orfol Universidad de Nuevo 
León: Ocpun nmenlo de Bibliolecas. Monterrey, N. L., 1968 y 8a Épocn; Colegiodos; Tomo XII agosto; P:ig. 
·169. 
7 Jurispntdcncins: ?o: 2n Snlu: Tomo XII ogos10 2000; Tesis 2a./J. 73/2000; ptlgino 236 y 9u; 2n Solo; Tomo 
VII febrero 1998; Tesis 2n./J. •1/1998: ptlginn 200. 
• Jurispnodcncio 9n; Pleno: Tomo IV julio 1997: Tesis P. /J . 55/97: pñginn S y 1csis 911; 2o Solo; Tomo 111 obril 
de 1996; 'l'csis 2o. XIX/96; pá¡¡inn 206. 
"C:u11 /aj/110//clncl clt: c¡11e la ley sea n11n/l:acln por 1111a su/o•'<·:; Cfr.: 80; Pleno; Tomo 111 Primero Parte; Tesis 
Vlll/89; JJíl!lino 161; 8a; Pleno: Tomo 111 Primero Pone; Tesis VIU89; pógino 162 y 9n; Pleno; Tomo U 
uovicmbrc 1995; Tesis P. XCVll/95: ptl¡¡ino 92. 
'" Jurispnodeneio 9a; Sc¡;undo Sola: Tomo VII rcbrcro 1998; Tesis 2o. /98; p:l;in11 227. El pinzo se cuentM 
desde el dio si!luicnlc ni en que hnyo sunido efectos. confonne 11 In ley del aclo, lo no1ificoci6n ol quejoso de la 
n:solución o acuerdo que reclame; al en que hoyo tenido conocimicnlo de ellos o de su ejecución, o al en que 
!'e hubiese oslC11lado sobcdor de los mismos. 
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Así mismo, para que procede el amparo contra leyes heteroaplicativas es necesario 
acreditar la existencia del acto de aplicación en el que se actualizan las circunstancias 
de tiempo, modo y lugar de ejecución, de lo contrario el juicio se sobresee, ya que es 
improcedente contra leyes de esta naturaleza en el que se invocan actos futuros 
Inminentes y en los cuales no se conCfeta el perjuicio. 11 

De igual forma, la existencia del acto reclamado debe ser con anterioridad a la 
presentación de la demanda, aún y cuando se tengan como presuntamente clertos.12 

En materia fiscal, por ejemplo, el agravio se actualiza, en el caso de licencias o 
permisos, en la formulación de la sollcltud y/ o en el pago de la tarifa 
correspondiente. 13 

Por otra parte, en el caso de la leyes autoaplicativas, existe la opción de impugnarlas 
dentro de los 30 días siguientes a su vigencia o dentro de los 15 dlas siguientes al primer 
acto de aplicación o bien, dentro de los 15 dlss posteriores a Is notificación de Is resolución 
recalds al recurso o medio de defensa, cuando contra el primer acto de aplicación procede 
algún recurso o medio de defensa legal que puede modificarlo o revocarlo. 

Para combatir la inconstltucionalidad de una ley autoapllcativa contra el primer 
acto de su aplicación es indispensable que el amparo se dirija contra el acto como 
tal, combatiendo a través del mismo la inconstltuclonalidad de las disposiciones que 
lo fundamentan. 1• 

En el amparo contra leyes autoaplicativas, al igual que en la heteroaplicatlvas, se debe 
probar que el quejoso se encuentra en los supuestos de la ley y la existencia del 
primer acto de aplicación.de lo contrario el amparo resulta extemporáneo, por falta de 
aplicación. 15 Para la jurisprudencia de la 9a Época, es necesario que los supuestos de la 
ley se actualicen en un acto concreto, de lo contrario, et amparo es improcedente en 
términos del artículo 73 F v. us 

La competencia del amparo contra leyes autoaplicatlvas federales corresponde al 
juez de Distrito de la jurisdicción del lugar en donde el quejoso debe cumptlrla y no al 
juez de la jurisdicción de la autoridad que la dictó, ya que son leyes c¡ue por su sola entrada 
en vigor causa perjuicio y no requieren ejecución material posterior. 17 

11 J11risp111Llcncin 9o; Segundo Snlo; Tomo VII enero 1998; Tesis 2o. IJ. 77197; pógina 382 y tesis Sn; 2n Sala; 
Tomo XIV- diciembre; Tesis 2a. XVU94; p:lgin:i 4S. 
00 Jurisprudencia 9a; Segundo Salo; Tomo VII cntto 1998; Tesis 2a. /J. 76/97; p:lgina 374. 
'' Jurisprudencia 9a; Primera Salo; Tomo VI agoslo 1997; Tesis la. /J. 33/97; p:lgino 45. 
"S:i; Tomo IV- j ulio; p:lgin:i 6SS. 
"So; 3a Sola; Tomo 111 In Parte; Tesis LXXX!V/89; página 321. 
"' 9o; Pleno; Tomo 111 mayo; T•'Sis P. LXVll/96; p:lgino 113. 
" Jurisp. 9o; 2n Sola; Torno IV lo Pone; Tesis 2a/J. 11; pi\gino 46 l. 
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El beneficio de la suplencia de la queja de la fracción VI del 76 bis (cuando se advierta 
que ha habido en contra del quejoso o del parlicular recurrente una violación manifiesta qua 
lo haya dejado sin defensa) no se aplica en tratándose de leyes autoaplicativas, ya que 
esta fracción deriva de un procedimiento jurisdiccional y no del proceso legislativo. 18 

Es fundamental conocer dos reglas de admisión del amparo contra leyes, por una parte 
los términos y, por otra, la actualización del perjuicio ocasionado por la ley, ya que el juicio 
podría resultar improcedente: 

a. Contra leyes, tratados y reglamentos que, por su sola vigencia, no causen 
perjuicio al quejoso, porque se requiere de un acto posterior de aplicación que 
origine el perjuicio y: 

b. Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los 
que no se promueve el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan 
(arllculos 21, 22 y 218). Sin embargo, no se entenderán consentida tácitamente la 
ley, a pesar de que siendo impugnable en amparo desde el momento de la 
iniciación de su vigencia no se reclamo, sino sólo en el caso de que tampoco se 
haya promovido el amparo contra el primer acto de su aplicación. 

O bien. cuando contra el primer acto de aplicación procede algún recurso o medio de 
defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, sera optativo 
hacerlo valer o impugnar desde luego la ley en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se 
entender consentida la ley si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal 
contado a partir de la fecha en que se haya notificado la resolución recaída al recurso o 
medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de 
ilegalidad. 

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deber estarse a lo dispuesto 
en el articulo 166, fracción IV, párrafo segundo, de este ordenamiento. 

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que 
éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos 
urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los Jueces podrán habilitar los días y las 
horas inhábiles. para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de 
suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente articulo. 

"9n; Pleno; Tomo XI enero; Tesis PXIV/92; pil¡¡inn 46. 
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3.5.· La Sustanciación del Am paro Indirecto Roberto Martlnez M ejla 

1.- La demanda 

La demanda es el medio idóneo para ejercer la acción de amparo, sea directo o indirecto: 
por su forma se solicita al juzgador la protección de la justicia federal, aplicando la ley al 
caso particular violatorio de garantías individuales. 

La regla general es su forma escrita: no obstante la Ley de Amparo prevé excepciones. 
como son los casos de comparecencia personal y vía telegráfica. 

Para el primer caso. se limita a !os su;:iuestos del artículo 22 Constitucional y a los actos 
que importen peligro de privación de la vida y ataques a la libertad personal, deportación o 
destierro. En quejoso. o bien, puede optar por la interposición de una demanda cuyos 
requisitos se reducen al nombre del quejoso, el acto reclamado y autoridad responsable, el 
lugar donde se encuentre el agraviado y la autoridad o agente que ejecute o trate de 
ejecutar el acto. Se omite en este caso, los conceptos de violación, los preceptos 
constitucionales y los antecedentes del acto reclamado: todo ello obedece a que, en esta 
materia, existe la suplencia de la queja en los conceptos de violación y en la cita de 
preceptos constitucionales. artículos 76 bis y 78; o, por una oomparencía, no 
necesori<'.lmcnte persono! del quejoso Efei:tlvRm"'ntP.. f'""'rl" h"r.P.rln ÁI rtirP.Ct,.mente: o por 
cualquier persona en su nombre. cuando el agraviado se encuentre imposibilitado para 
promover el amparo, Incluso podrá hacerlo un menor de edad. 

De acuerdo con el articulo 116 la demanda de amparo deber formularse por escrito, con 
los siguientes requisitos: 

·1. El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre: 
11. El nombre y domicilio del tercero perjudicado; 
111. La autoridad o autoridades responsables; el quejoso deber señalar a los titulares de 

los órganos de Estado a los que la ley encomiende su promulgación, cuando se trate 
de amparos contra leyes; 

tV. La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestar , bajo protesta 
de decir verdad. cu les son los hechos o abstenciones que le constan y que 
constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de 
violación; 

V. Los preceptos constitucionales que contengan tas garantías individuales que el 
quejoso estime violadas, as¡ como el concepto o conceptos de las violaciones, si el 
amparo se pide con fundamento en la fracción 1 del artículo 1 o. de esta ley; y 

VI. Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción 11 del articulo 1 o. de esta 
ley, deber precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por 
la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción 111 de dicho 
articulo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que 
contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.· 
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2.- Autos que recaen a la demanda 

A la demanda puede recaer un auto de desechamiento, de prevención o de admisión, 
según el caso: 

El juez debe examinar ante todo el escrito de demanda y en el caso de que encuentre 
algún motivo manifiesto e indudable de Improcedencia la desectiará de plano, sin 
proveer sobre la suspensión del acto reclamado; sin embargo, el desechamiento de plano 
no es a priori, sino que el juez tiene la obligación de estudiar la demanda junto con sus 
anexos y demás constancias para que este en posibilidades de dictar este acuerdo. 

También pude presentarse una PREVENCIÓN cuando e>'iste una irregularidad o se 
hubiera omitido alguno de los requisitos del articulo 116. Aunque no todos los requisi tos 
del articulo 116 son objeto de prevenc ión, conforme al articulo 76 bis, puede s uplirse 
la queja deficiente si no se expresó con precisión el acto reclamado o no se 
exhibieron las coplas necesarias. 

El juzgado deberá precisar en el mismo auto las irregularidades y deficiencias que deben 
cubrirse. a efecto de que el promovente pueda subsanarlas en tiempo. El término para 
hacer la corrección correspondiente, conforme al articulo 146 párrafo segundo, es de tres 
días. 

Ahora bien, existe el DESISTIMIENTO TÁCITO DE LA DEMANDA cuando el quejoso no 
llena los requisitos omitidos, no realiza las aclaraciones conducentes o no presenta las 
copias dentro del término señalado. 

En estos casos, el juez de Distrito tendrá por no interpuesta la demanda, CUANDO EL 
ACTO RECLAMADO SOLO AFECTE EL PATRIMONIO O DERECHOS 
PATRIMONIALES DEL QUEJOSO. 

El juez correrá traslado al Ministerio Público, por 24 horas, y en vista de lo que éste 
exponga admitirá o desechará la demanda, dentro de otras 24 horas. 

3.- Auto admlsorlo 

El auto que admita la demanda deberá contener: 
a. El juez de Distrito pedirá el informe con justificación a la autoridad responsable; 
b. Ordenara su notificación al tercero perjudicado, si lo hubiere; conforme al articulo 

147 párrafo segundo, se le deberá notificará personalmente; 
c. Señalara el dla y hora para la audien cia constitucional, a mas tardar d entro 

del término de 30 dias; 
d . Acordara sobre la suspens ión provisional si se procediera asi como el 

monto de s u garantía y; 
e. Dictará demás providencia que procedan. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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4.- Informe con justificación 

Al solicitarle el informe con justificación a la responsable se le remitirá copla de la 
demanda. si no se envió al pedir el Informe previo. 

El plazo que tiene la responsable para rendir su informe es de cinco días 
improrrogables; aunque si la importancia de caso asl lo amer ita, el juez p odra 
ampliarle el plazo hasta por otros cinco días. 

En todo caso rendirá su informe con justificación con la anticipación que le permita al 
quejoso tener conocimiento del mismo por lo menos 8 dlas antes de la fecha de la 
celebración de la audiencia. 

Ahora bien, en el caso de que el informe no se rinda con la anticipación de 8 días. 
conforme al artículo 147 primer párrafo. el juez podrá diferir o suspender la audiencia, 
a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado. La solicitud podrá hacerse por escrito o 
verbalmente al momento de la audiencia. 

Es fundamental que la responsable rinda su informe para que el quejoso tenga la 
posibilidad de argumentar o aportar nuevos argumentos o elementos de prueba que 
desvirtúen el contenido del informe. 

En el caso de que la resµonsaul .. uir. .. , .. .::u11,;lc.nl.::1fü:11te la audiencia por f:ilt:i de 
informe, el quejoso podrá solicitar al juez que acuerde las medidas de apremio 
conducentes. 

EL INFORME CON JUSTIFICACIÓN deberá contener: 

1. Las razones y fundamentos legales que sustentan la constitucionalidad o la 
improcedencia del acto reclamado; 

2. Acompailando, en su caso, COPIA CERTIFICADA DE LA CONSTANCIAS que 
apoyan su Informe. 

La falta de Informe presumirá como cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, 
quedando a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen la 
inconstitucionalidad del acto. 

Existe una sanción para la responsable que no rinda el informe, consistente en un multa 
de 10 a 150 días de salario; excepto si la omisión ocurre debido al retardo en la toma de 
conocimiento del aplazamiento. circunstancia que deberá demostrar la autoridad 
responsable. 

En el caso de que el informe se r inda extemporáneamente, será tomado por el juez 
siempre que las partes tuvieron oportunidad de conocerlo y preparar las pruebas 
que lo desvirtúen. 
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5.- Las pruebas en el amparo 

En el juicio de amparo indirecto es admisible todo tipo de pruebas. excepto a de 
posiciones (confesional para la responsable), las que sean contra la moral o las buenas 
costumbres. 

El momento procesal oportuno para el ofrecer y rendir las pruebas, conforme al artículo 
151 de la Ley de Amparo las pruebas es en la audiencia constitucional. 

a.- documental 

Sin embargo, tratándose de la prueba documental. deberá presentarse con anterioridad a 
la audiencia (que pt:ede ser en la demanda o en otro tiempo después del auto admisorio). 
sin perjuicio de que el juez haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en 
ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado. 

ES CONVENIENTE QUE SE ALUDA A LOS DOCUMENTOS EXHIBIDOS CON 
ANTERIORIDAD Y SE ENCUENTRAN EN EL EXPEDIENTE EN EL ESCRITO EN QUE EL 
QUEJOSO HACE EL OFRECIMIENTO DE PRUEBAS, también es recomendable exhibir 
las documentales desde el momento en que se presenta la demanda, con el fin de que el 
juez las considere para efectos de su admisión y con el fin de obtener la suspensión 
provisional. 

La Ley protege al quejoso respecto de las pruebas ofrecidas por la responsable, ya que 
obliga a la autoridad a facilitar a los quejosos la obtención de las pruebas que requieran 
para la audiencia constitucional. a solicitud de la parte interesada. 

b.- testimonial y pericial 

Las pruebas testimonial como pericial deberán anunciarse con 5 dias hábiles antes del 
señalado para la celebrac ión de la audiencia constitucional, sin contar con el del 
ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia (artículo 151 de la Ley de Amparo). 

En el caso de la testimonial , además se deberá exhibir copla de los Interrogatorios 
al tenor de los cuales serán ser examinados los testigos. con una copia para cada una de 
las partes, para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente repreguntas, al 
verificarse la audiencia. 

Existe un limite de tres testigos por cada hecho. 

En e l caso de la PERICIAL se deberá exhibir coplas de los cuest ionarlos al tenor de 
los cuales deben ser examinados los peritos, acompañando copia del mismo para cada 
una de las partes. para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente repreguntas, 
al verificarse la audiencia. 
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El juez hará la designació n d el perito, o de los estime convenientes par la práctica de 
la diligencia; s in perjuicio d e q ue cada parte pueda también d esignar un perito pa ra 
que se asocie al nombrado por el juez o rinda dictamen por separado. 

El perito n ombrado po r el j uez, deberá excusarse de conocer el asunto cuando 
concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 66 de la Ley de Amparo y 
asr mismo, deberá manifestar. al aceptar su nombramiento y BAJO PROTESTA DE DECIR 
VERDAD, que no tiene ninguno de los Impedimentos legales. 

L a CALIFICACIÓN DE LA PERICIAL s erá hecha por el juez s egún su prudente 
est imación . 

c.- Inspecció n ocular 

La Inspección ocular deberá ofrecerse con igual oportunidad que la pericial y la 
test.imonial: con cinco ct ias anteriores a la fecha de la celebración de la audiencia 
constitucional. 

Si el ofrecimiento de pruebas se ha apegado a los requisitos establecidos, el juzgador 
deberá admitir las pruebas, en caso contrario, el juez rechazará las pruebas, no ajustadas a 
las normas procesales que lo rigen. 

Sin embargo, contra el acuerdo d el juez de Dis trito que d esecha pruebas, el quej o 
tiene el rocurso do Qucj:i, de ocucrdo con el ortículo !J5 F '.'; :idcm:5s debe Invocarse 
com o agravio en Revisión, conform e al articulo 83 F IV. 

Al admiti r las pruebas , el juez de amparo debe rá hacer re lación de aquellas en la 
audiencia y tendrá por admitidas los documentales que las parte hayan exhibido con 
anterioridad a la audiencia constitucional, aunque no h aya g estión p or parte d el 
Interesado. 

La recep ció n de p ruebas se hará en la audiencia constitucional. 

Las pruebas se recibirán en su orden: es decir. en el orden señalado por las partes en su 
escrito correspondientes, primero las del quejoso, después las de la autoridad responsable 
y más adelante las del tercero perjudicado. En todo caso, el juez de Distrito podrá fijar e l 
orden en que se reciban las pruebas ofrecidas y admitídas. 

A solicitud de parte interesada se entregarán originales de actuaciones concluidas. 

6.- La audiencia constituc ional 

Conforme al articulo 147 de la Ley de Amparo. desde el auto inicial se señalará el día y la 
hora para la celebración de la audiencia constitucional. Tanto la audiencia como fa 
recepción de las pruebas será pública (artículo 154). 
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Sin embargo, para la celebración de la audiencia se puede presentar su aplazamiento o 
diferimiento. 

a) Aplazamiento 

Se presenta cuando, a petición de parte agraviada se solicita al juez que requiera a la 
autoridad responsable omisa para que expida con oportunidad (la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha establecido por lo menos 4 días antes de la celebración de la 
audiencia) las copias o los documentos solicitados por el quejoso. 

El juez hará el requerimiento y aplazará la audiencia por un término que no excede de 10 
dlas. 

b) Transferimiento 

Si durante el término del aplazamiento no se expiden las copias o los documentos et juez, 
a petición de parte, y si lo estima indispensable, podrá transferi r la audiencia en tan to se 
expidan, y hará uso de los medios de apremio, consignando en su caso a ta autoridad 
responsable por desacato de su mandato. 

Al intere.scido ']lle lnfnrme Al jue;o: que !<e le ha denegado una copla o documento que no 
ha solicitado. o que ya le hubiere sido e xpedido, se le Impondrá una multa de 10 a 180 das 
de salario. 

c) Diferimiento 

Existen dos casos en por los cuales se puede d ife rir la audiencia constitucional: 

El primer caso se presenta cuando la autoridad responsable no rinde el informe con 
justificación dentro del término de 5 dias, el juez podrá ampliarlo hasta por otros cinco dlas 
más. 

En todo caso la autoridad responsable rendirá su informe con justificación con la 
anterioridad que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de ta 
celebración de la audiencia constitucional. 

Si el informe no se rinde con dicha anticipación, el juez podrá diferir o suspender ta 
audiencia, según lo que proceda, a petición del quejoso o del tercero perjudicado. 

En el segundo caso también puede aplazarse por un término que no exceda de diez 
días, cuando la autoridad responsable no expida documentos o copias a las partes para 
que puedan preparar y rendir sus pruebas con la anticipación a la audiencia. 
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Si no obstante el diferimiento de la audiencia y el requerimiento de la autoridad 
responsable, no se expiden éstos. el juez a petíción de parte, si lo estima indispensable, 
podrá transferir la audiencia. hasta en tanto se expidan y hará uso de los medios de 
apremio. 

Si maliciosamente el interesado se Invoca la falta de expedición de documentos y copias, 
para prorrogar la audiencia, se le sancionará con una multa de 10. 180 días de salario ( 
artículo 152 párrafo segundo). 

7.-Alegatos y sentencia 

Los alegatos son las argumentaciones que hacen las partes. con fundamento en la lógica 
y en derecho, para sostener que quedaron acreditados con los elementos de prueba que 
aportaron y que los preceptos legales que invocaron producen consecuencias jurídicas 
favorables al quejoso y que deben resolverse conforme a sus pretensiones. 

Una vez cerrada la etapa probatoria se o frecen alegatos, los cuales pueden 
presentarse por escrito en la audiencia constitucional y es recomendable para que se haga 
constancia de ellos; el quejoso podrá alegar verbalmente cuando se trate de actos que 
importen peligro de perder la vida. ataques a la libertad personal, destierro o alguno de los 
prohibidos por el artículo 22 constitucional; asentándose en autos un extracto. 

En otrol' t:Aso. Al f!llejoso podrfl alegar verbalmente, pero si exige que s us 
alegaciones consten en autos, y sin que los alegatos puedan extenderse por más de 1/2 
hora por cada parte, incluyendo las replicas y las recontrareplicas; generalmente no hay 
tiempo para hacerlo por la carga de trabajo del juzgado. 

La sentencia se dictara en la misma audiencia constitucional, sin embargo, una vez 
cerrado el expediente en su etapa probatorio y de alegatos pasa a su estudio para la 
elaboración del proyecto y firma de sentencia por el juez de Distrito, entre quince y treinta 
días se publica la sentencia. 

3.6.- Los efectos de la sentencia 

Los EFECTOS de la sentencia que otorga el amparo. de cuerdo con el principio de 
relatividad, son los de proteger exclusivamente al quejoso, pero no solo contra el acto de 
aplicación reclamado si se impugnó como ley autoapllcativa, sino para que esa ley 
no se le aplica en el futuro. 

Es decir, la sentencia que ampara al quejoso, LO PROTEGE contra el acto de 
aplícación reclamado y de manera extensiva contra los actos de aplicación futura. en virtud 
de que la situación jurídica del quejoso se rige por la sentencia.' 

1 8n; TCC; Tomo VII mnyo; Scmnnnrio Judicial de In Fcdcrnci6n; Ob. CU.; pA¡¡inn 142. 
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Por el contrario, si el amparo se niega, por considerar que la ley es constitucional, 
solo se podrlll combatir los actos futuros de aplicación de la ley por vicios propios 
del acto.2 

3.7.- La sustanciación del amparo contra leyes declaradas Inconstitucionales 

En los casos en que el quejoso impugne la aplicación de leyes declaradas 
inconstitucionales por la jurisprudencia decretada por la Suprema Corte, o en aquellos otros 
a que se refiere el articulo 37. la sustanciación del juicio de amparo se sujetará a las 
mismas disposiciones. excepto en lo relativo al término para la rendición del informe con 
justificación. el cual se reducirá a tres días improrrogables, y a la celebración de la 
audiencia, la que se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente al de la 
admisión de la demanda. 

Además, los Jueces de Distrito cuidarán de que los Juicios de amparo no queden 
paralizados, especialmente cuando se impugnen leyes declaradas inconstitucionales por la 
jurisprudencia de la Corte, proveyendo lo que corresponda hasta dictar sentencia. 

Por su parte, el Ministerio Público cuidará del exacto cumplimiento del procedimiento, 
principalmente en los casos de aplicación de leyes declaradas inconstitucionales, y cuando 
el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, de la libertad, o entrañe 
deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el articulo 22 de la Constitución 
Federal. 

2 9a; Pleno; Tomo 111 In Patte; Tesis VIV98; Semanario Judicial de In Federación; Ob. Cit.; pásinn 139. 
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CAPITULO IV 

GARANTÍA JUDICIAL POR VÍA DE EXCEPCIÓN 

4.1.- Antecedentes españoles del amparo directo 
a) Recursos de Casación y de Nulidad 
b) El Recurso de Casación en México 
4 .2.- El Amparo Directo en las Leyes de Amparo del Siglo XIX 
4.3.- El Amparo Directo en la Constitución de 1917 

Texto Original y Reformas 
4.4.- El Amparo Directo en el texto original de la Ley de amparo de 1936 
4.5.- El Amparo Directo en las reformas a la Ley de Amparo de 1936 
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4.1.- Antecedentes espatloles del amparo directo Roberto Martlnez Mejla 

a) Recursos de Casación y Nulidad 

La doctrina mexicana ha sido excesiva y en la actualidad coincide en que los orlgenes 
del amparo directo tienen lugar con el RECURSO DE CASACIÓN vigente en el Siglo XIX. 

El recurso de casación aparece en el Titulo X.XI de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
Española aprobada el 5 de diciembre de 1855, en vigor desde el primero de enero de 1856. 
Esta ley abroga los recursos de segunda suplicación, injusticia notoria y de nulidad. 

El de casación fue un recurso extraordinario que la ley concedió contra sentencias 
definitivas que violaran las leyes de fondo o del procedimiento, ante órganos 
jurisdiccionales que si bien son ¡erárqu1camente superiores al que dictó la sentencia 
definitiva, no son diferentes al orden jurisdiccional del proceso, en interés, más que de los 
particulares, del orden público: la unificación de la jurisprudencia aus constitutionis). r 

Así tenemos las primeras características del amparo di recto inmerso en la tradición 
española: el amparo como ta casación son procesos extraordinarios de anulación, ambos 
procesos los resuelven tribunales especializados superiores con el objeto de unificar la 
jurisprudencia. 

El recurso de casac1on como lo prevé la lt<y t:1i;paiíola, µ1u...,Jts co11l1a :;.,nl,;,ncias 
definitivas opuestas a la ley o la doctrina admitida por la jurisprudencia y a las 
formalidades del procedimiento. 

Por sentencia definitiva entiende la que. aún cuando haya recaído sobre un articulo 
(incidente) pone fin al juicio y hace imposible su continuación. También es definitiva ta 
sentencia que "declara haber o no haber lugar a o lr un litigante condenado en rebeldla".2 

Particularmente en la ley española existía la posibilidad de recurrir en casación contra 
sentencias dictadas en los juzgados de primera instancia sin agotar primero la apelación en 
asuntos de cuantla mayor. de menor cuantia o de desahucio cuando la cuestión a 
resolver fuera estrictamente jurldica (CASACIÓN PER SAL TUM) . 

Las hipótesis que derivan en vio laciones al procedimiento coinciden de manera 
casuistica con la garantia de audiencia, debido proceso. contradicción y congruencia (por 
ejemplo: la falta de emplazamiento y de personalidad, la no admisión de alguna prueba con 

1 DE l.A PLAZA. Mnnucl; Copi1ulo X: l.n impugnnc:i6n de: los resoluciones judic:iolc:s c:n Der~tho Procesal 
F .. 11111101; Editorial n:visla de Derecho Privado: Serie G : Volumen VIII; p:isin:IS S7S y S76. 
2 Articulo 1011 de la Articulo 1002 al 10 10 de fo l.ey tic li11j u lcla111iento CM/ /::Spa1lola de 18.S.S. suplemento 
de la c:díci611 de 1860 del Dicciona rio R11unado d4' Lei:isla<lón y Jur!J11rudcncia de Jo1111uin Escrk he; 
Ob. Ci1. pógina 44. 
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arreglo a derecho, la negativa a una diligencia, incompetencia de jurisdicción, etcétera). 

La demanda debla citar la ley o la doctrina infringida en la sentencia o expresar la 
omisión o falla cometida en el procedim iento, o ambas según el asunto y solicitar la 
preparación del recurso con la remisión de las actuaciones al superior. 

Se interponía en un plazo de 10 dlas siguientes a la notificación de la sentencia ante la 
Sala de la Audiencia que la dictó. La competencia pertenecla al Tribunal Supremo de 
Justicia: la Primera Sala resolvía las violaciones a la ley o a la doctrina; en tanto que las 
infracciones al procedimiento tocaba a la Segunda Sala. 

Por cierto, para que el recurso se admitiera por Infracciones al procedimiento, el litigante 
tenía que respetar el principio de deflnitividad, es decir, era Indispensable reclamar la 
reparación de la falla en la instancia en que se cometió y en la siguiente si fue en la 
primera, excepto cuando no estuvo en Posibilidad de reclamarla en la última instancia: la 
definilividad involucraba a los pleitos posesorios, ejecutivos y a todos los demás que 
después de terminarse podía seguirse otro juicio sobre el mismo que ya fue objeto de 
ellos.3 

El juez a quo admitia el recurso de plano en los casos en que procedla y enviaba las 
constancias al juez ad quem con citación a las partes para que en un plazo de 40 días 
continuaran el recurso. Contra el auto que desechara la casación procedía el recurso de 
queja. 

El recurrente dentro de los 40 días debía personarse ante el tribunal ad quem y 
presentar el escrito de interposición del recurso. con la precisión de la ley infringida y la 
expresión o motivos de agravios. 

Presentado el escrito se daba vista al Ministerio Público y la Sala decidía si admitía o no 
el recurso o, en su caso, prevenía al recurrente para que en un plazo de 10 d ías subsanara 
los errores de su escrito. Admitido el recurso. se daba traslado a las partes para su 
instrucción por 1 o días. se señalaba día para la audiencia de vista. 

El presidente junto con cuatro magistrados de la Sala del Tribunal Supremo celebraban 
la audiencia con la intervención de los abogados que informaban oralmente, primero los del 
recurrente y después los del recurrido. La sentencia se dictaba en un plazo de 15 días 
contados a partir de la fecha de la audiencia 

Los efectos de la sentencia de casación dependía de la naturaleza de la violación 
impugnada: 

a. Si se interpuso contra infracciones a las leyes del procedimiento, el fallo anulaba 
todo lo actuado dejando a salvo los derechos de las partes o, en su caso, 
ordenaba que se repusieran las actuaciones desde el momento en que cometió la 
infracción. 

> l\niculo 1002 al 101 O de lo Ley de En}ulclant/enta Civil lr.fpo11ola d<: /XSS. Ob. Cit.: pógin<lS 44 y 4S. 
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b. Si se trataba de violaciones de fondo (o bien se trataba de violaciones al 
procedimiento que trascendía en la sentencia) LA SALA RESUELVE, ºél 
REENVIÓ no ha sido conocido nunca en el derecho español:• 

En la Ley de Enjuiciamiento Civil se admite EL RECURSO DE CASACIÓN EN INTERÉS 
DE LA LEY. es decir, el recurso era procedente por infracciones a la norma o a la 
jurisprudencia. Su interposición se reserva al Ministerio Público. Conoce la Primera Sala del 
Tribunal Supremo. La sentencia forma jurisprudencia y no vincula a las partes. Su practica 
es excepcional. 

Las leyes españolas que han regulado a la casación civil son: 
a. Ley de Enjuiciamiento Civil Espai'lola de 1855; 
b . Ley de Casación Civil del 18 de junio de 1870; 
c . Ley de Enjuiciamiento Civil Espaflola de 1881; 
d. Ley del 34 de diciembre de 1984: 
e . Ley 1011992 del 30 de abril de 1992 y; 
f. La vigente Lay de Enjuiciamiento Civil Española. 

Sin embargo, el vinculo jurídico con la casación c ivil del Siglo XIX es estrecho y 
simple; la familia genealógica del amparo d irecto se remonta a la tradición jurldlca 
espaftola de los medios de impugnación, como son los de nulldad en materia c ivil y 
de Injusticia notoria en materia mercantil. 

Efectivamente, el Der.rt?to ".11?1 <1 dP nnvl<>mhrP. r!P. 1838 moc1Arni7.A fll recurso de nulidad 
con los principios de la casación francesa. a pesar de que la ley de 1855 lo abrogara. 

Es decir. el surgimiento de la casación obedece a una tradición característica de Espalla 
y del derecho visigodo: la facultad del derecho natural para impugnar sentencias nulas en la 
lmpartición de justicia; realmente, la casación tal y como se presenta en ley española de 
18555 , no es más que una síntesis sistematizada y actualizada del recurso de nulidad 
vigente a partir de la Tercera Partida y regulada en distintas leyes. decretos, jurisprudencia 
y práctica forense anteriores.6 De hecho la ley de 1855 abroga y sustituye al recurso de 
nulidad. 

El recurso de nulidad se reguló inicialmente en las Siete Partidas de Alfonso el Sabio en 
el Siglo XIII. 7 

• MONTERO ROCA. Junn, Sín tai• de Derecho Procrsal Civil Espar\ol; Bolclin Mcxic:mo de Defi:d10 
Compnrodo, Nuevo Serie, A11o XXX. No. 89, Moyo- Agosto 1997; lnslituto de lnvcstig¡icioncs JuridiCDJ; 
UNAM; páginos 633 o 643 y 721, 722 o 739. 
• i\r1(culo 1002 ni 1010 de lo ley ele E11juir:lamicmo C/I'// Espat1ola de 1855, Ob. Cil. 
6 crr. cutre otros lns leyes del 9 octubre de 1812 y 14 de mnrzo de 1813. 
1 Lo Sicle PoI1idllS se inicinron en el año de 1256 y se concluyeron en 1263, pero se publicaron hnsta 1348. Se 
fonnnn de los usos y costumbres nntiguns de Espni\n, de olgunus decisiones conónicns, de In doctrino de los 
sumos padres y de lns senlencins de los sabios y antiguos filósofos. Cfr. ESCRICHE, Jonquin; Ob. Cit.; 
páginas 1329 y 13330. 

TEt' lt:' •"1(' ~T 
U H.l \..11..) l 'f 

FALLA DE ORIGEN 

98 



Según el Titulo XXVI de la Quinta Partida, entre las maneras en que se podía desatar 
(anular) el juicio era cuando la sentencia se dictaba falsamente por haberse presentado 
cartas o testigos falsos. o bien, cuando era dada c ontra la ley o contra el fuero.8 

El recurso de nul idad se interponía por la parte agraviada ante e l mismo j uzgador u otro 
de mayor jerarquía, solicitándole que revocara todas las cosas hechas desde el día en que 
fueron dadas hasta veinte años.9 Después el plazo para interponer el recurso de redujo a 
60 y finalmente a 8 días. 10 

A pesar de que se derogaran las Siete Partidas, el Ordenamiento de Alcalá de 1348 y las 
Leyes de Toro de 1505, la Nueva y Novísima Recopilación de 1805 como la Constitución 
de Cádiz la estimaron supletoria, incluso en España hasta 1855 y en México hasta 1872. 

Todas estas leyes. Incluidas las españolas. en gran medida, se aplicaron en México, de 
tal forma que el recurso de nulidad como se conoció en España es Idéntico al mexicano. 

Se trataba de un recurso que procedía contra sentencias definitivas 11 y de instancia de 
vista o revista en materia mercantil que infringieran las leyes del procedimiento por: 

a. defecto en el emplazamiento; 
b. falta de personalidad o poder bastante; 
c. falta de citacíón para pruebas o diligencias que asi lo exigieran; 
d. por no haberse realizado el juicio a prueba o por haberse negado una prueba; 
e. por no haberse notificado el auto a prueba o la sentencia; 
f. por la incompetencia de jurisdicción. 

Era obligatorio re<:lamar la violación antes de que se dictara la sentencia definitiva en la 
instancia respectiva y que la nulidad no hubiera surtido efectos. O bien. en los casos en 
que se interpusiera la apelación fue necesario insertar la cláusula salvo el derecho de 
nulidad o, en su caso. invocar la nulidad y apelación para que el superior resolviera ambos 
recursos. ii 

La nulidad no procedía en los juicios criminales, posesorios ni ejecutivos. 

El recurso debla Interponer ante el juez de la instancia por escrito en un término de 8 
días 13 siguientes al que se notificara la sentencia (la Séptima Partida otorgó veinte años y 

• RODRÍGUEZ de S11n Miguel. P a nd•ctas IHs11ano- Muicaoas; Tomo 111; 4a edición de la 111 edición 
~,nc.'<icana de 1&39; lnslituto de lnvcsti¡;ac:ioncs Juridic:is. UNAM; México 1991; pógina.s 216 y 217. 

ldcm. 
'º Cfr.: Ley l del Libro XI; Thulo XVIII de 111 Nucvn Recopilación., RODRfGUEZ de San Miguel; Ob. Ch.; 
~5sina 218. 
' En M éxi.co, prottdla concra "'n l•ndas definltlvRS dd run o local cuya cuantfa no exct dlera de 200 

11 .. os 'J' en e l fed tr11I de 500; Cfr. C URIA F ILll'ICA l\U:XICANA; 2a reimpresión de 1991, tom11do de la 
In edició n facsimilnr de l 8SS: editorial Pol'T'Ún, México 1991; páginn 333. 
12 ESCRICHE. Joaquln; O h. Cit.; pó¡;ina 1454. 
1" C URIA F ILIPICA M EXICANA; Ob. Cit.; pógino 333. 
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según Escriche el término podía ser perpetuo cuando la nulidad era notoria, en otros casos, 
el plazo fue de 60 días). 14 

El escrito indicaba la ley o doctrina Infringida, firmando Igualmente el procurador o 
patrono, previo el pago de un deposito por la cantidad de mil reales o en su lugar una fianza 
por el doble de la cantidad (para el litigante pobre le bastaba obligarse en escritura pública 
o en autos, comprometiéndose a pagar la cantidad ·cuando llegase a mejor fortuna•. El 
deposito fue un requisito de admisión e incluso, si no se exhibía en 5 días se declaraba 
desierto el recurso a petición de la parte contraria. 

Admitido el recurso. el a quo remitía el expediente al superior con citación para las partes 
por 30 días. Si se niega a admitir el recurso procede el recurso de apelación ( o de 
denegada nulídad)15 ante al a quo, resuelve el superior. El Tribunal Supremo Español 
conocía además de los recursos de nulidad interpuestos contra sentencias de los tribunales 
especiales. 16 

Parece ser que la interposición del recurso suspendía el procedimiento ante el juez de la 
causa; a pesar de ello, la sentencia recurrida podía ejecutarse dando fianza suficientes 
para responder el posible fallo favorable de la nulidad.17 

Recibidos los autos por el Tribunal Supremo Español (en México podía ser la Suprema 
Corte o los Tribunales superiores de los Departamentos por acuerdo de las partes, siempre 
que el tribunal sea colegiado) podían presentarse las siguientes hipótesis: 

a. que no se presentara el recurrente; en este caso, se de claraba desierto el 
recurso. pagaba tas costas y a la perd1aa de la muad d su deposiio o de lo 
que se obligo a responder. 

b. que se presentaran las partes, hecho lo cuat, se les entregaba constancia de 
Jos autos por 30 días para instrucción de letrados. 

Devueltos los autos se señalaba día para la vista del asunto. Se sustanciaba con escrito 
por cada parte, con vista de ambos y el informe verbal de ambos. 18 La sentencia se 
pronunciaba a los 15 dias siguientes a la audiencia. Contra la misma no se admitía ningún 
recurso. 

La sentencia hacía declaración expresa si ha lugar o no al recurso, exponiendo los 
fundamentos legales del fallo; 

1 . Si se trató de cuestiones de fondo: el tribunal ad quem devolvía los autos al a quo 
para que, sobre el fondo de la cuestión determine en última instancia lo que 

,., rd~m. 

"Cfr.: Anlculo IS de In lt;y<M J8úe mar:u úe 18./0 en RODRIGUEZ de Snn Miguel; Ob. Cit.; pásina. 213. 
1
• 1>ecre1a úcl 23 tic enero úi: 1813; DUBLAN y LOZANO, Jose Ma.rín; Ob. Cit. 

17 OBREGÓN T., Esquivcl; Apunles 11ara la ll lslorla del Derecho Mexlc11no; Tomo 111; Nueva Espolia.; 
Dure<:ho Privado y de Trn11sici6n; Ediioríol rorrún; 1 a. edición; México 1993; pó¡¡inn 480. 
11 Cfr.; "llcglas para 'I"" su haga cftc1i1·a la ruspo11.mblllúaú úe los empicada.• p1ibllcu" del 24 de llllll7.0 de 
1813; DUBLAN y LOZANO,JoséMrufa; Ob. Cil. 

e-------.. . . 
. . . ' .. ; I' 
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estime justo por siete ministros que no intervinieron en el fallo anterior. 
2. Si se declara el recurso por violaciones a las leyes del procedimiento; se 

devolvían los autos al a quo para que reponga el procedimiento al estado que 
tenían antes de la vlolaci6n y determine con arreglo a las leyes por ministros 
diferentes a los que tomaron parte en el fallo anterior. 19 

Ambos efectos eran los mismos en España y en México como se comprueba con la 
misma legislación que en general se aplico para uno y otro pals.20 

De acuerdo con las "Reglas para que se haga efectiva la responsabilidad de los 
empleados público" de 1813 los juicios de nulidad duraban 2 meses, contados desde el dia 
en que el Tribunal recibía los autos originales.21 

Contra el nuevo fallo del a quo en frocesos devueltos por la nulidad no procedía ningún 
recurso, salvo el de responsabilidad.2 Aunque algunos autores del siglo XIX. opinaron que 
se podía "intentar la apelación después de fa/fado desfavorablemente el juicio de nulidad, 
por haber estado suspendido todo procedimiento ante et juez de tos autos. "23 

En los casos en que se negara la nulidad, se condenaba al recurrente al pago de las 
costas y a la perdida de la suma depositada (la mitad se entregaba a la contraparte y la otra 
para el fondo de penas de justicia). 

El recurso de nulidad permaneció vigente en España hasta la promulgación de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 1855 y en México. hasta la publicacl6n del Código de 
Procedimientos civiles de 1872, que lo abrogan y sustituyen por el recurso de casac1on; 
como sucedería en su momento. con el amparo directo que suprime y reemplaza al de 
casación. 

El recurso de casación en el ámbito federal se instaura por le Código de Procedimientos 
Civiles Federales del 9 de septiembre de 1879. E incluso. el 14 de noviembre de 1895, se 
expide el Decreto que suprime en et fuero federal los recursos de suplica y nulidad, y los 
denegaton·os de estos y establece el régimen provisional de la casación el cual, por cierto, 
suprime tardíamente al recurso de nulidad del fuero federal.24 

1• ESCRICHE, Joaquín; Ob. Cit.; p:lginn 1420. 
'ºCfr.: Ley 1 del Libro XI; Titulo XVIII de la Nuevo Recopilación, RODRIOUEZ de Snn Miguel; Pandcctas 
ll isp1um- M exicanas; Ob. Cit.; pñginn 217. 
'' Cfr.: "Rcg/us para que se haga cji:ct/\'a la rc.rpm1sabllldad de lo.• empicados pllb//co" del 24 de mano de 
1813; DUBLAN y LOZANO, José Mnrln; Ob. Cit. 
:: CURIA FILIPIC A MEXICANA; Ob. Cit.; pílgínn 333. La rcsponsnbilidnd implicaba una sanción 
ndministrotivo pnrn el juez o magistrado que dictnro el follo contra In ley o el proccdirnicnto, como In 
suspensión del empico y del sueldo por un nno o bien, In inhabilitación en e11so de reincidencia. adcnu\s 
pu¡¡ubn !ns costas y perjuicios causados o instancio del agraviado, segun los nniculos VII, VIII, XII y XX de las 
"/ic~la.• para</UC ""haga efact/l'a la rc.•pomabillúad de lo.• empleado.• púh//co" del 24 de roo.no de 1813. 
2J OOREOÓN T., Esquivcl; Apuntn pH• la l fütorl11 d~I D~rec:ho Muk•no; Ob. Cit.; pñgino 480. 
"/.u S11prr:111a Corle, Sus Lcyc.r y .rus Homhres; Ob. Cit.; p:igina 227. 

rr.l"rr.: c~"T :.iJ,._ .L . 
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b.- E l Recurso de Casación en Mblco 

Legislativamente el recurso de casación en México se instala en el Titulo ')IN, Capitulo VI 
del primer Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Territorio de Baja California de 
1872. 

1.- Código de Procedimientos Civiles para el Dist rito del 15 de septiembre de 
187225 

Conforme al Código de Procedimientos civiles para el Distrito Federal y Territorio de Baja 
California del 15 de septiembre de 1872, el recurso de casación procedla contra sentencias 
definitivas de segunda instancia contrarias a la ley expresa o por violaciones a las leyes del 
procedimiento y contra sentencias de tercera por violaciones al procedimiento 26 

Fueron violacion es de fondo las cometidas en la sentencia contrarias a la letra de la 
ley o cuando la sentencia comprendiera cosas o acciones que no fueron objeto del j uicio o 
no comprenda todas las que han sido. 

Por su parte, eran violaciones al p rocedimiento: 
1. Falta de emplazamiento. con independencia de la instancia en que se cometió, 

excepto cuando la parte interesada se notificó voluntariamente: 
2. Falta de personalidad o poder suficienta t:> quA hR)IR ~lrln mRIR o fAlsRmente 

representado; 
3. Por no haberse recibido el pleito a prueba o no admitirse las pruebas a las partes 

con derecho a ello; 
4 . No haberse concedido las prorrogas o los nuevos términos; 
5. Falta de citación para pruebas; 
6 . Por no haberse mostrado documentos a las partes que los imposibilitó alegar sobre 

los mismos; 
7. Por no haberse notificado en tiempo el auto de prueba o haberse citado a 

sentencia; 
8. Por incompetencia de jurisdicción: 
9. Por no haberse seguido' el procedimiento propio del juicio y; 
10. Por haberse ordenado el pago al acreedor hipotecario y ejecutivo si derecho a la 

fianza cuando el Interés del asunto no admita apelación. 

" Artlculos 1593 n 1644 del C1lúlg11 úc Procetllmlcnto.• Civ//cs para el l>L•trilfl Feúcral y el Tcrrilt>rlo úc 
lltl}a C11llf11rnla úcl IS 1/c .•eptlcmbrc de 11172; Imprenta del Gobierno en Palacio o cargo de José Marin 
Snndovnl, México 1872; paginas 307 o 317.EI decreto se publico el 9 de diciembre de 1871 por el presidente 
Scbnslión Lerdo de Tcjnda. 
26 El sentido de sentencia defínilivn que se urilizo en Espada como en Mé~ico fue nquclh1 que decide el juicio 
en lo principal y hace imposible su conlinunci6n. Cfr. DE LA PLAZA. Manuel; Derecho Procesal espailol. 
Ob. C íl.; página 577 y RODRIGUEZ, Aguslln. CllSad6n Civil (Breves Apunln); Anuario Juridico 2- 1975; 
In Edici6n; Instituto de Investigaciones Juridic:as; UNAM; p:igina 490. 
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El recurso de casación no se aceptaba contra actos preparatorios ni interdictos. 

La interposición del recurso exigía que la infracción previamente se reclamara en la vía 
ordinaña antes de dictarse la sentencia definitiva. Las violaciones cometidas en la 
sentencia se debían reclamar en la apelación en via de agravio. 

En los casos en que la sentencia de la primera y de la segunda instancias fueran 
conformes de toda conformidad, la interposición exigía además, el depósito de una suma 
que no excedfa de mil pesos. Si no eran conformes no se exigla el depósito. 

Prevalece el principio de a ins tancia de parte agraviada, es decir, solo quien resiente el 
perjuicio puede interponer el recurso por escrito o por comparecencia ante el juez de la 
instancia dentro de los 8 dias siguientes a la notificación de la sentencia 27 (el apoderado 
podía intentar el recurso siempre que existiera cláusula especial). En los juicios verbales el 
plazo fue de 4 días.28 La primera Sala del Tribunal Superior del Distrito Federal resolvía la 
casación. 

La práctica forense del Siglo XIX enseña que el escrito o comparecencia por el que se 
interponía el recurso era modesto: por comparecencia el actuario asentaba una constancia 
de la interposición del recurso y, por escñto, se señalaba el nombre del promoverte, la 
especificación del juicio y de las partes, la fecha en que se notificó el fallo, la ley Infringida y 
los hechos sobre los que se cometió ta violación. los as:¡ravíos que se causaron, la solicitud 
de admisión, la fecha y firma del promovente:'" 

En todo caso, el escrito o comparecencia debla: 
a . Citar la ley infringida: 
b. Alegar alguna de las causas por violaciones de fondo o al procedimiento; la 

invocación de violaciones posteriores eran improcedentes; 
c. Precisar el hecho en que consiste la Infracción y; 
d. En los juicios verbales el recurso se interponía verbalmente ante juez que formuló 

la sentencia.30 

Contra el auto que negara la admisión de la casación procedfa el recurso de denegada 
casación en el mismo acto de la notificación o por escrito o comparecencia dentro de los 
tres días.3 ' 

:
1 En el enso de los juicios en rcbekllu, el rebelde dcbfa ncrcdit¡¡r 111 fucrzn inn)'or o que cs1uvo impedido; 

nrtlculos 1623, 1402 y 1403 del Cd<llgo de Procetllnr/e111os CM/es ele 1871; Ob. Cit.; pñgin11 313. 
"' RODRÍOUEZ. Agustín; Caudón Civil (Breves Apuntu); Ob. Cit.; pó¡;ina 487. 
""' MONRESA NAVARRO, José Morfa, Comentarlos• la Úlri111a Ley de Enjuiciamiento Civil; Tomo 11, 
impresión y encundcmnción de J . LoZMo; México 1891; pliginllS 291 "292. 
JO El recurso se podla amplinr en una diligenci11 o eompnrcncin o por escrito siempre que se Jiiciera en 
1érmino; RODRiOUEZ, Agustln; Ob. Cit.; páginn 487. 
-'' ROORÍOUEZ, Agustín; Ob. C it.; póginn 506. 
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El juez podía ejecutar la sentencia de la Instancia si previamente se exhlbla una fianza 
que garantizara los posibles daños y perjuicios de aceptarse la casación. 

El juez a quo admitía el recurso de plano en los casos que procediera y remitía el 
testimonio de las constancias a la Sala con citación a las partes para que en un plazo de 
diez días continuaran el recurso. 

Transcurrido el término del emplazamiento ocurrían cuatro hipótesis: 

1. Que no se presentara el recurrente: en este caso, se declaraba desierto el recurso 
a petición de la contraria, condenando al pago de las costas y a la perdida de la 
mitad del deposito si hubiere (una cuarta parte se entregaba al colitigante y la otra 
cuarta parte al fondo de beneficencia); 

2 . Que compareciera el recurrente pero no el colitígante: continuaba el procedimiento 
en rebeldía; 

3. Que no se presentaran ninguna de las partes: en este caso, se dictaba sentencia 
en un plazo de 15 días; 

4 . Que se presentaran las partes: se exhiben los autos en la Secretaria para su 
conocimiento por un término común de seis días para cada uno. Pasado este 
tiempo, se señalaba el día para la vista del asunto. Dentro de los 15 días 
siguientes a la vista se dictaba sentencia. 

El tribunaf ad quem exclusivamente se limitaba a declarar si la ley se infringió al aplicarse 
en el caso concreto y por lo tanto no debía examinar los hechos en que se constituyo la 
prueba, ni su apreciación, nl la justicia o injusticia de la sentencia. 

Los efectos de la sentencia de casación dependían de la naturaleza de la violación 
impugnada: 

a. Si se interpuso contra el fondo del asunto, la Sala que revoca o confirmaba el fallo, 
devolvía los autos al juez a quo para la ejecución de la sentencia de casación 
(REENV(O); 

b. Si se promovió por Infracción a las leyes del procedimiento, er fallo se limitaba a 
declarar si hubo o no tal infracción. En caso afirmativo se regresaban los autos al 
juez que pronunció la sentencia para que cumpliera la ejecutoria desde el punto en 
que cometió la infracción. 

La sentencfa solo recaía en el interés de la parte agraviada y en cuanto al punto que 
causó el agravio, en los demás puntos no comprendidos en el agravio, la sentencia de la 
instancia quedaba ejecutoriada. En todo caso, la Sala calificaba si la sentencia admitía el 
recurso de casación. 

El recurso negativo o desestimado condenaba al promoverte a las costas, a los daños y 
perjuicios si no hubo deposito, o a la perdida del mismo en su caso, aplicándose una mitad 
al colitigante y la otra a la beneficencia pública. Así mismo, se regresaban los autos para la 
ejecución de la sentencia. 
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El recurrente en cualquier momento podía desistirse de la casación: si lo hacia antes de 
la citación para sentencia quedaba libre las multas, pero no de la obligación de pagar las 
costas. 

Todas las sentencias de casación se notificaban a los tres dfas y se publícaban en los 
periódico de jurisprudencia y en el Diario Oficial. 

2.- Código de Procedimientos Civiles para el Distrito d el 15 de septiembre de 1880 

El Código de Procedimientos Civiles del 15 de septiembre de 1880 trajo las siguientes 
modificaciones al recurso de casación: 

1. Precisa la obligación de agotar los recursos ordinarios y la apelación para que se 
admita la casación por violaciones al procedimiento; 

2. En todo los recursos de casación intervendría el Ministerio Público. además no 
estaba obligado a exhibir fianza; 

3. Al recurrente que no hiciera el deposito en un plazo de S días, a petición del 
colitigante, se le declaraba desierto el recurso; 

4. Dejan de ser conformes de toda conformidad las sentencias que contuvieran 
alguna resolución distinta. La diferencia en los considerándos, las costas o multas 
no destruye la conformidad; 

5. En tratándose del recurso contra violaciones de fondo, la Sala únicamente 
apreciaba las cuestiones legales que eran objeto de la casación y los 
fundamentos jurídicos que sirvieron para decidir; 

6. En los juicio de árbitros. se consideraron violaciones al procedimiento cuando la 
sentencia no se dictó en términos del compromiso o que se negara a las partes 
las pruebas o defensas de la audiencia; 

7. Fue improcedente el recurso contra juicios verbales que no excedieran de cien 
pesos; 

8. El término para la audiencia de vista se amplia a 20 días y; 
9. Cuando el recurso se fundamentara simufttmeamente en violaciones de fondo y 

violaciones de forma, la sentencia decid/a primero las violaciones al 
procedimiento y, si se declaraba procedente por este motivo, no se juzgaban fas 
violaciones de fondo. 32 

Jl Aniculos ISO!>, ISI I, 1516, ISl7, ISl8, ISI!>, 1521, 1521, 1522, 1525, 1526, 1527 Fracción IX, 1530, 
1533, 1536, 153!>, 1541, 1542 y 1544 del Cddigo tic l'roccdimicntru· Civllc.• poro d Distrito Federal ele/ IS 
de scpticmbre de 1880 en OUBLAN, Monucl y LOZANO, José Mnrln: Le11lslacl6n Mexicana o Colección 
Com11lela d e las Dbposldonu Lc¡:islativas Ex1>4'tllcl1U desde la lndepend•nda de la Repúbli<a: Edición 
oliciol; Tomo X'V, Imprenta y litogrnlindc Eduardo Oublon: México 1886; po¡;inns 178 o 181. 
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3.- Código de Procedimientos Civiles para el Distrito del 15 de septiembre de 18"4 

Por su parte el Código de Procedimientos de 1884 influye en la casación en lo siguiente: 
1. En el escrito o comparecencia se debía precisar el hecho en que consiste la 

infracción, de lo contrario se tendria por no interpuesto el recurso; 33 

2 . La sentencia de la instancia no se ejecutaba sin fianza y; 
3. El término de la vista se amplía de veinte a treinta dlas. 34 

4.- La casación espai'lola y mexicana. Semejanzas y diferencias 

a. En España se admitió el recurso contra ley o la doctrina de la jurisprudencia. En 
México solo se admitió por violaciones a la ley; 

b. En España conocía la Primera Sala las violaciones de fondo y la Segunda las 
infracciones al procedimiento ambas del Tribunal Supremo. En México conocls el 
rec1.1rso en ambos sentidos la Primera Sala de la Corte y en s1.1 caso. la Primera 
Sala del Tribunal Superior del Distrito. 

c. En España procedía el recurso de apelación contra la resolución que no admitiera 
la casación. En México solo procedfa el de denegada casación. 

d. En España procedía la casación en interés de la ley. En México ni siquiera se 
legisló. 

e. En España se podía interponer la casación per saltum, es decir, sin agotar los 
recursos ordinarios en determinados casos. En México fue obligatorio reclamar la 
infracción por los medios orcfinan·os de defensa o en vía de agravio en la 
apelación 

f. En el sistema español las violaciones de fondo la resolvla el tribunal casacionista. 
las de forma se regresaban los autos al juez a quo para que repusiera el 
procedimiento. En México et juez casacionlsta ya sea que se tratara de 
violaciones de fondo o de forma regresaba la actuación al a quo para que 
repusiera el procedimiento. 

5.- La existencia del amparo y la casación 35 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito del 15 de septiembre de 1872 
había instaurado la casación en el fuero local, por su parte, el Código de Procedimientos 
Federales del 6 de Octubre de 1897 Jo hace a nivel federal. al mismo tiempo que admite 
el amparo contra todo tipo de resoluciones judiciales.36 

·" MONRESA NA V AR RO, José Marfa., Oh. C it.; página 292. 
"" Articulos 689, 704. 706, 71 1 Fracciones 1 y IX, 720 y 728 del CMlgo d• l'rocedlmientos Civiles para ti 
l.)i.vtrilo Federal del IS tlu mayo de 188./ en OUBLAN, Manuel y LOZANO. José Maria; Oh. Cit.; poginas 
1101Q804. 
-'' Vigcnein de In eQSQei6n n nivel federal .- Oc\ 6 de Oerubre de 1897 al 26 de Diciembre de 1908 - 11 nftos. 
Vigencia de la casnci6n o nivel local.- Del 1 S de septiembre de 1872 ni 9 de septiembre de 1919 a 47 ni'los 
J<\ Cfr. Artlculos 78 1 y 809 del Código de Procedimientos Federales del 6 de octubre de 1897; /,a Suprema 
Corle, su leyes y .ttLv ltontl1rcs; Oh. Cit. 
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Al cabo de once años, el Código Fed eral de Procedimientos Civiles del 26 de 
Diciembre de 1908 deroga Is casación federal y admite el amparo exclusivamente contra 
sentencias definitivas que pusieran fin al juicio y contra las cuales la ley no concedía ningún 
recurso por el cual se revocaran. 

Entonces, ¿fue improcedente el amparo si no se agotaba previamente el recurso 
de casación? Asi lo creo ya que, contra las sentencias que resolvieran el recurso de 
casación no procedia ningún rec u rso de acuerdo con el Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito de 1884. 

A partir d e la instauración del juicio amparo directo, la casación dejó de ser un 
recurso extraordinario para conve rtirse en un a instancia más y me atrevo a decir 
Innecesaria: conforme a los artículos 662, párrafo segundo, 762 y segundo transitorio, el 
amparo se admitió exclusiva y limitativamente contra sentencias definitivas del fuero focal, 
es decir, contra las sentencias de casacién que p'rcnunciaban la Primera Sala del Tribunal 
Superior de Justícia del Distrito, en Jos casos en que violaran garantías individuales por 
infracción a las leyes de fondo o del procedimiento.37 

De esta forma: el juez de amparo juzga fa violación de garantías individuales mientras 
que el tribunal de casación la cuestión civil sin sujetarse a fa tesis de aquel, por fo que 
podía volver a dictar una sentencia que de nueva cuenta violara garantías individuales, 
ante la cual, nuevamente se acudía en amparo. Lo que hacía interminable la instancia. 

Ante la voguodüd del omporo centro lo:: ::cntcnci::i:: de cosoci6n. !a Ley de Amp<'lr<> <iel 
18 de octubre de 1919 admite la posibilidad de promover e l amparo sin agotar 
previamente el recurso do casación. 

Este dato es fundamental ya que la casación en materia federal se habla derogado al 
publicarse ef Código Federal de Procedimientos Civiles ef 26 de diciembre de 1908, por lo 
que aún subsistía la casación en e f fuero común. por lo que fue posible interponer 
opcionalmente la casación o el amparo directo contra sentencias definitivas del 
fuero local. 

Este elemento fue lo que materialmente abroga al recurso de casación: para la practica 
resultaba más confiable interponer el amparo directo en la Suprema Corte que la casación 
ante los Tribunales Superiores de los Estados. 

Sin embargo, esto resultó contraproducente para er sistema judicial federar : la Corte, si 
bien ahora, unificaría fa jurisprudencia y darla seguridad jurídica a los litigantes, al paso del 
tiempo, la justicia se transformó en tardía y a la Corte le acarreo el rezago. Para los 
quejosos resulto costoso y prolongado el procedimiento. 

n Cír. Anlculos 662, párrnío segundo y 763 del Código de Procedimientos Federales del 26 de diciembre de 
1908; /,n S11prc111a Corte,·'" luye.•)',.,,,, hombre.•; Ob. Cit. 

TESIS CON 'º' 
FAIJ.A DE ORIGEN 



Finalmente la casación desaparece del fuero local al expedirse la Ley Orgánica de los 
Tribunales del Fuero Común del Distrito y Territorios Federales del 9 de septiembre de 
1919 (artículo 9).38 

- la abrogación de la casación 

Fix- Zamudio asegura q ue el tercer párrafo del articulo 30 de la Ley de Amparo del 18 
de octubre de 1919l 9 literalmente deroga al recurso de casación • ... que todavfa subsistfa 
en las legislaciones procésales de la República. y que no habla sido derogado expresa o 
implícitamente ...... º 

Sin embargo, el dato no es exacto, el recurso d e casación en ámbito federal habla 
sido derogado por el Código Federal de Procedimientos Civiles del 26 de diciembre 
de 1908.41 A nivel local se derogó por disposición expresa d el articulo 9 de la Ley 
Orgánica de los Tribunales del Fuero Común del Distrito y Territorios Federales del 9 
de septiembre de 1919. 

" Ln cocxistcncio del runpnro y lo cnsnci6n: 1.- o nivel fcd~ml: del 6 de octubre de 1897 al 26 de diciembre de 
1908• 11 nilos; 2.- o nivel locro: del 6 de Octubre de 1897 en que se odmitc el ompnro eon1ra todo tipo de 
resoluciones ni 9 de sepliembre de 1919• 22 nilos. . · · · · 
'" Se publicó Jos dios 22, 23, 23, 24 y 2S de Octubre del. mismo afto; La Suprema Corte, su leyes y sus 
lwmbrc.<; Ob. Cit • 
.., FIX- ZAMUDIO. Héctor; La Notumlczn proccsol del Amparo; Ob. Ci t.; Noto 54. 
" Esle C6diso comenzó a regir el S fe febrero de 1909 y los recursos interpuestos nntes de eso fecha se 
rc¡¡irinn por el del 6 de Octubre de 1897; La S11prcma Corte, .<u leyes y sus ltonibrrs; Ob. Cll. 
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4.2.- El Amparo Directo en las Leyes de Amparo del Slglo XIX 

a.- Leyes de Amparo de 1861, 1869 y 1882 

Las primeras leyes de amparo no admitieron el amparo en materia judicial; por ejemplo. 
la Primera Ley de Amparo del 30 de Noviembre 1861 se concreta a señalar la admisión del 
amparo contra actos que vulneren las garantías individuales, aún en el caso del articulo 
tercero, que para algunos autores es una posible admisión, sin embargo, es un criterio 
exagerado. •2 

Por su parte, el articulo 8 de la Segunda Ley de Amparo del 20 de enero de 1869, 
literalmente prohibe la procedencia del amparo en negocios judiciales.43 

Esta disposición fue el origen de un creativo debate entre quines negaban la admisión 
del amparo en asuntos judiciales, como Ignacio Vallarta y quienes aceptaban esta 
posibilidad, corno Emilio Rabasa y Miguel Mejía que la propusieron. 

La Tercera Ley de Amparo del 14 de diciembre de 1882, deroga la prohibición para 
admitir amparos en materia judicíal. pero tampoco regula su procedencia, si acaso el 
articulo s• dispone que contra los actos de los jueces y magistrados federales procede e l 
amparo ante el titular o suplente, según el caso. • 4 

Algunos autores consideran que este articulo como el 57 de la misma ley, dan la pauta 
para admisión del amparo en materia judicial. 

En mi opinión. los autores buscan antecedentes con el fin de vincularlo a las primeras 
leyes de amparo, y la verdad es que distan mucho estas leyes de admitir el amparo directo, 
en este sentido. el recurso de casación tiene más nexos que las leyes. 

No fue sino hasta promulgación del Código de Procedimientos Federales del 6 de 
Octubre de 1897 en que se admitió el amparo en asuntos judiciales. 

b.- Código de Procedimientos Federales del 6 de Octubre de 1897 

Por la influencia de la doctrina que exigía el amparo judiclal, el Código de 
Procedimientos Federal es del 6 de Octubre de 1897 llegó al extremo de admitirlo contra 

" GARRAOAN BARRAOAN, José; Proceso de Discusión de ' " l.ey de Am1uaro de 1861; la edición; 
UNAM; México, 1980; pá¡;inas 100 n 103. 
'-' BARRAOAN BARRAOAN, José; Proceso de Discu•ión de la Ley de Amparo de 1869; UNAM; 
México, 1980; pAginns 314 n 318. 
... BARRAOAN BARRAGAN, José; Proceso de Obcu•lón de I• Ley de Amparo de 1882; UNAM; 
Mé.~ico. 1993; pó¡;inns 453 o 467. 
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todo tipo de resoluciones judiciales del orden civil. •5 

En realidad el Código de Procedimientos de 1897 desnaturaliza al amparo judicial y 
confunde su finalidad, ya que centraliza en un solo juicio, su admisión contra todas las 
posibles violaciones al procedimiento, como la violaciones cometidas en la sentencia. 

En todo caso, la demanda se presentaba en un plazo de 15 días contra todo tipo de 
violaciones y en 20 dias contra la sentencia definitiva ante el juez de Distrito. 

Ahora bien, si el amparo se solicit.aba por la inexacta aplicación de la ley civil, se exigía 
su trascripción textual y en términos de la fracción 111 del artículo 784, se concedía la 
suspensión, cuando el acto reclamado producla efectos de difícil reparación. 

Se consideró como tercero perjudicado, la parte contraria del quejosos en el juicio 
ordinario. 

Las sentencias de amparo contra resoluciones judiciales fueron de estricto derecho, ya 
que solo se apreciaba el acto reclamado y se consideraban las pruebas que justificarán el 
acto reclamado. 

La Suprema Corte, conocía en revisión las sentencias que pronunciaban en los amparos 
judiciales los jueces de Distrito. 

c.- Código Federal de Procedimientos Civiles del 26 de Diciembre de 1908 

En el anterior Código, el de 1897, se estable un mismo y \'.mico procedimiento para el 
amparo directo como par para el amparo contra resoluciones judiciales en amparo indirecto; 
sin embargo, para la Sección X d el Código de 1908 se establecen requisitos 
particulares par l a procedencia y sustan ciación del amparo d irecto . 

En primer lugar, limita la admisión del amparo judicial exclusivamente contra sentencias 
definitivas que ponen fin al juicio después de concluido y contra la cual no se conceda 
ningún recurso que tenga por efecto su revocación. Los j ueces de dis trito continúan 
con o ciendo del amparo directo contra senten cfas judic lales d el orden civil. 

La demanda se presentaba en un término de 15 días contados desde el siguiente al que 
fue notificado o a partir del momento en que el quejosos tuvo conocimiento si no fue 
notificado. Los ausentes del lugar en que se dictó la sentencia si reside en la República 
tenían 90 dlas y 180 si estuvieran fuera de ella. 

'' Artlculos 779 B. 7S3 párrafo tcrcero,767. 780 pórmfo segundo, 78 t , 784 Fracción 111, 809 y 808 del 
CtJdlgo de l'rocccl/111/c11111.< Fctlcrolcs del 6 de Octubre de t897; en L11 S upnma Cor te, 5u leyes y au• 
homb res; Poder Judiciol d1> lo federación; Editoriol Supremo Corte do Justicio de lo Nación; 1 o edición; 
México l 98S; pó¡;inns 228 o 23S. 

,~ ~ I • •"1 •::;~­
·~- :- \ ·· . .4 n., r ... J· ' n 

i. .• . .:.:ri .. ,, l)!rrN 
"' · · ~ - ',,,.J :...1 !\lU.:....l 
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La demanda de amparo debía exponer. 
a. El acto concreto; 
b. La auloridad que lo ejecula o trata de ejecutar; 
c. La garantía constitucional violada; 
d. La ley aplicada inexactamente y el concepto en que la ley fue aplicada o en su 

caso. la ley omitida; 
e. Si se trataba de varias leyes aplicadas inexactamente, se debía explicar cada 

concepto en párrafo separado y numerado. 

Si la demanda no cubría con los requisitos, se previene al quejoso para que dentro de 
las 24 horas subsane le error o la omisión, con el apercibimiento de desechar la demanda 
de amparo, contra este auto procede el recurso de revisión. 

Contra la admisión de la demanda procedía el recurso de reaclamación, ante el mismo 
juez que la admitió. Si el Ministerio Público solicita la reclamación y el juez confirma el 
desechamiento procede la revisión ante la Corte: El Ministerio Público contaba con 24 
horas para interponer la reclamación y el juez tenia el mismo plazo para resolverlo. 

El amparo en materia judicial es de estricto derecho y por lo tanto se sujeta a los 
términos de la demanda sin que permita su ampliación o suplencia. Si embargo, se puede 
conceder el amparo cuando exista un inexactitud manifiesta e indudable en la fijación de los 
hechos o en la aplicación de la ley. Las cuestiones dudosas o controvertidas de derecho no 
eren suficientes para otorgar el amparo. 

Las resoluciones judiciales dictadas en los juicios civiles que violaran las leyes al 
procedimiento admitían el amparo. siempre que: 

a. Se promoviera oportunamente contra la resolución el recurso ordinario; 
b. Que no exista ningún recurso que modifique o revoque la resolución y ; 
c. En el caso de concurrir varias v iolaciones, se exigla exponerlas en un solo 

amparo. 

Por otra parte, se consideraron como violaciones a las leyes del procedimiento en 
materia penal, las dictadas en los mismos juicios que tuvieran por objeto la responsabilidad 
civil del acusado. 

Las violaciones a las leyes del procedimiento fueron la pauta para la admitir todo tipo de 
amparos ya que prácticamente, toda actuación judicial se reclamó en el amparo, lo que 
propició, sin duda, el abuso de estos juicios. 

La personalidad de las partes se acredito en la forma que exigia la ley local o en su caso, 
por lo dispuesto en el Código. 

En el Código de 1908 existe una contradicción en la substanciación del juicio ya que, por 
un aparte, especifica que la sentencia de amparo apreciara tal y como se acreditó el acto 
reclamado ante la responsable; y al mismo tiempo, admite un término probatorio, en el cual 
se debe fijar con claridad el hecho que se va a acreditar. 
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La notificación de fa admisión del término ~obatorio se realizaba personalmente o por 
cédula sellalando fa clase de prueba admítida. 

d.- Ley de Amparo del 18 de octubre d e 1919 

Después de la promulgación de la Constitución de 1917, la legislación más próxima q ue 
reguló al amparo directo, fue fa Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 2 de 
noviembre de 1917.47 

En la cual por cierto, l os jueces d e D istrito d ejan de res olver los amparos d irectos 
para ser comp eten cia en única Ins tancia de ta Suprema Corte, como la ordenaba la 
Constitución, de cualquier forma la demanda se podía interponer directamente en la Corte, 
por conducto del juzgado de Distrito de la jurisdicción o a través de la autorid ad 
responsable. Las Salas de la Suprema Corte fueron las encargadas de resolver estos 
juicios.48 

La Ley de Amparo de 1919 viene a seleccionar lo dispuesto en la Ley Orgánica del 2 de 
noviembre de 1917 y del Reglamento Interior de la Suprema Corte del 11 de Abril de 
191949

, a pesar ello, fa nota distintiva de esta ley fue que por primera vez establece un 
procedimiento ante fa Corte y enumera las posibles violaciones a las leyes del 
procedimiento en las materias civil y penal. 

De heeho la ley de Amparo posterior. es decir, la de 1936, toma literalmente toda su 
disposición actualizándola para su época, por lo que resulta innecesario repetirlas.50 

Otro dato interesante de la Ley de 1919 fue que, conforme al artículo 33, el amparo 
procedía contra sentencias definitivas que "deciden e l juicio en lo principal y respecto del 
cual las leves comunes no conceden ya más recursos que el de casación u otro similar . .6• 

... i\rtlculos 172 Frncción l, 662 pármío segundo, 663, 729, 764, 768, 767, 76911 776 drl C6dlgo Fi:deral de 
l'roc~dlmlcntos Cl•·ilc.• del 16 de Oc111bn: de l 90tl; en La Suprema Corte, su lt:)lt!S y sus ltonibn:s; Ob. C it.; 
p:iginas 262, 264, 267, 269 y 270. 
•

7 Se publicó los dias 22. 23, 23 , 24 y 2S de octubre de 1919; La Suprema Corte, su l•yas y sus hombres; Ob. 
Cir.; p~ginns 382. 384 y 388 a 39t . 
" Articulo 6 frocci6n VI de l.ey Orgc111/co <le/ Poder Judlc/al de la Federacl6n del 2 de noviembre de 1917 
en /.a Suprema Corte, .m leyes y s11s hombrc.v; Ob. C it.; pnsinns 36S. · ' .. 
'" ltugl""'""'º lmcrlor Gc11eral de la Supremo corte de J11stlc/a de la Nacldn del 1 de abril de 1919 en La 
S11¡>rc111<1 (..'ortc,.rn leyes y .ms hombre.<; Ob. C it.; pogin:is 377. . . : ... · .. :· : . 
"' Puede conlinnnrsc por ejemplo, en el llc¡;lomento Interior Genero/ de la Supremo cortt1 de Justicia de la 
Nacldu del 1 de muyo de 1923 y en lns Leyes Orgú11/cos del PoderJudlclal úe la Feúerocl6i1 úe '¡928y 193./ 
'"''"'Suprema Corte, .ni leyes y sus hombres; Ob. Clr.; 1>4ginas 402; 406; y 4 17- 419 rcspcctivrunentc. . 
" Púrmío segundo del nrticulo 30 de la Ley de Ampnro de 1919 en la Suprema Corl~. su leyes y sus 
homhre.v; Ob. Cil.; f>'Jsinns 382. · · 

TE ('I' . • . .. , ., 
.,),,, '¡ 

FALLA Di ORlGEN 
112 



Este dato es fundamental ya que ta casación e n materia federal se habla derogado al 
publicarse el Códígo Federal de Procedímientos Cíviles el 26 de diciembre de 1908, por lo 
que aún subsistía la casación en el fuero común, por lo que fue posible Interponer 
opcionalmente la casación o e l amparo directo contra sentencias definitivas del 
fuero local. 

Y aunque fue un periodo relativamente corto la coexistencia de la casación con el 
amparo directo, fue lo que abrogó materialmente al recurso de casación: ya que resultaba 
más confiable interponer el amparo directo en la Corte que ante los Tribunales Superiores 
de los Estados. 

Sin embargo, esto resulto contraproducente para el sistema judicial federal: la Corte, si 
bien ahora. unificaría la jurisprudencia y daria seguridad jurídica a los litigantes. al paso del 
tiempo, la justicia se transformó en tardía y a la Corte le acarreo el rezago. 

Finalmente la casación desapareció del fuero local al expedirse la Ley Orgánica de los 
Tribunales del Fuero Común del Distrito y Territorios Federales del 9 de septiembre de 
1919 (artículo 9). 

r:-;1·1" <' 1 ... - ,, ·~ . .., 
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4.3.- El amparo directo contra leyes en el artlc ulo 107 constltuclonal. 
Texto Original y Refo rmas 

La Constitución de 1917 organiza y agrupa las disposiciones que surgieron en el 
transcurso del Siglo XIX relativas al amparo y concluye con fa forma tradicional e histórica 
del amparo Judicial, es decir, el texto o riginal d e la Cons tituci ó n de 1917 configura m its 
un amparo casaclonlsta que un proc edimi ento de control de la cons t/tuclonalldad. 

Sin embargo, a t ravés de las refo rmas con sti tucionales a l articulo 107, el amparo 
directo se adapta como una garantía de d efensa de la const itución por vla de 
excepció n. 

1.- Texto Original del Artículo 107 Constitucional 

En primer lugar, el amparo judicial en las materias civil y penal se admitió contra 
sentencias definitivas. que no aceptaban ningún recurso ordinario por el cual pudieran ser 
modificadas o revocadas: siempre que: 

1. La .violación de la ley se cometiera en ellas o que; 
2. Cometida durante la secuela del procedimiento, se haya reclamado 

oportunamente y protestado su reparación, y se haya alegado en la segunda 
instancia por vía de agravio cuando se cometió en la primera (principio de 
dofinitivfdad en E1mparo díf'Y"r.tr:>) 

El amparo directo en materia civil sólo procedía cuando, cubiertos éstos requisitos, la 
sentencia era contraria a la letra de la ley aplicable al caso o a su Interpretación jurídica, 
comprendiera personas. acciones, excepciones o cosas que no fueron objeto d el juicio, o 
cuando no las comprenda a todas por omisión o negativa expresa. 

No obstante el principio de estricto derecho, fa Suprema Corle supf/a la queja deficiente 
en un juicio penal, cuando observara que existió en contra del quejoso una violación 
manifiesta de la ley que dejó sin defensa o que se le juzgó por una ley que no fue 
exactamente aplicable al caso, y que por error no se impugnó debidamente. 

El quejoso. antes de interponer el amparo. debia solicitar a la responsable copia 
certificada de las constancias, quien daba vista a la otra parte para que expusiera lo que a 
su derecho correspondiera y, así mismo, de manera breve y clara expusiera las razones 
que justificaran el acto. De todo lo anterior, de dejaba constancia en los autos. 

El amparo s e ln terponfa direc tamente ante la Suprem a C orte presentando la copla 
certificada de las constancias, o p or conducto de la autoridad resp onsable o del j uez 
del Distrito d el Estado al que perten eciera e l quejoso. En el caso de la interposición 
ante la Corte, el quejoso tenía la obligación de comunicar a la responsable, dentro del 
término de ley y bajo la protesta de decir verdad, la interposición del recurso, acompai\ado 
dos copias. una para el expediente y otra para la parte contraria. 

.. .. 



La suspensión se tramitaba ante la autoridad responsable: en los juicios civiles, el 
quejoso debía exhibir fianza que garantizara los darlos y perjuicios que pudiera ocasionar la 
suspensión, a menos que la otra parte dejara contra-fianza para asegurar los posibles 
darlos y perjuicios si se concediese el amparo. 1 

La Corte resolvía sin otro trámite o diligencia que el escrito de ta queja, el que ofrecía la 
otra parte y el Procurador General o el agente designado, y sin comprender otra 
cuestión legal que el recurso plateara. 

En materia de control constltuclonal, el texto original del articulo 107 
constitucional limita la materia del amparo directo a cuestiones estrictamente 
legales, sin comprender las constitucionales, conforme a la Fracción Vlll.2 

En mi opinión, el amparo directo se constituye como un recurso del control de la 
legal/dad de los juicios ordinarios civiles y penales, y fue hasta l a reforma de 1951, 
cuando nace el amparo directo contra leyes; es decir, a partir de 1951, se crea la 
posibilidad para interponer por medio del amparo directo, además de las violaciones 
cometidas en la sentencia o al procedimiento, la inconstitucionalldad dela ley. 

2.- Reforma del 19 de febrero de 1951 

Los resultados de este reforma, trascienden principalmente en la distribución de los 
a1llpé11us Jir.,.;lu<. c:ntre la ~uprema Cor:o y los Tribunolc:: Colcgiodo:: de Circuito roción 
creados y en la admisión del amparo directo contra l eyes. 3 

La competencia del amparo directo se fragmentó de ta siguiente manera: 

a. La Suprema Corte de Justicia conocía del amparo contra senten cias 
definitivas o laudos, por violaciones cometidas en ellos. El recurso se 
interponía directamente ante la Corte, la que resolvía sin más trámite que et 
escrito de la queja, el que ofrecía la otra parte, el Procurador General o el agente 
designado y la autoridad responsable. 

b. Por su parte, los Tribunales Colegiados de Circuito resolvieron el amparo 
cuando la demanda se fundaba en violaciones substanciales cometidas 
durante la secuela del procedimiento o se tratara de sentencias en materia 
civil o penal, contra las que no procedla el recurso de apelación, 
independientemente de las violaciones alegadas. El Colegiado competente era el 
de la jurisdicción del domicilio de la autoridad responsable. 

1 Esto disposición se conserva sustnncirumcntc nunque con diícrcnte rcdncción en lns rcfonnns siguientes. 
2 Publicoción: 5 de Febrero de 1917. Los íracciones ti , IV, V. Vt. Vtl Y VIII del Texto Original del articulo 
107 Constilucionnl se refieren 111 omparo directo; http://www.cddhcu.¡;ob.mx. ldtm. 
' Frnccioncs 111 incisos n), V. VI, tX. XI y XIV último pdrroío; nsí como artículo tronsitorio 4° de ta reform• 
dcl 19 de rebrero de 19.!il . 
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Los amparos que invocaran violaciones substanciales cometidas durante la secuela del 
procedimiento y violaciones cometidas en la sentencia o laudo respectivo, se reclamaban 
conjuntamente ante e/ Tribunal Colegiado de Circuito, el que e'l<clusivamente decídla sobre 
tas violaciones al procedimiento: si la sentencia del Colegiado resultaba desfavorable al 
agraviado. se remitía el expediente a la Suprema Corte, para que resolviera sobre las 
violaciones cometidas en la sentencias o laudo. 

Por otra parte. se admite e/ amparo directo en materia del trabajo contra laudos en et 
mismo sentido en que se admite contra sentencias definitivas, en este caso era obligatorio 
agotar el principio de definitividad que se exigía en las otras materias. 

En materia de control constitucional, desde 1951 hasta ta fecha, las sentencias de los 
Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo. no admiten ningún recurso. a menos 
que deci d an sobre la incons ti tucion al/d ad de una ley o es tablezcan la Interpretación 
directa de un precepto de Cons titución, caso en el cual son recurribles ante la Suprema 
Corte. limitando la materia del recurso exclusivamente a las cuestiones propiamente 
constitucionales. Excepto, si la sentencia se fundaba en la jurisprudencia establecida por la 
Corte sobre la constitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución.' 

Otro novedad de la reforma de 1951: la Fracción XIV estableció que los amparos que 
reclamaran la ln constituclonalidad de una ley no s e sobreseerl an p or in actividad de 
la parte ag raviada.' 

3.- Reforma d el 25 de octubre d e 1967 

Las reformas siguientes. principalmente la de 1967, al menos hasta 1988, fueron 
demasiado modestas, porque no entregaron en su plenitud los amparos directos en materia 
de legalidad a los Tribunales Colegiados y los amparos directos contra l eyes a la 
Suprema Corte. 

Por el contrario, la reforma del 67 reduce relativamente la competencia de la Corte para 
resolver amparos directos: sin embargo, sigue conociendo un gran número de cuestiones 
de legalidad superior a los de constitucionalidad, por ejemplo las Fracciones V y VI 
establecieron: 

"V.- El amparo contra sentencias definitivas o laudos se promoverá d i rectam ente 
ante l a Sup rema Corte d e Jus t icia: 

a).- En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por Tribunales 

• r:innlmente, el nnlculo cunno tronsitorio facuh6 o los Ministros Supemumernrios constituidos temporolmente 
en la Solo Awcilinr pnrn resolver los runpnros civiles directos, excepto los promovidos dentro de los tres meses 
anteriores n In fcchn en que entró en vigor los refonna o los que yn exísiiern el proyecto de resolución del 
Ministro relator correspondiente. 
> Lo rero rm11 posterior. es decir, de.1 2 de novlen1bre d e 1962, no iníluye en el runpnro directo contra leyes, se 
establece la suplencia de In queja para ejidatnrios y comuneros (tcrc11r pdrrafu de la Fraccld11 11). Ob. Cit. 
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Judiciales del Fuero Federal incluso los castrenses; tratándose de autoridades j udíciales del 
orden común, cuando las sentencias que motiven la interposición de la demanda de 
amparo ímpongan la pena de muerte o comprendan una sanción privativa de libertad 
exceda del término que para el otorgamiento de la libertad caucionar señala ta tracción 1 del 
articulo 20 de esta Constitución. 

b).- En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares sentencias 
definitivas dictadas por Tribunales Federales. Administrativas o Judiciales, no reparables 
por algún recurso, judicial o medio ordinario de defensa legal, con tas limitaciones que en 
materia de competencia establezca ta ley secundaria. 

c).- En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en juicios del 
orden federal o en juicios mercantiles. sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en 
juicio del orden común, con las limitaciones que en materia de competencia establezca la 
ley secundaria. Sólo fa Suprema Corte conocerá de amparos contra sentencias dictadas en 
controversias sobre acciones def estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la 
familia. 

En los juicios civiles del orden federal, tas sentencias podrán ser reclamadas en 
amparo por cualquiera de tas partes incluso por la Federación en defensa de sus intereses 
patrimoniales, y 

d).- En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados por Juntas Centrales de 
Conciliación y Arbitraje de tas ent.idades federativas. en conflictos colectivos; por 
autoridades federales de Conciliación y Arbitraje en cualquiera conflicto, o por el Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

(En estos juicios, fa Suprema Corte de Justicia, conocerá tanto de las violaciones 
procesales como def fondo def negocío): 

V .- Fuera de los casos previstos en la fracción anterior. el amparo contra 
sentencias definitivas o laudos, s ea que la violación s e cometa durante el 
procedimiento o en la sentencia m isma, se promoverá directamente ante el Tribuna/ 
Colegiado de Circuito dentro de cuya jurisdicción resida fa autoridad que pronuncie la 
sentencia o el raudo.• G 

Las Fracciones V y VI fueron principalmente el problema d e ta Corte, ya que se fue 
saturando de asuntos que con el transcurso del tiempo, le crearon et rezago de 
amparos y de recursos de revisión que, para desahogar su trabajo, las reformas se 
preocuparon mas por crear Salas Auxiliares, e n lugar de limitar s u competencia a la 
materia estrictamente constitucional y depositar en tos Tribunales Colegiados todos 
los asuntos de legalidad.7 

• Froccioncs IV y V del nrticulo 107 constiiucionol de la rcfomu1 de 1967. de lo reforma dd 25 de octubre de 
1967. 

1 Asf fue el coso de los nrtlculos 2°, 3°, 4° y Sº de la rcfonn:i de 1967. los cunlcs cslablccicron que los 
ministros supemumcrnrios s,c consliluycr:m en Solo Auxiliar e lin de r csofrer /o.r onrpor os co11tro leJf".• y 
desahoguen el rczoso existente en las Salas de In Suprema Conc. U. Sola Auxiliar dictaba sentencia oplicnndo 
In jurisprudencin del Pleno y cstudinba tnmbién cuando proccdla los conceptos de violación en cuestiones de 
legalidad; Fracciones 111 incisos n). V incisos a), b). e) y d). VI. VIII inci so f) úhimo párrafo, IX y X último 
p:\rmfo; os! corno los onlculos transilorios 2º. 3°, 4° y Sº. ldem. 
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Finalmente, la reforma de 1967, admite el amparo directo en materia administrativa, an el 
mismo sentido en que se admite en otros casos y, en los amparos contra sentencias 
dictadas en controversias sobre acciones d el estado civil o que afecten al orden y a 
la establl/dad de la famllla no fue o bligatorio agotar el principio de deflnltlvldad como 
si lo era en las materias judicial, civil y penal. 8 

4.- Reforma del 17 de febrero de 1975 9 

Se reforma la Fracción IV en relación con el artículo 2º transitorío, por medio de la cual 
se establece la caducidad de los amparos pendientes de resolución en la Suprema Corle, 
cuando se reclamará la inconstitucionalidad la ley, fumados al ministro relatos antes de la 
reforma, por transcurrir un término de cien dlas incluyendo los inhábiles. sin que el 
reQ.Jrrente haya hecho alguna promoción o acto procesal en autos. Dicho término iniciaba a 
partir del d ía siguiente en que entró en vigor la reforma.'º 

5.- Reforma del 6 de agosto de 1979 

Se reforman las Fracciones V incisos a), b), c) y d) y VI por las cuaíes, los amparos 
directos se promoverán direclamente ante la Suprema Corte de Justicia o ante el Tribunal 
Colegiado de Circuito que corresponda, conforme a la distribución de competencias que 
establezcan la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de Amparo; sin embargo, 
es la misma competencia de 1969. 

Por otr.:i p:irtc, .:ictu:ili=:i l:i!: m:itcri:is en que rrc:-c'!'d'!' "'' é'mr;irn. rnr P.j<!mplo· 
"a).- En m ateria penal. contra resoluciones definitivas dictadas por tribunales judiciales. 

sean éstos federales, del orden común o militares. 
b).- En mater ia administrativa, cuando se reclamen por particulares sentencias 

definitivas dictada por tribunales federales, administrativos o judiciales, no reparables por 
algún recurso, juicio o medio ordinario de defensa legal. 

c).- En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en juicios del 
orden federal o en juicios mercantiles, sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en 
juicios del orden común. En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser 
reclamadas en amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación, en defensa 
de sus intereses patrimoniales, y 

• /\sí mismo por medio de es1n refonnn. los :unpnros contra scntcncins dcfini1ivas dictadas por el Tribunal 
Fiscal de lo Fcdcmción, pendientes de resolución en los J1tt¡;odos de Dis1ri10 se rcmi1fn n los Tribunales 
Colc¡;indos de Circuito y en su cnso n la Suprema Conc de Justicia. Y los amparos directos o en revisión que 
en la aclividnd mdica en la Suprema Conc de Jus1icia y que pasnn a SC1' de lo compctencin de los Tribunales 
Colc¡;iados de Circuito. se les cnvlnn paro su resolución, al c¡uc corTCSponda. Si c:dstcn dos o más rribunalcs en 
el mismo circuito, se les distribuirú pro1>0rcionalmcn1c. ld<m. 
• Las Reform•s ant<rlora, ts decir, del 20 de mu10 1!>1-' y del 8 de octub~ de 197', no in íluye en el 
nmp:iro directo, se establece la suplencia de In quejn pnm menores de cdnd (c11ano párrafo de lo Fl'Occió11 11) 
y se establece el recurso de revisión onle los Colc¡;i:idos en los ampnros en materia administrativa y sus 
scntcncins no odmilcn recurso al¡;uno (.rug1111do pár"1fi• <Id lnc/.w J) d.: la Frocc/611 VI//), respcc1ivnmcntc. 
'º Fmcción XIV en relación con el nnfculo lrnnsitorios 2ºdc la nro rma del 17 d e febrero de 1975. 
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d).- En materia laboral cuando se reclamen laudos dictados por las Juntas Locales o la 
Federal de Conciliación y Arbitraje, o por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de 
los Trabajadores al Servicio del Estado". 11 

6.- Reforma del 10 de agosto de 1987 12 

En 1987 se reforman las Fracciones 111 párrafo primero inciso b), V último párrafo. VI II 
último párrafo y XI , las cuales repercuten en el amparo d irecto contra leyes en t.res 
puntos principalmente: 

1. La competencia del amparo directo en materia de legalidad corresponde a los 
Tribunales Colegiados y e n cuestiones de constitucionalidad a la Suprema 
Corte; asl mism o, faculta a la Suprema Corte de Justicia para atraer y resolver 
los amparos d i rectos que p or sus caracterlsticas especiales asl lo ameriten, ya 
sea de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Co!eg!ado de 
Circuito, o del Procurador General de la República. 

2. Se delega en los Tribunales Colegiados de Circuito los amparos directos en 
materia administrativa, los que antes conocla la Corte. cuando se reclaman por 
particulares las sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al Juicio dictadas 
por tribunales administrativos o juicios especiales no reparables por algún recurso, 
juicio o medio ordinario de defensa legal y; 

3. Se admite el amparo directo contra resoluciones que p onen fin al juicio, en el 
mismo sentido en que se admite contra sentencias definitívas. 13 

La siguiente reforma del 25 de octubre de 1993 no influye en el amparo directo (se 
reforman fracción VII I, inciso a); como la denominación del Título Quinto y el artículo 122, 
en el que se establece que contra las sentencias de los jueces de Distrito, procede el 
recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia, cuando subsiste el problema 
constitucional).14 

7 .- Reforma del 31 de diciembre de 1994 

Se refonman las fracciones V último párrafo, VIII párrafos primero y penúltimo. XI, XII 
párrafos primero y segundo, XIII párrafo primero y la XVI, principalmente relativas a la 
facultad de atracción de la Suprema Corte, por medio de la cual podrá atraer, de oficio o a 
petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado, o del Procurador General de la 
República, exclusivamente los amparos directos y los amparos en revis ión que por su 
interés y trascendencia asf lo ameriten. 

11 Fracciones V incisos a), b), c) y d) y VI de la ttforma de l 6 de agosto d e 1979. 
12 Ln rdorm11 anterior, es decir del 1 de abril de 1986 no in fluye en el amparo directo contra leyes (se 
establece In suplencia de In queja para cjidatnrios y comuneros- Fracción 11). 
,, Fracciones V último pllrroro, 111 pflrrofo primero inciso b), VIII último pórrnro y XI de lo reforma dd 10 de 
agosto de 1987. 
" Una reíurma anterior, la del 3 de sepliembu de 1993 no influye en el amparo directo contm leyes, 
deroga la fracción XVII (alcaldes y cnrcclcros). 
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Finalmente, se sitúa a nivel constitucional lo que la Ley de Amparo ya regulaba, referente 
la interposición de la demanda por conducto de la autoridad responsable, acompañando 
copias de la demanda para las partes del juicio, incluyendo la del Ministerio Público y una 
adicional para el expediente. 15 

En conclusión: 

1. La Constitución de 1917 organiza y estructura las disposiciones que fueron surgiendo 
en el transcurso del Siglo XIX y configura más un amparo casacfonfsta que un 
procedimiento de control de la constitucionalidad que, conforme a la Fracción 
VIII limita la materia del amparo a cuestiones estrictamente legales, sin 
comprender las constitucionales, sin embargo, fue a través de las reformas 
constitucionales como el amparo se adapta como una garantía de defensa de la 
constitución por vía de excepción. 

Es decir, el amparo directo se constituye como un recurso del control de la 
legalidad de los juicios ordinarios civiles y penales, y fue hasta la reforma de 
1951, cuando nace el amparo directo contra leyes; es decir, a partir de 1951, se 
crea la posibilidad para interponer en el mismo amparo directo, además de las 
violaciones cometidas en la sentencia o al procedimiento, la lnconstitucionalidad 
dela ley. 

2. Por otra parte, las reformas al 107 constitucional, fueron demasiado modestas. ya 
que no delegan en su plenitud la competencia de los amparos directos en materia de 
legalidad a los Tribunales Colegiados y en la Suprema Corte los amparos directos 
contra leyes. 

Es decir, las reformas depositaron en la Suprema Corte un gran número de cuestiones 
de legalidad superior a las de constitucionalidad, lo que ocasionó que se saturara de 
asuntos que, con el transcurso del tiempo, le crearon el rezago de amparos y de 
recursos de revisión y que, para desahogar su trabajo, las reformas se 
preocuparon mas por crear Salas Auxlllares que limitar su competencia a la 
materia estrictamente constitucional y depositar en los Tribunales Colegiados 
todos los asuntos de legalidad, como sucedió a partir de las reformas de 1994 y 
1999 que reorganizan a la Corte. 

" 17ruccíoncs V i1llimo párrafo, VIII pórrnfos primero y penúltimo, XI, XII pdrrafos primero y segundo, XIII 
ptlm1fo primero y XVI de In Rerorma drl J 1 de didrmbre de 1994. 
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4 .4 .- El Amparo Directo en el Texto Original de la Ley de Amparo de 1936 

La Ley de Amparo de 1936' se mantiene aún vigente, a pesar de la intención de los 
Poderes Federales y de la misma doctrina, por sustituirla. Esta ley permite explicar el 
amparo directo en el contexto tradicional del siglo XX y de cualquier manera. es la forma en 
que se actualiza y se mantiene hasta ahora en los t ribunales federales. claro sin contar con 
los recientes acuerdos del Pleno de la Corte que adelante se comentan. 

1.- Competencia 

Conforme al texto original, e l amparo d irecto se resolvl a en única instancia ante la 
Suprema Corte, a pesar de que la demanda se podía interponer directamente en la Corte, 
por conducto del juzgado de Distrito de la jurisdicción o a través de la autoridad 
responsable. Las Salas de la Suprema Corte fueron las encargadas de resolver estos 
juicios. 

Desde su promulgación la Ley de Amparo de 1936 estableció las siguientes reglas 
competenciales del amparo directo: 

a) Cuando alguna de las Salas de la Corte tenia conocimiento de que otra Sala atendía 
un amparo o cualquier otro asunto que aquélla debía resolver, la requería para que cesara 
su co11oci111i1:.nlo y ¡., 1t::111ilit::1ó lu.; c!tul..:.,;. 

Dentro del término de tres dlas, la Sala requerida dictaba la resolución procedente. Si se 
conformaba con el requerimiento, cesaba el asunto, y notificaba su resolución a la 
requeriente, remitiendo los autos al Presidente de la Suprema Corte de Justicia. El Tribunal 
en Pleno. dentro del término de ocho días. resolvía lo procedente. 

b) Cuando se turnaba a una de las Salas de la Suprema Corte un j uicio de amparo 
directo o en revisión. o cualquiera otro asunto en materia de amparo, y declinaba su 
competencia , lo declaraba y remitía los autos a la Sala que. en su concepto, lo era. Si ésta 
se consideraba competente. resolvía el asunto: en caso contrario. notificaba su resolución a 
la Sala que se declaró incompetente y enviaba los autos al presidente de la Suprema Corte. 
El Tribunal en Pleno, dentro del término de ocho días. resolvla lo p rocedente. 

c) Cuando recibía un Juez de Distrito una demanda de amparo directo, se declaraba 
incompetente de plano y remitía la demanda al presidente de la Corte. sin resolver sobre la 
suspensión del acto reclamado. El presidente de la Corte decidía, sin ningún trámite. si 
confirmaba o revocaba la resolución d el inferior. En el primer caso, tramitaba el expediente 
e indicaba al quejoso y a ia autoridad responsable un término que no excedía de quince 
días para exhibieran las copias y del informe correspondiente; en caso de revocación, 

1 Ley de Amparo de 1936; Disco Compaclo de la Suprema Corte de Justicia de In NGCión, del Poder Judicial 
de In fcdcmción. ailo 2002. 
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devolvía los autos al Juzgado de su origen, sin perjuicio de las cuestiones de competencia 
que surgieran entre los Jueces de Distrito. 

Si la competencia de la Suprema Corte surgia de los informes previo o justificado de la 
autoridad responsable, el Juez de Distrito al momento de declararse Incompetente, 
notificaba tal circunstancia a la responsable para los efectos de la sustanciación del amparo 
ante la Suprema Corte. 2 

2.- En que casaos procede 

Si con anterioridad, por ejemplo, desde el Código Federal de Procedimientos y en la Ley 
de Amparo de 1909, se establecieron los requisitos de procedibilidad del amparo directo, a 
partir de 1936, se precisan los supuestos en que procede el amparo directo: 

a. Contra las sentencias definitivas dictadas en los juicios civiles. penales o 
laborales, eor violaciones a las leyes del procedimiento cometidas durante el 
iulcio, cuando afecten las partes sustanciales del mismo, de manera que su 
infracción deja sin defensas al quejoso y ; 

b. Contra las sentencias definitivas dictadas en los juicios civiles, penales o 
laudos, por violaciones de qarantlas cometidas en la prooia sentencia. 

El amparo contra sentencias definitivas dictadas en los juicios civiles y laborales, 
únicamente fue procedente cuando eran contrarias a la letra de la ley aplicable al caso, a 
su interpret11ción jurldíca o a los principios i:ienerales de derecho. a falta de ley aplicable y 
cuando comprendieran personas, acciones, excepeiones o cosas que no fueron objeto del 
juicio o cuando no comprendieran todas. por omisión o negativa expresa. 

La Ley de 1936 interpretó como sentencias definitivas aquellas que deciden el juicio en 
lo principal, y respecto de las cuales las leyes comunes no concedan ningún recurso 
ordinario por medio del cual puedan ser modificadas o revocadas. También se consideraron 
sentencias definitivas las dictadas en primera instancia en asuntos judiciales del orden civil. 
cuando los interesados renunciaran expresamente a la interposición de los recursos 
ordinarios procedentes, siempre que las leyes comunes permitan tal renuncia. 

Esta interpretación no se ha modificado y permanece vigente en la actualidad, quizé con 
otra redacción. 3 

Por otra parte, la Ley de 1936 consideró como violaciones a las leyes del 
procedimiento que dejan sin defensa al quejoso en los juicios penales, civiles y 
laborales, las misma que señalaba la Ley de 1909. 

2 Por otro porte, cuando su promovln ante In Supremo Corte un juicio de :unpnro que no correspondla en iinicn 
ínstnncin, se dcclnrnbn incompetente de plnno y rcmitln la demanda con sus anexos ni Juez de Distrito 
correspondiente. El Juez designado en cst<l cnso por lo Corte, resolvlo e l juicio sin que objctnro su 
compctcncin, o no ser en el CASO a que se refiere el nrtlculo S 1 de la ley. 
' Cfr. articulo 44 de la Ley de Ampnro vigente. 
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La Ley de Amparo de 1936, establece requisitos de procedlbllldad, sin los cuales, se 
desechaba la demanda, ya que fue obligatorio agotarlos previamente a la interposición del 
amparo. Las reglas procésales que debla agotar el quejoso fueron: 

a) Dentro de los tres días siguientes al que el quejoso fue nolificado o al que tenga 
conocimiento del acto. debla reclamar la reparación de la violación ante la autoridad 
del juicio, en el caso de que no procediera ningún recurso ordinario; así mismo, debla 
expresar con toda claridad el acto violatorio y la garantía individual vulnerada. Sin este 
requisito, la reclamación se tenia por no hecha; 

Expuesta la reparación, la autoridad de la instancia celebraba una audiencia dentro de 
los tres días siguientes, en la que, oyendo al reclamante y a la parte contraria en los 
asuntos del orden civil o, al reclamante y al Ministerio Público en tos del orden penal, 
resolvía lo procedente. concediendo o negando la reparación solicitada: si la concedía, 
declaraba insubsistente o modificaba el acto vlolatorio. 

b) En los casos en que durante la secuela del procedimiento se ejecutaban actos 
diversos, de manera q ue cada uno de ellos creaba una situación jurídica distinta con 
relación al acto anterior o, cuando cada uno de ellos era la base para el siguiente, el 
quejosos debla p edir Inmediatamente la reparación respectiva, de no hacerlo, se 
consideraba por consentidas las violaciones cometidas durante el procedimiento, y por lo 
mismo, consumados de manera irreparable Jos actos reclamados, para los efectos del 
é1mparo 

En este caso, la autoridad de la instancia acordaba, en el mismo acto, lo procedente, 
oyendo los alegatos de las partes si asistían y si lo consideraba necesario. 

En el supuesto en que la autoridad desechara la promoción o negara la reparación 
solicitada, el quejoso debla formular la protesta respectiva contra 111 violación 
constitucional reclamada o, en el supuesto en que el acto admitiera algún recurso 
ordinario, se debla Interponer, exponiendo la violación cometida, por vla de agravio, 
al sustanciarse el recurso; y si éste era desechado o declarado improcedente, el quejoso 
debla formular la protesta respectiva contra la violación constitucional reclamada y 
nuevamente impugnar violación en la segunda instancia, por vla del agravio en la 
apelación. Sí el juicio no tenía segunda instancia, el quejoso debla reclamar la violación en 
el amparo (principio de definitividad) . 

En mi opinión, estas reglas de procedibilidad, tas cuales por cierto, se pretende instaurar 
en México, harían notoriamente fastidioso el amparo directo y al juicio ordinario. 

3.- La demanda 

La demanda de amparo podía presentarse directamente ante la Suprema Corte o por 
conducto de la autoridad responsable o del Juez de Distrito de la íurisdicción de la 
responsable, anexando copia certificada de las constancias. 
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En los casos en que la demanda se interpusiera directamente ante la Suprema Corte, el 
quejoso tenla que solicitar previamente de la autoridad responsable, copia certificada de la 
sentencia o laudo, según el caso, y de las constancias necesarias, a las que se agregaban 
las que indicara la parte contraria y las que la responsable estimara procedentes. 

La autoridad responsable debía expedir, con toda oportunidad, las copias certificadas 
para que el quejoso las acompañara en su demanda; si no se proporcionaban 
oportunamente, por morosidad de la responsable, o por cualquiera otra causa, el quejoso 
podía presentar la demanda sin las mismas y, en todo caso. la Corte sel\alaba a la 
autoridad un término prudente, que no excedía de diez días. para que las remilíera. Si la 
demora no se justilicaba, la Suprema Corte imponía a la responsable una multa de 
veinticinco a trescientos pesos. Las copias certificadas no causaban derechos (impuesto 
del timbre). 

La demanda presentada por conducto de la responsable debla acompaítar copla para 
las partes; la responsable acreditaba al ple del escrito, la fecha en que fue notificada al 
quejoso la resolución reclamada y la de la presentación del escrito. En los demás casos, la 
Corte estaba facultada para cerciorarse de los mismo datos. 

La responsable no remitía la demanda a la S uprema Corte de Justicia y tampoco proveía 
sobre la suspensión, en los casos en que no se exhibieran las copias o no se 
presentaran las necesarias. En asuntos del orden civil o del trabajo se prevenía al 
quejoso para que las exhibiera dentro del término de cinco días; si no las presentaba, la 
autoridad responsable remitía la demanda con el informe relativo a la omisión de las coplas 
a la Suprema Corte, la que tenla por desistido al quejoso de su demanda. 

En asuntos del orden penal, la responsable proveía sobre la suspensión en casos 
urgentes, señalaba un nuevo término, que no excedía de diez d ías, para que exhibiera 
dichas copias; y si no lo hacia, se tenla por desistido al quejoso de su demanda. 

La demanda de amparo se presentaba por escrito, con los siguientes datos: 

·1. El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueva en su nombre; 
11. El nombre y domicilio del tercero perjudicado; 
111. La autoridad o autoridades responsables; 
IV. El acto reclamado; y si se reclamaren violaciones a leyes del procedimiento, se 

precisará cuál es la parte de éste en que se cometió la violación y el motivo por el cual se 
dejó sin defensa al agraviado; 

V. La fecha en que se haya notificado la sentencia o laudo al quejoso o en que haya 
tenido conocimiento de la resolución recurrida; 

VI. Los preceptos constitucionales cuya violación se reclame y el concepto o conceptos 
de la misma violación; y 

VII. La ley que en concepto del quejoso se haya aplicado Inexactamente o la que dejó 
de aplicarse. cuando las violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta aplicación 
de las leyes de fondo. Lo mismo se observará cuando la sentencia se funde en los 
principios generales de derecho. 
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Cuando se trate de inexacta aplicación de varias 1e1es de fondo, deberá cumplirse con 
esta prescripción en párrafos separados y numerados·. 

La Interposición directa ante la Suprema Corte, o p or conducto del Juez de 
Distrito, obligaba al quejoso a comunicar a la responsable la existencia del amparo, 
con una copla d e la demanda para el expediente y una para cada una de las partes 
de/juicio. 

La autoridad responsable entregaba las copias y emplazaba a las partes para que 
comparecieran ante la Suprema Corte a defender sus derechos; de igual forma, rendía su 
Informo con justificación, exponiendo de manera clara y breve, las razones que 
justificaran la constitucionalidad del acto reclamado y dejaba en autos copia de dicho 
informe. Si la autoridad responsable omitía su informe, ta Corte la prevenía para que lo 
hiciera dentro del término de tres días. 

4- La s u spensión 

Desde 1936 la autoridad responsable otorga ta suspensión del acto reclamado. En el 
amparo directo contra leyes no procede l a susp ensión del acto reclamado, sin 
embargo, es recomendable solicitar la suspensión en mate ria de legalidad. Los 
acuerdos relacionados a la suspensión, fianzas y contrafianzas. se dictaban de plano, 
dentro término de vcinticu:itro horas. 

Cuando la sentencia reclamada lmponla la privación de ta libertad. la suspensión surtía 
el efecto de que el quejoso quedaba a disposición de la Corte. otorgándole su libertad 
caucional, si procedía. En los juicios civiles, la suspensión se otorgaba a instancia del 
quejoso siempre que garantizara los posibles daños y perjuicios al tercero. 

La suspensión en materia laboral se otorgaba en los casos en que. a Ju1c10 del 
presidente de la Junta Laboral respectiva, no se pusiera en peligro la subsistencia de la 
parte obrera mientras se resolvía el juicio de amparo y sólo se suspendía la ejecución en lo 
que excediera a lo necesario para asegurar tal subsistencia. La suspensión surtla sus 
efectos si se otorgaba caución, a menos que se garantizara la ejecución por el tercero 
perjudicado. 

En todo caso, la suspensión se concedía o negaba atendiendo a los posibles perjuicios 
para el Interés general, en estos casos la suspensión surtía sus efectos sin necesidad de 
fianza. l as cauciones se hacia efectivas ante la autoridad responsable, media nte el 
incidente de liquidación. 

• Articulo 166; ld~m. 
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5.- La sustanciación del juicio 

En general el procedimiento se desarrollaba en la Corte con la intervención de un 
ministro relator que elaboraba el proyecto de sentencia el cual. una vez discutido y 
aprobado, pasaba a ser la ejecutoria de amparo. 

a.- Los Autos 

Ante una demanda incompleta, la Corte preven/a al quejoso para que en un término de 
cinco días subsanará las omisiones o corrigiera sus defectos, los que se precisaban en la 
auto relativo; si no cumplla el requerimiento, la misma Corte tenla por desistido al 
quejoso. 

La Suprema Corte desechaba de plano la demanda de amparo si encontraba motivos 
manifiestos de improcedencia, o cuando no se cubrieron, en su caso. los requisitos que del 
articulo 161 de la Ley, comunicaba su resolución a la autoridad responsable. 

Si no existia motivo manifiesto e indudable de improcedencia, defectos o irregularidades. 
la Corte admitfa la demanda y pasaba el expediente al Procurador General de la 
República para que, por s i o por medio del agente que al efecto designara, expusiera, 
dentro del término de diez días, lo que a su representación conviniera (pedimento del 
M inisterio Público). 

La CortA IP >"nllr.itAhR Al Minil'terlo Público los autos en caso de que no los devolviera en 
el término que se le concedió para desahogar sus vista, a Instancia de cualquiera de las 
partes, en asuntos del orden civil o del trabajo y de oficio o a solicitud de alguna de las 
partes, en los del orden penal. 

En asuntos del orden penal, el tercero perjudicado y el M inisterio Público que 
intervinieron en el proceso podían presentar sus alegatos por escrito directamente ante la 
Suprema Corte, dentro del término de diez dias, contados desde el día siguiente al 
emplazamiento. 

b.- El proyecto de resolución redactado en forma de sentencia 

Una vez devuelto o, en su caso, recogido el expediente, se turnaba a la Sala respectiva 
y ahí radicado, el presidente de la Sala, designaba, dentro del término de diez dfas, al 
ministro relator correspondiente, a fin de que formulara por escrito, dentro de treinta dias, 
el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia; de su proyecto entregaba 
copia a los demás ministros de la Sala; quedando los autos a su disposición, para su 
estudio, en la secretaria. 

Debido a la importancia del negocio o lo voluminoso del expediente, el relator podía 
solicitar a la Sala que le ampliara el término por el líempo necesario o, en su caso, remitiera 
el expediente para estudio a los demás integrantes, cuando el asunto lo ameritara. 
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Si la demanda invocaba a la vez, violaciones a las leyes de procedimiento y de 
fondo, el proyecto resolvía primero las violaciones al procedimiento, y si el ministro relator 
estimaba procedente el amparo por ese motivo, dejaba de considerar a las segundas. En 
caso contrario, entraba al estudio de las violaciones a las leyes de fondo. 

Cuando el quejoso alegaba entre las violaciones de fondo, la extinción de la acción 
penal, el ministro relator la estudiaba; si resultaba fundada, desistía de las violaciones al 
procedimiento. Si encontraba infundada dicha violación, resolvía las violaciones a las leyes 
de procedimiento y las de fondo. 

Una vez concluido el estudio del ministro relator, el presidente de la Sala citaba a una 
audiencia para su discusión y, dentro del término de diez dias, contados desde el siguiente 
al que se distribuyó el proyecto del relator, se resolvía el asunto. En cada una de las Salas 
se publicaba una lista de los asuntos que se verían en la audiencia, la que se fijaba el dia 
anterior en lugar visible y surtía los efectos de notificación para sentencia. 

los asuntos se fallaban en el orden de la lista. Si no concluía el despacho de los asuntos 
listados en la audiencia, los restantes se listaban preferentemente para la siguiente, sin 
perjuicio de que las Salas alteren el orden de la lista o retiren algún asunto por causa 
Justificada. 

Abierta la audiencia, el secretario respectivo daba lectura al proyecto de resolución y de 
las constancias que indicaron los ministros, y se discutía el asunto. Una vez discutido, a 
juicio de la mayoría de los ministros presentes, se procedía a la votación, y acto continuo, el 
presidente declaraba el resultado, expresando s1 el amparo se concedía, se ni;gabéi o 
sobreseía. El ministro inconforme con el sentido de la resolución, podía formular su voto 
particular expresando los fundamentos del mismo y la resolución que estimara la correcta. 

la resolución de la Sala se hacia constar en autos con la firma del presidente, del 
secretario y de todos los ministros presentes en la discusión y votación del negocio, 
cualquiera que haya sido el sentido de su voto. 

c.- La sentencia 

El proyecto del ministro relator aprobado sin adiciones ni reformas, se tenia como 
sentencia definitiva y se firmaba dentro de los cinco dias siguientes. Si el proyecto no era 
aprobado, se designaba a uno de los ministros de la mayoría para que redactara la 
sentencia de acuerdo con los hechos probados y los fundamentos legales que se tomaron 
en consideración al dictarla, la que se firmaba dentro del término de quince dias. 

En e l caso en que se aprobara el proyecto por violaciones al procedimiento, y la mayoría 
de los Ministros presentes estimaba que debla resolverse desde luego, el ministro relator 
podía proponer la resolución procedente en cuanto al rondo del asunto, exponiendo 
verbalmente los hechos y fundamentos de derecho. Se discutía su proposición y se votaba. 
Si el ministro relator no hacía ninguna proposición en cuanto al fondo del asunto, o si la 
mayoría lo estimara conveniente, formulaba un nuevo proyecto. 
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Si por alguna causa cambiaba el p ersonal d e l a Sala que dictó una ejecutoria, antes de 
que la firmaran los Ministros que la dictaron: si fue aprobado el proyecto del ministro relator, 
la sentencia se autorizaba por los nuevos Ministros que integran la Sala, haciendo constar 
esta circunstancia. Por el contrario, cuando e l proyecto era desechado, se daba cuenta 
nuevamente del asunto a la Sala con el nuevo personal, para el solo efecto de que 
designara al ministro relator, de acuerdo con las versiones taquigráficas y constancias del 
expediente. 

Concluida la audiencia, el secretario de Acuerdos respectivo fijaba en lugar visible una 
lista, firmada por él, de los asuntos que se trataron cada una de las Salas. expresando el 
sentido de la resolución dictada al respecto. 

d.- Su plencia d e la queja en m ateria pena l 

En los juiclos de amparo contra sentencias definitivas dictadas en asuntos del orden 
penal, la Corte podia suplir la queja deficiente, cuando existiera una violación manifiesta del 
procedimiento en contra del quejoso que lo dejó sin defensa y que, por torpeza, no fue 
combatida oportunamente; o cuando fue juzgado por una ley que no era exactamente 
aplicable ar caso. 

6.- Constitucio nalidad 

Las senten cias d e la Salas de Corte no establecieron la inconsti tuclonalídad de la 
loy ni lo lntcrprc~clón de un precepto de la constittrclfln, ni cnmprP.ndlitn m as 
cuestiones q ue las legales pro puestas en la demanda de amparo po r violaciones al 
procedim iento o por la Inexacta aplicación a la ley d e fondo; solo se apoyaban en el 
texto constitucional y fijaban en sus resolutivos el acto o actos contra los cuales se 
otorgaba el amparo. 

En conclusión el texto original de la Ley de Amparo de 1936, aporta los siguientes 
elementos: 

1. Precisa la procedencia del amparo directo contra sentencias definitivas. por 
violaciones cometidas en el procedimiento o en la sentencia misma; 

2. La Suprema Corte resolvía en única instancia los amparos directos; 
3. Se facultó para interponer la demanda directamente ante la Corte, por conducto 

de la autoridad responsable o del Juez de distrito de la jurisdicción de la 
responsable; 

4. Se establecieron reglas de procedibilidad, que no funcionaron en México y que no 
hay necesidad de instaurarla en la actualidad . 

5. Se ordenó una lista de las posibles violaciones a las leyes del procedimiento en 
las materias penal, civil y laboral; facultando a ló Corte para Interpretarlas y 
ampliarlas; 

6. En materia d e contro l constitucional, no exist ió la posibilidad de Impug nar 
la lnconstituclonalidad de la ley a t ravés del amparo directo, esta facultad 
derivó d e la re fo rma de 1951. 

,----·-------·--·. ---· 
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4.5.- El Amparo Directo en las Reformas a la Ley de Amparo de 1936 

La Ley de Amparo de 1936 se ha reformado en más de 16 ocasiones. En materia de 
control constitucional, las reformas han instrumentado al amparo directo como una 
garantia jurisdlccional de control constitucional de la ley por vía de excepción, 
principalmente a partir de 1951. a diferencia de su texto original que prescinde el tema. 

1.- Reforma del 19 de Febrero de 1951 

La reforma de 1951 altera sustancialmente la competencia y la materia del amparo 
directo, de hecho, a partir de esta reforma. se establece el amparo directo contra leves 
por vía de excepció n. Así mismo se crean a los Tribunales Colegiados de Circuito. 

Su resultado fue la admisión del amparo ante ef Tribunal Colegiado de la jurisdicción 
del domicilio de la responsable cuando: 

a) La demanda invocara violaciones subs tancia/es cometidas durante la secuela 
del procedimiento; 

b) O se tratara de sentencias en materia e/vi/ o penal, contra /as que no procedla el 
recurso de apelación, cualquiera que sean las violaciones alegadas. En este caso sólo 
admitía contra la sentencia definitíva contraria a la ley aplicable al caso. a su interpretación 
¡uridica o a lo:; µ1inciµiu:. ~.,11.,1.al.;;;. .:lal cJ<,racl1o, a falto do ley oplicoblc; cu:::indo 
comprendiera personas, acciones. excepciones o cosas que no fueron objeto del juicio o 
cuando no comprendiera todas. por omisión o negativa expresa. 

Por su parte, las Salas de la Suprema Corte de Justicia resolvían en única Instancia: 

a) /os juicios de amparo directo Interpuestos contra sentencias definitivas 
pronunciadas en los j uicios civiles o penales o contra laudos de las Juntas de Conciliación y 
Arbitraje, por violaciones cometidas en tas mismas. 1 

Por otra parte. cuando en la demanda se alegaran violaciones sustanciales al 
procedimiento y violaciones cometidas en la sentencia o laudo, se reclamaban 
conjuntamente. presentándose la demanda ante Coleg iado correspondiente, el que sólo 
decidía sobre las v iolaciones al procedimiento. y si la sentencia desfavorecía al quejoso. se 
remitía el expediente a fa Suprema Corte de Justícia, para que resolviera sobre las 
violaciones cometidas en sentencias o laudos. 

Los amparos directos ante la Suprema Corte e ran de única Instancia¡ mientras 
que los amparos directos ante los Colegiados los revisaba la Corte, cuando el 
Colegiado dec laraba la inconstitucionalldad d e la tex o establecía la interpretación 
directa de un precepto de la constitución. 

1 E l concepto de sc111cncin definitivn tiene el mismo scn1ido que el del texto de 1936. 
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La reforma establece tas siguientes reglas comp etencia/es: 

a. Los amparos Interpuestos ante la Corte de la competencia del Colegiado o tos que se 
presenten ante éste que debe conocer aquella, se declaran incompetentes de plano 
y remitirán ta demanda, con sus anexos a quien corresponda. Et Tribunal Colegiado 
de Circuito designado por ta Suprema Corte de Justicia, conocerá del juicio sin que 
decline su competencia. 

b. Si se promueve ante ta Corte o Colegiado un amparo que no tes corresponda 
conocer, se declaran incompetentes de plano y remiten la demanda, con sus anexos, 
al Juez de Distrito a quien corresponda. El Juez designado por ta Corte, o por el 
Colegiado, si se trata de un Juzgado de Distrito de su jurisdicción, conocerá del 
juicio sin que decline su competencia; pero si et Juzgado de Distrito no pertenece a ta 
jurisdicción del Tribunal Colegiado, podrá plantear ta competencia, por razón del 
territorio. 

c. Cuando alg una d e las partes estima que un J uez d e Distrito esta con ociendo 
de u n amparo de la competen cia de un Trib una l Colegiado o de la Suprem a 
Corte y et juzgado no ha declarado su incompetencia, se podrá acudir al presidente 
de Corte o del Colegiado, con la copia certificada de la demanda y de tas constancias 
pertinentes; par que resuelvan ta incompetencia. Si las constancias son insuficientes, 
solicitaran un informe al Juez y con lo que exponga, resolverán to conducente. 

No son ;,c11multtbles los juicios que se tram itan en la Corte y Colegi ad os, ya sea 
en revisión o como amparos directos; pero cuando alguna de las Salas o et Colegiado 
encuentran que un amparo que deben resolver tiene con otro o con otros de la jurisdicción 
de la propia Sala o del mismo tribunal, una conexión tal que haga necesario o conveniente 
a petición de alguno de tos ministros o magistrados respectivo, podrán ordenar que todos 
se resuelvan simultáneamente, y que sea un ministro o magistrado, quien dé cuenta de 
ettos.2 

La sustanciación et juicio de amparo es exactamente igual a ta que regulaba et texto de 
1936, sólo que a partir de esta reforma. se aplican estas reglas particularmente para la 
Suprema Corte como para los Colegiados: 

Por ejemplo, en ta Suprema Corte se deroga la obligación del ministro relator de analizar 
previamente las violaciones a las leyes del procedimiento a las de fondo, ya que ta 

' En refoci6n o 13 prcscn1aci6n de la demandll yo se dircctomcntc nllle el Colegiado o la Corte, por medio de la 
responsable o del juez de Distrito de la jurisdicción; o.si como lo relacionado o los copias eer1ilie<1do.s de las 
constMcios y copias de lo demanda p:ira los pnrtcs. continua en los mismos ténninos que en el texto original de 
In Ley de 1936, con In partieularidnd y ni coso concreto de su nplie<1ci6n en los Cole¡;indos de Circuito, dentro 
de su competencln. Por olta parte, en materia úc .vu.<pcnsltJn, se eren un capitulo espccinl dentro de lo Ley de 
Amparo (ortleulos 124 o 128): In autoridad rcsponsnblc concede In suspensión .vi.:mprc que .•·e cumpla c11n los 
rc1111l<itrJs 1¡ue establece el cap/111/1> que, cscneialmcntc es lo mismo que el texto de 1936 rc¡;ulobo en relación 
con lo fianza y co111m!ionzn y el interés general . 
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competencia de la Corte se limita al análisis de las víolaciones comelídas en la sentencla.3 

Por su parte, los Colegiados de Circuito observarlan tas siguientes reglas en ta 
resolución de los asuntos en revisión y en los amparos directos: 

a . Una vez devuelto o recogido el expediente, et presidente del Colegiado lo 
turnaba dentro del término de cinco d ías al magistrado relator para que formulara, 
por escrito, el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia y; 

b. El auto que turnaba el expediente al magistrado relator tenla erectos de citación para 
sentencia, la que se emitía, sin discu sión públlca, dentro de tos quince días 
siguíentes, por unanimídad o mayoría de votos. 

Las sente n cias de ta Suprema Corte como la de lo s Co legiad os de Circuito, son de 
estricto derecho y no comprende más cueslíones que fas legales propuestas en la demanda 
de amparo; se fundamentan en fa constitución y deben expresar en sus resolutivos el acto 
o actos contra los cuales se conceda el amparo. 

2.- Reforma del 30 de Abril de 1968 

La competencia del amparo directo en esta reforma continua como se había propuesto 
en las reformas anteriores; sin embargo, a partir de 1968, se precisa que el Tribunal 
Colegiado competente para conocer del amparo es el de la jurisdicción del lugar donde 
reside la autoridad que emite la sentencia o el laudo. 

La reforma simplifica la sustanc iación d el amparo directo ya que la Corte como tos 
Colegiados de C ircuito, en su caso, pronunciaban la sentencia correspondiente sin más 
trámite que la presentación de la demanda, de las copias certificadas o autos originales, y 
escritos del tercero perjudicado como del M inisterio Público Federal. Se establece que 
ningún asunto se aplazara por un término que exceda de 60 días hábiles. 4 

Así mismo. a partir de 1968 se modifican las reglas de procedencia del amparo directo 
en materia civil: 

a. El quejoso debía impugnar la violación en el mismo procedimiento mediante el 
recurso ordinario y dentro del término que la ley respectiva señale y; 

b. Si la ley no concedía el recurso ordínario, o si, concedíéndolo, se desecha o 
declaraba improcedente, debla Invocar la vío1ación como agravio en fa segunda 
instancia, si se cometió en la primera. 

> Las violacion es • I 11rocedlmienlo civil y penul sii:uen •iendo I•• miJmu, aunque se rcfonn<t lo ímcci6n 
JV: se susliluyc c11a11cln se declare lle¡:almf.!11/c ca11fe.ro al quejo.ro. a ·"'" rcprü.fcnta11tt! o apoderado (por 
abogado). En los demós casos nnálogos n juicio de los Tribunales Colegiados {se deroga esta fücullad o la 
Cor1c. porque yn no es su competcncío). 
• Pum el lramite y rcsoluci6n del amparo directo i;c debe nplic:ir odcmñs lo dispuesto en lo Ley Orgdníco del 
Poder Judicial de lo Federación. 
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Estos requisitos no fueron exigibles como tampoco ahora lo son en el amparo contra 
sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afectan al orden 
y a la estabilidad de la familia. 

La de manda se podla presentar directamente ante la Suprema Corte ante los Tribunales 
Colegiados, según su competencia, o por conducto de la autoridad responsable o del juez 
de Distrito dentro de la jurisdiccional de autoridad responsable; quien tenía la obligación de 
hacer constar al pie del escrito de demanda, la fecha en que fue notificada al quejoso la 
resolución reclamada y la de presentación del escrito; la Suprema Corte como los 
Colegiados. estuvieron facultados para cerciorarse de estos datos. 

Por o tra parte, se adiciona la admisión del amparo directo en m ateria adm inistrati va 
en el mismo sentido en que se admite para las otras materias. La fracción VIII del artículo 
166 obliga al quejoso a precisar la cuantía del negocio para determinar la competencia de 
este juicio. 

Algo más: se reestablece la facultad de la Suprema Corte para interpretar y fijar las 
posibles violaciones a las leyes del procedimiento en materia civil y penal. Los Colegiados 
de Circuito comparten esta facultad, según les corresponda en su competencia. 

Desde 1968, se obliga a la autoridad responsable, una vez que remite la constancias de 
los autos a la Corte o al Colegiado, a dejar testimonio de los autos para la ejecución de las 
sentencias. SI la responsable no envia los autos o expide las copias cert1t1cadas se le podré 
imponer una multa hasta de un mil pesos. En la actualidad es muy común que los 
tribunales del orde n común o lviden esta parte de la L ey. 5 

3.- Refo rmas de l 4 de D iciembre de 19 74 y del 7 de Enero d e 1980 

En 1974 se reforma el último párrafo del artículo 161, por el cual las reglas que deben 
cumplir los quejosos por violaciones a las leyes del procedimiento en materia civil (principio 
de definitividad), no se exigen contra los actos que afecten derechos de menores o 
incapaces. 6 

En 1980, se reforma el articulo 56 última parte, por el cual, el presidente las Salas o del 
Colegiado de Circuito ordenan un informe al Juez de Distrito que esté conociendo un 
amparo competencia de la Corte o del Colegiado y con lo que exponga, ordenarán o no la 
remisión de los autos. 

•Lo suspet>sión del acto rcclomudo s igue igunl y en ténninos de la F XI del onlculo 107 de In Conslitución. 
• Lus Rcfonnos del 29 de Junio de 1976 y del 31 de Diciembre de 1976 no lníluyc en el :unpru-o directo. 
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Así mismo, se establece que: 

a. El acuerdo de admisión de la demanda se debe notificar a las partes (articulo 179) y; 
b. Toda ejecutoria que pronuncien las Salas deberá estar firmada por el M inistro 

presidente y por el ponente, con el secretario que da fe, dentro de los cinco días 
siguientes a la aprobación del proyecto correspondiente, siempre que se apruebe sin 
adiciones, ni reformas.7 

4.- Reform a del 16 da E nero de 1984 

En 1984 se llevan a cabo importantes modificaciones que influyen en la conformación del 
amparo directo contra leyes: 

Por una parte. el articulo 49 establece que en los casos en que un Juez de Distrito reciba 
una demanda de amparo directo, se declara Incompetente de plano y remite dicha 
demanda al presidente de la Suprema Corte o del Tribunal Colegiado, según corresponda, 
sin resolver sobre la suspensión. El presidente de la Corte o del Colegiado decidían. sin 
ningún trámite si confirman o revocan la resolución del inferior. 

En el primer caso, además de imponerle al quejoso una multa de diez a ciento ochenta 
días de salario, tramitaba el expediente y señalaba al quejoso y a la responsable un término 
que no excedía de quince días para la presentación de las copias y del informe 
corrP.!lpondienti:t: P.n C'l!'O de revocación. ordenaba la devolución de los autos al juzgado de 
su origen, sin perjuicio de las cuestiones de competencia que pudieren suscitarse entre los 
Jueces de Distrito. De igual forma se procedía si la competencia de la Corte o del 
Colegiado aparecía del informe previo o justificado de la autoridad responsable. 

A partir de la reforma del 16 de enero de 1984 se ordena que la demanda de amparo se 
presente por conducto de la autoridad r esponsable, quien hará constar al pie del 
escrito, la fecha en que fue notificó al quejoso la resolución reclamada, y la de presentación 
del escrito. Además, la presentación de la demanda en forma d irecta, ante Corte o ante el 
Colegiado, no interrumpe los términos. 

En caso de que la responsable omitiera la fecha de notificación y de la interposición del 
amparo, enviaba copia certificada en un plazo máximo de tres días: si no las remitla, se le 
imponía una multa de 20 a 150 días de salario, sin perjuicio de que dentro de las 24 horas 
siguientes al que tiene en su poder la constancia de notificación respectiva proporcionara la 
información correspondiente al tribunal al que remitió la demanda. La falta de ésta 
información, dentro de este término, se sancionaba con multa de 20 a 150 días de salario. 

7 La rcfonno siguiente del 30 de Diciembre de 1982 no influye en el runp:iro directo. 
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En materia de control constitucional se llevan a cabo las siguiente reformas: 

1. Según el pérrafo primero y segundo de la Fracción IV, la demanda de amparo 
debla: 
a. Precisar cual es la parte de la sentencia en la que se cometió la violación y el 

mgtlvo por el cual se dela 1ln defensa al agraviado y; 
b. Cuando se lmouqne la sentencia definitiva o laudo por -timarse 

Inconstitucional la ley aplicada, serla materia únicamente del capitulo de 
conceptos de violación de la demanda. sin set'lalar como acto reclamado la 
ley¡ y la callflcaclón de ésta por el trlbynal de amparo se hacia en la parte 
consideratlva de la sentencia; 

2. Se adiciona e l articulo 182 bis oor e l cual. el tramite del amparo contra 
sentencias definitivas que se fundaran en leyes declaras inconstitycionales por 
la jurisprudencia de la Corte seré e l mismo. pero los términos de -te 
procedimiento se reducen a la mitad. 

La demanda de amparo debía anexar copias para el expediente y para cada una de las 
partes; a quienes, la autoridad responsable entregaba, emplazándolas, dentro de un 
término máximo de diez días, para que comparecieran ante la Corte o Colegiado, según el 
caso, a defender sus derechos. 8 

La responsable remitla la ctemanda con la copia correspondienie par• .,¡ Mi11i:.;l.,1 io 
Públlco Federal y los autos origina/es a la Suprema Corte o a/ Tribunal Colegiado, 
según corresponda, dentro del término de 24 horas. Al mismo tiempo, renctla s u informe 
con justificación, exponiendo, de manera clara y breve, las razones que fundaran el acto 
reclamado y dejaba testimonio de las constancias indispensables (con la copia de su 
informe) para la ejecución de la sentencia. 

En los casos en que existiera Inconveniente para la remisión del expediente. el quejoso 
le podía solicitar a la responsable que enviara copia certificada de las constancias 
necesarias, a las que se adicionaba las que indicara la parte contraria y dicha autoridad. la 
responsable remitía la copia certificada en un plazo máximo de 3 días al que las partes 
hicieron el señalamiento; si no lo hacia. se le imponía una multa de 20 a 150 días de 
salario. 

1 Los quejoso que no prescnlnmn las copias o lns exhibfn incompletas, l:i nutoridnd se nbstcnía de remitir la 
demanda o lu Corte o al Colegindo correspondiente, y de proveer sobre la suspensión; y los prcvenl:i parn que 
dentro del t~nnino de 3 dlns se exhibieran. Unn vez concluido el plBZo, y sin que se cumpliera el 
requerimiento, In rcsponS<1ble remitía l:i demanda a In Corte o Colegiado, quienes teni:in por no interpuesta la 
dcmnnda. En materia penol, ol quejoso se le otor¡;ab:i un pl:i.zo adicional de 10 díns P""' exhibir l:is copias, sin 
perjuicio de que la n:spons:ible provcyer:i sobre 13 suspensión en cnsos urgentes. concluido el plazo se remitfa 
l:i demanda a lo Corte o al Colc¡;indo p3ra los mismos efectos.·-------------~ 
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En materia de s uspensión, si la sentencia reclamada imponía la pena de p rivación de 
la libertad, la suspensión surtía el efecto de que el quejoso quedaba a disposición de la 
Sup rema C o rte o d el Tribunal Coleg iado competente, por mediación de la a utoridad que 
le otorgó la suspensión. 

6.- Reforma del 20 de Mayo de 19869 

La competencia del amparo que prevén los artículos 46 y 66, modifican su redacción; en 
el fondo continua la misma disposición (concepto de sentencia definitiva).'º 

El articulo 79 establece la suplencia del error por la cual, "la Suprema Corte, los 
Tribunales Colegiados y los Jueces de Distrito, deberán corregir tos errores que advierten 
en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrán 
examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, asf como los demás 
razonamientos de les partes, a fin de resolver fa cuestión efectivamente planteada, pero sin 
cambiar los hechos e1<puestos en la demanda."' 1 

El término para exhibir tas copias d e la demanda que omita e l quejoso y que 
previene la responsable se reduce a t res d ías y, en asuntos del orden penal, ta falta de 
exhibición de las copias, no es motivo para tenerla por no interpuesta. En este supuesto, el 
tribunal que conoce del amparo sacará las copias oficiosamente. 

Respecto :i l:i sustcinciaci6n del jt1íi:it:>. IA r.nrt .. n P.I r.nlP.!JiAr1n, c1P.ben comunicar a la 
responsable el acuerdo que desecha la demanda. 

Los articules 180 y 183, reestablecen ta facultad del tercero perjudicado como del agente 
del M inisterio Público para presentar sus alegatos por escrito directamente ante ta Corte o 
Colegiado, según corresponda, dentro del término de diez días contados desde el día 
siguiente al emplazamiento. Así mismo, el tribunal de amparo estudiaba preferentemente 
las violaciones al procedimiento consistente en la extinción de la acción penal y, en caso de 
estar fundada, o cuando, suplía ta deficiencia de la queja, declinaba et estudio de tas otras 
violaciones. En caso de encontrar infundada dicha violación. entraba al examen de las 
demás violaciones. 12 

• Se rc:fonna la cs1ruc1uro de la ley: divide su con1enido en dos libros que comprende a los artlculos 1 ro a 211. 
011\RIO OFICIAL DEL 29 DE JUNIO DE 1976. 
•• .. ARTÍCULO 46. l'nro l os cftctns del ortlc11lo .J.J, .re c111c11derón por .rente11clas dcjlnlt/l'as los que decidan 
el }11/clo en fo prl11clpal. y rr:sp<:cto Je lo.r cuales los fe>-r:s con11111es no conccdn1111i11gún n:c11rso ordinario por 
1·ir111tl d<:f c110/ p11edo11 ser mndljlr:odos o n:1•oco1Jas. 
1a111blo!11 se co11sldcrord11 como sentc11clos Jcj/11/f/vos lo.r dictados en primero /1manclo e11 asuntos judlclolcs 
tic/ orc11.111 c/1'11, cuo11do lo.< lme=odos h11blcrc11 nmunclodo expro.ranre11tc lo lllfcrpos/c/ó11 ele fo.r rccunos 
1mli11arins que pracct/011, si las leyes con11111es perm//c11 In r<1111111clo de rcfore11cln ... Ob. Cit. 
11 Articulo 79; ldem. 
12 l:n m a ru ia de su spen sión, l• responHble ororaab• la libertad cau<lonal cuando proced leH si la 
sc111cncin reclamada imponla In pena de privación de la libertad, ndcmO.S de que el quejoso quedaba a 
disposición de la Supremo Corte o del compc1cnle, por mediación de la rcspons:iblc. 
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7.- Reforma del 5 de Enero de 1988 

La reforma de 1988 influye en la competencia, en la demanda, sustanciación y ejecución 
de la sentencia del amparo directo. Respecto a la competencia se establece lo siguiente: 

a. Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de Imposible 
reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados intemaclonales o 
reglamentos, sólo se podrán hacer valer en el amparo directo que proceda en 
contra de la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio; 

b. Las violaciones a las leyes del procedimiento sólo podrán reclamarse en la vía de 
amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución 
que puso fin al juicio y; 

c. La Fracción X del articulo 159 considera violadas las leyes del procedimiento y que 
afectan las defensas del quejoso cuando el tribunal. continúa conociendo el 
procedimiento después de haberse promovido una competencia. o cuando el juez. 
magistrado o miembro de una junta laboral impedido o recusado, continúa conociendo 
del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder. 

Por su parte, la demanda de amparo deberá indicar {conforme a las Fracciones IV y V 
del articulo 166): 

1. La sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio; si se reclaman 
violaciones a las leyes del procedimiento, se precisará cuál es la parte de ésta en la 
que !10 cometió l<t violrición y el motivo por el curil !le dejó ~in rlefen!<<i <ti rigrnviado. 

2. Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que puso fin al 
juicio por estimarse Inconstitucional la ley, tratado o reglamento aplicado, ello 
será materia únicamente del capitulo de conceptos de violación, sin señalar 
como acto reclamado a la ley, el tratado o el reglamento, y la calificación de éste 
por el tribunal de amparo se hará en la parte conslderativa de la sentencia y; 

3. La fecha en que se notificó la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al 
juicio, o la fecha en que se tenga conocimiento de la resolución recurrida. 

El termino para exhibir las copias de la demanda omitidas y por las cuales se previene se 
amplía de tres a cinco días. La res¡onsable deberá remitir al Colegiado la demanda y sus 
anexos en un termino de tres días.' 

En la sustanciación del juicio, el Tribunal Colegiado examina, ante todo, la demanda 
de amparo; y si encuentra motivos manifiestos de improcedencia, la desechará de plano 
y comunicará su resolución a la responsable. En caso de irregularidades del escrito, por 
no cubrir los requisitos del articulo 166. el Colegiado señalara al promoverte un término que 
no excede de cinco días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos, los cuales 
se precisan en el auto relativo. Si el quejoso no da cumplimiento a lo dispuesto, se tendrá 
por no interpuesta la demanda y comunicará la resolución a la responsable. 

t) Ln suspensión continua en los n1ismos ténninos oplicadn en los juicios de amparo de la competencia de los 
Tribunales Colegiados de Circui10; en cuanto o la fianza, contrnfionza. y en molería lnborol. 

-----·-··- -·- ------~ 
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El Tribunal Colegiado que no encuentre motivo alguno de improcedencia o defectos en el 
escrito, o si fueron subsanadas las deficiencias, admitirá la demanda y notificará a las 
partes el acuerdo relativo. 

Cuando el Ministerio Público solicite los autos para formular su pedimento, 
deberá devolverlos dentro del término de diez dfas, contados a partir de la fecha en que los 
recibió; si no lo hace al expirar este tiempo, el Colegiado mandará a recogerlos de oficio. 

Para la ejecución de las sentencias del amparo directo, se remitirá testimonio de la 
ejecutoria a la responsable para su cumplimiento. El despacho que reciba la notificación, se 
le prevendrá para que informe sobre el cumplimiento del fallo. En casos urgentes y de 
notorios perjuicios para el agraviado, podrá ordenarse el cumplimiento de la ejecutoria por 
la vía telegráfica, comunicándose también la resolución por oficio. 

Si dentro de las veinticuatro horas siguientes al que recibe ra ejecutoria, o en su caso, la 
orden telegráfica, no queda cumplída o no estuviera en vlas de ejecución, de oficio o a 
solicitud de cualquiera de las partes se le prevendrá para que informe sobre el 
cumplimiento. 

quizá lo més Interesante de la reforma fue que a partir de 1988. la Suprema Corte 
deja de conocer los amparos directo. sin embargo. podrá ejercitar la facultad de 
atracción contenida en el oérrafo final de la fracción V del articulo 107 
constituclon;;!, poro rc:::olvcr lo:; emperos directos qt1e ori!JinMiflmP.ntP. r.t"lrrA~ponden a los 
Colegiados que revistan un Interés excepcional y de importancia trascendenta1.1 • 

Las reformas siguientes a la Ley de Amparo del 10 enero de 1994 y 8 de febrero 1999, 
no influyen en el amparo directo. Por el contrario, las reformas al articulo 107 Constitucional 
de estos al\os modifican sustancialmente al amparo directo. 

En concluslón las reformas a la Ley de Amparo de 1936 aportan los siguientes 
elementos: 

1.- La de 1951 trae consigo además de la creación de los Tribunales Colegiados de 
Circuito. la distribución del amparo directo entre la Corte y los Colegiados. 

Inexplicablemente, la Suprema Corte conoce de los amparos directos en los que se 
impugnan violaciones cometidas en la sentencia; mientras que los Colegiados de Circuito, 
conocen los mismos amparos pero por violaciones al procedimiento. 

Así mismo, se consollda el control constitucional por via de excepción, ya que la 
Corte revisa las sentencias de los Tribunales Colegiados (y de los juzgados de 
Distrito ) c uando subsiste el problema constitucional. 

•• Cfr. Cophulo del Recurso de Rcvísi6n, en el cunl se nnnliui lo focullnd de ntrocci6n de In Supremo Conc. 
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2 .- La del 30 de abril 1968: 
a. Reduce la sustanciación del amparo d irecto sin más trámite que la presentación 

de la demanda, de las coplas certificadas o autos originales, y escritos del tercero 
perjudicado y Ministerio Público Federal. Se establece que ningún asunto se 
aplazara por un término que exceda de sesent.a días hábiles. 

b. Admite el amparo directo en materia administrativa y; 
c. Obliga al quejoso a agotar los recursos y medios de defensa en materia civil 

(principio de definltividad), excepto en las acciones del estado civil o que afecten 
al orden y a la estabilidad de la família o los derechos de los menores e incapaces 
(reforma del 4 diciembre de 1974). 

3.- En materia de control constitucional, la reforma del 16 enero de 1984 ordena lo 
siguiente: 

a. En los casos en gue se impugne la sentencia definitiva o laudo por 
estimarse Inconstitucional la lev aplicada. sería materia únicamente del 
capítulo de conceptos de violación. sin señalar como acto reclamado la ley¡ 
y la calif icación de ésta por el tribunal d e amparo se h ará en la parte 
conslderativa de la sentencia; 

b. Se adiciona et articulo 182 bis por el cual. el t ramite del amparo contra 
sentencias definitivas que se fundan en leves declaradas Inconstitucionales 
por la !urisprudencia de la Corte será el mismo. pero los términos de este 
procedimiento !;O rP.cf111:P.n "' 11'1 mlt1>1t1. 

4 .- Finalmente la del 5 enero de 1988 innuye en el control constitucional por lo siguiente: 

a. Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no son de Imposible 
reparación, sobre la constitucionalidad de l eyes, tratados Internacional es o 
reglamentos, sólo podriJn hacerse valer en el amparo directo contra de l a 
sentencia definitiva, laudo o resolución que puso fin al juicio. 

b. A partir de 1988 la Suprema Corte de .Justicia dela de conocer amoaros 
directos. sin embargo. podrá e!ercitar la facultad de atracción contenida en 
el párrafo final de la fracción V del articulo 107 constitucional, para resolver 
un amparo directo que originariamente corresponde a los Tribunales Colegiados, 
siempre que revistan un interlls e1'cepcional y de Importancia trascendental. 

'1(\N 
· VA 

F& .... i u.e; ORIGEN 

1311 



CAPITULO V 

EL RECURSO DE REVISION 

5.1.- El Recurso de Revisión en el Siglo XIX 
5.2.- El Recurso de Revisión en las Leyes de Amparo 

vigentes en la Constitución de 1917 
5.3.- Acuerdos Generales del Pleno de la Corte 
5.4.- Naturaleza Jurídica del Recurso de Revisión 
5.5.- Sustanciación 

-Tramite 
- Competencia 
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5.1.- El recurso de revisión en el Siglo XIX Roberto Mart/nez Mejía 

1.- Antecedentes 

En el transcurso del Siglo XIX tres Leyes de Amparo como dos Códigos Federales de 
Procedimientos Civiles regularon al recurso de revisión hasta la promulgación de la 
Constitución de 1917. 

a.- Ley de Amparo del 30 de noviembre de 1861 

La primera Ley de Amparo de 1861 establece de hecho un medio sui generis para 
impugnar las sentencias de los jueces de Dístrito en un término de 5 días siguientes a su 
notificación, particularmente el artículo 15 lo llamó RECURSO DE APELACIÓN. 

En la hipótesis en que la sentencia negara el amparo, el recurso de apelación se admitía 
en ambos efectos, suspendiendo la ejecución del acto reclamado; por el contrario, si la 
sentencia amparaba, el recurso se admitía con efecto devolutivo y se ejecutaba la 
sentencia sin perjuicio del recurso interpuesto. Contra la callflcaci6n de grado, precedla 
e l recurso de suplica ante la Suprema Corte. 

El recurso de apelación lo r-:>'SC'l lvi¡on lo~ Trihunl'llP.!" cfP. Circuito. compuestos por un 
magistrado titular y dos suplentes, los que además, funcionan como tribunales de segunda 
Instancia de juicios federales. Se resolvía dentro de 15 días siguientes al que radicaban los 
autos; se oía a las partes verbalmente o por escrito en la audiencia de vista. 

Si la sentencia dictada en la audiencia de vista era conforme con la de la primera 
instancia, causaba estado pero, si revocaba o modificaba la primera instancia, pooia 
interponerse el recurso de suplica, directamente ante la Corte en un plazo de 5 días. 

b.- Ley de Amparo del 20 de enero de 1869 

En la segunda Ley de Amparo de 1869 por primera vez se habla del RECURSO DE 
REVISION contra las sentencias de los jueces de Distrito y, por cierto, procedla de oficio 
o a instancia de parte: el juez al dictar su sentencia tenía la obligación de enviar el 
expediente a la Suprema Corte, para que el Tribunal Pleno la revisara, dejando de lado 
a los Tribunales de Circuito. 

1 El recurso de su plica lo rcsolvfan los Snlns de 13 Conc, según el rumo, con visto del juic.io y ciu1dns los 
pones parn su comp:ircc;:ncfa en un pinzo de 1 S días, dentro de los cuales se dictaba sentencia. ConlTa es1a 
resolución, se podio nún interponer el rccurs" <le respmt.rabilltla<I, por infrnceioncs notorfas a In Constitución 
y o las leyes fcdcrnlcs; nnieulos 1 S, 16, 17, 18, 24 y 2.S de In Ley de Amp:iro del 30 de noviembre de 1861 en 
BARRAGAN BARRAGAN, José, l'rocc.m de Oiscu.tló11 a fa Ley ele Amparo ele 1861; Ob. C it.; ptlginns 100 
11 103. 
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Enviados los autos, las partes tenlan 6 d las para pres entar sus alegatos o lo que a 
s u derecho conviniera. SI las partes n o exponlan alegatos en este término, aún 
podlan Inte rponer e l recurso de revisión y enviarlo directame nte a la Suprema Co rte 
para su consideración, en el caso de haberse Interpuesto e n tiempo (la ley no sella/a 
el plazo para presentarlo en este supuesto). 

Dentro de los 10 días siguientes al que se radicaran los autos, s in s us tanc iación n i 
c itación a las partes, el Pleno de la Corte, examinaba el negocio y , 15 dlas d espués 
p ronunciab a la sentencia que revocaba, modificaba o confirmaba la primera instancia. 

Desde 1869, las sentencias de la Corte no admiten ningún recurso, salvo el de 
responsabilidad de los ministros q ue no trascendía en el sentido de la sentencia.2 

c.- Ley d e A mparo del 14 de diciembre de 1882 

La Ley de Amparo de 1882 va más lejos que la ley anterior en cuanto al tramite oficioso 
del recurso de revisión, a pesar de que dispusiera que los juicios de amparo sólo seguirían 
a instancia de parte: 

La ley no prevé la facultad de las partes para interponer el recurso ante la Corte o por 
conducto del juez, sin embargo, la misma ley obliga al juzgado a enviar los autos originales 
a la Corte para que revis e sus sentencias. una vez notificada a las partes y sin nueva 
citación. 

Asl mismo, el artículo 33 de la Ley. determinó que las sentencias de los jueces de 
Distrito nunca causarían ejecutoría ni podían ejecutarse sin antes agotarse la revisión, aún 
y cuando existiera convenio entre las partes. 

A partir de 1882 la materia del recurso de revisión se ex1iende contra todos los acuerdos 
de los j ueces de Distrito y especialmente, contra los autos de sobreseimiento. 

Una vez radicado el asunto en la Corte, sin nueva sustanciación ni citación, el Pleno 
acordaba el examen del asunto y pronunciaba su s entencia dentro de los 15 dlas 
siguientes, revocando o modificando la resolución de la primera instancia. 

Así mismo, el tribunal en Pleno podía proveer o suplir las irregularidades que encontrara 
en el procedimiento y, en su caso, la practica de diligencias necesarias y admilír los 
alegatos que en tiempo se expusieran. Desde 1882, la Corte suple el error o la ignorancia 
del recurrente, otorgando el amparo cuando se acreditaba la violación de garantías, hasta 
el extremo incluso, en que no se hubiera planteado en la demanda.3 

'Artículos 13, 14, 15 y 17 de In Ley de Amparo del 20 de enero de 1869 en DARRAGAN BARRAGAN, 
José, Proceso <111 Dl.rc11.v/611 o la Ley d~ Amparo da 1869; Ob. Cit.; póginns 314 a 318. 
' Esta suplencio en lo.s Leyes de Amparo posteriores se limitó y sistematizó. 
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Las sentencias de la Corte, además de estar fundadas, debían exponer las razones que 
considerara suficientes para sostener la interpretación de la Constitución y otras cuestiones 
surgidas en el juicio. Es decir: en la primera Instancia se planteaba el problema 
consti tucional pero hasta la revisión se resolvia en definitiva.• 

d .- Códigos de Proced im ientos Federales d el 6 de octubre de 1897 

El Código de Procedimientos Federales de 1897 sigue el mismo sistema que el de la Ley 
de Amparo de 1882. es decir, los j ueces de Distrito una vez notificada su sentencia, 
remltlan los autos en un término d e 48 horas a la Corte para s u revisión. 

Sin embargo. el Código de 1897 reforma la sustanciación del recurso ante la Corte en 
relación con las Leyes de Amparo anteriores: una vez recibido el expediente, el presidente 
de la Corte señalaba una fecha, dentro de los 15 días siguientes, para el estudio de la 
revisión , quedando el expediente a disposición de los ministros y de las parles para que se 
Impusieran en los autos. 

Los interesados podlan presentar sus alegatos dentro del término de 15 d ías siguientes y 
la Corte, para mejor proveer podía acordar que se practicaran las dil igencias necesarias a 
fin de regular el procedimiento. 

En la audiencia de vista se exigía el quórum de asistencia de por lo menos 9 ministros: 
el secretario dobo cuen to en lo :;u:;!::mci:il de l:i dcm::mc!:i . de !os informes y aleaatO$. !1$1 
como del pedimento del promotor fiscal. En seguida se procedía a su discusión y votación. 
En todos los casos, se calificaban en primer lugar el sobreseimiento. 

La Corte podía subsanar el error de la parte agraviada sin cambiar los hechos de la 
demanda ni alterar los conceptos de violación. El presidente de la Corte declaraba el 
resultado de la votación, exponiendo el fundamento de la mayorla con los votos en pro y en 
contra. En los casos en que se votara por mayoría, la minorla podla exponer los motivos 
de su d isentimiento.5 

d .- Códigos de Procedimientos Federales del 26 d e d iciembre de 1908 

Al igual que el Código anterior, el Código de Procedimientos de 1908 prohíbe que las 
sentencias como los autos de sobreseimiento e improcedencia se ejecuten sin agotarse 
previamente la revisión ante la Corte. Asl mismo, la revisión se admitió contra todos los 
autos del inferior, pero principalmente contra los acuerdos que concedían o negar•n 
la s uspensión del acto reclamado. 

' An ículos 33, 34, 38, 39, 41, 42, S3 y 60 de lo Ley de Amparo del 14 de d iciembre de 1882 en BARRAOAN 
BARRAGAN, José, l'roccso <le Dlsc11slú11 a la f,cy da Amparo de 1882; Ob. Cit.; páginas 453 a467. 
'1\nlculos 806. 8 11, 8 15 o 821y824 del Códigos de Procedimientos Federales del G de octubre de 1897 en 
l.n Suprema Corte de J11.T1/cln Sus leyes y sus Hombres, Ob. Cit.; p:íginns 228 n 23S. 
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La sustanciación del reourso fue semejante a la que desarrolló el Código anterior, sin 
embargo, el nuevo Código aporta algunas notas en particular, por ejemplo: una vez que la 
Corte recibía el expediente, señalaba un término que no excedía de 8 dlas, para que las 
parttJs tomaran apunttJs del resumen elaborado por la sfK:retarla. 

Concluido este término, se turnaba el expediente al ministro revisor para su estudio. 
quien no podía retenerlo por más de 1 o días, al cabo de los cuales y devueltos los autos, el 
presidente de la Corte, señalaba una fecha para la audiencia de revisión, según el orden 
cronológico dela secretarla. 

En la audiencia de revisión, se exigía un quórum de 9 m inistros; el seoretario hacia la 
relación del asunto y de sus constancias, asl como del proyecto realizado por el ministro 
revisor. Si alguno de los ministros quería imponerse de las actuaciones personalmente, se 
suspendía la audiencia por uno o dos turnos. permaneciendo mientras tanto el asunto a la 
vista de los ministros. Transcurrido el plazo. pasaba la revisión a discusión y votación. 

El proyecto aprobado resultaba en sentencia, en caso contrario, el presidente de la Corte 
designaba a otro ministro para que redactara un nuevo proyecto, en el que se expusieran 
los fundamentos de la mayoría, los votos en pro y en contra y el nombre del ministro 
ponente. 

La Corte calíficaba previamente la improcedencia o sobreseimiento, siempre que los 
interesados lo s~ñalaré'ln """ "'""' >1fP!:J>1ln,. ne igu>1I forma. podla acumular dos o más 
amparos en revisión cuando existiera conexidad entre ellos y resolverlos en una sola 
sesión o en varias acumuladas, designando a un ministro revisor. 

Los efectos de la sentencia restituían las cosas al estado que guardaban con 
anterioridad a la violación y exclusivamente beneficiaban al litigante. En todo caso, la Corte 
averiguaba si el juez de Distrito se ajustó al procedimiento, de lo contrario, lo consignaba al 
tribunal de Circuito competente.6 

• Ln ejecutorio y los' ;~i~s de lo mlnorlo se public:abnn en el Scminruio J ucliciol de la Fcdcroción, al igual que 
los sentencias de ~os ju~ 'de Distrito, cuando lo ordennbo el tribunal revisor. 
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5.2.- El Recurso de Revisión 
En las Leyes de Amparo vigentes en la Constitución de 1917 

El texto original de la fracción IX del 107 constitucional reguló sumariamente y sin 
nombrar como revisión a l recurso que llamó QUEJA interpuesto contra las sentencias que 
en la audiencia constitucional pronunciaban los jueces de D istrito, sin distinguir la materia 
del recurso. 

Por su parte, las leyes que han reglamentado al recurso de revisión, desde la 
promulgación de la Constitución de 1917, han sido las Leyes de Amparo de 1919 y la aún 
vigente de 1936. 

1 .- Ley de 1919 

La primera Ley reglamentaria del articulo 107 constitucional, entró e n vigor a partir de su 
publicación sucesiva en los días 22, 23, 24 y 25 de Octubre de 1919. En esta Ley se reguló 
sin un capitulo especial al recurso de revisión interpuesto contra las sentencias de los 
jueces de Distrito cuando subsistiera la materia constitucional ante la Corte 
directamente o por conducto del juez dentro de los cinco dlas siguientes a su 
notificación. 

Co11 ~¡ .. sc1ilu so:: ...... .,,., .. .,¡, .. ,. eiurc1vi..:.;; y copia e<:rtiflcada del o:.:podionto. 

Recibidos los autos y el escrito Interpuesto, la Corte comunicaba a las partes para que 
en un plazo de diez dlas expresaran lo que a su derecho conviniera. Vencido e l término , se 
corría traslado al Ministerio Público Federal por otros diez d ías. Habiéndose desahogado la 
vista del M inisterio Público Federal se señalaba una fecha, dentro de los treinta dias 
siguientes, para la discusión y resolución del asunto. 7 

2.- Ley del 10 enero de 1936 

Para el 10 de enero de 1936 se expide la todavla vigente Ley de amparo. Estructura a 
la REVISION en el Capitulo XI, artlcufos 83 a 94, en los mismos términos en que lo hacia la 
ley de 1919 derogada. 

Bajo las disposiciones de la ley de 1936 las Salas de la Corte fueron los órganos 
jurisdiccionales que resolvieron la revisión interpuesto contra las sentencias de los 
jueces de Distrito en los casos que se pronunciaban sobre la constitucionalidad de la ley. 
Quienes debian •examinar únicamente los agravios alegados contra fa resolución 
recurrida"8 sin considerar otra prueba no aportada ante el juez de Distrito. 

' Artlculos 86 o 92 de la Ley de Amparo de 1919; IA S11prema Corte de Justicia, Su.r Leyes y su Hombres; 
Ob.Cit. 
1 Cfr. Anlculo 90, 182 de lo l,eydcAmporo texto orlg/110/ de 19J6. 
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2.1. Reformas a la Ley de Amparo de 1936 

La primera reforma se llevo a cabo el 30 de Diciembre de 1939, así como las 
subsecuentes del 20 enero de 1943 y 29 de diciembre 1949, de ninguna forma alteran la 
composición original del recurso de revisión.9 como to harta la de 1951. 

a) La reforma de 1951 

La reforma del 19 de enero de 1951 se relaciona con la que se hace al artículo 107 
Constitucional del 19 de febrero del mismo al'lo. por la cual se crea n los Trlbunales 
Colegiados de Circuito y se redistribuye la competencia juriadlcclonal del amparo. 

La reforma de 1951 reestructura y es la pauta para la composición moderna de la 
revisión en mate ria de constltucionalldad. como se conoc/a hasta 1999. 'º 

A partir de esta reforma, la revisión procede contra las resoluciones que en amparo 
pronuncian los juzgados de Distrito y los Colegiados de Circuito cuando deciden sobre la 
constitucionalidad de la ley o establecen la Interpretación directa de un prece pto de 
la Constitución. 11 

A las partes se legltlmó para interponer el recurso en un plazo de cinco dlas ante la 
Corte directamente o por conducto de la auloridco<.l 4ut:> hi:t.o .,1 íaliv. En lo<.lv caso se 
anexaba copia d e las constancias, expresión de agravios y trascripción textual de la 
parte de la sentencia que contiene la calificación de inconstltucionalldad o que 
establece la interpretación directa de un precepto de la constitución. 

La competencia correspondía. en materia constitucional. a la Suprema Corte y , en 
cuestiones de legalidad, a los Colegiados de Circuito. El presidente de la Corte calificaba el 
recurso, admitiéndolo o desechándolo. 

Una vez admitido el recurso se daba vista a las partes para que en un plazo de 10 días 
expusieran alegatos, al término del cual se corría traslado al Ministerio Público Federal, 
para que en un plazo semejante pidiera lo conducente. 

La Corte en material constitucional como los Colegiados en legalidad obedecían las 
siguientes reglas : 

a. Examinaban únicamente los agravios, sin embargo, podian considerar los 
conceptos de violación omitidos por el Inferior; 

'' Cfr .. Textos de la p:lginn web de In Cámara de Diputados (hllp://www.cddhcu.eob.mx). 
'º Sin cmbnrgo, In rcfonnn ol recurso de revisión de 1999 deriva de los Acuerdos emitidos por el Pleno de In 
Corte y no de la Ley de Amparo, como adclan1e se comcntn. 
11 ,fr1/culo 83 F V (adlc/011aúa). 181 a 183 y 18S tic la rcforn1a a la Ley de Amparo úc /?SI. 
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b. Solo se estimaban las pruebas desahogadas ante el juez de Distrito en la audiencia 
constitucional; 

c. Se podla confirmar el sobreseimiento o bien, revocar la resolución recurrida y 
e ntrar al fondo d el asunto, concediendo o negando el amparo; 

d. Si la Corte advierte que se violaron las reglas fundamentales que regulan el 
procedimiento o que indebidamente no fue oída alguna de las partes. revocaba la 
resolución recurrida y ordenaba reponer el procedimien to; 

En el caso en que se impugnará la lnconstítucionalldad y ta violació n a las leyes 
o rdinarias, alegándose ambos agravios e n la revis ión, se remitía el expediente a la 
Corte para el efecto de resolver el problema constitucional. 12 Al resolver la Corte, 
dejaba a salvo, en lo correspondiente, la jurisdicción de los Colegiados para solucionar la 
revisión en legalidad. 

Cuando se recurrían las sentencias de los Colegiados. la Sala de Corte 
exclusivamente resolvla sobre la constltuclonalldad de la ley impugnada o sobre la 
interpretación directa de un precepto de la constitución . otorgando o negando el 
amparo. ' 5 

El diseño de la re forma de 1951 habría sido suficiente para otorgarle a la Corte la 
naturaleza de tribunal constitucional, si desde este momento se hubiera dejado en los 
Tribunales Colegiado de Circuito todas las revisiones que expusieran cuestiones de 
legalidad y, exclusivamente en la Corte, aquellos recursos en los que prevaleciera el 
proul.:111a cu11,;liluciu1\al como Lal. 

Sin embargo, la reforma dejó en la Suprema Corte algunas revisiones en materia de 
legalidad en los siguientes casos: 

a . Cuando la resoonsable era federal en los amparos administrativos; 
b. Se reclamaran en materia penal. las yjolaciones al articulo 22 constitucional y ; 
c. Los asuntos de las Fracciones 11y111 <Jel 103· <Fracciones VIII y IX de la Refoana de 

1951 al Articulo 107 de la Constitucjón). En los casos restantes, los Colegiados 
conocían de la revisión y sus sentencias no se admitía ningún recurso. 14 

b) Reforma del 31 de diciembre de 1994 

De las diez reformas al 107 constitucional posteriores a 1951, es notable que ninguna 
modifica sustancialmente el tramite y procedimiento de la revisión en materia constitucional, 
solo algunas integran al recurso distíntas hipótesis como posibles actos reclamados; por 
ejemplo: la del 25 Octubre de 1967 adiciona la inconstitucionalidad de los reglam entos 
expedidos por el presidente de la Repúbllca y la del 10 Agosto de 1987 (en vigor hasta 

u Anl<:ulas 92 y 107 F VIII cmulltucla11al de lo rcfonnn de 1951. 
u hlem. 
,. Cfr. h ttp://www.cddhcu.gob.mx/ (p:lgino web del Congreso de lo Unión). 
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el 15 enero de 1988) Incorpora la lnconstitucionalldad de leyes locales, tratados 
Internacionales y reglamentos expedidos por los gobernadores de los Estados. Los 
expedidos por el jefe del Distrito Federal se regularon con la reforma del 25 Octubre de 
1993. 15 

Fue a través de la refo rma de 1994 que se llegan a establecer las nuevas reglas 
procesales y estructurales de la revisión en materia constitucional. 

Como se sabe, generalmente los Colegiados de Circuito son tribunales de 
legal/dad a quienes compete resolver en amparo directo las violaciones a las leyes del 
procedimiento de los jueces y magistrados del fuero común y federal. Así mismo, califican 
el recurso de revisión en materia fiscal interpuesto contra las sentencias de los 
magistrados del Tribunal Fiscal de la Federación (articulo 94 Constitucionaf). 

En materia de control constitucional. los Colegiados posee:i la facultad para 
pronunciarse sobre la constitucionalidad de la ley o establecer la interpretación directa d e 
un precepto de la constitución únicamente en vla de amparo directo. 

Sin embargo, no pueden pronunciarse respecto d e la lnconstitucionalldad de leyes 
o de preceptos legales al conocer e l recurso de revisión Interpuesto contra las 
sentencias de los jueces de Distrito o magistrados de los Unitarios en materia de 
amparo.'8 

" Las rcfom111s "1 artfcufo 107 Conslilucioual son l:as siguientes: dtl 2 No•-ltmbre de 1962 (suplencia de la 
queja en moterfo o¡¡mrin); del 25 dt Octubre de 1967 (odicion11 111 p rocedencia de In revisi6n contra los 
scntcncins de los jucccs de Distrito conocerá la Conc cunndo se impu¡;nc la inconstitucion"1idad de 
rcglamtnto1 expedidos por el Prtsldente de I• Re¡uiblica; 20 de l\IMno 1974 (suplcnci11 do la queja pBto 
menores); 8 de Ochlbre de 1974 (en los cnsos de los nmporos promovidos contra nutoridndcs odministrotivns 
constituidas confom1e n 111 froccion VI. base primc1·n del 0t1lculo 73 de 111 eonstituci6n, conocerán de la 
revisí6n los Colq;i3dos y sus sentencias no odmitcn recurso); 17 de Febrtro 1975 (caducidad o 
sobreseimiento por in:ictividod procesal en motcrin civil y odministmtivo); 6 dt Ai:osto 1979 (distribuci6n de 
In compctencio de los 3111p11ros directos entre lo Cone y los Colegiados); 7 Abril de 1986 (se lijan "1¡;unns 
rcsJllS que se deben sc¡;uir en el procedimiento de amparo); 10 de Ai:osto de 1987 en vi¡;or el 1 S de Enero de 
1988 (eontrn las scntcncíns de los jueces de Distrito conocero lo Corte cuando se impugne In 
ineonstitucionulidnd leyes loc1'1u. tratados lntern•cionalu, Rql•mentos de leyes loules expedidos por 
los gobrmatlor~s de los Es tados .. ,·e adiciono: 1utrmib ta Cnrts endraí 1Uraer ta1 uvblnnH que por 11y 
cnm<trrluisu • • P•<lnlH In nm•ril•n-.<c atl/c/0110); J de Septitmbre 1993 (derogo In fmccion XVIII); 2!1 
Octubre de 1993 (conrm lns scnccncias de los jueces de Distrito conocerá In Cone cuando se impugne In 
inconstitucíonolidad de Rt¡:lamtntos de ltyu localrs upcdidos JIO r ti jere del Distrito Federal-se 
adicln11a; adem lis la Corte podni atraer las revlslontS que por s u caracterisric.as cspuialcs asl lo 
nmrriten·.ft.f ''-1ón11a). 
•• Tomo VII- Julio; So Época; Jurisprudencia del Sº TCC en materia Civil del lcr Circuito; Semanario 
Judlch1I. póginn 172. 

TESIS CON 
FALLA D~ ~filG?.N 

.., 



5.3.- Acuerdos Generales del Pleno de la Corte 

La norma anterio r se aplicó invariablemente por la jurisprudencia de la Corte y de los 
Co legiados desde el año de 1951. 17 Será, la reforma a los 1rttcul05 94 y 101 
constltuclonates del 31 Diciembre de 1994 que inicie la aoertura !urltdlcclonal de 101 
Colegiados Para resolver el recyrso d e roylsión en materia constitucional: 

La reforma faculta al Pleno de la Corte a emitir ACUERDOS DE CARÁCTER 
GENERAL con e l fin de lograr: 

a. Entre las Salas. una adecuada distribución de los asuntos de su competencia y; 
b. REMITIR a los Tribunales Colegiados de Circuito agyellos asuntos aue 

corresponde conocer o riginariamente a la pro pia Corte oero q ue. sobre los 
mismos. ha establecido !urlsprudencla aplicable al caso. 18 

Esta reforma reestructura orgi\nlcamente al Poder Judicial Federal y en cierta manera, 
actuallz.a al amparo contra leyes, con el fin de abati r el rezago de la Corte, pero 
principalmente, transfo rmarla en tribunal cons titucional al estilo europeo. 

Con este pro pósito el Pleno de la Corte emite el ACUERDO 81199519 relativo a la 
determinación DEL ENVIÓ DE ASUNTOS DE LA COMPETENCIA DEL PLENO Y DE LAS 
SALAS oe LA COl'<TE A LOS TRIBUNAL.ES COLEGIADOS OE C IRCUITO. 

En base a este Acuerdo, tanto el Ple no como las Salas encargaron a los Colegiados 
la resolución de los RECURSOS pe REVISION interpuestos contra sentencias de los 
jueces de Distrito o T ribunales Unitarios que expusieran el problema constitucional y 
e!C jstlera iurispruden c ia sobre tales cuestiones.20 

En términos de los Acuerdos 8/1995 y 3/95 éste del 13 de febrero de 1995, los 
amparos directos en revisión en los que se impugna una l ey federal o un rf!glamento 
expedido por el presidente de la República, ambos declarados inconstitucionales por la 
jurisprudencia de la Corte, aún cuando es compete ncia originaria d el Pleno, deben remitirse 
a las Salas y no a los Colegiados ya que, conforme a los princip ios jurídicos que rigen los 
recursos, éstos no debe ser resueltos por un órgano jurisdiccional d e Igual jerarquía a aquel 
q ue emitió la resolución, y menos aún, por el mismo órgano resolutor, puesto que haría 

" Tesis jurisprude11cinl de l Stmanarlo Judklal de la Ftderación, Tomo Vlll-J ulio; página 172. 
,. Rcfonno del 30 de Diciembre de 1994; Cfr.. icono de reformas o lo Constitución en 
ht111://w..w.c:ddhcu.¡:ob.m" (p:lginu web de lo Cómuro de D iputados). 
•• l' ublieudo en el Diario Oficial d e la l'tdt nodón del 26 de Junio 1995. Este Acuerdo, el 8/95, abroga al 
~publicado en el Diorio Olicinl de lo Federació n el 17 de Febrero del mismo ru)o. 
• Acuerdo 8/1995, consúllcsc ARELLANO GARCIA, Carlos, Prac riu Forense dtl Juicio de Amparo; 
editorial Porrón. Mé.xico 1999; p:lginus 807· 809. 
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nugatorio el derecho a la revisión de la parte inconforme.21 

Para el 11 de Junio de 1997 el Tribunal en Pleno publica UN NUEVO ACUERDO. EL 
2/97, relativo a la determinación del envio de asuntos de la competencia del Pleno y 
de las Salas a los Tribunales Colegiados. 

Los tres Acuerdos, es decir, el 8/95, 3/95 y 2197, tienen el mismo sentido: enviar los 
RECURSOS DE REVISION de la competencia del Pleno o de las Salas a los Colegiados, 
Interpuestos contra las sentencias de jueces de Distrito o tribunales Unitarios, cuando 
prevalezca el problema constitucional y exista !urlsprudencia sobre tal cuestión. 

¿Por qué se emite un nuevo A cu erdo, el 2197, si ya exlstla el ~que regulaba la 
mis ma materia? Tal parece que la Corte pretendía, por una parte, abatir el rezago de sus 
asuntos y obtener prontitud en su d espacho. 

Sin embargo, la propia Corte reconoce que un número lmport;inte de los asuntos 
compre ndidos en este Ac uerdo no se remitieron a los Colegiados o se regresaron, 
porque se consideraron que planteaban cuestiones diversas al problema resuelto en 
la jurisprudencia, tales como la improcedencia, violaciones de fondo o de legalidad, de la 
competencia exclusiva de la Corte. 

De tal forma que para el desahogo Inmediato de los asuntos de la Corte, el Tribunal en 
Pleno se ve en la necesidad de emitir el ACUt:t<OO "'19"/, para que el Pleno como las 
Salas: 

a. Envíen a los Colegiados tos RECURSOS DE REVISON en que exista jurisprudencia 
aplicable a tales materias; 

b. Aún en aquellos casos en que se presenten cuestiones de Improcedencia, 
vio laciones al procedimiento o de fondo; 

c. Que no impliquen el estydlo direc to de problemas de constltuclonalidad de la 
!!!x. tratados internacionales, reglamentos federales o locales, etc.; 

d. Aún cuando el estudio correspondiente dé como res ultado no aplicar la 
lurlsprude ncia relativa: por no tener que abordar el an'11sis del problema 
res u elto en ellos. 

Le finalidad de este Acuerdo, como la de los anteriores, fue la de transformar af Pleno de 
fa Corte en Tribunal estrictamente constitucional, limitándose al estudio de asuntos 
nuevos. rela!álndose de aquellos en los cuales ya se pronunció en !urisprudencla o 
en los que e ra Innecesario abordar la materia constitucional. como la Improcedencia 
o las violaciones de legalidad. delegando. en ambos casos. s u resolución a los 

11 Segundo Sala, Tomo 11 -scpúcmbrc 1995; Tesis 2:i/j.43/95; página 113; Tomo 1 ·abril 1995; Tais 2.a 
X V l /95; pú¡;ino 49. 
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Colegiados de Clrcuito.22 

Incluso, al hacer referencia a otros Acuerdos de semejante naturaleza, se pretendla que 
el Tribunal en Pleno se abocara exclusivamente al examen conatltuclonal de loa 
asuntos que plantearan la controversia constltuclonal. 11 acción de lnconstltuclonal 
y los amparos Importantes v trascendentes . 

Con este fin, la Corte divulga el ACUERDO 71199523
, relatívo a la distribución de la 

competencia por materia entre las Salas y al envio d e los expedientes de la 
competencia del Pleno a dichas Salas: 

El articulo tercero del Acuerdo 7195 faculta al Pleno para enviar a las Salas loa 
RECURSOS DE REVISIÓN interpuestos en contra de los jueces de D istrito y magistrados 
de Circuito en los que subsista el problema de constitucionalidad de leyes o de 
invasión de esferas y no proceda entrar al examen de esta cuestión por tener que 
sobreseer el juicio, reponer el procedimiento, tener por desistido al recu"ente, 
decretar la caducidad de la instancia, desechar el recurso o declarar Inoperantes los 
agravios.24 

En todo caso, la Corte se reserva la facultad para atraer todos aquellos recursos de 
revisión que, oor s u "Interés v tras cendencia" así lo ameriten, como se d ispone en el 
penúltimo párrafo de la fracción VIII del 107 constitucional de la reforma 31 
diciembre de 1994, a pesar de que exista jurisprudencia aplicable al caso o se tratara de 
otras materias distinta a la conslltuctonal. 

e) L.a reforma constitucional del 11 de junio 1999 

La reforma que se lleva a cabo en 1999 incluye a los artículos 94 y 107 constitucionales. 

En primer lugar, la reforma al plffafo s exto del articulo fU pretende ampliar las 
facultades del Pleno de la Corte para expedir acuerdos general!! y con base en ellos: 

• ... remitir a los Tribunales Colegiados, todos aquellos asuntos en los cuales hubjere 
estsblecido juriSDructencía. no revistan interés o trascenclencja o, en general, la propia 
Corte, estime Innecesaria su intervención. •23 

21 Sin embargo, lo jurisprudc:nci3 concede In oponunicbd de que el Tribun3J Pleno nn11licc de nuevo cucnt:i la 
inconstitucionolidad de un precepto yn declllnldo inconstitucional por lo jurisprudencia finne, cuMdo se 
formulen nuevos alegatos tendientes a d emostrar la ineonsritucionolidod por morivos distinros ni los 
exmninados; Pleno, Po.ne l;junio 1995; Tab P. XVl/9!1; p:l¡;ina 34 . 
'·' Publicado en el Diario OficiBl de la Federación del 23 de Junio 1995. 
,. Este Acuerdo :lbro¡;n ol 4/95 del 17 Febrero 9S, relativo ni envio de los nsuntos de lo competencia del Pleno 
n lns Snlas. Ln Conc cstnblecio que si bien este Acuerdo no lo sc1lnla. se debe cmplcnr en aquellos cnsos en 
11ue e"istc jurisprudcncin nplicnblc al caso; 2n Snln. Pnne 11; ·octubre 1995; l'nls 2• XClll/95; pásinu 309. 
" Ex 1><>siclón de m otivos del Ejecu1ivo del 29 mnno de 1999 :intc In Comisión de Justicia del Senado: página 
s. 
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Esta reforma Implica la modificación al régimen competencia! de la Corte ya que, si bien 
es cierto, continua conociendo de todos los recursos de revisión contra las sentencias de 
los jueces de Distrlto y Colegiados de Circuito, •también lo es que la Corte pod,_ 
rechazar el conocimiento de aquellos en los cuales no sea necesaria la ~ación de un 
criterio de importancia o trascendencia para el orden jurldico nacional. • 

Es decir, la lnicialíva autoriza a la Corte para: 

1.Expedlr acuerdos generales que fijen normas de competencia entre el Pleno y 
las Salas y los Colegiados de Circuito y establezcan reglas procésales sobre la 
procedencia del recurso de revisión contra las sentencias de los jueces de 
Distrito para mayor prontitud de su despacho y mejor imparticlón de justicia y; 

2. Prescindir de aquellos asuntos sobre los cuales ya se pronunció en jurisprudencia 
(reforma del 31 Diciembre de 1994) para: 

3. Atencler sólo los que sean inéditos o que comprendan un alto nivel ele 
Importancia y trascendencia y que, por tal razón, Impacten en la lnteroretaclón 
y aplicación del orden jurldico nacional. 

La reforma a la fracción IX del arllculo 107 Constitucional, tiene el mismo sentido: "En 
este caso se trata de que la Corte conozca de la revisión en amparo directo 
únicamente cuando las resoluciones pronunciadas por los tribunales Colegiactos 
decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la interpretación directa de 
u11 p1<:i.;1;11J/v J.,/., ..:v11,;tilud.:.n, .::uvü rasolµcl6n pntr;uio~ ü juicio de /:: propi~ Corte. l:l 
fi/ación de un criterio de Importancia y trascendencia.' 1 

Con fundamento en la reformas a los artfculos 94 y 107 constitucionales de 1999, el 
Pleno de la Suprema Corte expide el ACUERDO 511999, que establece las bases 
generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en ampaW 
directo. oor el cual pleno de la Corte remite asuntos de su competencia a las Salas. 

Bajo este Acuerdo, el Pleno podrá remitír a las Salas aquellos recursos de revisión en los 
cuales no se requiere su intervención por que no se tiene que resolver o abordar 
cuestiones propiamente constitucionales. 

El Acuerdo 5199 detalla los supuestos por los cuales llegan a la Corte los recursos 
de revisión Interpuestos contra las sentencias de los Colegiados de Circuito en 
amparo directo: 

1. Cuando se acuse la inconstituclonalidad de una ley, tratado internacional o 
reglamento federal o local, o se establezca la interpretación directa de un precepto 

16 ldem. 
i• Ob. Cit. página 6. 
,. Publietido el 22 Junio de 1999 en In Primcm1 Sección del Diuio Olicl•I de la Federación ; págin:IS 27 n 
29. 
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constitucional; o bien, que se omita el estudio de estas cuestiones, siempre que se 
haya planteado en la demanda de amparo y; 

2. Que el problema de constitucionalidad propue.sto, entra/te la fijación de un criterio 
jurldfco de Importancia y trascendencia a juicio del Pleno o de la Sala respectiva; 

A partir de las nuevas reglas competenclales impuestas en el PUNTO PRIMERO del 
Acuerdo 5/99 del 22 de junio de 1999, como en los artículos 107 F IX constitucional, 83 F 
V y 84 F 11 de la Ley de Amparo, 1 O F 111 y 21 de Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, para que proceda el recurso de revisión en amparo directo se requiere: 

A) Que en los conceptos de violación del amparo directo se planté el problema 
constitucional y no se señale a la legislativa como autoridad responsable ni a la ley 
como acto reclamado; 

B) Que la sentencia del Colegiado decida sobre la constitucionalidad de la ley, tratado 
internacional o reglamento o establezca la interpretación directa de un precepto de la 
constitución o que omita tal estudio y; 

C)Que el problema constitucional entra"e la fijación de un criterio jurídico d e 
Importancia y trascendencia a juicio de la Sala o del Pleno; la importancia y 
trascendencia se actualiza, por ejemplo, cuando el Tribunal Colegiado se pronuncia 
en tomo a un problema constitucional, desconociendo o contraviniendo un criterio 
jurisprudencia de la Corte.29 Otro caso que satisface le requisito de Importancia y 
trascendencia se da cuando la sentencia del Colegiado interpreta el 123 apartado B 
de la F XIII constitucional; este recurso le corresponde a la Segunda Sala resolverlo, 
y;:i. que :;e tr;:i.t;:i. de un::i intcrprct::ici6n ::on::titucion::if rclccionoda con fa materia 
laborat.30 

D) Durante la jurisprudencia de la Octava Época se desechaban los recursos de revisión 
interpuestos contra las sentencias de los Colegiados que realizaban la interpretación 
directa de un precepto de la constitución APLICANDO LA JURISPRUDENCIA DE LA 
CORTE. 

Sin embargo, a partir de junio del 2000, el Pleno pretendió modificar el criterio anterior y 
declaró que la procedencia del recurso de revisión en amparo directo, no se afectaba por la 
circunstancia de que fa inconstitucionalidad adoptada por el Colegiado se sustentara en la 
jurisprudencia de la Corte, ya que se d eberían analizar si los conceptos de violación en 
materia constitucional resultan operantes, para determinar o n o su Improcedencia: 
Este criterio fue aprobado por 7 ministros y no se considera tesis.3 ' 

- Importancia y trascendencia 

Bajo este nuevo criterio ¿Qué entiende la Corte por asuntos de Importancia y 
trascendencia? ¿de dónde surge? El concepto tiene como antecedente próximo los 
requisitos que exigía la Corte para ejercer la facultad de atraccíón. 

,., TesiJ: 2a. XLV/2000, Tomo XJ, moyo 2000; página 3 13. 
JO Sc¡;undn Snln. Tomo XIII -febrero 2001; Tesis 2L V ll l/2001; págin:i 295. 
" Pleno, Tomo XI-junio 2000; TaiJ P. LXXX/2000; p:iginn 4 1. 
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Efectivamente, la reforma al 107 constitucional del 10 Agosto 1987 adiciona et segundo 
párrafo del inciso b) de la Fracción VIII y el último párrafo de la Fracción VIII mediante los 
cuales, se faculta a la Corte de oficio o a petición fundada de los Colegiados de Circuito o 
del Procurador General de la República, para atraer los amparos en revisión que p or 
sus caracterlstlcas especiales asl lo amerlten.32 

La jurisprudencia de la Octava É.poca del Pleno de la Corte correspondiente a esta 
reforma consideró que esta facultad "dabla ejercerse restringida -y restrictivamente- para 
aquellos asuntos de su género que de manera indubitable se planteen problemas de 
Importancia excepcional que hagan patente la necesidad de su lntervención".33 

Según la jurisprudencia de la Tercera Sala, la facultad de atracción no se ejercla 
arbitraria o caprichosamente, • ... sino invocando, sin alterar, las circunstancias que 
concretamente se refirieran al caso de que se trate y sin apoyar la resolución en hachos 
ine><actos. sino en razonamientos que estén de acuerdo con la lógica".34 

Al respecto, el Pleno de la Corte podría atraer no sólo amparos directos y recursos de 
revisión en amparo de la competencia de los Colegiados sino que. extensivamente, podría 
ejercerla respecto de los asuntos de la competencia de las Salas y a cualquiera otro de sus 
órganos.35 

Este sistema competencia! tiene por finalidad de que la Suprema Corte se dedique 
fundamentolmento o lo función de :;upremo interprete de t::i Con::tituci6n. 

Por otra parte, en el caso de que la Corte justificara ejercer la facultad de atracción de un 
amparo d irecto por sus características excepcionales y con posterioridad se volvla a 
promover otro amparo directo contra la Sala responsable, aplicaba de la misma forma la 
atracción, toda vez que se refiere al mismo asunto en el que ya se determinó su 
importancia. 36 

Finalmente, las partes no están legitimadas para solicitarle a la Corte ta atracclón.37 

Incluso esta facultad sigue vigente en la jurisprudencia de la Novena Época, lo que no 
Impide que las mismas partes pongan en conocimiento de la Corte la importancia del 
asunto que le permitiera atraer el asunto.38 

Sien embargo, los conceptos de lmoortancla y trascendencia como tales aparecen en 
la reforma al 107 constitucional del 31 de Diciembre 1994, aplicándose exclusivamente a 

" Diario Ofi<i•I del• Feder•ci6n del 10 de Agosto 1987. 
u Gacela del Semanario .rucllcial de la Federación; Tomo VI Primcr:i Panc; Tesis 3a./J.46190; página 190. 
"' Ob. Ci1.; Tomo IX- Enero; Tesis 3a./J.44/9 l; pdginn 71 . 
.I> Ob. Cil.; To1110 VII-Junio; Tesis P./J.30191 ; pógino 47. 
"" Ob. Cil.; Tomo 74, Febrero de 1994, Tesis 3n./J.4/94; ptlgina 17. 
·" Ob. Ci1.; Tomo XIV- Septiembre, Tesis 3a.XLVlll/94; página 89. 
" Ob. Cit.; Tomo IV, Diciembre de 1996; Tesis P.CXLIX/96; pógina 108. 
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la facultad de atracción de la Corte para conocer directamente aquellos amparos 
d i rect os y los rec ursos de revisión en amparo que asi lo ameriten (Fracciones V último 
piJrrafo del inciso d) y Vlff penúltimo piJrrafo del inciso b) del 107). 

La jurisprudencia de la Novena Época de la Corte que corresponde a esta reforma 
seilala que la fina lidad que se persigue, •no ha sido fa de reservar cierto tipo de asuntos al 
conocimiento del tribunal supremo, sino fa de permitir que éste conozca solamente de 
aquellos c asos que, por sus p eculiari dades excepciona/es y trascenden tes d el caso, 
exijan de su intervención decisoria como miJximo tribunal constitucional; por lo tanto, la 
m ater ia d el asunto, p or si s ola, n o puede dar fugar a la a tracción ". 39 

La circunstancia de que el asunto sea excepcional, de gran importancia y que por su 
entidad o consecuencia trascienda en el ámbito jurídico nacional, debe advertirse al 
analizar los conceptos de v iolación formulados:º 

El hech o d e que se impug ne la incons tltucionalidad de una ley, no lo hace 
excepcion al n i trascendente o de g ra n entidad en e l ámbito legal , ya que este 
aspecto es común en los juicios de su genero. 

La jurisprudencia de la Segunda Sala precisa que los conceptos de importancia y 
trascendencia "incorporados en fa Fracción V del articulo 101 con stitucional, como 
requisitos que justifican el ejercicio de la facultad de atracción para conocer de los juicios 
de amparo directo, son cie indoltt j uridica, t111 cua11lo se1 <.J1i1::11la11 a r.Jalifir:;a/' utl .;,su11to qua 
por los pro blemas jurldicos plantead os, dada s u relevancia, n o vedad o complejidad, 
requieren de un pronunciamiento del máximo tribunal del pa/s; de tal suerte que el criterio 
qua llegara a sustentarse en el asunto a i ra/do repercutirá de manera excepcionalmente 
importante en la solución de casos futuros. "41 

La Corte define un asunto Importante •cuando de los conceptos de violación (o de l 
planteamiento jurídico, si opera la suplencia de fa queja deficiente), se vea que los 
argum ent os (o derivaciones) son excepcionales o extraordin arios, es to es, de 
esp ecial interés; y será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la 
resolución que se pronuncie est• blezca un cr i terio que tenga efectos s obresalientes en 
fa materia constitucional . " 42 

Por regla general, no surte los erectos d e importancia y trascende nc ia cuando: 
a . Exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado; 
b. Cuando no se expresen agravios o cuando, habiéndose expresados, son ineficaces, 

inoperantes, inatendibles o insuficientes y; 
c . En los demás casos análogos a Juicio de la Sala correspondiente. 

'° Ob. Cit.; Tomo IV. Noviembre de 1996; Te~is 2o.CIU96; página 195. 
"° Ob. Cit.; Tomo 11. Octubre de 1995; Tesis P.LVl/95 ; página 101. 
41 Ob. Cit.; Tomo 111. Enero de 1996; Tesis 2n.IV/96; p6gina 75. 
" Oi,.rio Oficial d e la Fed eraci6n del 22 Junio de 1999; página 28. 

1~ 



Finalmente el 22 de junio de 1999 el Pleno emite el Acuerdo 61 99, por el cual reforma 
sustancialmente al recurso de revisión. 

¿ Constituye una garantla de seguridad jurídica para el quejoso que la Corte posea 
esta fac ultad exclusiva? Esta reforma es vertical, viene del Pleno de la Corte; 
materialmente el Acuerdo 6199 reforma a la Ley de Amparo y subordina la ley reglamentaria 
a las •consideraciones jurídicas del Pleno•; prevaleciendo la inseguridad de los quejosos. 

En el fondo, el Acuerdo 6/99 ea una ley inconttituclonal lnimpugnable. porque el 
poder que la emite no t ienen contro l constitucional. 

Pese a ello, la nueva postura de la Corte Implica que continuará, en principio, 
conociendo de todos los recursos de revisión en los que subsista et problema 
constitucional, sin embargo, la reforma integral a los artfcu/os 94 y 107 constitucionales del 
11 junio de 1999, asi como los Acuerdo 511999 y 511999 tienen como finalidad que: 

1. El Pleno reserve para su conocimiento aquellos recursos de revisión que, ~ 
juicio considere necesaria su intervención o que revistan un interés excepcional 
o sean inéditos y requieran fijar un criterio de Importancia y trascendencia; 

2. Las Salas conocerán, además de los asuntos de su competencia o riginarla. los 
del Pleno, cuando sea Innecesaria la intervención de éste o bien que sobre el 
mismo tema exista jurisprudencia; siempre y C\.lando no deban ser remitidos a los 
Colegiados 43 y; 

3. No obapnto que •On de la compylu11ci11 u1u: lu;;iva dal Plano y do !:::: S;:f;;::. ::e 
remitirán a los Colegiados de Clrcyito los tlgyientes atuntos: 

a) Los recursos de revisión contra sentencias de .Jueces de D !Jtr!to o 
magistrado de Tribunales Unitarios cuando, no obstante haberse impugnado una ley de 
inconstitucional o que haya establecido la interpretación directa de un precepto de la 
constitución, la sentencia no entró a l estudio de estas c uestiones por haber 
SOBRESEÍDO el luicio o por cualquier otro motivo. 

En estos casos, si los Colegiados consideran que no s urte la causa de 
improcedencia que sobresee el juicio nl existe otro motivo diferente que reprima entrar al 
examen de constitucionalidad, revocará la sentencia recurrida dejando a salvo la 
jurisdicción de la Corte delegándole el asunto. Salvo el caso en que exista 
jurisprudencia sobre el problema constitucional de que se trata, en cuyo caso el T ribunal 
Colegiado lo resolverá, aplicándola.44 

.. 
1 Los recursos de revisión con1ra las sentencias de los jueces de Distrito en los que se :unca la 

inc:on .. 1ifuclona/ldad tic Tc¡:la1t1cn111s expcd/dtJs pnr la Asamblea Le¡:lslatfra dt'I l>L•.,,ilo FedeTal no se 
~·ncucn1rnn comprendidos en l o F' VIII del 107 cons1itucionnl y por lo tanto les corresponde a los Colegiados su 
resolución; sin cmbnrgo, lns Snlns de In Corte podrán resolver 111 inconstilucionalidnd de éslos rcglruncn1os en 
ejercicio de su fncul1nd de ntrncción, yn que se trnln de un asunto de interés y trnsccndcncia; Jurisprudencia; 
Noveno Epoc.-1; Tomo !,junio de 199S; THis 211195; página69. 
_... Acuerdo 6/1999. r-:---::--::-::--------
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SI el Tribunal considera que es procedente la causal de sobreseimiento, es 
intrascendente la materia constitucional para la Corte, aunque exista realmente la 
lnconstítuclonalidad del acto sobreseído. • 5 

b) Los recursos de revisión en los que es Innecesaria la Intervención de 
la Corte como son, entre otros, según el Acuerdo, los interpuestos contra las sentencias de 
los jueces de Distrito o magistrados de los Unitarios cualquiera que haya sido su 
sentido, cuando en la demanda se impugnó un reglamento federal o local; 

c) Los recursos de revisión contra sentencias de jueces de Distrito 
magistrados de Tribunales Unitarios en los juicios de amparo en que planteó la 
inconstitucionalidad de la ley federal, local o del Distrito Federal,46 independientemente 
dol sentido de la sontoncla recurrida v resulte Innecesaria la Intervención de la 
Suprema Corte oorque no revisten un Interés excepcional o sean Inéditos y porque 
no requieran f1/ar n criterio de Importancia y trascendencia para el orden /urld/co 
nacional. 

Definitivamente quedan marginados de la competencia de la Corte aquellos recursos de 
revisión que, aún subsistiendo la inconstitucionalidad de la ley, y según su criterio, !!2 
revistan la importancia y trascendencia oara el ámbito jurldlco nacional. •7 

Además de aquellos otros recursos en los que, sobre el tema constitucional debatido, u 
exista /urlsprudencla aplicable al caso. 48 

La remisión de expedientes de la co111pití.;;11cia º" la Cu1 l., o lú~ ColcgiiiC:Os da 
Circuito, se sujetará al siguiente procedimiento: 

a . los amparos en revisión se enviaran al Tribunal Colegiado que tenga jurisdicción sobre 
el juzgado de Distrito o Tribunal Unitario que dictó la sentencia; cuando en el circuito 
correspondiente existen dos o más Colegiados, se remitirá al que se encuentre en 
tumo, y en su caso, al especializado en la materia del juicio, o al que hubiese prevenido 

•> Jurisprudencia de lo Conc. 
•• ¿Por qué omite 11 los tmlndos intcmncionalcs7 La exposición de motivos de In refonno ol 94 constitucional 
del 11 junio 99, también evade el tema. y en los consideró.ndoos del AeuenJo 6199. 
•> C ír. Fracción 111 del nnleulo TERCERO, Diario Oficial de lo Federación 23 junio 99; p6¡;inns 108- 110; los 
cnsos en que es inncccsuria la intervención de In Cone, por ejemplo: en materia penal, ascsuromienlo o 
embnrgo de bienes, identificación administrativa del procesado, aplicación de medidas de apremio y 
reconocimiento de inoccncio; en civil. nrrendtunicnto inmobiliario. juicios cjccu1ivo, hipotccruio y 
am:ndamiento financiero, ejecución de sentencias y efectos de: la opcl:>eión; en materia administrativa. ¡¡iros 
111crc:nn1ilcs. impuesto prcdiol, nominos., hospedaje. entre otros; en m:uerfa laboral, ejecución de laudo, 
delcnninoción de la compc1encio federal o local P"'ª conocer un asunto; Ob. C it.; páginns 108 y 109. 
•• Cfr. Fracción 111 del :inleulo TERCERO, Diario Oficial úc la Fedcraci<lu 23 junio 99; páginas 108- 10; los 
cosos en que es inncceSMia lo intervención de In Cone. por ejemplo: en ma1erin penal. nscsuramietito o 
embargo de bienes, idenlificaeión ndministralivn del procesado, aplicación de mcdidns de apremio y 
rcconoci1nicn10 de inocc11cio; en civil, arrcndanlicn10 inmobiliario, juicios cjccucivo, hipotccnrio y 
nrrendnmicn10 financiero, ejecución de sentencias y efectos de lo apelación; en motcria odministrarivn. ¡¡iros 
mcrcnnliles, impuesto prcdlnl, nominns, hospedaje, entre otros; en mnterfo lnboral. ejecución de laudo, 
dclcnninnción de la competencia federal o local pnrn conocer un nsunto; Ob. Cit.; pñglnns 108 y 109. 
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en el conocimiento de la revisión (Brtfculo quinto); 
b. En materia de amparo, el auto de radicación dictado por el presidente del Tribunal 

Colegiado y, en su caso, la resolución de devolución de los autos a la Suprema Corte, 
se notifica personalmente al quejoso y tercero perjudicado y por medio de oficio a las 
autoridades responsables (artfculo sexto). No se podrá remitir asuntos aplazados o 
retirados por el Pleno; 

c. S i un Colegiado al que se le haya remitido un asunto de oficio o a petición de parte 
Interesada, considera que no se encuentra en los casos previstos por el Acuerdo, o 
estime que existen razones fundadas para que resuelva el Pleno o las Salas, 
devolverá los autos exponiendo laa razones; 

d. El auto del presidente de la Corte o de las Salas que determine la remisión de 
revisiones a los Colegiados será lrrecurrlble (articulo octavo in fine); 

e. Los quejosos recurrentes podrán alegar ante los Colegiados que el asunto remitido no 
se encuentra dentro de los casos precisados en el Acuerdo o que existen razones 
fundadas para que lo resuelva el Pleno o alguna de las Salas (articulo octavo); 

No se precisa más sobre este derecho del quejoso rect.1rrente, como el término en que 
se debe alegar, ni sobre el sentido de la resolución del Colegiado que confirma la remisión. 

Ente caso. considero dos hipótesis: en primer lugar, el término para alegar corre a partir 
del auto en que el Presidente del Tribunal Colegiados tiene por radicado el asunto hasta 
antes de que se ha turnados al magistrado instructor realice el proyecto de sentencia, para 
que el recurrente tenga la oportunidad de impugnar el acuerdo del presidente del Tribunal 
que ratifica la remisión a través del RECURSO DE RECl.AMAC:IC"IN "'" 1.i.rmino!' cia lio Ley 
de Amparo. 

En el caso de que el Magistrado Instructor considera infundados los alegatos ¿podrá 
impugnarse su auto en EL RECURSO DE RECLAMACIÓN? Conforme al artículo Octavo 
del Acuerdo el recurrente esta facultado para hacerlo, pero en el caso en que el magistrado 
en turno considere infundado el alegato y que la revisión remitida se encuentra prevista en 
los casos del Acuerdo ¿podrá impugnarse su auto? 
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5.4.· Naturaleza j uridlca del Recurso de Revisión 

¿El recurso de revisión es una garantla jurisdiccional de control constitu cional de 
la ley? 

El recurso de revisión generalmente es un medio de control de la legalidad: es un 
recurso que se interpone contra acuerdos y sentencias de los Jueces y m agistrados por 
violaciones cometidas en el procedimiento de amparo: es un recurso ideado para vigílar y 
corregir la legalidad del juicio constitucional (artfcu/o 83 de la Ley de Amparo). 

Para la Corte es incuestionable la naturaleza del recurso: es un procedimiento de 
segunda Instanc ia que tiende a asegurar el óptimo ejercicio de la función judicial ya 
que: 

• ... es una realidad que los jueces de Distrito y magistrados de Circuito al ejercer su 
función pueden llegar a violar garantías individuales, sin embargo, el recurso de revisión 
no es el medio para Impugnar la v iolación d e garantlas porque n o puede llegar a ser 
un control con s titucional sobre otro control constitucional". • 9 

Esto explica porque el recurso de revisión es improcedente cuando, a t ravés del mismo 
se pretende impugnar la inconstitucionalidad de la Ley de Amparo aplicada en el juicio de 
garanttas, ya que el recurso no es un m edio de conirol consliiucio11al, si110 u11 ,,,.,ciio 
para optimizar ta función jurlsdlcclon al. 50 

Sin embargo, en materia de control constitucional, el recurso de revisión es un medio 
ideado para vigilar y corregir la inexacta Interpretación de la constitucionalidad de las leyes 
y " la Inexacta interpretación de un precepto de la constitución o su omisión".51 

Lo que habría que responde es si e l recurso de revisión es una garantla 
jurisdiccional d e control constitucional de la ley. 

En mi opinión el recurso de revisión es un medio decisivo de control constitucional 
de segunda instancia y por tanto, no puede ser una garantía jurisdiccional de control 
constituclonal de la ley. Es decir: el control constitucional corresponde en primera 
instancia a los jueces de Distrito y a los magistrados de Circuito, sin embargo, contra sus 
sentencias, procede la revisión ante la Suprema Corte, quien resuelve en definitiva el 
problema constitucional, como máximo y único Interprete de la Constitución. 

" T HIS: t•. Ll/1999, Tomo IX, JUNIO 1999: pilgina 9. 
'° Ln Conc indicu que el medio por el cual se puede, si acuso, impugnar a la Ley de Amparo es el previsto en 
el nnlculo IOS FU de la Constitución; Pleno. Tomu V III· Dic1embre 1998; página 260. 

"Tesis: P. LVl999; Ob. Cit. ---·---------· 

""1· ~~s··1 l' ,.,,01,i J J.J 1U v_ .. 

FALLA DE O:'.IG ·~:¡ . ----------··· -···' 
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5.5.- Tramite y sustanciación 

La Suprema Corte es el órgano jurisdiccional que resuelve el recurso de revlalón 
Interpuesto contra las sentencias de los jueces de Distrito, de los Tribunales 
Unitarios y Colegiados de Circuito cuando aubsiste el problema constitucional o se 
establece la interpretación directa de un precepto de la Constitución. 

Sin embargo, para que surta la competencia de la Corte, la admis ión del recurso en el 
amparo Indirecto, exige de los siguientes requisitos: 

a. Es fundamental que en la demanda se exponga a la ley como acto reclamado, a la 
autoridad legislativa como responsable, las disposiciones legales que dicha ley 
infringe y argumentar el problema constitucional en los conceptos de violación, de 
acuerdo con los artículos 83 F V, 84 F 1 inciso a) y F 11 de la Ley de Amparo y 54 F JI 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

b. A fin de que la sentencia del juez de Distrito se pronuncie sobre la interpretación 
directa de un precepto de la Constitución de lo contrario, concluido el asunto en Ja 
primera instancia, es improcedente Ja revisión.52 

Por su parte, el recurso de revisión contra las sentencias de los Colegiados exige: 
a. Que se impugne la inconstitucionalidad de Ja ley, tratado internacional o reglamento 

en los conceptos de violación sin señalar como acto reclamado a la ley. ni llamar 
como responsable a la autoridad legislativa (articulo::; 107 F IX cousliluciurn.J, él3 F V 
de Ja Ley de Amparo, 10 F 111y21 F 111 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder J udicial 
de la Federación);53 

b. Que la ley impugnada de inconstitucional se haya aplicado en perjuicio del 
quejoso en la secuela del erocedimlento del juicio natural o en 'ª sentencia 
definitiva, laudo o resolución e Influid o en el sentido del juicio, es decir, que 
trascienda en el resultado del fallo (actualización del agravio constituclonal)55 

y que r evis ta efectos de posible reparación y de cualquier otro efectoe#S y; 
c. Que el Colegiado decida sobre la constitucionalidad o establezca la interpretación 

directa de un precepto de la constitución o bien, omita estos temas.57 Esta opción 

"Pleno, Tomo XI -obril 2000; Tnls r. LXIV/2000; página 122. 
"Seguntlo Salo, Tomo IX - junio 1999; T esis 2rú J . 63199; página 282. Oc hecho, el pro11unclomlen10 de 
tw1s11111c/011ulldad <la lo.< Colegiados se dotscrlbe e11 los co11sidera11do>-, mcd/a111c declaraciones con cftclos 
f/111/1otfo.r A /,A SENTENCIA, LAUDO O RESOLUCIÓN QUE PONE FIN AL JUICIO COMO ACTOS DE 
APLICACIÓN Y A LA AUTORIDAD JUDICIAL QUE LA PRONUNCIO; Pleno, Tomo V -mayo 1996; 
T~sls r. X.XXVII; página 261. 
" Pleno, Tomo VIII ·diciembre 1998; Tnls P. CXIV/98; página 2S8. 
u Pleno, Tomo Vlll; T esis P. CXCVt ; pá¡¡ina 259. 
,. Es in1proccdcn1e el amparo si Ja oplicación de la ley licnc efectos de imposible reparnci6n mcdionle la 
concesión del nmpnro indirecto y, como consecuencia se puede considerar como consentidos aquellos actos 
aue no se impugnen; Pleno, Tomo VIII -diciembre 1998; Tnls P. CXIV/98; p6gína 2S7. 
> Pleno, Toino Vlll - diciembre 1998; Tesis LXV/98; póginu 2S9. 
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deriva de la improcedencia que se hacían al recurso cuando los Colegiados no se 
pronunciaban sobre la constitucionalidad de la ley, sin embargo, a partir del 27 de 
marzo de 1995, el artfculo 10 F 111 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación admíle la revisión cuando se omita el tama.58 

Ahora bien, el hecho de que el Colegiado omita al problema constitucional no 
presupone la admisión del recurso, si tal omisión es consecuencia necesaria y directa de 
lo resuelto en tomo a las cuestiones de legalidad, de tal forma que no se pueda decidir 
sobre la constitucionalidad s in que tal decisión implique una contradicción con lo resuelto en 
materia de legalidad. 59 

d. La regla general indica que es improcedente el recurso de revisión contra las 
sentencias de los Colegiado que otorgan la protección federal, incluso contra 
aquellas que declaran constitucional a la ley, ya que el quejoso no obtendría ningún 
beneficio con la declaración de inconstítucionalidad. Sin embargo, la j urisprudencia 
de la Corte admite el recurso contra el pronunciamiento reafi7:ado por el 
Colegiado, a pesar de lo resuelto en cuestión de legalidad.60 

De igual forma, se admite el recurso contra las sentencias de los Colegiados en los 
casos en que se concede el amparo para efectos, siempre que del análisis 
constitucional de la revisión, se obtenga una protección más amplia al dejar sin efectos la 
resolución reclamada en la que se aplicó la ley combatida, además, en el caso de no 
prosperar, en nada afectaría al amparo para efectos concedido.8 ' 

Asi mi::mo, cu:indo l:i :;cn!cnci:i del Colegiada no comprendo la restitación de t<1rlff.~ lm: 
garantfas individuales reclamadas, porque la ley impugnada de inconstitucional involucra la 
procedencia o Improcedencia de tales prestaciones, es evidente la legitimación para 
interponer el recurso de revisión en contra de la parte que declara constitucional a la ley. 82 

•• Para la Corte c5te nuevo criterio no refonnn o la Ley de Ampnro, sino que precisa lo que yo hnb!11 
estnb!ecido la juris¡>rudcncin 11 pCSM de que en el an!eulo 83 F V no se hn modificndo; Pleno, Tomo 111 • 
mar¿o 1996; Ttsb P. XXXIII ; póginn 469. 
••Segundo Soln, Torno V -junio 1997; Tffl• LXXV/97; púgina 2S8. El recurso de revisión contr11 la sc111enci11 
del Colcgiodo que omite decidír sobre In constitucionalidnd, ü11icame111c p1icúc .•er /111erpucsto par /u parte 
quejosa, port¡ue tal o ml.•lrl11 .wlo a ella puede perj111//carle, per<> no a las úenuís partes; Segundo Saln, Torno 
XI -junio 2000; Tesis la Vl/2000; página S6.Pleno, Tomo 111 -enero 1996. Por otro porte; la inadtnisión del 
recurso contra 111$ sentencins de los Colegiados que om iten la cuestió n constitudonal o cuando dec:IW'lllt 
insuficientes o inopC1'ru•lc5 los conceptos de violación violan el principio de congruencia de lns scntcncins 
(error, descuido u olvido). deja en cst:ido de indefensión al quejoso y no se eSta en posibilidad de onnliznr o 
c:xruninar el plnn1cnrnicn10 con5titucional: T esis P. CXX,Xl/95; página S. 
60 Colegiados, Tomo XII- Oid•mbrc; p:Ogina 791. 
61 Segunda Soln, Tomo IX -junio 1999; T•Si• 21A./J . /6-4199; página 283. 
oJ Pleno, Torno 111 -junio 1996; Tesis P. L XXXV; pógina 104. Por otrn porte, si oontrll el primer acto de 
u11llención se concede el mnpnro dirc:clo por cues1iones de legalidad . es improcedente el rocurso de revi sión 
porque se carece de lcgilimución. Sin embnrgo, es proccc.lcntc el recurso con1ra el segundo acro de aplicación, 
pUC$ el deseehnmicnto nntcrior no impide el análisis constitucionnl plruucndo; Pleno, Tomo XI -junio 2000; 
Tesis P. XCIV; página 41. ·---· -- - • .. • 
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Finalmente, si el Colegiado considera Inconstitucional la ley, procede la revisión, a pesar 
de que el recurso no reúna los requisitos procesales que permitan abordar el planteamiento 
constitucional, con el fin de que la Suprema Corte determine si son o no operantes los 
agravios y la calificación de inconstitucionalidad realizada por el Colegiado.63 

1.- Tramite 

En todo caso, el recurso de revisión debe tramitarse ante la autoridad responsable, en 
un término de 10 días siguientes a aquel en que surte sus efectos la notificación de la 
sentencia. La interposición directa ante la Corte no suspende ni Interrumpe el término: el 
juez de Distrito y magistrado de Circuito, son autoridades de tramite y en ningún 
caso deberán calificar sobre la admisión o desechamiento del recurso. 

El escrito deberá expresar agravios y si se intenta contra resoluciones de los 
Colegiados. se deberá transcribir textualmente la parte de la sentencia que contiene 
la calificación de lncons tituclonalidad de la ley o la interpretación directa de un 
precepto de la Const.itu ción.64 Se acompañan, además, copias del escrito para cada una 
de las partes con el apercibimiento de tenerlo por no interpuesto si no se atiende el 
requerimiento por ausencia de ellas en un plazo de tres días. 

La responsable remitirá el expediente original a la Corte dentro de un término de 24 
horas, junto con el escrito y copia correspondiente para el Ministerio Público Federal. 

Lo colificoclón de! rccur::o corrc::pondc ol p~::idcnte de la Corte o al de las Salas, 
según corresponda la competencia, admitiendo o desechando la revisión, contra éstos 
acuerdos procede el recurso de reclamación en términos de los artlculos 82 y 103 de la 
Ley de Amparo.65 

En los casos en que concurran materias de la competencia de la Corte 
(constitucionalidad) y de los Tribunales Colegiados (legalidad), se remitirá el asunto a 
aquella, quien .resolverá excluslyam ente lo que correspo nde a su !urisdlcción. 
de!ando a salvo la del Colegiado. La revisión en amparo directo se /imita a l examen 
de las cuestiones propiamente consti tucionales. sin comprender otras como serla 

•) Pleno, Tomo XI -junio 2000; Tesis P. LX.XVlllnOOO; página 258. 
"' Es oponuno y recomendable exponer en los n¡¡rovios. los argumentos que desvinücn los consideraciones del 
Colegiado que sos1icncn la constitucionnlidnd de In ley; Primera Sala, Tomo VII -mono 1998; Tesls la V/98; 
ptlginn 247. ohorn bien, conforme con el nniculo 88 de la Ley de Amparo •·11 clebc tromcrlblr tc.<tualmc11te la 
parte tic lo .<t1nrc11clo que ca11tlen1J lo callflcocltJ11 c/11 /11co11st//ucio11olldocl o que cstnblccc In inlcrprctación 
din.'CIU de un precepto de la constitución: el 0/1·/clo ele tal troscrlpcldn, no e.< .wjlclc11tc poro dcuchar el 
r'-lcursn, .'ti tle la lectura co11ju111a ele la .ft:ntuncla recurrida y del e.ter/ro úe o¡:ra,•lo.ir s~ od,·ierle cunl e.r la 
port1t co11.<lderat/1•0 de la scm1111cio que comlcnc el pronunciamiento; Segunda Sola, Tomo VI -agosto 1997; 
Tesis LX.XXVIII; pagina 218. 
•• Conrra el acuerdo del presidente de la Conc que desecha el recurso de revisión, procede e l recurso de 
rcclnrnnción en términos de la F IV ele/ Ac11erclo 111997. según el cual, lo resuelven los Salas de la propia 
Cone; 211 Sola, Tomo X -octubre 1999; Tesb 2•. CX.XVll/99 ; página 588. 
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las de legalidad. conforme con el articulo 93 de l a L.ev de Amparo.68 

Los Colegiados, como realmente sucede en la practica, pre-estudian la materia 
constitucional y, si en su criterio, consideran que la demanda de amparo no reúne los 
elementos de inconstitucionalidad resuelven el asunto sin remitirlo a la Corte. 

La Ley de Amparo precisa algunas reglas que deben seguirse en la revisión, las mismas 
que las leyes anteriores han formulado y que la jurisprudencia complementa, por ejemplo: 

a. La Corte examinará exclusivamen te loa agravios Invocados y si lo considera, 
los conceptos de violación que el Juez omitió. 

Esta regla no es determinante: la Corte esta obligada a supllr los agravios deficientes 
en los casos en que lo dispone el artlculo 76 bis de la ley reglamentaria: si los recurrentes 
son menores de edad o incapaces deberá, además, apreciar los actos reclamados y su 
inconstitucionalidad, incluso, recabar oficiosamente las pruebas rendidas ante la 
responsable que no obran en autos y que estime necesarias para la resolución del asunto. 

Por otra parte, si bien es cierto, que el recurso de revisión en amparo directo es 
improcedente cuando solo se hacen valer cuestiones de legalidad; sin embargo, cuando el 
recurren/e es un trabajador y el órgano revisor advierte la existencia de la materia 
constitucional, hace procedente la revisión, ya que el articulo 76 bis F IV de la Ley de 
Amparo lo obliga a supllr la queja deflclente.6 7 

Así mismo, los Colegiados tienen la obligación de suplir la queja en términos del artículo 
76 bis F 1 de la Ley de Amparo, cuando el acto reclamado se funda en leyes declaradas 
inconstitucionales por la Corte, a pesar de que el quejoso olv ide plantear la materia en los 
conceptos de violación.88 

b.- Solo se tomaran en consideración las pruebas rendidas ante la autoridad 
que resolvió el amparo indirecto; o la respectiva copia de las constancias, si se trata de una 
sentencia que en amparo directo pronuncia el Colegiado. 

Esta regla no es determinante, en el caso de desechamiento de la demanda de 
garantías. se pueden exhibir en revisión las pruebas que acrediten la procedencia del 
amparo, incluso las supervenientes. las cuales se deberán analizarlas de oficio en cualquier 
etapa del procedimiento hasta antes de la sentencia, ya que la improcedencia es una 
cuestión de orden público. 511 -IS CON 

DE ORIGEN 66 Asilodn, Pleno, Tomo V ·mDyo 1997; Tesis P . LXXIV/9J; ptlgina 173. 
•

7 Scgundn SDID. Tomo V -j unío 1997; Tesis 2a XVlll/97; ptl¡¡ina 491. 
•• Quiere decir que procede el recurso de revisión contrn lns sentencias de los Colegiados que no apliquen 111 
jurisprudcncín de la Corte, o pesar de que lcninn que suplir los conceptos de violación y n¡¡ravios en csu1 
materia; Se¡¡unda Snln. Tomo IX - mayo 1999: Tesis 2al J. 37/99; pñgina 480 y Segunda Snla.. Torno IV -
septiembre 1996; Tesis 2a LXXXlllJ97; pág.inn 491 • 
.., Segundo SnlD. Prutc 111 -moyo 1996; Tesis 2a XX.XVl/96: p:lgina 250. 

[ ':.-.... · ~~ r<f'.N-J • !.< . .. .. v\.'1. 
· i r ··· , ,.. • .., 
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2.- competencia 

La competencia del recurso de revisión se fija en la Constitución, en la leyes de Amparo y 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en los Acuerdos Generales emitidos por el 
Pleno de la Corte y por la jurisprudencia federal, según la naturaleza del problema 
constitucional planteado. Por regla general, la Suprema Corte resuelve e l recurso: 

1. Contra las sentencias de los jueces de Distrito o magistrados de los Tribunales 
Unitarios cuando subsiste el problema de la inconstituciona/idad de leyes federales. 
locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la 
República, reglamentos locales expedidos por los gobernadores de los estados o del 
Distrito Federal y/o se establece la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución70 y; 

2. Contra las sentencias de los Colegiados cuanC:o decidan sobre fa constitucionalidad 
de la ley o establecen la interpretación directa de un precepto de la constitución o la 
omitan (articulo 84 F 11 y 83 F V de la Ley de Amparo). 

3 . Cuando se trate de los casos de las F 11y111 del artículo 103 constitucional. 

2.1.- Corresponde a l Tribunal en Pleno: 

A) Cuando el problema se refiere a las materias común71 y constitucional, leyes 
federales, locales o del Distrito Federal, tratados internacionales; 

B) Los casos de las F 11 y 111 del 103 ccn::titucicn::il (confonnc :i lo dispuesto por los 
artfculos 11 F X de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, corresponde 
al Pleno conocer de los recursos de revisión interpuestos contra sentencias de los 
Colegiados en las que se establece la Interpretación directa de un precepto de la 
constitución, cuya resolución trae consigo un problema de invasión de esferas); 72 

C) Los artículos 107 F Vlll y IX Constitucional y 84 F 1 inciso b) de la Ley de Amparo 
otorgan la competencia a la Corte para conocer el recurso de revisión contra las 
sentencias de los jueces de D istrito q ue establecen la interpretación directa de un 
precepto de la constitución. 73 Por su parte, los artículos 10 F 11 y 21 F 11y111 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación indican que esa competencia 
corresponde a las Salas: según el artículo 1 O F 111 de la misma Ley, el Pleno de la 
Corte únicamente conoce de las revisiones de los amparos directos, pero no las 
revisiones de los amparos indirectos. 

10 Scgün el or1/culo 8~ F I lnc/$:0 o) ,¡~ la l.t:y de Amparo, los jueces de Distrito son competentes paro 
r,ronunci:irsc sobre In interpretación dircct:t de un precepto de la Constitución. 

1 Tesis: P/18 1812000; Tomo 1marzo2000; p:\gina 36. 
72 Pleno, Tomo XI ·111Qt7.0 2000; Tesis P. XVlll/2000; púgino 87. 
"' Pom que proccdn el recurso de revisión conrrn lns scntcncins de los Colcgindos que rcul iZ3Jl In 
lntcrprduri6n dlncta de un precepto de In Constitución, no es suficiente que se argumente que invoc6 y 
aplicó un precepto de h1 Constitución para considerar que se realiza tal lnterpretarl6n, sino que es ncccsnrio 
que cstn i111erprctaci6n se npliquc en el sentido y nle11nce jurldico de la nonnn, sobre la base de un nnólisis 
grnmalie11I, lógico y sistcm:ltico; 1 a Snl11. Tomo XII ·diciembre 2000; Tesis l•.X.X.XVll/2000; página 265. 
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Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte ha Interpretado estos artículos y ha concluido 
que el Pleno posee la facultad para resolver tanto /as revis iones de los amparos 
directos como de los amparos indirectos en los que se es tablece o se omite 
establecer la interpretación directa de un precepto d e ta constitución, de ley es 
federales o /oca/es y tnitad os ln temaclonal es. 

2.2 .- Compet.encla d e las Salas 

La tendencia de la jurisprudencia se dirige hacia la competencia de las Salas en las 
mater ias pro pias de s u especializac ión: 

A) Conforme al artículo 2 1 F 11 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación resuelven los recursos de revisión contra las sentencias de los jueces de 
Distrito en las que se interpreta un precepto de la constitución relacionadas con las 
MATERIAS DE LA ESPECIALIDAD DE LAS SALAS - civil, penal, administrativa y 
laboral o bien, se tra te de reglamentos federales o tocates74 y; 

B) Los recurso de revisión en contra de las sentencias de los Colegiados de Circuito que 
deciden sobre la constitucionalidad de la ley o realizan la Interpretación directa de un 
precepto de la Constitución en las m aterias relativas a reglam entos fed erales o 
locales, de conformidad con la interpretación al articulo 21 F 111 inciso a) y 11 de la Ley 
Organica del Poder Judicial de la Federación. 75 

Finalmente, la Corte t iene facultades para pronunciarse sobre la constitucionalidad de 
la ley y pa ra f ijar el a lcance y sentido de la ley c u estionada, modificando validamente la 
interpretación del juzgado y Colegiado. 76 

2 .3.- Co m petencia de los Colegiados 

E n la actualidad , de acuerdo con las nuevas reglas compete nclales, los 
Colegiados se constituyen en tribunales definitivos o d e seg unda Instancia d e los 
recursos de revisió n inte rpuestos co ntra las s entencias de lo s jueces de Distrito y 

" ?a Época; Pleno, Tomo XI, mano 2000; P. X\111112000; página 8S. 
" Segun® Sala.. Tomo IX ·mayo 1999; Tesis LX\1/99; página 486. E.n ténninos de los dispuesto por los 
nnlculos 84 F 1 de la Ley de /\mp:u-o y 21 F 111 de la Ley Orgánica del Poder Judiciru de la Fcdcrnción. las 
Salns de la Corte CMcccn de la compctcnei:i originarfa para resolver los recursos de revisión interpuestos contra 
la inconstitucionolidad de reglamentos expcúltlos f'"' 111 11sumble11 l.cgL•lutlva tld Distrit" Fctlcral, 
rc¡:IC1ntcn/(}s auttlnamos municipales o tlccr t!lt1.• cxpcúfútJs por /(}.< gobernadores tic los Estados (los cuales 
t·orrt:.•po11tle a los Colcglatlo). Sin embargo. podrdn rcsolvo:rlos si ejercen su fncullod de otracei6n siempre que 
el osunto revisto lo imponancla y trascendencia: la Sola, Pnrtc 111 -mayo 1996; Tesis 2a X.XXVll/96; páginn 
2S 1 y Tesis 2o/95 del Tomo 1, junio 95; p:igino 69. 
"' 2n Sola.. Tomo XII -septiembre 2000; T esis l a LXXl.2000; p:i¡;ina 187. 
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de los magistrados de los tribunales Unitarios cuando decidan sobre la 
constitucionalidad de leyes locales: 71 reglamentos federales o local- .,. y 
reglamentos municipales autónomos.711 

11 "ACUERDO 1012000 EN EL QUE SE f)ETERMINA COMPETENCIA A LOS 1'RIBUNALES COLEGIADOS PARA 
CONOCRR DE LOS ASUNTOS EN QUE SE IMPUGNE UNA LEY LOCAL" del 7 de sep1icmbrc del 2000; Diario 
OOchll de la Federación del dfp 20 de septiembre del 2000. La razón de esle acuerdo para la Conc, es que 
cxccpcionnhncnte l:is leyes locnles trnsciendcn ol 6mbito jurídico nocional y es preferible lo cercanía de los 
Colegiados P la circunscripción de los quejosos (Considerando Séptimo). 
" Acuerdo 61 99 del 24 de junio de 1999; Cfr.: hnp:/lwww.njn.gob .ml(/ (p6ginp web dc la Cone: Icono 
Acuerdos). 
" Reform3 constitucional del 5 de enero de 1988. 
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CAPITULO VI 

LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 

6.1.- Antecedentes de la Controversia Constitucional 
a) Antecedentes 
b) Texto Original del artículo 105 Constitucional y Reformas. 
6.2.- Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Artículo 105 Constitucional. 

Texto Original y Reformas 
6.3.- Naluraleza Jurídica de la Controversia Constltuclonal 
6.4.- Tramite 
1.- Legitimación 
2.- La federación como parte en la Controversia 
3.- El Municipio en la Controversia 
6.5.- El procedimiento de la Controversia Constitucional 
a) Las partes 
- Momento en que se impugnan las normas generales 
b) La Instrucción 
6.6.- Efectos de la Sentencia 
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6.1.- Antecedentes de la Cont ro versia Con st itucional 

a) Antecedentes : 

b) Texto Original del Articulo 105 Constitucional y R eform as 

La publicación original del 105 fue el 5 febrero de 1917, se aprueba en lo general y en lo 
particular por unanimidad de 1143 votos. 

El texto original no incluía a la acción de ln con s titucion alldad, solo regulaba la 
facultad exclusiva de la Corte para resolver las controversias constitucionales entre dos o 
más estados, entre los Poderes de un mismo Estado sobre la constitucionalidad de sus 
actos, entre la Federación y uno o más Estados, y lo conflictos en que la Federación era 
parte. 1 

La pri mera refo rma al 105 constitucional se publicó el 25 Noviembre de 1967: en 
particular condiciona la admisión a aquellas controversias en que la federación era earte 
exclusivamente a los casos que lo estableciera la lev. 2 

La segunda reforma tiene como tmalldao incluir aquellas controve1:>ia:; qutt "" :>u::>cil.,11 
entre el Dis trito Federal y uno o m ás Es tad os, o bien, entre l os órganos d e gobierno 
del Dis trito Fed eral sobre la constitucionalidad de sus actos.3 

Esta reforma tuvo que ver con las facultades que se otorgaron a la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal como órgano legislativo, la que pasa a ser Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal. Así mismo se suprime al Distrito Federal como 
Departamento para ser órgano de gobierno con un jefe de Gobierno como ejecutivo local. 

La tercera reforma d e 1994 se propuso el fortalecimiento del Poder Judicial Federal, 
transformando radicalmente su funcionamiento y organización interna. Con esta finalidad se 
adiciona la acción de inconslitucionalidad, como una facultad exclusiva a la Corte que hasta 
entonces desconocía el 105 Constitucional.• 

1 h1t1•:1/..-ww.cddhcu.gob.mx/ Icono de refonnas ni onlculo IOS Constitucional. 
2 ldcon; Dcp:uirunenro de Docu1nenraci6n Legislativa - SllD; rcolmcnte esta reforma involucra más ol runpnro 
que a la controversia constitucional (Cfr. iniciativa de reforma al 107 constitucional). Jrun:ls se promuls6 lo ley 
rcglamcntnria~ 

• Rcfonnn del 2S Noviembre de 1993: ldem. 
• De<:rclo del 31 Diciembre de 1994, 111cdion1c In cual se rcfonnan los nrdculos 21, ss, 73, 76, 79, 89, 93, 94, 
?S,96,97,98,99, IOO, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, llO, lll, 116, 122y 123dclaConsthucl6n. 
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El artículo se divide en tres fracciones: En la primera, se faculta a la Corte para resolver, 
en los términos que en señale la ley reglamentaria, las controversias constitucionales 
que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: 

"a).- La Federación y un Estado o el Distrito Federal; 
b).- La Federación y un municipio; 
c).- El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las C/Jmeras de éste 

o, en su caso, la Comisión Pennanente, sean como órganos federales o del Distrito Federal; 
d).- Un Estado y otro; 
e).- Un Estado y el Distrito Federal; 
f).- El Distrito Federal y un municipio; 
g).- Dos municipios de diversos Estados; 
h).- Dos Poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales; 
i).- Un Estado y uno de sus municipios. sobre la constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales; 
J).- Un Estado y un muniapio de otro Estado, sobre fa constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales y; 
c).- Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales. 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los Estados o de 

los municipios impugnadas por la Federación, de los municipios impugnadas por los Estados, o en 
los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de 
Justicia las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido 
aprobada por una mayorfa de por lo menos ocho votos. 

En los demás casos, las resoluciones de /a Suprema Corte de Justicia tendnlin 
efectos únicamente respecto de /as partes en la controversia.•> 

Por su parte, la versión original de la segunda fracción, facultó a la Corte para conocer 
las acciones de inconstltuclonalldad que tuvieran por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución, con excepción de las 
que se refieran a la materia electoral. 

Esta acción debería intentarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha 
de publicación de la norma, exclusivamente por: 

"a). - El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el 
Congreso de la Unión; 

b).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en contra de leyes 
federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de fa Unión o de tratados 
intemaclonales celebrados por el Estado Mexicano; 

• Articulo IOS de lo Consrituclón Políticu dr los Estados Unidos Mrxic,.,nos; Editorial Sista; lo Edición, 
Mc><ico 1996; páginns 216 y 218. Ln tercera fracción se refiere a los casos en que In Corte se constituye en 
tribunal de nlzadn de aquellos procesos federales en que In federación es parte y que por su interés y 
trascendencia osl lo ameriten de oficlu o n petición fundndn del correspondiente Trib1111a/ Unitario d• Clrculw 
o del l'roc11rodor General ÚI! la Rcp1íblicu. para conocer de los rttursos de a1>elación en conlra de sentencias 
de Jueces de Distrito dictadas en aquellos cn.•os. ~-
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c).- El Procurador General de la República, en contra de leyes de canlcter federal, estatal y del 
Distrito Federal, as/ como de tratados intemaclonales celebrados por el Estado Mexicano; 

d).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de los drpanos 
logls/a/ívos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio órgano, y 

e).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la propia Asamblea. 

Las resoluciones de ta Suprema Corle de Justfcfa sólo podnln doclarar la lnvalfdez de las 
normas Impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayorla de cuando menos 
ocho votos. oG 

Las resoluciones de Invalidez de la Corte, tanto en las controversias como en las 
acciones de inconstítucionalídad, no tienen efectos retroactivos, salvo en materia penal, en 
la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables a esta materia. 

En caso de Incumplimiento de las sentencias de la Corte se aplicará, en lo conducente, 
los procedimientos establecidos en los dos primeros párrafos de la fracción XVI del articulo 
107 de esta Conslíluclón (incidente de ejecución de las sentencias de amparo). 

La c uarta y última reforma al artículo 105 constitucional del 22 de agosto de 1996 
fue el resultado de un acuerdo político que se presentó por los grupos parlamentarios de 
los Partidos Políticos de Acción Nacional, Revolucionario Institucional, de la Revolución 
Democrática y de Trabajo de la Cámara de D iputados y los Partidos Politicos de Acción 
Nacional, Revolucionario Institucional y de la Revolución Democrática de la Cámara de 
Senadores y Ejecutivo Federal, por el cual se deroga fa improcedencia de fa acción de 
inco11sütucio11aliclau u11 maltui .. t:/.:clüi'.:J/.7 

De esta manera, l a única vla directa para plantear la no conformidad de fas leyes 
electora/es a la Constitución es fa acción de Inconstitucional/dad, asi: 

a. Los partidos oolitlcos con registro a nte el Instituto Federal Electoral, por 
conducto de sus dirigencias nacionales, oodrán impugnar leyes electorales 
federales o locales; 

b. Mientras que los partidos políticos con registro estatal, a través de sus 
dirigencias. exclusivamente podrá atacar ley- electorales expedidas por e! 
órgano legis lativo del Estado que les otorgó el registro. 

Las leyes federales y locales en materia electoral deberán promulgarse y publicarse por 
lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y 
durante el mismo, no podra haber modificaciones legales fundamentales. para seguridad 
jurídica y procesal de los actores. 

La reforma del 1996 no influyó en la controversia constitucional. 

6 ldcm. 
1 El 25 abril de 1995 se prcsen16 uno iniciativo con este mismo propósito: nunca prosperó; 
h1111:1/www.cddhcu.¡:ob.mx1. 
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6.2.- Ley reglamentarla de las fracciones 1y11 del 105 conatltucional. 
Texto Original y Reformas 

Pasaron más de 180 anos para que en México se expidiera la Ley Reglamentaria de la 
controversia constitucional y el mismo tiempo para que se instaurara la acción de 
inconstituclonalidad en 1994, a pesar de que se dispusiera expresamente en la reforma 
constitucional de 1967. Con anterioridad a las reformas de 1994 y 1995, la Suprema Corte 
resolvía las controversia aplicando las disposiciones del Código Federal de Procedimientos 
Civiles.8 

Por su parte, las controversias en materia fiscal se reglamentaron por lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley de Coordinación Fiscal de 1980 que sustituye al articulo 9º de la 
misma ley pero de 1953; por el cual. los Estados podían inconformarse ante la Corte por la 
declaratoria de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público que los excluía del Sistema 
Nacional de Coordinación Fiscal solicitando su nulidad: 

El procedimiento fue concentrado a una sola audiencia de pruebas, alegatos y sentencia. 
La demanda suspendía los efectos de la declaratoria por 150 días. La sentencia surtía sus 
efectos a los 30 días siguientes a su publicación. 9 

La iniciativa por la que se aprueba la Ley Reglamentaria de las Fracciones f y 11 del 
Artículo 105 de la Constitución fue turnada por el Ejecutivo Federal el día 18 de Abril de 
1995 a las Comisiones de Gobernación, Justicia y Puntos Constitucionales del Senado de 
la República. 

Se aprueba en lo general por 328 votos en pro y 2 en contra y, en lo particular: los 
artículos 59 y 60, por 245 votos en pro y as en contra. Se pública en el Díario Oficial de la 
Federación el 11 de mayo 1995, y su respectiva fe de erratas el 19 del mismo mes y ano. 

La iniciativa propone que la Suprema Corte resuelva exclusivamente las controversias 
constitucionales y fas acciones de inconstitucionafidsd de las fracciones 1 y 11 del artículo 
105 de la Constitución; afirma un sistema de control jurisdlcclonal de la ley en México, 
por el cual Pleno de la Corte materialmente se transforma en Tribunal Constitucional e 
interviene exclusivamente en otros asuntos que por su importancia y trascendencia así lo 
ameriten, como son los casos del recurso de apelación en los juicios federales y los 
amparos en revisión cuando subsiste el problema constitucional.' º 

La última y hasta ahora única reforma a la Ley Reglamentaria del srtlcufo 105 se llevó a 
cabo el 22 Noviembre de 1996. Esta reforma deroga la improcedencia de la acción de 
inconstituc lonalldad en materia efectora/. 11 

• Disco Compncto: F11culh1des Exdu•ivas de la Corte; Ob. Cit.; icono controversia constitucionul. 
' FIX-ZAMUDIO Héctor; Diceionruiojuridico Mc.xicono; Ob. Cit.; póginn 736. 
10 Resumen rc:tlimdo por el Dcpnnruncnto de Documentación Legislativo- SllD: hllp://www.cd d hc:a.gob.mx. 
11 Cfr. Suprn. 3.2.3. inciso e) referente n lo acción de inconstitucionolidad. 
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6.3.- Naturaleu jurldica de la controversia constitucional 

La historia de la controversia se refiere a ella como una posible instancia o recurso que 
pretende resolver los conflictos entre los Estados, el Distrito Federal y la Federación, sobre 
la competencia de sus actos. 

Sin embargo, en México durante décadas cualquier tipo de conflicto entre la Federación 
y los Estados se resolvía en el despacho presidencial; fue una costumbre el control polltico 
central sobre el estatal y municipal. 

A partir de la reforma de 1994, los conflictos jurídicos entre los tres niveles de gobierno 
se deberán resolver por la vía jurisdiccional ante el Pleno de Corte y no en la oficina del 
Ejecutivo Federal. 

En primera instancia fue una novedad que los problemas constitucionales del sistema 
federal se trasladarán del control polltico al jurisdiccional, ante un órgano judicial, con un 
procedimiento público, formalmente equitativo e imparcial para las partes. 

De hecho. para el Pleno de la Corte la controversia constituye: 

· ... una acción cuyo objetivo esencial es permitir la Im pugnación de los actos y 
disposiciones generales que afecten las respectivas facultades de c ualquiera de los 
dlforentc::; nivele::; de gobierno, o que de ::il¡¡una man!.'r:! S!.' traduzcan '!'n 11ntt /nw•!'ff.m n s11 
ámbito competencia/ provocada por otro nivel de gobierno. todo esto con el fin de que se 
respeten las facultades y atribuciones que a cada uno corresponda. de tal manera qve 
cada nivel d gobierno esté en aptitud de llevar a cabo y agotar en sus términos. todas aquellas 
que el propio sistema federal le otorga a través de la Carta Magna. "12 

La Corte asigna a la controversia el control o rgánico de la Constitución. Incluso. la 
Corte llega a afirmar que "la tutela jurldlca de este instrumento procesal es la protección 
del ámbito de atribuciones que la Constitución prevé para los órganos originarlos 
del Estado, es decir de aquellos que derivan del sistema federal y del principio de división 
de poderes a que se refieren los arlfcufos 40, 41y49, en relación con el 115, 116 y 122 de 
propia constitución. "'3 

En conclusión, la controversia es un mecanismo de control constitucional que esta 
reservado para rebal.ir los actos de gobierno que invadan la distribución de competencias 
entre los distintos niveles de gobierno o las facultades encomendadas a los poderes 
federal. estatal y municipal., . 

u Controversia S l/!)6; Ob. Cit.; página 337. 
' ·' Controversia S 1196; Novena Epoca; Semoniirlo .ludlcial de la FedcrAción; Tomo VIII de 1998; Pá¡;. 789. 
" En mi opinión, el Pleno de In Cone exn¡;cro cuando sostiene que "entre los fines de la controversia se 
incluye el bicncstor de la persona humana. yo que constituye el sentido y razón de In parte dogmática. lo que 
justilica el mecanismo de control." Controvcrsin 31197. Ob. ai~-----------~ 
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6.4.- Tramite Roberto Martlnez Mejla 

Esencialmente son los tres niveles de goblemo federal quienes pueden promover la 
controversia; y como excepción, se pennite hacerlo a los poderes de fa Federación, a los 
de un mismo Estado y a los órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la 
constitucionalidad de sus actos o nonnas generales. 15 

1.- Legitimación 

Sobre este punto fa Corte ha precisado en distintas ejecutorias la diferencia que existe 
entre la legitimación activa, de la causa y del proceso: 

La legltlmaclón activa es el derecho para poder ejercer fa acción o poder para iniciar 
una controversia constitucional e intervenir en ella. ' 6 Su falta es motivo manifiesto de 
Improcedencia; por ejemplo, la Corte, ha sostenido que los diputados y senadores, al Igual 
que los presidentes municipales, en lo particular, carecen de facultades para representar 
al Congreso federal o local y municipal al intentar por si mismos fa controversia 
constítucionaf. 17 

De manera genenca poseen leg11imac1ón activa: la Fedt:Hi:lción, u11~ ""liúüú í.::.;lO:ta.:Ja, .:.1 
municipio y el Distrito Federal, el Poder Ejecutivo Federal, el Congreso de la Unión 
(cualquiera de sus Cámaras o la Comisión Permanente), tos Poderes de un mismo Estado 
y los órganos de gobierno del D istrito Federal. Los órganos derivados no poseen esta 
legitimación.'ª 

Por su parte, la legft imación de la causa se identifica -con la vinculación que existe 
entre quien invoca un derecho sustantivo y el derecho mismo que se hace valer ante los 
órpanos jurisdiccionales cuando ese derecho se estima violado o desconocido;.J:'.r tanto, 
ese tipo de legitimación incide generalmente en la cuestión de fondo planteada 9 Su falta 
no es causa manifiesta e indudable de improcedencia, ya que su solución corresponde a fa 
sentencia definitiva. 

" U! Suprcmn Corte es el único poder que no esln sujeto ni control conslitucionat por vla jurisdiccional y 
tnmpoco puede ser panc en la controversia; (por 01ros medios, por ejemplo, por medio del juicio polhico se 
~ucdn fincar responsabilidad o sus servidores públicos). 
'' Recurso de Rcclnmoci6n 103/97; CD F•cultadcs Exclu•lvas de la Coree; Ob. Cit. 

17 Recursos de Rcclomoci6n 3/97, 5197 y 23197; C D; Ob. Cit. 
'" fncidcmc de suspensión en la Conlrovcrsio S 1/96; correo web con el Semnna.rio Judicial de lo Fcdcmci6n. 
''' Recurso de Rcclrunocl6n 23/97 del 23 de abril de 1997; CI>; Ob. Cit. 
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Finalmente, la legitimación del proceso es la capacidad para representar a una de las 
partes en el procedimiento. Corresponde a quien de conformidad con los dispuesto en la 
Ley Orgánica y r~lamentos relativos, son los representantes de cada uno de los poderes, 
entes u órganos. En la controversia constitucional. solo en caso de duda, •en virtud de la 
deficiente regulación, o por una situación análoga, siempre que existan elementos que lo 
permitan, deberá presumirse dicha representación. •'11 

La legitimación procesal del municipio corresponde exclusivamente al Ayuntamiento y 
excepcionalmente al Consejo Municipal, de tal forma que cualquier miembro aislado por sí 
mismo (presidente municipal. regidores o síndicos) carecen e legitimación para intervenir 
por su propio derecho en la controversia.22 

La regla general consiste en que la representación del M unicipio en términos del 
artículo 115 de la Constitución corresponde al Ayuntamiento y Consejo Munlclpal . y son 
éstos órganos los legitimados para promover la controversia en nombre del municipio 
contra actos de los Estados y de la Federación que afecten sus atribuciones 
constitucionales y legales. 

Por lo general, los slnd lcos son los legitimados y encargados de la procuración, defensa 
y promoción de los interés municipales y de la representación Jurídica de los Ayuntamientos 
en los litigios en que son parte; en tratándose de la controversia constitucional, en todo 
caso, se deberá cum;u//a1 la c:unstitución local y lay orgánica municip:JI del co:;o particular 
para determinar su legitimación. 23 

2 .- La Federación como parte en la controversia. 

La Intervención de la Federación en la controversia ha tenido un significado y 
alcance partic ular. por ejemplo, la jurisprudencia establecida por la Corte de la Quinta a la 
Octava Épocas, es decir, de 1932 a finales de 1994, estableció distintas interpretaciones; 
incluso, algunos autores24 las han agrupado en cuatro ~eriodos. mientras que otros, 
interpretan estos criterios por el sentido jurldico de la misma. 5 

'º Recurso de Reclcunnci6n 2196; CD; Ob. Cit. 
" Recurso de Reclamación 23/97; Ob. Cit. 
" Recurso de Reclcunnei6n de la Controversia Constitucional 5197; correo web con el Semanario Judicial de la 
Federación. 
t.• Conlroversin Constitucional 25/98; CD; Ob. Cit. 
" FIX- ZAMUDIO, Héctor, Controvcrsio Constitucional; en Dicdonuio .furidlco Mexlc•no, Tomo A- CH; 
2n Edición; Edi1orial Porrúa; México 1987; pllginos 735 y 736. 
u BURGOA ORIHUELA, Ignacio; ¿Cu, ndo I• Federación a r a rte en una Controversia'! en Revista 
l, EX. 3o Épocns. Ano l, Octubre 1995, Número 4; páginas 10 a 13. 
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Estos a rgumentos coinciden en que en un principio se buscó que la Corte conociera de 
las controversias cuando el Estado actuaba como ente de derechos privados, es decir, 
como cualquier otro particular en relaciones de coordinación (teoría de la doble 
personalidad): es decir, de 1917 a 1954 en que abarca este primer periodo, la Corte 
conocía en única instancia d e cualquier contro versia en la c ual f1guf'ilba como actor o 
dem an d ado una autoridad federal. 

En este primer periodo, si la Federación actuaba como ente público como autoridad • 
relación de supraordinación- la controversia era improcedente, ya que contra actos de esa 
naturaleza procedía el amparo. 

Sin embargo, existieron hechos en los cuales el Estado intervenía como ente públíco de 
autoridad pero realizaba actos privados, casos en los cuales, se dejaba en indefensión al 
actor ante la improcedencia de la controversia y del amparo.26 

La jurisprudencia resolvió a partir de 1954, que al Pleno solamente le incumbían las 
controversias cuando el asunto pudiera afectar l os i n tereses fun damentales de l a 
Nación, siempre que se demandara al Estado Mexicano directamente, como entidad 
Estados Unidos Mexicanos y n o a alguno de los tres Poderes u órganos que integran la 
función gubernamen tal en particular. 

En el tercer periodo (de 1963 a 1968), la jurisprudencia vuelve al primer criterio de 1932. 

Finalmente, a partir de 1968, y con fundamento en el articulo 11 Fracción IV de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación entonces vigente, la Corte resolvió el debate, 
con el argumento en el cual únicamente se g esUonarlan aquellas controversias en que 
la federac ión era parte, cuando a j uic io del Pleno c o n sideraba de importancia y 
trascendencia p ara l os Intereses de la Naclón.27 

Conforme a este criterio, tanto los ordinarios federales en los que la federación es p arte 
conforme a la Fracción 111 del 104 constitucional, como en los juicios constitucionales que 
prevé el 105 constitucional, y que en opinión del Pleno no eran Importantes y 
trascendentes para los Intereses de la nación con oclan /os jueces d e Dlstrlto.28 

''' ldem. . 
" Es decir, nquellos en los cuales no se ofectnbo sus atribuciones constitucionales ni lo forma de gobierno 
rcprcscntotivo, democrático Y. ni 10· :í<inn: federal; Octavo Época. Pleno, Tomo I; Porte • 1; Tesis P./J,2/8S; 

p~s~~~!~ ~l87; Octavo É~ To~o\ {:~~ _;; p6gi~o 30. 
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¿Con la reforma de 1994 termina esta polémica? 

En la actualidad se distinguen los juicios previstos en la fracción I del 105 de 
aquellos en los cuales la federación es parte en términos de la fracción 111 del 104 
constitucional, independientemente de los antiguos criterios de la Corte. 

Lo cierto es que tanto en los juicios ordinarios federales como en la controversia, la 
Federación es parte activa o pasiva, según sea el caso, puesto que la naturaleza jurldica 
de la Federación es la misma en ambos juicios. lo que hace la diferencia es la 
naturaleza del conflicto en el que interviene: 

a. SI la materia del asunto afecta el ámbito de atribuciones constitucionales y el 
funcionamiento de la forma de gobierno de la Federación, corresponde al Pleno, 
según lo prevé la Fracción I del 105; 

b. En los demás casos. cuando la materia del conflicto afecta a la Federación en su 
patrimonio, pero sin lesionar sus atribuciones constitucionales, compete a los 
tribunales federales (sean juicios federales según la Fracción 111 del 104, o 
amparo por invasión de esferas en términos del 103Fracciones11y111). 29 

3.- El Municipio en la controversia 

Por muchos años el criterio predominante de la Corte en relación con los municipios, 
fue que éstos estaban jurldicamente imposibilitados para interponer la controversia 
constitucional. 

Prácticamente desde la vigencia de la Constitución de 1917 hasta 1990, el Municipio se 
enfrentó a la violación de su autonomía y de su competencia por parte de los Poderes 
Federales y Estatales, apoyados con la jurisprudencia de la Quinta a Octava Épocas 
dela Corte. 

La Corte se justificó con el argumento de que los tres poderes que integran a los 
Estados, ejercen jurisdicción en todo el territorio que comprende la entidad federativa, 
mientras que los municipios tan sólo ejercen dominio en la parte proporcional o fracción en 
que se ubica su territorio. 30 

Es decir, aun cuando los Municipios tienen autonomía, personalidad jurídica y facu ltades 
propias e independientes a los poderes Legislativo y Ejecutivo Estatales y que representan 
la base de la organización administrativa y política de los Estados, para la Corte carecían 
de jurisdicción en todo el Estado y por ese hecho, no constituyeron un poder que 
pudiera Invocar la controversia, ya que tal jurisdicción, es la que daba a la Corte 
competencia para intervenir en los juicios del 105 constitucional. 3' 

''' t..n Constitución y su in1er1>rel11ción por el Poder Judicial de la F~eración; Poder Judic ial de In 
Federación; Disco Compncto; 1999: Oc1nvn Epoca, Pleno, Tomo I; Prirncrn Prute -1; página 30. 
Jo Controversia 2/35; Quinta Época; Semanario Judicial d .. la Federación; Tomo XLV, página 3S77. 
" Controversia 2/36; Quinta Época; Semanario Judicial d,. la Federadón; Tomo XLVIII, página 349. 
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El anterior criterio se mantuvo desde 1917, sin embargo, la Corte modificó su doctrina en 
1990 con el amparo en revisión 4521190, e interpretó que "/os municipios podlan 
considerarse poderes de un m ismo estado para efectos de Interponer la controversia 
constitucional contra actos de la entidad federativa a la que pertenecieran en caso de 
Invasión a su competencia pues ejerclan las funciones ejecutivas, leglslatlvas y 
judicial, de un verdadero poder polltlco'.:n. 

Este criterio se reitero en las controversias constitucionales 3/93 y 3/95. 

El común de todas estas ejecutorias fue la escatimada y restringida defensa del 
municipio contra actos de los Estados a que pertenecen, lmposibllitándolos para 
Impugnar la Invasión a su competencia por actos de la Federación o de otros 
Estados, como si esto no fuera posible. 

a.- Posición actual de los municipios 

Con la reforma constitucional de 1994 el municipio podrá demandar a la Federación, a 
los Estados y a otros municipios la invasión a su ámbito competencia!, por vla de la 
controversia constitucional. 

De hecho. los i11íu1111"s é1111.1.i1.,s de la Corle Indican que el número de controvcrsios 
Interpuestas por los municipios supera a la de los Estados, del Distrito Federal y de la 
Federación. 33 

Sin embargo, no es sufriente la legit imación ya que frente a una controversia en que se 
disputa una facultad coincidente o concurrente entre el Municipio y la Entidad Federativa 
o entre el Municipio y la Federación, el Municipio debe acreditar no solo su facultad 
constitucional, sino que deberá también probar que tiene la capacidad económica, 
material y humana para prestar el servicio público que demanda (servio de agua 
potable o alcantarillado), de lo contra rio se sobreseerá el juicio por falta de interés 
jurídico. 34 

Por otra parte, los Municipios están imposibilitados para demandar en la Corte los 
conflictos o diferencias entre dos o más Municipios de un mismo Estado, ya que su relación 
con el Estado al que pertenecen los obliga a someter sus diferencias a las autoridades 
locales.35 

" Scrnn de In O:uzn, José Marin: Anu11rio Juridko 1996; Ob. Cit; página 307 . 
.u CÁRDENAS GRACIA, Jnirne, Et Municipio en tos Controvcrsias Constitucionntcs; Boletín l\teiclc•no de 
Du~ho Comparado; Nueva Serie; Afio XXIX: 86; Moyo- Agosto 1996; p6ginas4S6 n 461. 
,.. Re<:urso de Rcclamoci6n de In Controversia S 1196: correo web con el Semanario Judicinl de In Federoc:i6n. 
ll Controvcrsin 3 1191; correo web; Ob. Ch. 
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Finalmente, es un anacronismo jurídico que la sentencia que favorece al municipio 
unicamente tenga efectos particulares o relativos para el municipio que impugnó la norma 
del Estado o de la Federación, pero seguirá siendo obligatoria para todos los demás 
municipios que no impugnaron la norma, aun cuando haya sido considerada 
inconstitucional por la Corte. 

Segun el criterio del Pleno de la Corte, las controversias que ganan los Municipios contra 
los Estados: 

• ... si bien tienen efectos generales, estos se circunscriben a los Municipios actores qua 
obtuvieron sentencia favorable. sin afectar los derechos de los demás Municipios que no 
forman parte de la controversia constitucional, respecto de los cuales la disposición seguirá 
siendo obligatoria y, por ende, es innecesario llamarlos a juicio como terceros 
perjudicados·. 36 

En mi opinión este criterio de la Corte perjudica a los munie1p1os que componen la 
federación, lesiona el o rden const itucional mas que al principio de relatividad mal 
aplicado. 

,. Recurso de Rcclrunaci6n 85/98 -PL de la Controversia 4198; correo web; Ob. Ch. 
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6.5.- El procedimiento de la Controversia Constitucional 

La Corte durante medio siglo a partir de la vigencia de la Constitución de 1917, conocla 
de asuntos constitucionales en vla de excepción (por ejemplo, los amparos en revisión) y 
en alguna etapa llegó a conocer de asuntos en primera y única instancia, como lo amparos 
directos antes de la reforma de 1951 o las controversias constitucionales. aunque estas sin 
un procedimiento especial. 

Sin embargo, a partir de 1994 , y específicamente, desde la publicación de la Ley 
Reglamentaria del Articulo 105 constitucional en 1996, la Suprema Corte retoma 
procedimientos constitucionales en única y definitiva instancia. La pregunta seria en todo 
caso como se ha aceptado al derecho procesal constitucional en la Corte a seis años de su 
instauración formal. 

a.- Las partes en la controversia 

El Titulo 11 , Capítulo 1 de la Ley Reglamentaria señala a las partes: 

·1 .- Como actor, la entidad, poder u órgano que promueve la controversia, 
2.- Como dom:md:ldo. lo cntidod, poder u órgono que hubiere omitido 'l promulgado la 

nomia general o pronunciado el acto que sea objeto de la controversia; 
3 .- Como tercero o terceros Interesados. las entidades, poderes u ó rganos a que se 

refiere la fracción I del articulo 105, que sin tener el carácter de actores o demandados, 
pudieran resultar afectados por la sentencia que llegare a dictarse y; 

4 . - El Procurador General de la República."' 

Tratándose de actos, la demanda deberá interponerse dentro de los treinta días 
contados a partir del día siguiente al que confomie a la ley del propio acto surta efectos la 
notificación de la resolución o acuerdo que se reclame. al que se haya tenido conocimiento 
de ellos o de su ejecución, o al que el actor se ostente sabedor de los mismos; 

- Momento en que se demandan las normas generales 

La Ley y la jurisprudencia permiten dos posibilidades: la primera se presenta dentro de 
los treinta días contados a partir del dla siguiente a la fecha de su publlcación, la segunda 
oportunidad se presenta con motivo del primer acto de aplicación de la norma. 

1 Articulo 10; Ob. Cit. ; páginas 10 11 28. A partir de 1994, el Procurador Gcncrnl de lo República es panc en 
todns lu controvctsins y nccioncs de inconstitucionolidod. 
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El primer acto de aplicación debe contarse a partir del día siguiente al que tenga 
conocimiento del acto o se ostente sabedor del m ismo, y no a partir de la fecha en que 
se produzca o gene/'9 el primer acto da aplicación en interés y defen sa del actor, ya que no 
puede producir afectación un acto cuya existencia se desconoce.2 La contraparte podrá 
demostrar q ue el actor tuvo conocimiento o que fue notificado en o tra fecha a la que indica, 
e invocar e l sobreseimiento. 

Si la controversia contra normas se sobresee porque fue presentada con posterioridad a 
los 30 días de su publicación, el actor podrá interponerla, sin que implíque precluldo su 
derecho, contra el primer acto de aplicación de Is misma norma. 3 

El plazo para l os conflictos de llmltes distintos de los previstos en el articulo 73, 
fracción IV, de la Constitución, será de sesenta d las contados a partir de la entrada en 
vigor de la norma general o de la realización del acto que los origine. 

El escrito de demanda deberá indicar: 
· 1. La entidad, poder u órgano litigante, su domicilio y el nombre y cargo del funclonaño que los 

represenle; 
11. La entidad. poder u órgano demandado y su domicilio; 
111. Los entidades. poderos u óf!}anos tcrccr<:>:< lnt-:>r""'"r1º"' . ,;f 'º"' huhlerP.. y "'""' domicilios; 
IV. La nonna general o acto cuya Invalidez se demande, asl como, en su caso, el medio 

oficial en que se hubieran publicada; 
V. Los preceptos constltuclonales que, en su caso, se estimen violados: 
VI. La manifestación d e los hechos o abstenciones que le consten al actor y que constttuyan 

los antecedentes de la norma general o acto cuya Invalidez se demande, y 
VII . Los conceptos de Invalidez. •4 

En los conceptos de invalidez se p uede argumentar c uestiones de 
constitucionalidad y de legalidad, siempre que éstos se relacionen con los articulo 
14 y 16 de la Con s titución Federal.5 

2 Anuario Juridko, 1996, lnstiluto de lnvcs1igaciones Juridic:is, Nuevo Serie, 1 a Edición, Editorial UNAM, 
Mé:deo. 1999; tesis P./J. 64196, Seminario Judicial de l:i Federación, Tomo IV, Noviembre 1996, Novena 
Época: pa&ina 3 11. 
" Controversia 12/95; Ley Rogh1nien1aria dt la íracclonu 1 y 11 del /\rrlculo 105 de la Consriruclón 
l'ollticH de los Es111do1 Unidos Mexicanos; Tcxlo vigente, proceso legislo1ivo y tesis oislndos: Edilorinl 
lns1i11110 de In Judicnrurn Fcdcrul; Colección lnvcstigocloncs; México 1998; pilginn 86. 
' Anlculo 22; Oh. Cit.; pósinBS 68 y 69. 
' Controversia 31/97; correo web con el Scminllrio Judicinl de lo FedCTación. 



b.- La Instrucción. 

Recibida la demanda, el presidente de la Corte designará, según e l turno que 
corresponda. a un Ministro Instructor a fin de que ponga el proceso en estado de 
resolución. El auto de la presidencia que ordena formar, registrar y turnar el expediente al 
instructor no califica sobre la procedencia de la demanda ni resuelve sobre su admisión a 
tramite.6 

El Ministro Instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare un 
motivo manifiesto e Indudable de Improcedencia, la desechará de plano. 

Admit ida la demanda, el instructor emplazará a la parte demandada para que dentro del 
término de treinta días produzca su contestación, y dará vista a las demás partes para 
que en el mismo plazo manifiesten lo que a su derecho convenga. El escrito de 
contestación de demanda deberá contener, al menos: 

l. La relación precisa de cada uno de los hechos narrados por la parte actora, afirmando 
o negándolos y señalando los que ignora por no ser propios o exponiendo como 
ocurrieron y; 

11. Las razones y fundamentos jurídicos que estime pertinentes para sostener la validez 
de la norma general o acto del que se trate. 

Al contestar la demandada, se podrá, en su caso, reconvenir al actor, aplicándose al 
efecto lo di!'IJ'!llP.!';tn pRrR '" rl'!'m1md<1 y contestación crigin:ilc::. 

El actor podrá ampliar su demanda dentro de los quince dlas contados a partir del dla 
siguiente al en que surta sus efectos la notificación del auto que admite la contestación de 
la demanda si en ésta aparece un hecho nuevo, o con anterioridad al cierre de la 
instrucción si apareciere un hecho superveníente.7 

El Pleno de la Corte ha diferenciado el hecho nuevo del superveniente, éste se 
caracteriza porque es susceptible de cambiar la situación jurfdica que se encontraba al 
fijarse la litis, mientras que el hecho nuevo resulta o deriva de la contestación de la 
demanda. 8 La ampliación de la demanda y su contestación se tramitarán conforme a lo 
previsto para la demanda y contestación originales. 

La falta de contestación de la demanda o, en su caso, de la reconvención dentro del 
plazo respectivo, hará presumir como ciertos los hechos que se hubieren señalado en 
ellas, salvo prueba en contrario, siempre que se trate de hechos directamente imputados a 
la parte actora o demandada, según corresponda. 

• Recurso de Rcclnmoci6n 103/97 de lo Controvcrsio 2S/97; Ob. Cit. 
' C D Facultades Exdusivas, Jo Versión, 2000; Supremo Conc de Justicio de la Noei6n; icono ontplloci6n 
demanda. 
• Conlrovcl"$in Consritucionnl 51/96; ldem. 
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Si los escritos de demanda, contestación, reconvención o ampliación fueren oscuros o 
irregulares. el Ministro instructor prevendrill a los promoventes para que subsanen las 
irregularidades dentro del plazo de cinco días. En caso de no hacerlo, y si a juicio del 
Ministro instructor la importancia y trascendencia del asunto lo amerita, correrá traslado al 
procurador general de la República por cinco días, y con vista en su pedimento si lo hiciere, 
admitirá o desechará la demanda dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 

Transcurrido el plazo para contestar la demanda y, en su caso, su ampliación o la 
reconvención, el instructor señalará la fecha de audiencia de ofrecimiento y desahogo 
de pruebas, que deberá verificarse dentro de los treinta días siguientes. Este plazo podrá 
ampliarse cuando la importancia y trascendencia del asunto así lo amerite. 

No sólo se podrá ofrecer todo tipo de pruebas (excepto la de posiciones y las 
contrarias a derecho), sino que es indispensable presentar las idóneas, ya que el ministro 
instructor desechará de plano aquellas que no guardan relación con la controversia o no 
influyan en la sentencia definitiva. 

Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia, excepto la documental que 
podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que se haga relación de ella en la 
propia audiencia y se tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa 
del interesado. 

Para ello y a fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, todas las autoridades 
tienen la obligación de expedir oportunamente las copias o documentos solicitados 
y, en caso contrario, se pedirá al instructor que requiera a las autoridades omisas. Si a 
pesar del requerimiento no se expiden las copias o documentos, el instructor, a petición de 
parte, hará uso de los medios de apremio y denunciará a la autoridad por desobediencia a 
su mandato. 

Se podrá diferir la audiencia si las autoridades no exhiben los documentos solicitados, 
lo que no implica un nuevo término de ofrecimiento de pruebas. ya que fue limitado a la 
fecha y hora de la primera audiencia.9 

Las pruebas testimonial, pericial y de Inspección ocular deberán anunciarse diez 
días antes de la fecha de la audiencia, sin contar el de esta última ni el día del ofrecimiento, 
exhibiendo copia de los interrogatorios para los testigos y el cuestionario para los peritos, a 
fin de que las partes puedan interpelar en la audiencia. En ningún caso se admitirán más de 
tres testigos por cada hecho. 

• Recurso de Rcclnmación 164198 de In Controversia 4/98; ldrm. 
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Tratándose de la p rueba per icial, el M inistro instructor nombrará al perito o peritos que 
estime convenientes para la practica de la diligencia. Cada una de las partes designaran 
también un perito para que se asocie al nombrado por el Ministro o rinda su dictamen por 
separado. Los peritos no son recusables, pero el designado por el Instructor deberá 
excusarse de conocer cuando en él ocurra alguno de los impedimentos a q ue se refiere la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de Is Federación. 

La audiencia se celebrará con o sin la asistencia de las partes o de sus representantes 
legales. Abierta la audiencia se procederá a recibir por su orden, las pruebas y los 
alegatos de las partes. 

En cualquier momento, el Ministro Instructor podrá decretar p ruebas para mejor 
p roveer desde el inicio de la Instrucción hasta e l dictado de la sentencia incluso 
podrá admitir pruebas no ofrecidas por las partes o las que solicite de un tercero;'º citando 
fecha para su desahogo. Además podrá requerir a las partes para que proporcionen los 
informes o aclaraciones que estime necesarios para la mejor resolución del asunto. 

Es importante saber que las ejecutorias del Pleno, en su mayoría se resuelven en e l 
sentido de que el actor o, en su caso el demandado, no probaron su acción o su defensa. 
Lo que quiere decir que, además de probar la inconstitucionalidad d e la norma o del acto, 
es fundamental aportar ros elementos idóneos que acrediten o justifiquen el ámbito de 
competencia exclusiva de los diferentes niveles de gobierno." 

Por ejemplo, el élítículo 115 fr.:icción ffl de lo Con:;titución. c::toblccc lo foculted 
concurrente entre el municipio y los Estados para prestar el servicio de agua potable; bien, 
ef municipio debe aportar los elementos de pruebas que justifiquen que puede o no prestar 
el servicio en forma individual o que tenga que hacerlo de manera conjunta. 

Conclulda la audiencia. el Ministro instructor someterá a fa consideración del Tribunal en 
Pleno el proyecto de resolución respectivo en los términos previstos en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación. 

Cuando exista conexidad entre una controversia y un juicio de amparo. la Corte en 
Pleno, a solicitud de alguno de sus integrantes y mediante acuerdos generales. acordará el 
aplazamiento de la resolución del amparo radicado en ella. hasta en tanto se resuelva la 
controversia constitucional, siempre que las normas impugnadas en ambos juicios sea la 
misma (en este supuesto, no correrá el término de caducidad previsto en el artículo 74, 
fracción V, de la Ley de Amparo). 

N o p rocede la acumulación de controversias. sin embargo, cuando exista conexid ad 
entre dos o más de erras y su estado procesal lo permita. se resolverán en la misma sesión 
del Pleno. 

10 Recurso de Rcclnmaci6n en I~ ControvCf'Sin S 1196; ldtm. 
11 Recurso de Rcclnmru:i6n en la Controversia S 1196; ldtm. 
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6.6.· Efectos de la sentencia. 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los Estados o de 
los Municipios impugnadas por la Federación, de los Municipios Impugnadas por los 
Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) de la fracción 1 del artículo 
105 constitucional, y Ja resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare invalidas, 
dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría 
de por lo me nos ocho votos. 

Los efectos de la sentencia se condicionan a los diferentes niveles de gobierno. 
Es decir, según el orden jer.irquico del actor en relación con el demandado varia su 
alcance: de esta forma, tiene efectos generales la sentencia que favorece a la Federación 
en contra de los estados y los municipios. 

O bien, si las partes se ubican en un mismo plano de igualdad u horizontal, como es la 
controversia entre Estados, o entre el Ejecutivo y el Congreso de la Unión, la sentencia 
tendrá efectos generales. 

Sin embargo, cuando el actor es jerárquicamente inferior al demandado, como puede ser 
el mun1c1p10 en relación con los EstC1dos y la F1::<.lt:1C1<.:iú11, 1 .. :;.,.111 .. 111::io 4u.:. ra11or;:,ca al 
municipio tendrá Invariablemente efectos partlculares.12 Sucede lo mismo con la 
sentencia que favorece a los Estados o al Distrito Federal en relación con la Federación.13 

En conclusión, la Ley y la jurisprudencia discriminatorlamente otorgan efectos 
generales para aquellos actores con nivel de gobierno jerárquicamente superior u 
horizontales, como la Federación, y, particulares o relativos, para aquellos actores con 
nivel de gobierno inferior, como lo es el municipio en relación con los Estados. y ambos 
en relación con la federación. 14 

Esta consideración, es una desacierto jurídico, porque en todo caso, la sentencia que 
favorece al municipio solo tendrá efectos particulares o relativos para el municipio que 
impugnó la norma del Estado o de la Federación, pero seguirá siendo obligatoria para todos 
los demás municipios que no impugnaron la norma. aun cuando haya sido considerada 
inconstitucional por la Corte. 

,, Conrroversiu 19/95; Tesis P./J. 72196, Stmlnnrlo Judlch1I dt la Fedoración, Tomo IV, Noviembre 1996, 
Noveno Épocn. p{lgino 249. 
" Recurso de Ri:clomoción 85/98 de lo Controvcrsi:i 4/98; Tesis P JJ. 9199, S~minarlo Judicial de la 
Federadón, Tomo IX, Abril 1999, Noveno Época. p6ginn 281. 
" ldom. 

1&3 



Lo que perjudica a los municipios que componen la federación, sobrecarga el trabajo de 
la Corte con expedientes adicionales impugnados por estos mismos municipios; pero, sobre 
todo, afecta la seguridad jurldlca y lesiona el orden constitucional. 

Lo mismo sucede con la sentencia que favorece al Estado en contra de la Federación, 
solo al Estado solicitante beneficiaría la declaración de inconstitucionalldad, perjudicando a 
las 30 entidades federativas restantes, a quienes se les aplicaría la norma declarada 
Inconstitucional por la Corte. 

Por otra parte, en aquellas controversias contra normas generales que no alcanzan la 
votación calificada de ocho ministros, el Pleno la Corte declarará desestimadas 
dichas controversias y sus razones no serán consideradas como jurisprudencia. 

En todos los demás casos las resoluciones tendrán efectos únicamente respecto de las 
partes en la controversia. 

Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 15 Asi mismo, la declaración de invalidez de las sentencias 
no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios 
generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.16 

Las razones contenidas en los conslderándos que funden los resolutivos de las 
sentenci<JS Dprobod<Js por cu.::ndo meno:: ocho vo:o::. con::tituir:'.m tc::i:: de jurisprudencia 
obligatorias para las Salas, Tribunales Unitaríos y Colegiados de Circuito, Juzgados de 
Distrito, tribunales militares. agrarios y judiciales del orden común de los Estados y del 
Distrito Federal, y administrat.ivos y del lrabajo, sean, éstos federales o locales. 

Dictada la sentencia, el presidente de la Corte ordenará notlflcarla a las partes y 
publicarla completa en el Semanario Judicial de la Federación, junto oon los votos 
particulares que se formulen. Cuando en la sentencia declare la invalidez de nonnas 
generales ordenará, además. su Inserción en eí Diario Oficial de la Federación y en el 
órgano oficial en que tales normas se publicaron. 

1.- Cumplimiento y ejecución de las sentencias 

Las partes condenadas informarán en el plazo otorgado por la sentencia, del 
cumplimiento de la misma al presidente de la Corte, quien resolverá si ha quedado 
debidamente cumplida. 

u Con1Tovcrsio 56196; correo web con el s.,mlnHIO .Judkl•I d., la F.,d.,ratlón. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 

16 Según COSSIO DIAZ, en este sentido, México sigue ni sistema csp:ulol y alemán, conlmrio ni austriaco que 
ndmilc lo nplicnción retroactiva de los scn1cnci11S; Ob. Cit .; página 14. 
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Una vez transcurrido el plazo fijado en la sentencia para el cumplimiento de alguna 
actuación sin que ésta se hubiere producido, las partes podrán solicitar al presidente de la 
Corte que requiera a la obligada para que de inmediato informe sobre su cumplimiento. S i 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de dicho requerimiento la 
ejecutoria no estuviere cumplida, cuando la naturaleza del acto asl lo permita, no se 
encontrase en vía de ejecución o se tratare de eludir su cumplimiento, el presidente de la 
Corte turnará el asunto al Ministro ponente para que someta al Pleno el proyecto por el 
cual se aplique el ültimo párrafo del a rticulo 105 de la Co ns tit uc ión Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Cuando c ualquiera autoridad aplique u na norma g enera l o acto d eclarado 
~. cualquiera de las partes podrá denunc iar el hech o ante el presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien dar vista a la au:oridad señalada como 
responsable, para que en el plazo de quince días deje sin efectos el acto que se le reclame, 
o para que alegue lo que conforme a derecho corresponda. 

Si en los casos previstos anteriormente, las autoridades no dejan sin efectos los actos de 
que se trate, el presidente de la Suprema Corte turnará el asunto al Ministro ponente para 
que a la vista de los alegatos, si los hubiere, someta al Tribunal Pleno la resolución 
respectiva a esta cuestión. Si el Pleno declara que efectivamente hay una repetición o 
aplicación i ndebida de u na n o rma gene ral o act o dec larado inválido , ordenará que se 
cumpl;:i con lo di:;pue:;to por el último pórr::ifo del ::irticu!o 105 c!c lo Constitución. 

En cualquier caso el presidente de ra Corte dictará las providencias que estime 
necesarias que hagan cumplir la ejecutoria. 

Cuando en términos de los artículos 46 y 47, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
hiciere una consig nac ió n por incumplimiento de ejecutoria o por repetición del acto 
invalidado, los Jueces de Distrito se limitarán a sancionar los hechos materia de la 
consignación en los términos que prevea la legislación penal federal para el d elito d e 
abuso de a utoridad. 

Si de la consignación hecha por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o durante la 
secuela del proceso penal, se presume la posible comisión de un delito distinto a aquel que 
fue materia de la propia consignación, se procederá en los términos dispuestos en la parte 
final del párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en lo que sobre el particular establezcan los ordenamientos de la materia. 

Finalmente, no podrá arc hivarse ningün expediente sin que quede cumplida la 
sentencia o se hubiere extinguido la materia de la ejecución. 
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CAPITULO VII 

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONAUDAD 

7.1.- Antecedentes de la Acción de lnconstltucionalidad 
a) Antecedentes 
b) Texto Original del artículo 105 Constitucional. 

Reformas Constitucionales de 1994 y 1996 
c) Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del artículo 105 Constitucional. 

Texto Original y Reformas. 
7.2.- Disposiciones comunes a la Acción de lnconstitucionalidad 

y a la Controversia Constitucional 
7.3.- Naturaleza Jurídica de la Acción de lnconstitucionalidad 
7.4.- El Procedimiento de la Acción de lnconstitucionalidad 
7.5.- La Instrucción 
7.6.- Efectos de la Sentencia 
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7.1.-Antecedentes de la Acción de lnconstltuclonalldad 

a) Antocedentes1 : 

b) Texto Original del Articulo 105 Constitucional y reformas 2 

c) Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del artículo 105. Texto original y 
reformas 3 

Esta Ley lleva hasta la fecha una reforma, la del 22 Noviembre de 1996. 

Esta reforma va acompañada a la que se hace al Código Federal de Instituciones y 
Procedímientos Electorales y a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con el 
propósito de transformar los instrumentos y medios de defensa constitucional en materia 
electoral ya sea ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial Federal o ante la Corte 
directamente. 

Es decir, con anterioridad a esta reforma, constitucionalmente la Corte estaba impedida 
para conocer las acciones de in constitucional/dad que tuvieran por objeto plantear la 
posible contradicción entre una norma general en materia electoral y la Constitución. 

Sin embargo, a partir de la reforma al 105 constitucional del 22 agosto de 1996, la única 
vía directa para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución 
es la acción de lnconstituclonafldad. 

Con esta m isma finalidad se llevó a cabo la reforma a la Ley Reglamentaria del 105 
Constitucional de noviembre del 96, la que modifica exclusivamente los artlculos 60, 62, 64, 
65, 67, 68, 70 y 7 1 del Titulo Tercero de las Acciones de lnconstitucionalidad. Estos 
artículos fijan las siguíentes reglas particulares en materia electoral: 

a . Para el computo de las plazos todos los días son hábiles (en fas otras materias son 
dlas naturales); 

b. Además de los que se señalan en el artlculo 10, se consideran como parte a los 
partidos políticos con registro nacional o estatal; 

c. Se reduce el plazo de cinco a tres dlas para desahogar la prevención de su 
demanda y de seis días (de quince) para rendir los fundamentos de 
inconstitucionalidad de la ley electoral; 

d . El plazo para rendir alegatos es de dos d ías (cinco en las otras materias); 

1 Cfr. Antecedentes de la jurisdicción Constituc:ionnl en e l Capitulo l. 
2 Vc!nsc: lním. 3.2.2. inciso b); relativo o lo controversia eonstitucioruil . 
2 Véase: lnfm. 3.2.2. inciso e:); relativo o In controversia constirucionol. 
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e. El proyecto de sentencia deberá ser sometido al Pleno dentro de cinco dfas 
siguientes a aquel en que se haya agotado el procedimiento y éste debe fallar en un 
plazo de cinco días a partir de que el ministro instructor haya presentado el proyecto 
(en otras materias no existe plazo); 

f. El plazo para interponer el recurso de reclamación se reduce a tres días de cinco y 
el Pleno lo resolverá de plano. dentro de los tres días siguientes a su interposición; 

g. Las sentencias de la Corte soro deberán referirse a la violación de ros preceptos 
sellarados en la demanda inicial (no hay suplencia en materia electoral) y; 

h. El ministro instructor podrá solicitar la opinión de la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial Federal; 

... 



7.2.- Disposiciones comunes a la A cción de lnconstltu clo nalldad 
y a la Co ntrov ersia Constituc io nal 

Si bien es cierto que las controversias constitucionales y las acciones de 
inconstitucionalidad son dos medios de control constitucional diferentes, • la Ley 
Reglamentaria del 105 constitucional y la jurisprudencia de la Corte establecen 
disposiciones que comparten estos dos juicios, las cuales se refieren a cuestiones 
generales que no influyen en la sustancia de su procedimiento particulra, por ejemplo, la 
competencia exclusiva de la Corte para resolver, o la supletoriedad del Código Federal de 
Procedimientos Civíles a falte de disposición expresa, entre otros. 

1.- plazos y notificaciones 

Los plazos comenzaran a correr al día slguiente al que surte efectos la notificación. 
Incluyéndose el de su vencimiento; se contarán solo los días hábiles y no correrá en los 
días de receso ni en los que se suspendan las labores de la Corte. Son d las hábiles todos 
los que determina la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Las notificaciones surten sus efectos a partir del dia siguiente al que quedaron 
legalmente hechas; las que no hubieran sido legalmente hechas conforme al Titulo primero 
de la ley, serán nules: declarada la nulidad se Impondrá una multa de uno a diez dlas de 
salario mínimo vigente al responsable quien, en caso de reincidencia, sera destituido de su 
cargo. 

L as not ifica ciones se realizan mediante: 
a. La publicación en llsta; 
b. Por oficio, entregado en el domicilio de las partes, por conducto del actuario o 

mediante corr eo en p ieza certificada con acus e d e recibo (las partes están 
obligadas a recibir los oficios de notificación que se les dirijan en sus domicilíos, 
oficinas o lugar en donde se encuentren. Las que realice el actuario deberá 
revelar el nombre de la persona con quien se entendió la diligencia y sí se negara 
a firmar el acta o a recibir el oficio, la notificación se tendrá por legalmente hecha) 
y; 

c. En casos urgentes, podrá ordenarse que se realice p or v la telegnflfica. 

Las not ificaciones al Presidente d e la Repú b lica se entenderán con el secretario de 
Estado o jefe de departamento administrativo que corresponda el asunto. o con el 
Consejero Jurídico del Gobierno. observando las competencias establecidas en la Ley 
Orgánica de fa Administración Pública Federal. 

• Cfr. Cm11m1·crsia Comt//uc /01101 f .>198; Semnn11rio Judicial de la Fcdernci6n; Tomo XII, Agosto 200; Tesis 
p.IJ. 711200; Ob. Cit. 
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Las partes podrán designar a una o a varias personas para olr notificaciones, imponerse 
de los autos y recibir coplas de traslado. Asl mismo, las demandas o promociones de 
términ o podrán presentarse fuera del horario de labores, ante el Secretario General de 
Acuerdos, o ante la persona designada por éste. 

Cuando las partes radiquen fuera del lugar de res idencia d e la Corte, las promociones 
se tendrán por presentadas en tiempo si los escritos u oficios relativos se depositan dentro 
de los plazos legales, en las oficinas de correos, mediante pieza certificada con acuse de 
recibo, o se envien desde la oficina de telégrafos que corresponda. En estos casos se 
entenderá que las promociones se presentan en la fecha en que las mismas se depositan 
en la oficina de correos o se envían desde la oficina de telégrafos, siempre que tales 
oficinas se encuentren ubicadas en el lugar de residencia de las partes. 

Las resoluciones se d eberán notificar al siguiente día al que se pronunciaron. 

2.- Personalidad y representación 

El actor, el demandado y, en su caso el tercero interesado deberán comparecer a 
j uicio po r conducto de los f unc i onarios que. en los términos de las normas que los 
rigen, estén facultad os para representarlos. 

En t od o caso se p resumirá que quien c omparece a Ju1c10 g oza de la 
rep resentación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
La representación debe estarse a lo dispuesto por la legislación ordinaria que prevé las 
facultades y sólo en caso de duda, por una deficiente regulación

5 
siempre que existan 

elementos que lo permitan, deberá presumirse dicha representación. 

La representación es un presupuesto procesal que se refiere a la capacidad de las 
partes para ejecutar validamente actos procesales y, por tanto, es condición para la validez 
formal del juicio.8 

A través d e orlcios se podrá acreditar a delegados para que realicen promociones, 
asistan a las audiencias, rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y 
recursos previstos en la Ley. El Presid ente de la República será representado por el 
secretario de estado, por el jefe del departamento administrativo o por el Consejero Jurídico 
del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente. 

La acreditación d e la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia se hará 
en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan. 

) Rcclomnci6n 23/97 del 23 de Abril de 1997; CD Facullades t:n lu•ivas de la Corle; Ob. Cil. 
• Tesis P./ J.91/99, Tomo X Agosto 1999; C D; Ob. Cit. 
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3.- Incidentes 

El artículo 12 de la Ley clasifica a los Incidente como de especial pronunciamiento y 
otros que no lo son, los que se fallarán en la sentencia definitiva. 

Son de especial pronunciamiento el de nulld11d de notificaciones. el de reposición 
de autos y el de falsedad de documentos. Podrán tramitarse ante el ministro instructor 
previamente al fallo y se resolverán en una audiencia en la que se analizarán las pruebas y 
alegatos de las partes. 

Tratándose del incidente de reposición de autos, el ministro instructor ordenará 
certificar la existencia anterior y la falta posterior del expediente, además podrá emprender 
aquellas investígaclones que no sean contrarias a derecho. 

4.- La suspensión 

La suspensión procede de oficio o a petición de parte; y se tramitará vía incidental en 
cualquier tiempo hasta antes de que se dicte la sentencia definitiva. 

Se concede en base a los elementos que aporten las partes o que sean recabados por el 
ministro instructor. Las pruebas para mejor proveer sobre la suspensión es una facultad 
discrecional del instructor, y no tiene la obligación de decretarlas cuando existan elementos 
necesarios para rosolvor ol rc:ipccto.7 

La suspensión se n egará en los siguientes casos: 

a. Contra normas generales; 
b. Cuando se ponga en peligro la seguridad o economía nacionales, las instituciones 

fundamentales del orden jurídico mexicano o; 
c. Llegue a afectar gravemente a la sociedad en una proporción mayor a los 

beneficios que con ella pudiera obtener el solicitante. 

Se deberá tomar en cuenta las circunstancias y caracteristicas particulares de la 
controversia constitucional para conceder la suspensión. La regla general determina la 
Improcedencia de la suspensión contra normas generales, sin embargo, es 
procedente contra el primer acto de aplfcación.8 

Mientras no se dicte la sentencia definit iva. e l ministro instructor podrá modificar o 
revocar la suspensión, siempre que ocurra un hecho superveniente que lo fundamente. 

' Ley Regh1mtn1ari" d e 111 frMcclones 1 y 11 dtl Articulo IOS dt l1t Conulluclón Pollric:a de los Est•dos 
Unido~ l\l cxkono.; T exto vli:tnlt, proceso lt¡:isl11tivo y cuis ai• l• d :u; Edilorfol Instituto de ln Judic.aturo 
l'cdcrnl; Colección lnvcstigncioncs; México 1998; Con1rovcrsi11 51196; pá¡¡inB 86. 
• COSSIO DIAZ, José Ramón; Ob. Cit.; p:igino 11 . 
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El auto o Interlocutoria que otorgue la suspensión deberá señalar con precisión: 
- El alcance y efectos de la suspensión; 
- Los órganos obligados a cumplirla; 
- Los setos suspendidos; 
- El territorio respecto del cual opere; 
- El die en que deba surtir sus efectos y, en su caso; 
- Los requisitos para que sea efectiva. 

Contra el auto que niega la suspensión procede el RECURSO DE RECLAMACIÓN 
en un plazo de cinco días; el escrito deberá expresar agravios y anexar pruebas. Resuelve 
el Pleno. 

SI la suspensión se concede por el Pleno en reclamación, el ministro instructor someterá 
a la consideración del propio Pleno los hechos supervenientes que fundamentan la 
modificación o revocación de la misma. a e~ec:o de que éste resuelva lo conducente. 

5.- Improceden cia y sobreseimie nto 

Existes tres momentos en los cuales se puede presentar la improcedencia de la 
controversia: en la presentación de la demanda, en el curso de la instrucción y en la 
sentencia definitiva. 

El ln:;tructor podr:l dc::;cch::ir de pl::ino f::i c!cmancfa si advierte desde su promoción una 
causa manifiesta e indudable de improcedencia. Para este fin ¿qué debe entenderse por 
causa manifiesta e indudable? 

La Corte recurre a sinónimos para explicar estos conceptos, por regla general ha dicho 
que no se actualizan si del escrito inicial de demanda y de sus anexos, no existe duda 
que evidencie en forma c lara y fehaciente la improcedencia,9 •c1e suerte tal que los 
actos posteriores del procedimiento no sean necesarios para configurarla en fonna acabada 
y tampoco puedan, previsiblemente, desvirtuar sus contenido".'º 

En realidad estos conceptos son relativos. y es. en general, el Ministro instructor quien 
resuelve al respecto, bajo su criterio personal. Lo interesante es que su decisión no se 
escapa a la posibilidad de control legal, puesto que la Fracción 1 del articulo 5 1 de la Ley 
Reglamentaria, prevé la posibilidad del recurso de reclamación contra los autos que 
admitan o desechen una demanda, su contestación o sus respectivas ampliaciones. 

En todo caso, si el ministro instructor llegara a dudar sobre la causal manifiesta e 
Indudable, deberá admitir a tramite la demanda. para que el Pleno en la sentencia resuelva 
sobre la improcedencia. Así mismo, existe el principio procesal que Impide al instructor 

'Oh. Clr. Recurso de Reclamación de lo Controvcrsio 9197. 
'º Anuario Juridico 1996, Instituto de lnvcstis:scioncs Jurfdicas_ Nuevo Serie, 1996, to Edición, UNAM, 
México. 1997, pásino 297. 



dividir la demanda para admitir1a respecto de unos actos y desechar1a por otros.'' 

Ahora bien, en la etapa de instrucción, la parte demandada o el tercero interesado, 
podrán solicitar la improcedencia y aportar tos elementos que consideren necesarios para 
justificarla, sin que precluya su derecho a hacerlo por no invocarla al contestar la demanda 
o porque no agotaron el recurso ante ta admisión de ta misma.12 

Finalmente, et P leno deberá pronunciarse sobre ta improcedencia invocada por las 
partes y de aquellas que aparezcan o sobrevengan al juicio ya que, invariablemente, /e 
corresponde analizar la Improcedencia en /os casos en que no sea manifiesta e 
Indudable, porque es de orden público. ' 3 De ser procedente, el Pleno resuelve el 
sobreseimiento de ta controversia sin entrar al fondo del asunto. 

Según et Capitulo 11 de la Ley es improcedente ta controversia: 

1. Contra decisiones de la Corte; 
2. Contra normas generales o actos en materia electoral; 
3. Contra normas generales o actos que sean materia de una controversia 

conslílucional pendiente de resolver, siempre que exista Identidad de las partes, 
normas generales o actos o conceptos de Invalidez (litispendencia); 

4. Contra normas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria 
dictada en otra controversia, o contra las resoluciones dictadas con motivo de su 
ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y 
conceptos rl"' invRlir1"'7. P.n In~ r:A~n~ R 'JllP. re refiere el Artículo 105 F l. último 
párrafo de la Constitución (conexidad); 

5. Contra normas generales o actos que hay cesado sus efectos. 
6. Cuando no se ha agotado la vfa prevista para la solución del propio conflicto 

(definilividad). 
7 . Cuando la demanda se presente fuera de los plazos establecidos por la ley y; 
8. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la ley 

o la jurisprudencia. 

La Corte ha fijado otros casos de improcedencia, por ejemplo la falta de legitimación 
procesal y activa.•• Sin embargo, fa falla de legitimación de la causa no es una causal 
manifiesta e indudable de improcedencia, porque su análisis corresponde a la sentencia 
que resuelve el fondo del asunto. 15 

11 Ley Reglan1en1arla de la fracciones 1 y 11 del Artlculo 105 de la Constitución P olllka de los Estados 
Unidos Mexicanos; Texto vigente, proceso legislativo y tesis aisladas; Ob. Cil. Controversia 19195. 
12 Semlnnrlo Judicial de la Federación, Controversia 11/95; Tesis P./J. 31196, Tomo 111, Junio 1996. 
Novena Época, pd¡¡ina 392. 
I ) Conrrovcrsia 11195; Tesis P./J. 32/96, Tomo 111, Junio 1996. Novena Époc.n; Ob. Cit.; p~ginn 386. 
" Ley Re¡:lamenlarla de la fracciona 1y11 del Arllculo 105 de la Constiluclón Polhlca de los Estados 
Unidos l\lulcanos: Texto vigenre, proceso legislotivo y tesis aisladas: Ob. Cit. Recurso de Reclamación 
23/97. 
•) Ob. Cit. Recurso de Reclamación 103197 de hi Controversia 25197. 
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La contro.versla no es la vía para impugnar las resoluciones de tribunales 
jurisdiccionales, aunque se a leguen cuestiones constitucionales. 

Por otra parte, si no existe una invasión de competencias de un nivel de gobierno 
respecto de otro, debe desecharse de plano la controversia. 

6.- Las sentencias 

La sentencia que dicte el Pleno en la controversia como en la acción de 
inconstitucionalidad deberá corregir los e rro res que advierta en la cita de los 
preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de 
resolver la cuestión efectívamente planteada. En todos los casos el P leno debera suplir la 
deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o agravios. 

Especialmente la sentencia debe contener. 

•t. La n)aclón breve y precisa de las nonnas generales o actos objeto de la controversia y, 
en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados: 

11. Los preceptos que la fundamenten; 
111. Las consideraciones que sustenten su sentido, asl como los preceptos que en su caso se 

estimaren violados: 
IV. t..os a/canees y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos 

obligados a cumplirla , las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos 
elem!lnto~ ""'""'""º~ !"'""' 1<11 fllP.n" efiooci" en el i'lmbito que corresponde. Cuando la sentencia 
declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas 
normas cuya validez dependa de la propia norma Invalidada; 

v. Los puntos resolutivos que decreten et sobreseimiento, o declaren la validez o lnvalídez de 
las normas generales o actos impugnados, y en su caso la absolución o condena respectlvas. 
fijando el término para el cumplimiento de las actuaciones que se sellalen: 

VI. En su caso, el término en el que la parte condenada deba realizar una actuación."16 

7.- los recursos 

El de reclamación y queja son los únicos recursos que prevé la ley reglamentaria . 

Procede la reclamación en los siguientes casos: 

"l. Contra los autos o resoluciones que admitan o desechen una demanda. su contestación o 
sus respectivas ampliaciones: 

11 . Contra los autos o resoluciones que pongan fin a la controversia o que por su naturaleza 
trascendenta l y grave puedan causar un agravio material a alguna de las partes no reparable en la 
sentencia definitiva: 

111. Contra las resoluciones dictadas por el Ministro instructor al resolver cualquiera de los 
incidentes previstos en el articulo 12: 

16 Anlculo 41 de In Ley Rt¡,:htmcnlRria d el Articulo 105 de la Constitución Po llflu, Tematizada y 
conco rd11dn; lnslicuto de lo Judic:itur:i Federal; In l!díción; México 1998; páginns 87 y 88. 
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IV. Contra los autos del Ministro instructor en que se otorgue, niegue, modifique o revoque la 
suspensión; 

V. Contra los autos o resoluciones del Ministro Instructor que admitan o desechen pruebas; 
VI. Contra los autos o resoluciones del presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

que tengan por cumpllmentadas las ejecutorias dictadas por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, y 

VII. En los demás casos que sel\ale esta ley. •17 

El escrito de reclamación expresará agravios y ofrecerá pruebas. Debe interponerse en 
un plazo de cinco dlas ante el presidente de la Corte, quien dispondrá su traslado a las 
demás partes para que dentro del plazo de cinco días aleguen lo que a su derecho 
convenga. 

Transcurrido este plazo, el presidente de la Corte turnará los autos a un Ministro 
distinto del instructor a fin de que elabore el proyecto de resolución que deba someterse 
al Tribunal Pleno. 

Se impondrá al recurrente o a su representante, a su abogado o a ambos, una multa de 
diez a ciento veinte días de salario, si el recurso es interpuesto sin motivo. 

Por su parte, el recurso de queja procede: 

·1. Contra la parte demandada o cualquler otra autoridad, por violación, exceso o defecto en la 
ejecución del auto o resolución por el que se haya concedido la suspensión; y 

11. Contra la parte condenada, por exceso o defecto en la ejecución de una sentencia .• tD 

En los casos de la suspensión la queja se interpondrá, ante el Ministro instructor 
hasta en tanto se falle la controversia en lo principal. 

Tratándose del eKceso o defecto en la ejecución do una sentencia la queja se 
Interpondrá, ante el presidente de la Corte dentro del año siguiente el de la notificación a 
la parte interesada de los actos por los que se haya dado cumplimiento a la sentencia, o al 
en que la entidad o poder extraño afectado por la ejecución tenga conocimiento de esta 
última. 

Admitido el recurso so re querirá a la autoridad para que dentro de un plazo de quince 
días deje sin efectos la norma general o el acto que motivo el recurso o, para que rinda su 
Informe y ofrezca pruebas. La falta o deficiencia de este informe presumirá ciertos los 
hechos imputados, sin perjuicio de que se le imponga una multa de diez a ciento ochenta 
días de salario. 

" Anlculo S t de lo Ley Rc¡¡lwncnrorio del Ar11culo 1 OS de lo Consrirución; Ob. Cit. pl!¡¡inos 9S,96 y 97. 
•• Anlculo SS; Ob. Cir.; páginns 98 y 99. 



Transcurrido el término sellalado y siempre que subsista la materia del recurso. en el 
supuesto de la suspensión, e l Ministro Instructo r fij ará la fecha para la celebración de 
una audien cia de ntro de los d iez dias s lgulent- a fin de que se desahogue n las 
pruebas y se formulen por escri to los alegatos; para los caso del exceso o defecto de la 
sentencia, e l presidente de la Corte, tumará el expediente a un Ministro instructor para los 
mismos efectos. 

El Ministro instructor elaborará el proyecto de resolución respectivo y lo someterá al 
Tribunal Ple n o, quien de encontrarlo fundado, sin perjuicio de proveer lo necesario para el 
cumplimiento debido de la suspensión o para la ejecución de la sentencia, determin ará lo 
s iguiente: 

a . Que la autoridad responsable sea sancionada en los 1érminos establecidos por el 
Código Penal para el delíto de abuso de autoridad, por cuanto hace a la 
desobediencia cometida, independientemente de cualquier otro delito en que 
incurra, si se trata de exceso o defecto de la suspensión y; 

b. En el caso de exceso o defecto de la sentencia, que se aplique lo dispuesto en el 
último párrafo del artículo 105 de la Constitución Polllica de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

7.3.- Naturaleza j uridica d e la acción de lncon stlt uc lonatrdad.19 

••Cfr. El control obstmcto en el Copftulo l. 
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7.4.- El procedimiento de la Acción de lnconstitucionalldad 

a) Procedencia 

La segunda fracción segunda del 105 constitucional. faculta a la Corte para conocer de 
las acciones de inconstituclonalldad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución. 

La acción deberá promoverse. dentro de los treinta días naturales siguientes a ia fecha 
de publicación de la norma, exclusivamente por: 

•ARTICULO 105.- ... 
a}.- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del Distrito Federal e1<pedidas por el 
Congreso de la Unión; 

b}.- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en contra de leyes 
federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión o de tratados 
lntemacionales celebrados por el Estado Mexicano; 

c).- El Procurador General de la Repüblica, en contra de leyes de car.tetar federal, estatal y del 
Distrito Federal, asl como de tratados Internacionales celebrados por el Estado Mexicano; 

d).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de los órganos 
legislativos estatales, en contra de layes expedidas por el propio órgano, y 

a).- El equ/v;1fente 11/ treinta v tres por ciento de los Integrantes de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la propia Asamblea. 

!}.- Los partidos pollticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto de sus 
diriganclas nacionales, en contra de leyes electorales federales o los locales; y los partidos 
pollticos con registro estatal, a través da sus dirigencias. exclusivamente en contra de leyes 
expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro. 

La (mica vla (directa) para plantear la no conformidad de leyes electorales a la Cosnlitución es la 
prevista en la fracción 11 del 105. 

La leyes electora/es federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa 
dlas antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse. y durante el mismo no 
podra haber moómcaciones legales fundamente/es. -20 

b) Sustanciación 

En las acciones de inconstitucionalidad se aplicará lo previsto para la controversia en el 
Titulo 11 de la Ley reglamentaria. 

El término para intentar la acción de lnconstitucionalidad es de treinta dlas naturales 
contados a partir del día siguiente en que la ley o tratado internacional Impugnado se 
publique en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la 
demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. En materia electoral, para el 
computo de los plazos, todos los dfas son hábiles. 

20 Anlculo IOS de la Constitución Polltl~• de 101 Estados Unidos l\le•ÍC·•noi; Ob. Cit. 
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La demanda debe contener: 
l. los nombres y firmas de los promoventes; 
11. Los órganos legislativos y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas 

generales impugnadas. 
111. La norma general cuya invalidez se reclame y el med io oficial en que se hubiere 

publicado, 
IV. Los preceptos constitucionales que se estimen violados: y 
V. Los conceptos de invalidez. 

En los casos previstos por los incisos a), b), d) y e) de la F 11 del art 105 constitucional; es 
decir en los casos en que lo solicite: 

a. El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del Distrito 
Federal expedidas por el Congreso de la Unión; 

b. El equivalente al treinta y tres por ciento de tos integrantes del Senado, en contra de 
leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión o de 
tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; 

c. El equivalente al treinta y tres por ciento de tos integrantes de alguno de tos órganos 
fegislativos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio órgano y ; 

d. El equivalente al treinta y tres por ciento de tos integrantes de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la propia 
Asamblea), la demanda deberá estar firmada por lo m enos por el treinta y tres 
por ciento de los integrantes de los Integrantes d el órgano legislativo 
correspondiente. 

El demandante . en la instancia inicial, deberá designar como representantes comunes 
al menos a dos de sus integrantes, quienes actuarán conjunta o separadamente durante 
todo el procedimiento y aún después de concluido éste. Si no se designa representante 
común, el presidente de la Corte lo nombrará de oficio. 

Los representantes comunes podrán designar delegados para que hagan promociones, 
acudan a las audiencias y en ellas rindan pruebas y formulen alegatos, promuevan los 
incidentes y recursos previstos en la ley. 

En el caso def inciso f) del 105 constitucionaf se consideran parte demandante, además 
de los senafados en fa Fracción f def articulo 10 de la Ley reglamentaria, a los partidos 
poflticos con registro por conducto de sus dirlgencias nacionales o estatafes, según 
corresponda, a quienes se les apflcará lo dispuesto en el articulo 11 de fe misma ley. 

7.4.- La instrucción 

A la demanda recaen tres autos: el aclaratorio, el de desechamiento y el admisorio. 

Si el escrito en que se promueve la acción es oscuro o irregular, el ministro instructor 
prevendrá al d emandante o a sus representantes comunes para que hagan las 
aclaraciones que correspondan dentro del plazo de cinco dlas. 
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En materia electora/ la aclaración se reduce a tres dlas. 

El ministro instructor podrá aplfcar las causales de Improcedencia, de hecho son de 
oficio, establecidas en el artículo 19, excepto de la leyes electorales, así como las 
causales de sobreseimiento a que se refieren las fracciones JI y JI/ del artfcu/o 20. 

Las causales de lltlspendencla y cosa juzgada previstas en las fracciones /// y IV del 
art. 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten 
respecto de otra acción de inconst.itucionalidad. 

La intervención del Procurador General de la República se desplíega como actor o 
bien, como parte, a quien se le da vista con el escrito y con los Informes, a efecto de que 
antes de la citación para sentencia, formule el pedimento que corresponda. 

Admitida la demanda el ministro instructor dará vista al órgano legislativo que emitió la 
norma general y al órgano ejecutivo que la promulgó, para que dentro de quince dlas 
r indan un infonne que contenga las razones y los fundamentos tendientes a 
sostener la validez de la norma impugnada o la improcedencia de la acción de 
inconstitucionalidad. Tratándose del Congreso de la Unión, cada una de las Cámaras 
rendirá por separado el informe previsto en éste artículo. 

En materia electora/ el plazo para rendir el informe será de seis dfas. 

01:1 1mm1:11ét ttxp1c::Xo 1 .. oú111isiún ú.; 1.111.i .;,c.::lvn ua incvnstitucionalidad no dará lugar a ta 
suspensión d e la norma cuestionada. 

Después de presentados los informes o habiendo transcurrido el plazo para ello, el 
ministro instructor pondrá los autos a la vista de las partes a fin de que dentro del plazo de 
cinco días formulen alegatos. 

Cuando la acción se refiere a leyes electorales el plazo para formulara alegatos se reduce 
a dos dfas. 

Antes de dictarse la sentencia, el ministro instructor podrá solicitar de las partes o de 
quien juzgue conveniente, todos aquellos elementos que a su Juicio resulten necesarios 
para la mejor solución del asunto. 

Cuando la acción se interponga en contra de una ley electoral, el ministro instructor 
podrá solicitar fa opinión de fa Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. 21 

Agotado el procedimiento, el ministro instructor propondrá al Pleno de la Corte el proyecto 
de sentencia para su resolución definitiva. 

21 Párrafo segundo del nrtículo 18. 
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En materia electoral, el instructor deberá someter el proyecto el Pleno dentro do los cinco 
dles siguientes al que se haya agotado el procedimiento, debiendo el Pleno dictar su 
sentencia a más tardar en un plazo de cinco dfas siguientes al que se /e hizo la entrega da/ 
proyecto. 

El presidente de la Corte, de oficio o a peticíón de parte, podrá decretar la acumulación de 
dos o más accíones de ínconstítucíonalidad siempre que en ellas se impugne la misma 
norma. 

Cuando exista conexidad entre acciones de inconstitucionslíded y juicios de amparo, la 
Corte en Pleno aplazará el juicio de amparo hasta en tanto se resuelva la acción de 
inconst ituclonalidad; y cuando exista conexidad entre acciones de inconstitucionalídad 
podrá acordarse su resolución en una misma sesión. 

El recurso de reclamación únicamente procederá en contra de los autos del ministro 
instructor que decreten la Improcedencia o sobreseimiento de la acción. En materia 
electora/ el plazo para interponer Is reclamación será de tres dlss y el Pleno de Is Corte lo 
resolverá de pleno, dentro de los tres dfas siguientes a su interposición. 

200 



7.6.- Efectos de la Sentencia 

Al dictarse la sentencia la Corte deberá corregir los errores que advierta en la cita de los 
preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda. 

A demás podrá fundar su declaratoria de inconstitucionalldad en la violación de cualquier 
precepto de la Constitución, que haya sido o no invocado en el escrito inicial. En materia 
electoral no existe suplencia por disposición expresa. 

Las resoluciones de la Corte sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, 
si fueren aprobadas por cuando menos ocho votos. Si no lo 1prueb1 la mayo ría 
Indicada. el Tribunal Pleno no desestimará la acción. como sucede en la 
controversia, solamente ordenará el archivo del asunto. 
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CAPITULO VIII 

EL PROCEDIMIENTO INVESTIGATORIO DE LA CORTE 

a) Origen y Antecedentes Constitucionales en México 
1.-Siglo XIX 
2.-Artículo 97 Constitucional. Texto Original y Reformas 
¿es ombudsman Judicial el procedimiento investigatorio de la Corte? 
3.- Reglamento Interior de la Suprema Corte del 11 de abril de 1919 
b) ¿Qué es y qué funciones de control constitucional realiza? 
1.- Legitimación y discrecionalidad 
2.- Objeto y Naturaleza Jurídica de sus Resoluciones y Alcance 
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El procedimiento investlgatorio d e la Corto Roberto Mattfnez Me}I• 

a) Origen y anteced entes constitucionales en México 

1.- Siglo XIX 

En ra mayoría de las constituciones mexicanas del Siglo XIX se enumera un catalogo de 
derechos fundamentales: desde el Bando de More/os, en la Constitución de Apatzingan d& 
1814, como en la federales de 1824 y 1857, e incluso en las Siete L&yes Constitucionales 
de 1836. 

Sin embargo, todas ellas olvidaron Instaurar el medio que garantizara su 
cumplimiento. En alguna ocasión, Mariano Otero sugirió en el Acta Constitutiva de 1847, 
ta expedición de una ley de garantías individuales que tas reglamentara. pero ésta jamás 
llegó a expedirse. 1 De hecho, el único juicio protector de derechos fundamentales ha sido el 
amparo a partir de su inslauración. 

El procedimiento investigatorio surge en ta Conslitución de 1917, a partir de la masacre 
ocurrida en Veracruz en 1879, donde et gobernador del Estado, por ordenes del Ejecutivo 
Federal autoriza lti 4::lj1:1cució11 ú .. un,. lisl,. úes ~cs1su11os yu.;, suponía conspiraban en contra 
del gobierno Federal; en estos hechos se fusilan a nueve personas. 

Ante el escándalo de la opinión pública, el fiscal de la Suprema Corte te solicitó al Pleno 
de ta propia Corte su intervención para ta investigación de los hechos ocurridos. Se nombra 
al juez de Distrito de Veracruz comisionado de ta investigación, con fundamento en el 
articulo 17 de la Constitución de 1857, qu& ordenaba a los tribunales estar siempre 
expeditos para administrar justicia. 2 

Et Secretario de justicia e instrucción pública del presidente Porfirio Díaz impugnó la 
competencia de la Corte. sin embargo. consintió la investigación por razones humanilarias. 

Et resultado de la investigación se remitió al Congreso de ta Unión y al Ministerio de 
Guerra y Marina, pero la segunda sección del gran jurado del Congreso se declaró 
incompetente para juzgar al gobernador de Veracruz y el Secretario de Guerra no consignó 
el asunto al juez competente. en fin, se archivo el expediente.3 

1 REYES llF.:ROl, ES, Jesús; V/tia y obra tfe Mar/0110 Otero; Editorial Fondo de Cultura Económica; Ob. Cit. 
1 CARPIZO, Jori:e; T.wuc/Jos Com1//11c/011ales; edltorinl Porrúa., México 2000; páginn 200 a 205. 
'ldcm. 
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2.- Artlculo 97 de la Constitución de 1917. Te.to Original y Reformas 

El texto original del párrafo tetc6ro del ertfcu/o 97 constitución decla: 

•Le Suprema Corte de Justicia ... nombrara alguno o algunos de sus miembros, o algún 
juez de Distrito o Magistrado de Circuito o designará uno o a varios comisionados 
especiales, cuando as/ lo juzgue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal o alguna de 
las Cámaras de la Unión o el gobernador de afgún Estado únicamente para que everigOe la 
conducta de un juez o de un magistrado fecteral o afgún hecho o hechos que conslituvan la 
violación de alguna garantl~ individua/ o la ylolación del voto público o algún otro delito 
castjgado por la ley federal ... 

A pesar de lo dispuesto por la Constitución Federal, la Ley Orginlca del Poder Judicial 
de la Federación del 2 de Noviembre de 1911, comete el mismo error d el Siglo XIX y 
olvida regla:nentar la facul~ad investigadora de la Corte. 5 

3.- Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación d el 11 abril de 
1919 

Sin embargo, el articulo 60 del Reg lamento Interior de la Suprem a Corte d e Justicia 
de la Nación del 11 abril de 1919. por primera vez. estableció las reglas del procedimiento 
ínvestigatorlo: 

1. Lo:; Ccmi:;icn::ido:i cstobon outori:?:ados para reclamC" r t:i'!' IR!< i:111torirtArle~ 
responsables el informe respectivo de los hec hos. 

2 . Examlnarian los expedientes civiles y penales de los hechos ocurridos; y 
deberlan visitar a los presos a fln de oir sus quejas para solucionarlas. 

3 . Los mismos Comisionados lnstrulrlan las dlllgenclas conducentes para e l 
esclarecimiento de los hechos que constituyeran la violación de alguna garantía 
Individual, o la violación del voto público, o algún delito castigado por la ley 
federal. 

4 . Asl mismo, asistían a las audiencias de los funcionarios visitados y tomar nota 
de sus aptitudes y corregir en el despacho del asunto. Para ello, tenían la facultad 
de solicitar, por medio de la Co rte, al Procurador General de la República su 
intervención y; 

5. Formado el expediente, daban cuenta a la Corte , informándole del resultado para 
que ésta administrara justicia pronta y eficaz.6 

• La ConJlltud6n y su lnlnpr1'1ad6n por el Poder Judidol de la Federadó n; Ols<o Compa<lo; 1999; 
Ob. C i1. 
' La S 111>,.,ma Corle de Jwtkla . Sw Leyes y su llombres; la edición; Editorilll Supreono Cone de Justicia 
de lo Noción. México 19 8S; p5sinos 36S a 372. 
6 Ob. Cit.; p6gino 377. 
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Estas reglas se reiteran por últlma vez en el Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación del primero de Mayo de 19237 ya que Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación del 11 de Diciembre de 19ZB, deroga por completo la 
reglamentación del procedimiento investigatorio hasta la actualidad, a pesar de la grave 
vlolación de garantías Individuales que sucede.ª 

Por otra parte, el artlculo 97 ha sido reformado en ocho ocasiones, de las cuales sólo 
tres, las de 1977, 1987 y 1994, tienen que ver con el procedimiento investigatorio: 

La reforma del 6 diciembre de 1977 limita la averiguación: 

a. A la conducta del !uez de Distrito o magistrado de Circuito v: 
b. A los hechos que constituyan la violación de alguna garantía lndividual.9 

c. Deroga la investigación sobre p osibles violaciones al voto público y a 
delitos federales. 

La siguiente reforma del 10 agosto de 1987 contiene, en los párrafos segundo y tercero, 
dos procedimientos sobre el mismo objeto: 

a. Uno indicado exclusivamente por esta reforma para investigar la conducta de 
jueces o magistrados federales o de algún hecho oue con~tit11v;o nrnvc 
viot:ic!ón do ;i:guna H"'"niia individual; 

b. y otro, ya establecido, para investigar la conducta de jueces y magistrados 
federales y de algún hecho que constltuv«i la violación de una qarant11 
Individual. 

Se Insistió en establecer dos procedimientos que tienen la misma finalidad y objeto: uno 
para la violación grave de garantías y el otro para la violación que no es grave de garantlas. 

Es decir, el legislador distinguió innecesariamente la violación de garantias 
individuales de la grave vio/ación de las misma garantlas con la intención de enfatizar 
la violación en dos párrafos, debiendo unirlos en un sólo, ya que la violación de garantías 
en términos del 97 constítucional en si misma es grave. 

1 Ob. Cil.; página 402. 
• Ob. CiL; pógilUI 404 o 414. 
'' L11 Consrltucl6n y su ln1er11re1•cl6n; C. D.; Ob. Cit. 
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Finalmente, la reforma del 31 diciembre de 1994 corrige el error de la reforma anterior y 
unifica en el segundo párrafo la investigación "de un hecho o h echos que consUtuyan 
una grave vio/ación de alguna garantla Individua/." 10 

Por otra parte, se delega en el Consejo de l a Judicatura Federal la facultad para que 
Investigue la conducta de algún juez o magis trado federal a solicitud del presidente 
de la Suprema Corte. En este caso, la averiguación estrictamente es un procedimiento 
con el derecho de audiencia y pruebas, cuya sentencia vincula a partes, pude concluir con 
la remoción, destitución, suspensión del cargo. 11 

El informe se envía al Pleno de la Corte, quien a su vez lo remite a Ja autoridad que 
solicito la investigación. En esta materia exclusivamente, Ja academia identifica a la Corte 
como un ombudsman judicial . 

b) Qué es y qué función realiza ol procedimiento lnvestlgatorio 
(su resolución y alcance). 

En general se admite que el procedimiento investigatorio de la Corte no forma parte de 
las garantías jurisd iccionales y se llega a dudar que en realidad sea un instrumento de fa 
justicia constitucional. Se coincide en que no es ni puede ser un proceso en su sentido 
litcrol y motcriol. porque no se don los elementos de ta Rcr:ión, de 11> d~fen!<A y, ~obra todo, 
de la sentencia o decisión. Aun cuando se exija a la Corte la investigación de hechos que 
constituyan una grave violación de garantias individuales. 

Por lo mismo no es jurisdiccional e l procedimiento investiga torio, aunque formalmente 
puede ser un órgano judicial quien investigue (ya sea un ministro de la Corte, un juez de 
Distrito o magistrado de Circuito), sin embargo, la investigación Ja puede hacer un particular 

00 Jdcm. Lns otrns rcíonnns ni :utlculo 97 S4 refieren, por ejemplo: 13 de 20 agosto de 1928. estnblecc que los 
ministros de 111 Cone hanín su protest11 nnte el Senado; 11 lle septirmbre de 1940, refonnn el primer p:irrnfo 
por el cual losjueecs de Distrito y m11gistrndos de Circui10 duranín en su carso cuatro rulos; 6 dr dlrlrmbre dr 
1977, mcdinntc 111 cual se faculta 11 111 Cone para practic:ir de oficio 13 averiguación de hechos que constiruyan 
viol11Cioncs a todos los procesos elcctornlcs de alguno de los Poderes de In Unión; 28 dr dic~mbre de 1982. 
por In cual los jueces de Distrito s61o podnln ser privados de sus funciones en los to!nninos del Titulo Cu:uto; 
18 lle Agosto d e 1987, establece que los mogistrndos de Ci rcuito y jueces de Distrito serán noonbrndos por Ja 
Cene y durmñn seis nílos en su cnrgo; In de 11 junio d e 1999. finalmente el último párrafo cstnblccc que los 
mogistmdos de Circuito y jueces de Dis1ri10 pro1cstor:ín nntc 111 Suprema Conc y el Consejo de In Judicatura 
l'cdernt. Cír. DEl.OAOO MOYA, Rubén, C onsritucl6n t'o litka Comrntada; Editorial SISTA; Primera 
edición; Mé:<ico 1999; pñginllS 196 n 199. 
11 Pnm Elisur 1\n~sn. la solicitud del Pleno de Jo Cone pnro que et Consejo de l:i Judic:irurn investigue la 
conductn del juez o mngislT3do, puede provenir del nlsün ministro de In Cone, del presidente de lo República. 
de lns Cñmnrns del Consreso o de 11lgún gobcmndor de un Est:ido; ARTEAOA NAVA, Elisur; 1...4 Facultad 
Investigadora de lo Cene en Orrcch o Procesal Constitucional; Editorial Porrúo; Primero Edición. México 
2001; pñginns 500 y 500 l. 
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o una comisión especial que designe la Corte y, materialmente tampoco es jurisdiccional la 
función investigadora, porque la conclusión que se resuelve no es definitiva u obligatoria, ni 
vincula a las partes. Es decir, el resultado de la Investigación no es un sentencia. 

En el mismo sentido, la jurisprudencia de la Corte sostiene que en el caso de la 
averiguación grave de garantías, no se con oce de una acción procesal, ni Instruye ni 
substancia un procedimiento jurisdiccional y, por ello, no puede concluir dictando 
una sentencia que ponga fin a un litigio. 12 

De la misma forma, no procura. ante otro tribunal. la debida lmparticlón de lusticia y 
tampoco realiza lo que pudiera denominarse una averiguación previa en materia penal, 
porque su finalidad no es la consignación ni la Corte tiene esta facultad en términos del 
articulo 24 constitucional. 

Su propósito se limita a Investigar si determinados hechos constituyen vlolación 
grave de garantfas individuales. Atendiendo a este fin, y ante la ausencia de su respectiva 
reglamentación, la actuación de la Corte se ci rcunscribe exclusivamente a inquirir la 
verdad hasta descubrirla, sin sujetarse a un procedimiento judicial. 13 

Sin embargo, la averiguación en si misma no es una finalidad, lo que equivaldría a 
derogar en la práctica al 97 constitucional, por el contrario constituye una condici ón 
s ine qua non para aplicar la ley. es decir, · 1a averiguación debe conducir a una finalidad 
jurídica especifica y jurídicamente práctica:'• 

En mi opinión la averiguación es un medio que apoya al estado de derecho en 
materia de garantlas fundamentales porque. frente a su grave violación, la Corte por si 
misma o a instancia del Ejecutivo Federal o estatal o de cualquiera de las Cámaras, 
designa a una comisión que investigue los hechos sin sujetarse a un procedimiento 
especial y cuyo resultado remite a la auto ridad competente para la exacta aplicación de 
la ley. 

1.- Leglt.lmaclón y discreclonalidad 

La Corte tiene la facultad para investigar la violación grave de garantías individuales, ya 
sea de oficio, cuando asr lo estime conveniente, o a solicitud de las personas legitimadas 
para ello. A pesar de ello, la Corte no esta obligada a eje rcerla invariablemente, ya que se 
trata de una facultad exclusiva y discrecional; incluso, tampoco tiene la obligación de 
exponer los fundamentos y razones que determinaron su no ejercicio.15 

" Solicitud 3196; Tesis P. LXXXVll/96; Pnrte 111, Junio de 1996; Sem•nar;o .Judicial de la Fedrr•dón y su 
G • cet11 ; pá¡;ina Sl6 . 
... lde111. 
" Petición 86/S2; Tesis; Parte CXll, Junio de 1996; Sem•n•rio .Judicial de I• Feder•clón; p:i¡;ina 379. 
" Solicitud 2/98, Tesis de Jurisprudencia; Novena Época. lnst:incio: Pleno; Fuente: Sem:inario Judic;oJ de la 
Fcdcrncióny su Oaccto; Tomo: IX, Junio de 1999; Tesis: P. XLVIU99; Página: 10 
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Si bien es cierto que durante las Épocas Quinta a Octava, la Corte sostuvo que la 
solicitud del Ejecutivo, de cualquiera de las Cámaras o del Gobernador, la obligaba a Iniciar 
la Investigación, en 1994 se modifica este criterio. En la actualidad, la Corte no tiene la 
obligación de iniciar el procedimiento investlgatorio aún en la hipótesis de que se lo exijan 
aquellos órganos legitimados. Sin embargo, en estos casos deberá fundamentar su 
indiferencia y las razones que justifiquen su no intervención. 

Los particulares no pueden solicitar la investigación a la Corte. La intervención de la 
Suprema Corte de Justicia de la N ación puede ser de oficio, cuando lo estime 
conveniente, o a petición de parte, pero no de cualquier su!eto Indeterminado, sino 
exclusivamente cuando lo solicite: 

a. El titular del Poder Ejecutivo; 
b. Alguna de las Cámaras del Conweso de la Unión o; 
c. El gobernador de algún Es!ado. 6 

2.· Objeto ("violación grave de garantlas Individua/es") 

Acaso ¿no toda violación de garantlas individuales es grave? Sin distinción, 
cualquier violación de garantías es grave porque implica la infracción al sistema jurldico de 
la Constitución. Entonces ¿por qué /a Constitución distingue entre violación y grave 
violación de garantlas individua/es? 

El Pleno de l::i Corto tr::itó do cxplic::ir lo jurídici;?mente inexplicable. aroumi;.>ntandc> que 
existla violación grave de garantlas cuando: 

• ... en situaciones generales y en un estado de cosas ... y a consecuencia de que: 
a) Las propias autoridades que deben proteger a la población que gobiernan, son las que 

producen o propician los actos violentos. pretendiendo en tal forma obtener una respuesta 
disciplinada, aunque aquellos sean víolatorios de los derechos de las persones y de las 
instituciones, y ; 

b) Que frente a un desorden generalizado las autoridades sean omisas, negligentes o 
impotentes para encauzar las relaciones pacificas de la comunidad, o bien que sean totalmente 
Indiferentes en obtener el respeto a las garanUas Individuales, o que den una versión etrónea 
u oficial delos hechos·. 17 

Sin embargo, estas dos hipótesis se actualizan en el juicio de amparo sin que adopten 
el calificativo de graves, porque, en el juicio de garantlas. la autoridad responsable es la 
que debiendo respetar comete el acto violento y en todos los casos la autoridad es omisa, 
indiferente o negligente para obtener el respeto a las garantías individuales. 

•• Expediente vwios 4S 119S. Noven" Époco; lnstnncin: Pleno; fuente: Seman•rio Judidal de la Fttleracióo 
y su Gacela; Tomo: 11, Octubre de 1995; Tesis: P. LXXIV/95; Págino: 114; rubro 0Af«N1ÜS 
INDIV/DUAl.HS. QUIENES TIENEN l.EG/7'1MAC IÓN ;ICT/VA PARA SOLJCITA/l l..A AVF.JUGUACIÓN 
DE VIOLACIONES GRAVES. DE ACUERDO CON l:.'l AlfflCULO 97 CONSTITUCIONAi .. 
11 Solicitud 3/96; Tesis de Jurisprudencia; Noveno Époc:i. lnstancii>: Pleno; Fuente: Ob. CiL; Tomo: 111, Junio 
de 1996; Tesis: P. WCXXVl/96; Pógino: 4S9. 

1 203 



Por lo tanto, la explicación de la Corte para definir la grave violación de garantlas 
individuales se aplica tanto al juicio de amparo como al procedimiento investigatorio. 
Entonces ¿a qué se refiere la Constitución por violación grave de garantías? 

La Constitución propone dos procedimientos para la protección de garantias individuales: 
el juicio de amparo como en el procedimiento investigatorio. En ambos se presenta la 
violación grave de garantías individuales. 

Sin embargo, la diferencia entre los dos orocedlmientos consiste en que: 

1. La violación de garantías en el juicio de amparo compete a /os jueces y magistrados 
federales y en segunda instancia a la Corte vía recurso de revisión; mientras que en 
el procedimiento lnvestigatorio es una facultad exclusiva de la Corte. 

2. El juicio de amparo procede a petición de parte agraviada; en el caso del 97 
constitucional se actús de oficio o a petición del Ejecutivo federal o estatal o de lss 
Cámaras de Congreso. 

3 . El amparo se trata de un juicio o proceso, mientras que el procedimiento del 97 
constitucional es una averiguación de hechos que constituyen violación grave de 
garantías. 

4 . En el juicio de amparo se concluye con una sentencia; en el caso del la 
averiguación se concluye con un dictamen sobre los hechos que no vincula a fas 
partes; 

5. En el amparo el cumpllmlento de fa sentencia corresponde al juez que la dictó; 
mientras que el res[fftado df! /et inv,.stir:J"r.iñn, /Ft Corte rfehe rRmífir 11 IR autoridad 
competente psra su resolución. 

6. En el juicio de amparo se conoce de la violación e garantías que afectan a una o varias 
personas, sín trascendencia social; en el caso del articulo 97 constitucional, lss 
violaciones deben ser generalizadas y graves: 

7. En el amparo se pretende evitar que la violación de garantlas se consume para 
restituir al gobernado en el goce de la garantía violada. o en caso de estar consumada 
irreparablemente el acto reclamado sobreseer el juicio, mientras que fa averiguación 
del 97 versa sobre hechos consumados. 10 

Finalmente, la investigación de violaciones al voto público en todo el Siglo XX fue letra 
muerta, y en la actualidad. coincido con Galván Rivera, es ineficaz, debido, principalmente 
a los organismos autónomos y jurisdiccionales (Instituto Federal Electora y Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación) que garantizan todas las etapas del proceso 
electoral federal e incluso. local, mediante los distintos recursos que prevé la Ley General 
del Sistema de Medíos de Impugnación en materia Electoral. 19 

•• Solici1ud 3/96; Ob. Cit.; Tomo: 111, Junio de 1996; Tesis: P. LXXXVJIU96; Póginn: S 14. 
''' Cfr. CALVAN RIVERA, Flovio; Facultad Indagatoria cltt la Suprema Corte de Justicia en Derecho 
/'roce.mi Co11stl1uc/011al; Ob. Cit.; pó¡;lnas S60 a S63. 
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CONCLUSIONES 

1.- La verdad es que todos tenemos al menos un criterio subjetivo de constitución que 
no se distingue mucho de la definición de André Hauriou: •constitución es el conjunto de 
reglas más importantes que rigen la organización y el funcionamiento del Estado.• Sin 
embargo, LA EXISTENCIA DE UNA CONSTITUCIÓN ESCRITA NO GARANTIZA EL 
RÉGIMEN DEMOCRÁTICO NI EL RESPETO A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, 
PARA ELLO SON IMPRESCINDIBLES LOS MEDIOS JURiDICOS QUE AVALEN LA 
EFICACIA CONSTITUCIONAL. 

El principio básico del estado d e derecho es que todo autoridad debe limitar s u 
actuación exclusivamente al mandato supremo y cuando el Estado excede en sus 
facultades o contraviene a la Constitución se habla entonces de un acto de autoridad 
inconstitucional. En estos casos, PARA QUE LA CONSTITUCIÓN NO SE QUEDE EN LA 
MERA FORMALIDAD, SE FACULTA AL QUEJOSO, A LOS ÓRGANOS ORIGINARIOS 
DEL ESTADO Y A LAS FRACCIONES PARLAMENTARIAS MINORITARIAS PARA QUE, 
MEDIANTE EL EJERCICIO DE LOS INSTRUMENTOS JURiDICOS QUE LA MISMA 
CONSTITUCIÓN PREVÉ, SE RESTABLEZCA EL ORDEN CONSTITUCIONAL 
QUEBRANTADO. 

2.- EN ESTE SENTIDO LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL TIENE COMO FINALIDAD 
ESEN CIAL LA EFICACIA DE LA NORMATIVIDAD CONSTITUCIONAL. En México la 
Justicia Constitucional tiene un sentido amplio, comprende a todos los instrumentos por 
los cuales se logra el control . la defensa. la garantia y la !urlsdlccjón constitucional. 
Sin embargo. cada uno de estos conceptos cumple un función distinta: 

La defensa como el control constitucional son conceptos ampllos y abarcan todo e/ 
conjunto de medios que se utilizan para lograr la prevención, el funcionamiento y 
equilibrio de los ó rganos del poder. 

La garantla o justicia constitucional en sentido estricto, se caracterlu por su efecto 
reparador y preventivo. se refiere a una figura procesal. Se aplica para ••"alar 
aquellos m edios que restituyen o restablecen la normatividad constitucional. En este 
caso. la doctrjna mexicana identifica AL DERECHO PROCESAL CONSTITUCIONAL 

Por su parte. el concepto de !urisdlcción c onstitucional comprende la función de 
determinados órganos judiciales especializados en resolver asuntos de naturaleza 
consti tucional con la f inalidad d e revisar la constitucionalidad de las leyes y los actos 
de gobierno. 
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AHORA BIEN, SI A TRAVÉS DE TODOS ESTOS INSTRUMENTOS DE LA .JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL NO SE LOGRA LA NORMATIVIDAD CONSTITUCIONAL O BIEN, SI 
LOS MEDIOS COMO TALES NO CUMPLEN ESTA FINALIDAD, LA .JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL EN MÉXICO ES DEFICIENTE O SIMPLEMENTE NO EXISTE. 

3.- México esta Incorporado a los sistemas c lásicos de control c o nstitucional, 
sin e mbargo, su posición no se liga totalmente con alguno, por que no es tan puro. De 
hecho su formación se debe a la incorporación de elementos de ambos sistemas: 

T iene semejanzas con el sistema avslriaco o concentrado porque en ambos sistemas 
existe un órgano específico de control de la constitucionalidad y la jurisdicción 
constitucional se ejerce mediante un sistema principal. por vía de acción. Aún en el caso en 
que las sentencias de amparo no tienen e fectos erga omnes, como en el sistema 
austriaco, sus efectos son retroactivos y también operan ex nunc o pro futuro y la 
relatividad de las sentencias de amparo se modera, cuando la jurisprudencia es obligatoria 
para todos los casos en que se planté dicha inconstitucionalidad; por su parte, las 
sentencias de la controversia constitucional como de la acción de inconstitucionalidad en 
México, tienen efectos generales y hacia el futuro si son aprobadas por más de 8 ministros 
de la Corte. En materia penal surte efectos retroactivos. 

La diferencia esencial entre el s istema austriaco y el sistema mexicano consiste 
en que en aquél la legitimación p ara ej ercer la acción de lnconstltuc lonalldad de la 
ley compete a la Corte Suprema y a la Corte Administrativa, las c uales ejercen la 
acció n ante la Corte Constitucional. En el s istema mexicano. por su pane. la acción 
correspo nde a quienes directamente resienten un agravio o per!ulcto (quejosos, 
grupos p arlam entarios minoritarios y entes público). Por o tra parte, en el sistema 
mexicano no solo existe un control de la constitucionalidad de la lev sjno gue además 
existe un control de la legalidad de los actos contrarios a la constitución. 

Desde el punto de vista histórico e incluso constitucional, el sistema mexicano es más 
afín al sistema norteamericano, debido principalmente a su influencia en las Constituciones 
mexicanas de 1824 y 1857. A pesar de que en el sistema norteamericano se llega al control 
de la constitucionalidad de la ley por vía de excepción, es decir, mediante el i ter de las 
impugnaciones y recursos normales, e n el sistema mexicano el control se ejerce 
mediante acción, es decir, mediante un juicio independiente. En e l sistema 
norteamericano tampoco existe un procedimiento especial de impugnación, como tampoco 
existe un órgano especial competente (a excepción de la Corte, pero a ella se llega al final 
de la diferentes impugnaciones); en el sistema mexicano existen órganos y procedimientos 
especiales que resuelven la const itucionalidad de la ley, con términos, etapas y recursos 
particulares. 

Finalmente. en el sistema americano como el mexicano, existe la relatividad de las 
sentencias y declaraciones generales de Jnconstitucionalidad. La diferencia fundamental 
es que en el s istema americano se res petan. aplican y func ionan los prec edentes y 
en México a pesar de su obligatoriedad no existe esta tradición. 
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4.- SI bien la postura de M6xlco con los sistemas clúicos esi. modemizada, 
contrasta su posición con los sistemas subsidiario, preventivo e internaclonal de 
control, en los cuales aún existen algunos cuestlonamlentos: 

El Control difuso que prevé el articulo 133 constitucional tiene efectos limitados. en 
estricto sentido no se trata de un tipo de control, sino de un instrumento de defensa de la 
Constitución, que tíene por finalidad garantizar la supremacía constitucional y la división de 
poderes; de hecho, el articulo 133 prevé la posibilidad del control constitucional contra los 
actos de jueces y de cualquier autoridad que no respete las normas fundamentales. SIN 
EMBARGO, PODRÍA LLEGAR A SER UN VERDADERO TIPO DE CONTROL 
JURISDICCIONAL SI LOS JUECES LOCALES APLICARAN LA OBLIGATORIEDAD DE 
LA JURISPRUDENCIA DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES. 

En el caso mexicano existe un sistema de prevención constltuclonal parcial. 
Solo es pos ible el control jurisdiccional contra reformas a la Constitución mediante 
el juicio de amparo exclusivamente por violaciones de forma y el control de las 
reformas a constituciones locales a través de la acción de inco nstltucionalldad. Me 
atrevo decir que la Corte en muchos casos se ha empeiiado en limitar el avance de la 
jurisdicción constitucional: durante todo el Siglo XX. el Poder Judicial de la Federación 
consideró que las reformas a la Constitución no eran susceptibles de control constitucional, 
de hecho calificó al amparo notoriamente improcedente en estos casos y en la actualidad 
¿por que no es posible el control !urisdiccional de las reformas de fondo? A pesar de 
que el Pleno de la Corte pretendió cierta apertura, el control jurisdiccional de las reformas a 
la constitución se neutralizo con ta dec1s1on Clel fribunal en la que deierminó la 
improcedencia de la controversia constitucional contra las reformas a la Constitución, 
debido principalmente a que el articulo 105 constitucional establece que la controversia 
garantiza el ámbito de atribuciones de los órganos originarios del Estado (Federación, 
Estados y Municipios y Distrito Federal) contra actos, leyes o normas generales, pero no 
contra el Órgano Reformador de la Constitución previsto en el articulo 135, pues no se trata 
de un órgano de igual naturaleza que aquellos en quienes se conflan las funciones de 
gobierno. En mi opinión. la Interpretación de la Corte. pued e ser c uestionada 
principalmente desde la teoría de la lurisdlcción constitucional. en la c ual. ningún 
poder Instituido circunstancial como permanentemente esta lejos del control 
constltuclonal, sobre todo si sus actos son notoriamente contrarios a la esencia de 
la Constitución. 

Finalmente, los tratados internacionales se ubican por encima de las leyes federales 
y en segundo plano respecto de la Constitución y la posibilidad de su control se extiende 
del juicio de amparo a la controversia constitucional y a la acción de inconstitucionalidad. 

5.- Los instrumentos que se señalan como justicia constitucional en sentido 
estricto, como el juicio político, el amparo, la controversia y acción de inconstitucionalidad, 
la protección de derechos humanos, la facultad del Senado para resolver conflictos 
políticos, el procedimiento inveslígatorio de la Corte, la reforma constitucional, la 
suspensión de garantías y el control constitucional de leyes y actos electorales componen 
el Derecho Procesal Constitucional. 



CONTROVERSIAS DE NATURALEZA CONSTITUCIONAL MEDIANTE UN 
PROCEDIMIENTO PARTICULAR. CON LEYES ESPECIALIZADAS QUE ORDENAN SUS 
PLAZOS Y FORMALIDADES. En este caso. la lurlsdlcción constituclonal comprende 
a las qarant!as del juicio da amparo. a la controversia constitucional. • la acción dt 
lnconstltuclonalidad y al procedimiento lnyestiqatorlo. EN ESTE SENTIDO SE 
HABLA DEL ORDEN CONSTITUCIONAL. 

6 .- El orden constitucional es la vigencia de la justicia constitucional, porque su función 
consiste en el conocimiento, substanciación y resolución de estas garantías que mantienen 
ta normatividad constitucional. El orden constitucional se distingue de los ordenes federal y 
local porque su función es la normatividad de la Constitución, sin embargo, esta función la 
realizan ó rganos judiciales federales. La competencia corresponde princ.ipatmente a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, a los Tribunales Colegiados y Unitarios de 
Circuito, a los Juzgados de Distrito y, en su caso, al Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la federación, los cuales ha tenido y tiene una participación decisiva y sin ellos difícilmente 
podrla hablarse de control jurisdiccional. 

7 .- La estructura de la jurisdicción constitucional mexicana parte de las normas, 
instrumentos, tribunales. términos y formalidades que la Constítución establece y por las 
cuales las garantías se hacen valer. A pesar de que la Constitución de 1917 ni sus 
reformas establecen un titulo especial de la iunsd1cc1ón constitucional o las garan1ias 
jurisdiccionales, la competencia de la jurisdicción se toma de varios preceptos 
constltuclonales. Es decir, la estructura de la jurisdicción constitucional se fija en lo 
dispuesto por los artículos 4 0 , 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100. 101. 103, 104, 105, 106 y 107 de 
la Constitución Federal y el desarrollo de sus principios básicos se localiza en las leyes de 
Amparo, fa Reglamentaria del 105 Constitucional, la Orgánica del Poder Judicial de fa 
Federación, en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y en el Código Federal 
de Procedimientos Civiles en gran medida. 

8.- LAS PRINCIPALES CRITICAS A LA JURISDICCIÓN JURISDICCIONAL SON QUE 
NINGÚN PODER DEBE ESTAR LEJOS DEL CONTROL CONSTITUCIONAL como 
tampoco debe invadir la libertad de los otros órganos estatales, especialmente la del 
legislador. Su función se debe limitar a un Interpretación hermenéutica de la constitución, 
pero tampoco debe llegar al extremo ele aplicar mecánicamente la ley ni politizar las 
decisiones. O tros problemas son los que se refieren a las relaciones entre política y 
justicia; a la legitimidad del control de un órgano democráticamente constituido por otro que 
no lo es; a la posibilidad de que el órgano de control tome decisiones pollticas y no jurídicas 
y a fa mecanización del procedimientp. EN MI OPINIÓN UNA ASPECTO QUE NO DEBE 
OLVIDAR EL CONTROL JURISDICCIONAL ES EL RELATIVO A FOMENTAR UNA 
CULTURA pe APLICACIÓN DE LOS PRECEQENTES DE INCONSTITUCIONALIOAD 
LO QUE QISMINUIRÍA EN GRAN M EDIDA LA CARGA PE TRABAJO DE LOS 
TRIBUNALES LOCALES Y EL REZAGO DE LOS COLEGIADOS Y DE LA CORTE. 
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9.- la Suprema Corte de Justicia de la Nación en toda su evolución, al menos desde su 
instauración y en los periodos constitucionales de 1824, 1857, 19 17 y 1951, se 
desempeflo estructuralmente como un tribunal de legalidad y constitucional de segunda 
instancia. Pero partir de la reformas constitucionales de 1988, 1994 y 1999 la Corte se 
moderniza y se aprecia como un Tribunal Constitucional. gracias a la tradición europea a 
la que se incorpora. y particularmente por la influencia espailola y sudamericana de los 
tribunales constitucionales. Sin embargo, queda por debatirse la función que desempet'la 
la Suprema Corte como Tribunal Constitucional a partir de la tendencia actual del Tribunal 
en Pleno que restringe sus funciones de control constitucional a los asuntos importantes y 
trascendentes para el ámbito jurldico nacional y que a su juicio así lo sean. En mi opinión 
esta es una materia que no ha resuelto la jurisdicción constitucional y de la cual se 
derivan dos problemas pendientes: beneficia al quejoso que sus asunto los resuelva los 
Tribunales Colegiados o las Salas de la Corte en lugar del Tribunal en Pleno y bueno, 
como se evitaría que las Salas de la Corte como los Colegiados se constituyan en salas 
auxiliares del Pleno. 

10.- Los Tribunales Colegiados han sido esencialmente tribunal- casaclonlstas y 
deberían reconocer su tradición española, ya que su evolución se circunscribe a los 
recursos de casación y nulidad. Su tradición hispana comprende en una primera etapa 
desde la configuración del recurso de nulidad a partir de las Siete Partidas de Alfonso el 
Sabio hasta la el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal de 1871 . La 
segunda comprende desde la creación del recurso de casación en 1871 hasta la 
instauración del amparo directo que lo sustituye en 1908. la tercera etapa abarca la 
instat•'""'"'ión ciel amparo directo hasta la creación de los Tribunales Colegiados en 1951, 
en la cual se faculta a los Coleg iados para resolv1:11 1:11 arnp<:ro c:::::ición y a prnnunciarse 
sobre la inconstitucionalidad de la ley en amparo directo. La cuarta etapa inicia e n 1951 y 
termina con las reformas constitucionales en materia judicial de 1988 y 1994. 

Sin embargo, una última etapa de los Colegiados Inicia con los A cuerdos Generales 
expedidos por el Pleno de la Corte con posterioridad a las reformas constitucionales de 
1994 y 1999, por los cuales, de acuerdo con las nuevas reglas comoetenclale1. los 
Coleglados. ademis de pronunciar la lnconstituclonalidad de la ley en amparo 
d i recto. se constituyen en tribunales deflnltlvo1 de segunda Instancie dt los 
recursos de revisión Interpuestos contra las sentencias de los !ueces de Distrito y 
magistrados d e tribunales Unitarios cuando d ecidan sobre la constltuclonelldad de 
leves l ocales, reglamentos fede rales o locales y reglamentos munlclp;iln 
autónomos. En amparos directos, los Colegiados siguen siendo tribunales de primera 
instancia: sus sentencias se revisan en la Corte cuando establecen la interpretación de un 
precepto de la constitución o deciden sobre la constitucionalídad de la ley u omitan el 
tema. 

11.- Los juzgados de Distrito han sido los principales órganos de la jurisdieción 
constitucional. aunque no los definitivos; es importante la creación de nuevos juzgados 
como fundamental su especialización, ya que son los órganos con los que tienen mayor 
acceso los quejosos, sin embargo, queda pendiente 1u modernización ya que desde 
1855 v quizá desde 1824. se han Integrado de la misma forma por un juez. un 
secretario. un actuario y demás fynclonarios que determine el presupuesto. 



12.- El avance más original de la jurisdicción constitucional es la incorporación de los 
Unitarios de Circuito al amparo: desde 1917 fueron tribunales de alzada de los juicio 
federales, pero a partir de las reformas de 1994 y 1995, los Unitarios se constituyen en 
tribunales de amparo contra actos de otros tribunales unitarios. Incluso conocen de la 
inconslitucionalidad de la ley. 

13.- La Importancia del amparo Indirecto en la jurisdicción constitucional 
consiste en que fue el primer Instrumento !ur!dlco que hacen valer los particulares 
contra leyes y actos lnconstltuclonales sin mediación d e los poderes Instituidos. Su 
origen se encuentra en las ideas liberales del siglo XIX plasmadas en el Proyecto de 
Constitución de Ja Minorla de 1842, en la Constitución Yucateca y Acta de Reformas de 
1847 y en la Constitución de 1857. 

15.- En el amparo indirecto contra leyes es importante la naturaleza de ta ley que 
determina la oportunidad y admisión del juicio. En la actualidad la Corte utiliza e l concepto 
de individualización incondicionada como un elemento que sirve para determinar la 
procedencia el amparo ya que permite conocer en caaa caso concreto st los erectos de la 
ley concurren en forma condicionada. En general. es recomendable para el litigante. 
sobre todo para que no se p ierda en el mundo procesal del ampero Indirecto 
{principalmente para que n o se le desechen o sobresean sus lulcios) ACUDA A LA 
JURISPRUDENCIA LA CORTE Y QE LOS COLEGIADOS y consulte e n sus asuntos 
los djscos compactos de la !urlsprude ncla y d e compilación de leyes o bien. solicite 
!urlsprudencla por correo w eb ante el Semanario Judicial de la Federación. 

16.- A pesar de que existe disposición expresa que los obliga a ello (articulo 156 de la 
Ley de Amparo), un tema que debe resolver la jurisdicción constitucional es la razón por la 
cual los juzgados de Distrito no aplican el procedimiento especial que reduce los términos 
cuando existe jurisprudencia de la Corte que declarada la inconstitucional de la ley. 

17.- La familia genealógica del amparo directo se remonta a la tradición jurídica 
española de los medios de impugnación como son los recursos de nulidad y casación. 
AMBOS RECURSOS SE INSTAURARON PARA DECLARAR LA NULIDAD DE 
SENTENCIAS DADAS CONTRA LA LEY. El recurso de casación deroga a l d e nulidad, 
como el amparo sustituye a la CASACIÓN. El amoaro directo esencialmente es 
casaclonlsta {anulación d e senten cias por c uestiones d e legalldad) PERO EN LA 
HISTORIA DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. MEXICO LE INCORPORA EL 
CONTROL CONSTITUCIONAL DE LA LEY POR V JA EXCEPCIÓN. ESTA ES UNA 
EVOLUCIÓN SUI GENERIS DEL AMPARO DIRECTO COMO MEDIO DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL. 
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18.- La Constitución de 1917 regula mis un amparo casaclonlata que un 
procedimiento de control constitucional. La Corte desde 1917 hasta la refonna de 1988 
conocfa del amparo directo, a pesar de la existencia de los Colegiados en 1951, lo que 
ocasionó el rezago y el desarrollo pausado del amparo. Sin emberao. • tr1v+a de la 
reformas constltuclonalea de 1951. 1984. 1987 y 1994 el amparo directo se adapta 
como una qarantla jurisdlcclonal de la constitución por vla de excepción. 

19.- En mí opinión el recurso de revisión es un medio decisivo de control 
constitucional de segunda Instancia y por tanto, no puede s er una garantla 
jurlsdlcclonal de control constitucional de la ley. Es decir: el control constitucional 
corresponde en primera instancia a los jueces de Distrito y en segunda a la Suprema Corte, 
quien resuelve en definitiva la inconstituclonalidad. En la actualidad, de acuerdo con las 
nuevas reglas competenciales. la Corte resuelve exclusivamente los recursos de revisión 
importantes y trascendentes para ar ámbito jurídico nacional y los Colegiados se 
constituyen en tnbunales defin111vos o de segunda instancia ya que los resuelven los 
recursos de revisión interpuestos contra ras sentencias de los jueces de Distrito y 
magistrados de los Unitarios cuando decidan sobre la constitucionalidad de la leyes locales, 
reglamentos federales o locales y reglamentos municipales autónomos. 

20.- La controversia constitucional, es un juicio cuyo origen se remonta a la 
Constitución de 1814, se adapta en las Constituciones de 1824, 1857 y 1917; pero, 
ineficaz. Pasaron más de 180 años de historia constitucional mexicana para que la 
controversia constitucional se reglamentara en una ley especial a partir de las reformas 
cons111uc1onafes de ·1,;,"'4 y 1996. En la aclualidaú la conlrov.:1:.ico w11:.lilu.,;iu11c1I .. s un 
moderno instrumento de control constitucional que resuelve conflictos competenciales entre 
la federación y las entidades federativas y los municipios, cuya finalidad es la protección de 
las atribuciones constitucionales de los órganos originales del Estado. 

Sin embargo, queda pendiente por actual izar la posición de los Municipios en la 
Controversia, ya que están imposibilitados para demandar los conflictos entre dos o más 
Municipios de un mismo Estado, ya que se les obliga a someter sus diferencias a las 
autoridades locales. También se cuestiona porque las sentencias favorables que obtienen 
los Municipios tienen efectos relativos al Municipio que impugnó la norma pero sigue 
aplicándose para aquellos que no atacaron la ley, aun declarada inconstitucional por la 
Corte. 

21.- La acción de inconstitucionalidad se instaura con las reformas constitucional de 
1994 y 1996. Forma parte de la jurisdicción constitucional porque es un medio abstracto de 
control de la Constitución. El proceso esta limitado a fracciones parlamentarias minoritarias 
que pretenden la anulación general de la norma si es aprobada por ocho ministros de la 
Corte. 

22.- El procedimiento invesligatorio de Corte es un medio que apoya al estado de 
derecho en materia de garantías individuales porque frente a su grave violación, la Corte 
por si misma o a instancia del ejecutivo Federal o estatal o de cualquiera de la Cámaras, 
designa a un comisión que investigue los hechos y cuyo resultado remite a la autoridad 
competente para la exacta aplicación de la ley. 
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El Reglamento Interior de l a Suprema Corte de Justicia de la Nación del 11 abril 
de 11119, por primera vez, estableció las reglas del procedimiento investigatorio. Estas 
reglas se reiteran por última vez en el Reglamento Interior de 111 Suprema Corte de 
Justicia de la Nación del primero de Mayo de 1923 ya que Ley Orgilnlc11 del Poder 
Judicial de la Federación del 11 de Diciembre de 1928 derooó oor completo la 
reglamentación del procedimiento inyes!lgatorio hasta la actualidad a pesar de la grave 
yjolación de garantias individuales gye sucede. 

Dos temas pendientes del procedimiento investigatorio: como puede llegar a ser una 
garantla jurisdiccional de control constitucional y, sobre todo, por que los particulares o la 
sociedad civil no pueden solicitar la Intervención de la Corte para que investigue hechos 
que constituyan violación grave de garantlas individuales. 

23.- La jurisdicción constitucional debe contribuir a la imoartlción de la justicia 
constitucional y al acceso de la jurisdicción constitucional. sin este propósito. en mi 
opinión. el derecho procesal constitucional, no deja ser una materia académica y 
abstracta para los que!osos, para las entidades publicas y fracciones parlamentarias 
y para los particulares en general. Es decir. derecho procesal constitucional debe 
tener como finalidad esencial me!orar la lmpartlción de !ustlcla y su acceso sea lo 
más factjb!e. real y útil para los aue/osos. para las entidades públlcas. para las 
fracciones parlamentarias y Para e l ciudadano en general¡ además. por supuesto. de 
la prolucciú11 a la Cu11::;lilu1.:iú11. 
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